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Diputado Chahín, Informar sobre los pagos que realiza el Servicio de Salud Araucanía Norte al Centro de Diálisis de la ciudad de Victoria; asimismo, acerca de los profesionales y especialistas con que el señalado centro cuenta para la atención de pacientes; también, los pacientes en lista de espera y el responsable de mantener actualizados sus antecedentes para el ingreso en la lista de trasplantes; y, además, para que remita, desglosado, el detalle de los pagos que realiza el Fondo Nacional de Salud al ya referido centro, por concepto de alimentación, medicamentos, horas médicas, etc. (2007 al 4990).


-
Diputado De Urresti, Solicita informar sobre la resolución que autoriza al Casino y Hotel Dreams de la ciudad de Valdivia, para mantener en sus dependencias una guardería para niños; asimismo, acerca de la permanencia de menores de edad en ese establecimiento hasta altas horas de la noche; además, sobre los horarios de funcionamiento de la mencionada guardería; y, finamente, si de acuerdo a la Convención de los Derechos del Niño, es posible el establecimiento de una guardería para niños en un casino de juegos. (3951 al 5213).


-
Diputado De Urresti, Solicita informar sobre los motivos de los descuentos en sus remuneraciones que afectaron a funcionarios de jardines infantiles y salas cunas de la ciudad de Valdivia, participantes en el “Paro Nacional” realizado los días 24 y 25 de agosto del presente año. (3954 al 5210).



Municipalidad de Antofagasta:


-
Diputado Araya, Solicita instruir a funcionarios del Departamento de Tránsito constituirse en la población Miramar Central Alto, en Avenida Padre Alberto Hurtado, en el tramo entre la calles Galvarino y Sucre, a objeto de verificar en terreno la necesidad de instalar un resalto simple, que evite accidentes producto de la circulación de vehículos a exceso de velocidad; además, disponer el levantamiento de muros de contención en dicha zona, para impedir el deslizamiento de tierras y los ulteriores problemas de polución; y, por último, gestionar la construcción de una escalera en el sector, que facilite el acceso a la avenida antes referida. (330 al 1351).


X.
Peticiones de oficio. Artículos 9° y 9° A de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional. 


-
Diputado De Urresti, informe acerca de la factibilidad de agilizar la tramitación de entrega por parte del Servicio Médico Legal de la Región de Los Ríos de los restos mortales correspondientes al señor Luis Aliro Fernández Sanhueza; e indique, asimismo, las causas que producen estas demoras. (5387 de 14/12/2011). A Servicios.


-
Diputado De Urresti, Informe cuándo se llevará a efecto el llamado a concurso público para proveer el cargo de director titular de la Oficina Nacional de Emergencia, Región de Los Ríos. (5409 de 14/12/2011). A director de la Oficina Nacional de Emergencia.


-
Diputado Urrutia, Informe en qué estado se encuentra la petición de Subvención Presidencial, efectuada por la Agrupación de Rehabilitados Alcohólicos de la comuna de Parral, Región del Maule. (5410 de 15/12/2011). A Ministerio de Interior.


-
Diputado Urrutia, Realice los estudios conducentes a la obtención de agua potable rural para el sector de Las Lomas de Pelluhue, Región del Maule; como asimismo, gestionar los recursos económicos pertinentes, e informe a esta Corporación. (5411 de 15/12/2011). A director de Obras Hidráulicas.


-
Diputado Silva, Remita la información detallada en la solicitud adjunta, referida al plano regulador de la comuna de Lo Barnechea, en especial respecto a la construcción de edificios en altura en determinados sectores de la referida comuna. (5412 de 15/12/2011). A Municipalidad de Lo Barnechea.


-
Diputado De Urresti, Remita la información detallada en la solicitud adjunta, respecto de reclamos por daños físicos ocasionados por tratamientos de estética efectuados en el centro Ageback, ubicado en la avenida Arturo Prat, comuna de Valdivia, Región de Los Ríos; en especial, sobre la situación que afecta a la señora Nany Gajardo y las acciones seguidas por esa entidad en ese caso; como asimismo, si tiene competencia para proteger los derechos de los consumidores en esta materia. (5413 de 15/12/2011). A directora Sernac Región de Los Ríos.


-
Diputado Chahín, Informe el estado de tramitación de la rehabilitación administrativa que, por segunda vez, ha realizado doña Ada Esperanza Baldevenito Marín. (5415 de 15/12/2011). A Ministerio de Interior.


-
Diputada Molina doña Andrea, Se pronuncie respecto de la legalidad de los actos de la autoridad marítima, en relación con la construcción de un proyecto del Club de Yates de Quintero, Región de Valparaíso, que ha sido edificado en un terreno de playa cercano a las instalaciones del Sindicato de Pescadores Caleta Embarcadero de Quintero, e informe a esta Corporación. (5417 de 15/12/2011). A contralora regional de Valparaíso.

I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (115)
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RM
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PRI
II
4
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UDI
IX
48
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PDC
X
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Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20
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UDI
XV
1
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UDI
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35
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UDI
VI
33
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IX
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IV
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Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Cerda García, Eduardo
PDC
V
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V
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IV
7

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Eluchans Urenda, Edmundo
UDI
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II
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V
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XII
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González Torres, Rodrigo
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V
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I
2
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VII
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UDI
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Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
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Jaramillo Becker, Enrique
PPD
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Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
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Kast Rist, José Antonio
UDI
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Latorre Carmona, Juan Carlos
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VI
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IV
9
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VII
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Rosales Guzmán, Joel
UDI
VIII
47
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VII
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VIII
46
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Morales Muñoz Celso
UDI
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Moreira Barros, Iván
UDI
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IV
9

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
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Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Lozano, Marco Antonio
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V
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Ojeda Uribe, Sergio
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VIII
44
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Pérez Arriagada, José
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VIII
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RN
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56
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VIII
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Venegas Cárdenas, Mario
PDC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
UDI
III
5
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-Asistieron, además, los ministros del Interior y Seguridad Pública, don Rodrigo Hinzpeter; de Economía, Fomento y Turismo, don Pablo Longueira, y del Trabajo y Previsión Social, doña Evelyn Matthei Fornet.



-Concurrieron, también, los senadores señores Juan Antonio Coloma e Ignacio Walker.-







II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 10.44 horas.

El señor MELERO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor MELERO (Presidente).- El acta de la sesión 118ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 119ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor MELERO (Presidente).- El señor Prosecretario dará lectura a la Cuenta.

-El señor LANDEROS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

REMISIÓN DE PROYECTO A COMISIÓN DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA.

El señor MELERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición de la Comisión de Ciencia y Tecnología para que le sea remitido el proyecto, iniciado en mensaje, que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones, que actualmente se encuentra en la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

-o-

El señor MELERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la solicitud de la Comisión Investigadora de la Administración y Gobierno de la Región del Biobío en el período de la intendenta Jacqueline Van Rysselberghe, a fin de prorrogar en 25 días su mandato para la elaboración de su informe.

¿Habría acuerdo?

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, pido la palabra, porque me doy cuenta de que, nuevamente, el colega Salaberry se opone.

El señor MELERO (Presidente).- Señor diputado, al respecto no cabe realizar debate.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, cabe realizar el debate, porque es un tema de Reglamento.

El señor MELERO (Presidente).- Señor diputado, se da o no el acuerdo, y no hay unanimidad para prorrogar el plazo.

El señor ORTIZ.- Es un tema de Reglamento, en el que está en juego el prestigio de la Corporación.

El señor MELERO (Presidente).- Ése es un comentario de mérito; no reglamentario.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, oficialmente, le pido la palabra para dar a conocer un antecedente que no tiene su señoría.

Usted no sabe que el martes 13 recién pasado se acordó votar ayer, pero el Presidente de la Comisión no apareció.

-Hablan varios señores diputados a la vez.

El señor MELERO (Presidente).- Señor diputado, no hay acuerdo para conceder la prórroga solicitada.

El señor ORTIZ.- Entonces, simplemente, vamos a hacer la denuncia pública.

El señor MELERO (Presidente).- Está en su derecho, señor diputado.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, pido que se vote. 

El señor LEÓN.- Ayer se votó respecto de otra Comisión.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, ayer se votó.

Hay jurisprudencia al respecto. 

Reitero mi solicitud de votación.

Se presentaron dos informes; sólo falta votarlos.

El señor MELERO (Presidente).- No corresponde votar, señor diputado.

Si me lo permite, se lo puedo explicar.

No corresponde que se someta a votación. Además, se requiere la unanimidad, porque esta solicitud se ha presentado después del vencimiento de su plazo y no antes, tal como lo establece el artículo 53 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, sobre la ampliación de los plazos a las comisiones especiales investigadoras. 

Para mejor conocimiento de la Sala, daré lectura a la norma.

“Artículo 53.- La Cámara de Diputados creará, con el acuerdo de a lo menos dos quintos de sus miembros en ejercicio, comisiones especiales investigadoras con el objeto de reunir informaciones relativas a determinados actos del Gobierno. 

Estas comisiones, ni aun por la unanimidad de sus integrantes, podrán extender su cometido al conocimiento de las materias no incluidas en el objeto o finalidad considerado en el acuerdo que dio lugar a su formación.

Las comisiones investigadoras estarán integradas por el número de miembros que determine el Reglamento de la Cámara de Diputados.

La competencia de estas comisiones se extinguirá al expirar el plazo que les haya fijado la Cámara para el cumplimiento de su cometido. Con todo, dicho plazo podrá ser ampliado por la Cámara, con el voto favorable de la mayoría de los diputados presentes, siempre que la comisión haya solicitado la ampliación antes de su vencimiento.”. Esto último no ocurrió.

Por lo tanto, aunque entiendo su interés sobre la materia, no corresponde abrir debate.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, usted tiene que estar por sobre el bien y el mal. Usted ya no es militante de la UDI; es el Presidente de los 120 diputados.

Se lo digo con franqueza y con respeto.

El señor MELERO (Presidente).- Señor diputado, con la misma franqueza, le digo que el Presidente de la Corporación tiene que aplicar el Reglamento.

No corresponde abrir debate.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, puedo demostrar lo que afirmo.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra para intervenir sobre ese punto.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, el martes 13 nos reunimos los miembros de la Comisión.

Había dos informes: uno preparado por el señor Presidente de la Comisión, el diputado Cristián Letelier, y otro elaborado por los seis diputados de la Concertación. Ahí se tomó el acuerdo de caballeros -para que sepa-, porque ese día vencía el plazo, de que se estudiaran los dos informes por una semana, para votarlo después, aun sabiendo que la UDI ha blindado totalmente a la ex intendenta y va a ganar. Pero había un informe de minoría. Tengo copias de las actas de la Comisión.

Señor Presidente, en este instante presento una censura a la Mesa. 

-Hablan varios señores diputados a la vez.

El señor MELERO (Presidente).- Señor diputado, no corresponde someter a votación esta situación. La ley orgánica constitucional del Congreso Nacional es clarísima. 

No se ha dado la unanimidad.

-o-

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, acabo de participar en una reunión de Comités encabezada por usted y el señor Secretario de la Corporación, en la cual ha quedado absolutamente claro el tema, en base al 
artículo 53 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional.

Hoy, después de la 18.30 horas, seremos citados los trece miembros de la Comisión Investigadora de la Administración y Gobierno de la Región del Biobío en el período de la intendenta Jacqueline Van Rysselberghe.

Considero que con esa medida se ha superado el problema generado y por eso entrego estas explicaciones públicas.

Además, si he empleado algún término que no correspondía, solicito que se retire de la versión.

Finalmente, retiro la censura a la Mesa.

He dicho. 

REMISIÓN DE PROYECTO A COMISIÓN DE SUPERACIÓN DE LA POBREZA, PLANIFICACIÓN Y DESARROLLO SOCIAL.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fuad Chahín.

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, solicito que someta a consideración de la Sala la petición que hizo, por unanimidad, la Comisión de Superación de la Pobreza, Planificación y Desarrollo Social, en orden a que el proyecto de ley de Ingreso Ético Familiar sea tramitado en esta Comisión, que es la especializada en estas materias.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Felipe Ward.

El señor WARD.- Señor Presidente, no tenemos ningún problema en dar el acuerdo, siempre y cuando se respete un plazo determinado, luego de tramitarse en la Comisión de Gobierno Interior y Regionalización.

El señor MELERO (Presidente).- Los plazos están establecidos reglamentariamente.

El señor WARD.- Señor Presidente, la Comisión de Gobierno Interior y Regionalización tratará el tema en general durante un par de sesiones más y seguramente lo hará en dos sesiones más para tratarlo en particular. 

Por eso, insisto en que el proyecto sea tratado sólo en una o dos sesiones. A la Comisión legislativa que le corresponde tratar el proyecto es la de Gobierno Interior y Regionalización, tal como se está haciendo.

Por lo tanto, reitero que daremos la unanimidad siempre y cuando se trate en dos o tres sesiones en la Comisión de la Superación de la Pobreza, Planificación y Desarrollo Social.

El señor MELERO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a la solicitud y proceder en los términos planteados por el diputado Ward?

Acordado.


V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE NORMATIVA SOBRE PESCA DE INVESTIGACIÓN, PESQUERÍAS ARTESANALES, MANEJO DE RECURSOS BENTÓNICOS Y CUOTA GLOBAL DE CAPTURA. Segundo trámite constitucional.

El señor MELERO (Presidente).- Corresponde tratar, en segundo trámite constitucional, el proyecto de ley, iniciado en mensaje, sobre pesca de investigación, pesquerías artesanales, manejo de recursos bentónicos y cuota global de captura.

Diputado informante de la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos es el señor Orlando Vargas. 

Antecedentes:
-Proyecto del Senado, boletín N° 8010-03, sesión 120ª., en 13 de noviembre de 2011. Documentos de la Cuenta N° 9.
-Certificado de la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos, sesión 123ª., en 20 de diciembre de 2011. Documentos de la Cuenta N° 6.
El señor MELERO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para autorizar el ingreso a la Sala del señor subsecretario de Pesca?

No hay acuerdo.

Tiene la palabra el diputado informante.

El señor VARGAS.- Señor Presidente, me ha correspondido informar el proyecto de ley, originado en mensaje del Ejecutivo, que se tramita como boletín N° 8010-13.

Esta iniciativa legislativa tiene su origen en la regulación de todas aquellas materias que, por no contar con las herramientas regulatorias precisas, se regulaban a través de la denominada institución de la “pesca de investigación”.

En efecto, en el curso de los últimos diez años, diversas actividades pesqueras, tanto artesanales como industriales, no contaron con herramientas flexibles en la ley de pesca que permitieran hacer frente a la realidad; por ello se hizo uso de esta institución.

Sin embargo, con el correr del tiempo, se desvirtuó el uso de la pesca de investigación, se generalizó su uso y, en muchas ocasiones, constituyó una excepción a las normas de la ley general de Pesca y Acuicultura. Es así como se llegó al extremo de que el uso de dicha institución fue observado por la Contraloría General de la República mediante un dictamen requerido por un senador de la República.

El presente proyecto regula todas aquellas materias que eran administradas mediante la pesca de investigación e incorpora en la ley general de Pesca y Acuicultura las facultades precisas para su regulación. 

El proyecto persigue los siguientes objetivos:

1. Regularización del Registro Pesquero Artesanal. 

Con el objeto de otorgar certeza jurídica a los pescadores artesanales que han operado bajo el marco de pescas de investigación durante los últimos años, se incorpora al Registro Pesquero Artesanal a los pescadores artesanales que han participado en pesca de investigación en cualquiera de los años 2008, 2009, 2010 y 2011 en las pesquerías que se enumeran en el mismo proyecto.

Se establece exigencia diferenciada entre peces y recursos bentónicos de la información de desembarque, además de requisitos diferentes a pescadores de la Duodécima Región.
Se establece un procedimiento administrativo para la incorporación de los pescadores al Registro, que contempla.

-Resolución con el listado de aquellos que cumplen los requisitos de participación en las pescas de investigación.
-Procedimiento de reclamo para aquellos que, aun cuando cumplían los requisitos, quedaron fuera del listado que establece la resolución.
2. Acceso a la actividad pesquera artesanal.

Con el objeto de establecer reglas claras a los pescadores artesanales que deseen acceder a la actividad pesquera artesanal, se incorpora un procedimiento para ingresar a la actividad pesquera artesanal con causales denegatorias precisas.
Para estos efectos, los pescadores artesanales se podrán inscribir en las pesquerías que estén definidas en una nómina que establecerá la Subsecretaría, por región.
Se rechazará la solicitud de inscripción por el Servicio Nacional de Pesca sólo cuando la pesquería: a) se encuentra suspendida; b) esté en recuperación o desarrollo incipiente, de conformidad con la ley general de Pesca; c) sea fauna acompañante de una especie que esté en caso a) o b).

En caso de que la pesquería no esté en la nómina, la solicitud de inscripción se remite a la Subsecretaría, la que resolverá incluyendo la especie en la nómina o denegándola, en los siguientes casos: a) Por no tener la especie distribución geográfica en el área solicitada, y b), que la actividad solicitada sea contraria a la norma vigente.

Dictada la resolución de la nómina de pesquerías, el Servicio, de oficio, inscribirá a los pescadores artesanales que tengan inscritas pesquerías con acceso cerrado en aquellas que se encuentren abiertas en las pesquerías. Respecto de las que tengan su acceso cerrado, se permitirá a los pescadores extraerlas como fauna acompañante de la especie principal en los porcentajes que determine la Subsecretaría.

3) Modificación de la regulación de las pescas de investigación.

El objetivo perseguido en este punto es limitar la discrecionalidad de la autoridad en la autorización de estas pescas de investigación y circunscribirlas sólo a aquellas actividades que tengan como objetivo la investigación. Esto, que parece obvio, no lo es tanto, pues su falta de regulación permitió que esta institución se desvirtuara.

Se adecua la definición de pesca de investigación, complementando los objetivos y finalidades de ésta. 

Se limita la posibilidad de eximir de medidas de administración a las capturas efectuadas en pescas de investigación al monto de la reserva de cuota de investigación. 

Se limitan las naves artesanales o industriales que pueden participar a sólo las inscritas o autorizadas en la respectiva pesquería.

4. Traspaso de cuota. 

Se transparenta y reconoce formalmente esta figura que se hacía bajo el amparo de “pescas de investigación”. 

Se permite a los titulares del Régimen Artesanal de Extracción (RAE) el traspaso de su cuota a otros titulares RAE o pescadores artesanales inscritos en las pesquerías y también a armadores industriales que tengan autorizado el recurso.

Limitación: los titulares artesanales sólo podrán ceder, en el plazo de tres años, hasta el 50 por ciento de la cuota. 

Se regula el traspaso de los industriales a los artesanales, o viceversa, debiendo producirse en la misma área poblacional del respectivo recurso. En el caso de los artesanales, sigue estableciéndose la limitación de poder traspasar sólo el 50 por ciento de su cuota.

Las cesiones serán autorizadas por la Subsecretaría y se llevará un registro público de ellas, en el que deberá constar la última dotación que haya participado en el zarpe de la embarcación que cede su cuota o figure en el contrato de embarque.

La norma que autoriza traspasar a los industriales es de carácter transitoria, sólo por un año, debido a que los límites máximos de captura por armador vencen el 2012.

5. Planes de manejo de recursos bentónicos.

Atendida la naturaleza de los recursos bentónicos, se establece que los planes de manejo podrán ser aplicables a toda o parte de una región. 

Se incorpora un procedimiento para el establecimiento de los planes de manejo que incluye las mesas público-privadas, con la participación de los actores. 

En caso de que el plan de manejo se aplique únicamente a una parte de la región, sólo participarán los pescadores que cumplan con los criterios establecidos en el plan, entre los cuales deberá considerarse el haber efectuado operaciones en el área donde éste se aplicará. 

Al menos cada tres años deberá evaluarse quiénes hacen el esfuerzo, pudiendo ingresar nuevos pescadores, siempre que no se atente contra la sustentabilidad del recurso. 

En estos planes podrán aplicarse, entre otras, las siguientes medidas de administración especiales:
a) Rotación de áreas;
b) Criterio y limitación de extracción, y
c) Traslocación y repoblación de recursos bentónicos.

Otras normas.

Pesca de jurel en la zona norte: de conformidad con la ley Nº 20.485, se posibilita que, hasta junio de 2012, la pesca entre las regiones XV a IV se efectúe con una talla mínima de 22 centímetros.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra el diputado señor Jorge Ulloa.

El señor ULLOA.- Señor Presidente, el proyecto presentado por el Ejecutivo tiene objetivos meridianamente claros. El primero es otorgar sustentabilidad a las pesquerías que hoy se encuentran ante un severo riesgo, por distintos orígenes. 

Por una parte, tenemos el esfuerzo pesquero, que jamás se ha logrado controlar, tanto en el sector industrial como en el artesanal. Desde esa perspectiva, es necesario que el Ejecutivo y el Poder Legislativo realicen el mayor esfuerzo para que la sustentabilidad sea el principio rector que guíe las acciones en materia de pesca. 

Parece del todo razonable terminar con una práctica que, desde el punto de vista formal, se utilizó, pero que constituía una burla a las disposiciones legales: la denominada pesca de investigación. 

Estamos frente a un buen proyecto, puesto que aclara, despeja y transparenta a todos quienes han hecho un esfuerzo de participar en pesquerías, que no están inscritos, pero que, por la vía de la pesca de la investigación, pudieron acceder al recurso. En ese sentido, la iniciativa persigue un buen propósito, porque transparenta una realidad y hace posible que, de una vez por todas, quienes ingresaron al medio por una vía irregular normalicen su situación; además, permite que se termine con una mentira: la pesca de investigación. 

Quedará meridianamente definido que a la pesca de investigación sólo se podrá acceder hasta un límite del 2 por ciento del total de la pesquería.

En segundo término, se pretende asegurar la sustentabilidad de las pesquerías artesanales bentónicas. Para ello se establece un plan de manejo en que se consideren herramientas eficientes para asegurar la sustentabilidad de las pesquerías que ayudan a un significativo sector de la pesca artesanal.

También es importante entender que existe, y debe existir, la posibilidad de transparentar -cuestión que hoy ocurre- las cesiones de un pescador artesanal a otro, de un industrial a otro, o de un industrial a un pescador artesanal o viceversa. Eso debe ser transparente, mediante un registro que lo aclare y que también contribuya a que no nos encontremos con tenedores que finalmente se van a transformar en especuladores. 

Es necesario destacar que, en materia de cesiones, sólo se podrá traspasar hasta un 50 por ciento y durante tres años seguidos como máximo. Si esas cuotas se extralimitan, entonces la autoridad podrá caducar ese traspaso y ello no significará que quede en manos de quien recibió la cesión, sino que quedará en manos, por ejemplo, del sector artesanal, si es un artesanal que hace el traspaso a otro, o del sector industrial, si el que realiza el traspaso es un industrial. Es decir, se actúa con mucho cuidado para evitar que el sector artesanal pierda en favor de los industriales o de otros pescadores artesanales. Lo importante es que se traspasa una cantidad de peces, pero no la cuota definitiva que le corresponde a cada uno.

Un punto merece un comentario especial. Es cierto que durante el año pasado se elaboró una ley -la N° 20.485- que, a través de su artículo 26, permitió que se efectuara un estudio científico, de dieciocho meses de duración, para tener claro cuál es el tamaño adecuado que debe tener el jurel. Hoy, el Ejecutivo nos ha planteado que se mantenga, mediante el artículo 6° de la norma, la posibilidad de terminar dicho estudio, y parece suficientemente razonable que se termine. Sin embargo, desde mi perspectiva, al menos, entiendo que existe una gran discusión respecto de la edad de madurez que permita que esa especie pueda reproducirse. Por esa razón, se ha desarrollado una legítima discusión en la que, por cierto, hay distintas opiniones.

Entiendo que, en general, el proyecto mejora la transparencia y, sobre todo, da claridad y, definitivamente, posibilita que tengamos un registro artesanal que sea real. Así, los seis artículos permanentes y los tres transitorios del proyecto de ley permiten considerar que estamos frente a una iniciativa razonable, aun cuando, reitero, hay dudas -por lo menos, para algunos- respecto de un artículo.

Por las consideraciones anteriores, llamo a votarlo a favor.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Gabriel Silber.

El señor SILBER.- Presidente, pido reunión de Comités, sin suspensión de las sesión.

El señor MELERO (Presidente).- Muy bien, señor diputado.

Se cita a reunión de Comités, simultáneamente con la sesión de Sala.

Tiene la palabra el diputado señor Gabriel Ascencio.

El señor ASCENCIO.- Señor Presidente, para que no se me olvide, le voy a pedir al señor Secretario que anote de inmediato la petición de votación separada del inciso segundo del artículo segundo transitorio de este proyecto, que dispone la transferencia de cuotas de pescadores artesanales a industriales. Voy a explicar las razones de esta petición. Sin embargo, antes trataré de contextualizar el proyecto.

Seguramente tendremos una discusión muy relevante con relación al tema de la pesca. Tenemos los problemas de la ley de 1991, que -lo diré en términos bastante simples- no fue adecuada para la sustentabilidad de los recursos. Después, la ley elaborada hace diez años, que fijó las cuotas máximas de captura por armador, resultó peor, porque hoy se aprecia el colapso de las pesquerías, y pronto viene la otra discusión de fondo acerca de lo que queremos hacer con estos recursos. Pero, entretanto, hay varias iniciativas -dos, tres o cuatro- que están dando vueltas, y uno de ellas es ésta, que es miscelánea, porque en su artículo 5° hay de todo: se definen la pesca de investigación, los observadores científicos; se habla de la mesa de trabajo público-privada para los recursos bentónicos, etcétera. El artículo 5° de este proyecto es una especie de “bolsillo de payaso”. 

Pero, a mi juicio, lo relevante está en los artículos 1°, 2°, 3° y 4°, porque con ellos solucionamos un problema real que existe y que planteó el dictamen de la Contraloría General de la República, el que estableció que había que terminar con seguir jugando con la pesca de investigación. A raíz de eso, se propuso una forma de resolver la situación de muchísimos pescadores artesanales que, aunque no están inscritos, han participado de la pesca de diversas pesquerías, a través de la denominada “pesca de investigación”, que se ha dado, por distintas circunstancias, en todos los gobiernos. ¡Para qué vamos a comentar las razones por las cuales se dio! 

Entonces, a quienes no están inscritos, pero que participaban en la pesca de investigación en determinadas pesquerías, se les soluciona el problema en los referidos artículos. A mi entender, dichos artículos tenemos que votarlos a favor con toda confianza, porque parece que no hay otra manera de resolverlo, aunque, quizás, existan algunas dudas.

En el artículo 5° se tocan distintas materias. En primer lugar, quiero referirme a una. 

Este proyecto proviene del Senado. Allí, el ministro de Economía, Fomento y Turismo y el subsecretario de Pesca llegaron a acuerdos con todos los senadores. En mi concepto, dichos acuerdos fueron malos. Uno de ellos fue eliminar, en el artículo 5°, en cuanto a la administración y manejo de una o más pesque-
rías de recursos bentónicos de invertebrados y algas, la mesa de trabajo público-privada, que ha sido extraordinariamente importante para los pescadores artesanales. No obstante, gracias a la insistencia de mi querida camarada Carolina Goic, acompañada por su colega de distrito -pero fundamentalmente por iniciativa de la diputada Carolina Goic-, presentamos, discutimos y justificamos la necesidad de reincorporar lo que el Gobierno acordó suprimir con los senadores. Por lo tanto, esa mesa público-privada quedó incorporada en el número 2) del artículo 5°, gracias a una indicación que, al final, el Ejecutivo se vio forzado a presentar, porque nosotros la íbamos a aprobar igual. Eso es relevante y es necesario aprobarlo.

Sin duda, habrá una discusión sobre la talla mínima del jurel, contenida en los artículos finales, y cada uno tendrá que tomar una decisión al respecto. 

¿En qué quiero centrar la discusión y por qué he pedido votación separada del inciso segundo del artículo segundo transitorio? En el traspaso de cuotas de pescadores artesanales a los industriales. Seguramente, algunos me van a decir que esto ya se hace. Efectivamente, entiendo que en las regiones Undécima y Duodécima se realizan esos traspasos, bajo una metodología distinta. Es más, creo que, de alguna manera, le tuercen la nariz a la ley. No discuto sobre si se pueden hacer esos traspasos de cuotas desde un pescador artesanal a otro; tampoco si lo hacen de una región a otra, o de una región a una macrorregión. Asimismo, no tengo inconvenientes con que algunos industriales transfieran sus cuotas a otros industriales. A estas alturas, no tengo problemas con eso. ¿Cuál es el problema más grave, el mayor de los peligros si se aprueba este proyecto de ley que autoriza el traspaso de cuotas desde un pescador artesanal a un industrial? Simplemente, la supresión de una cultura de vida de los numerosos pescadores artesanales que existen en todas las caletas de la costa de nuestro largo país. Si nosotros aprobamos esta norma -a pesar de que me van a decir que vence en diciembre del 2012, lo van a meter en la ley larga igual, y que solamente puede abarcar hasta el 50 por ciento de la cuota-, empezaremos a desnaturalizar el concepto de pescador artesanal y su particular estilo de vida. ¿Para qué un pescador artesanal se va a levantar a las 5 o 6 de la mañana, va a preparar el bote y sus instrumentos o aparejos de pesca, va a ver a su tripulación, revisar los niveles de bencina, ir ante la autoridad marítima si se puede quedar en su casa y pasarle el voucher al recaudador de turno del día? Ese recaudador, a nombre de los industriales, los recoge y le paga una miseria, para seguir manteniéndolo pobre. ¿Para eso?

Insisto: desnaturalizaremos completamente el concepto de pescador artesanal; lo haremos pedazos. ¡Por favor, pongan atención en lo que estamos haciendo, porque algún día la historia va a evaluar nuestra actuación! ¡Con la aprobación de este proyecto, estaremos convirtiendo a los pescadores artesanales -me parece que ya lo dijo el diputado de Punta Arenas- en rentistas, en una especie de subcontratistas! ¡Ni siquiera serán subcontratistas, porque no tendrán que hacer nada; se quedarán en sus casas! Simplemente pasarán el voucher, el derecho que les corresponde por una cuota determinada en una pesquería, a un recolector de vales de los industriales. Si aprobamos eso en este proyecto de ley misceláneo, se dirá que la disposición rige sólo por un año y que vence en diciembre de 2012, porque se deberá aprobar un nuevo proyecto de ley, pero estoy convencido de que igual lo incluirán en la nueva norma de fondo que debemos discutir.

Por favor, les ruego que analicen lo que estamos haciendo. Probablemente, en algunos casos, en la Undécima o en la Duodécima regiones hay pescadores artesanales que tienen una cuota mayor a su capacidad de captura. Pero eso no es culpa de los miles y miles de pescadores artesanales del resto del país. Lo que deberíamos hacer es ayudar a los pescadores artesanales a que salgan de la pobreza en que están, pero no convertirlos en más pobres. Lo único que haremos con esta disposición es convertirlos en más pobres. Si en el marco de una cuota determinada de una pescadería le pagan 900 pesos por el kilo, los industriales le van a comprar el voucher por 300 o 400 pesos el kilo al pescador artesanal. En consecuencia, ese pescador no tendrá necesidad de contratar a otros pescadores para que lo acompañen en la faena diaria, normal, permanente, cultural, que desarrolla. Ése es el punto que quiero someter a discusión.

¡No al traspaso de cuotas de la pesca artesanal a la industrial, porque destruirá una cultura de vida en Chile! ¡Y nosotros seremos responsables de hacer pedazos esa cultura de vida, sólo por resolverles el problema a unos cuantos pescadores que tienen una cuota mayor que la que necesitan! Ése es el punto.

Por eso pedí votación separada del inciso segundo del artículo 2° transitorio, que votaré en contra. El resto del proyecto lo votaré a favor, porque es necesario aprobarlo. Pero el inciso señalado -reitero- lo voy a rechazar porque no quiero ser responsable de hacer pedazos a los pescadores artesanales de Chile, sólo para que hoy ganen unos pocos pesos vendiendo el voucher que tienen por su derecho a una cuota en alguna pesquería determinada.

He dicho.

-Aplausos.
El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Adriana Muñoz.

La señora MUÑOZ (doña Adriana).- Señor Presidente, en mi opinión, este proyecto de ley se ocupa de regular algunas materias en que no existe regulación o ésta es insuficiente. En general, es bien intencionado, aunque sus disposiciones resultan contradictorias, poco claras y equívocas en muchos aspectos. Cabe puntualizar que ciertas materias resultan muy relevantes, pero parece que se pretende que sean obviadas o minimizadas en la discusión.

Quiero referirme a algunos puntos que, a mi juicio, vendrían a socavar aún más la situación en que se encuentran nuestros pescadores artesanales, al menos, en el distrito N° 9, de la Región de Coquimbo, que represento.

La regulación que se propone para la pesca de investigación constituye un serio intento de formalizar un régimen que hoy existe, que está seriamente cuestionado. En los hechos, se busca legitimar un modelo de funcionamiento que ha sido reparado por la propia Contraloría General de la República. La normativa propuesta deja mucho margen a la arbitrariedad y a la discrecionalidad de la autoridad en cuanto a la definición de este sistema. Por eso, votaré en contra esta disposición.

Resultaría relevante la existencia de un proceso de postulación y de una selección abierta y transparente, enfatizándose claramente en el fin científico y técnico de los proyectos y en la publicidad y transparencia de los análisis y conclusiones.

Otro punto a observar, con el que no estoy de acuerdo, es la cuota especial de imprevistos pesqueros.

El proyecto fija en 2 por ciento de la cuota global la porción que puede destinarse a enfrentar las situaciones coyunturales. Por cierto, ello viene a sincerar una situación que ya ocurría en los hechos y que se resol-
vía a través de las pescas de investigación o con un aumento extemporáneo de la cuota global.

Sin embargo, se requiere precisar de mejor forma la regulación de esta reserva para imprevistos pesqueros, por la vía de establecer un sistema que minimice la discrecionalidad de la autoridad y permita, al menos, fijar criterios y prioridades para su asignación.

El siguiente tema en debate es la talla mínima del jurel. El proyecto fija su talla mínima en 22 centímetros, lo que resulta alejado de la evidencia científica, que la sitúa en alrededor de 26. A ello se agrega un porcentaje de tolerancia excesivo que puede afectar seriamente la sustentabilidad del recurso. Al respecto, resultaría relevante acercar la talla a esa magnitud y/o disminuir en forma considerable el margen de tolerancia.

El último punto sobre el que quiero poner énfasis es muy preocupante, porque constituye un referente en relación con el debate que tendrá lugar con ocasión del proyecto de ley larga de pesca: el referido a las transferencias de cuotas. El proyecto permite a los armadores y pescadores artesanales intercambiar cuotas de pescas de sus respectivos regímenes. Lo anterior resulta cuestionable en tanto constituye un sistema de transferibilidad de cuotas que hoy son otorgadas en forma gratuita por el Estado. Con ello se cambia la regulación de un sistema cuya normativa debe analizarse en los próximos meses en el proyecto de ley larga de pesca, al cual pondremos mucha atención.

La iniciativa es un buen intento de regular algunas materias. Sin embargo, en mi convicción -comparto lo señalado por el diputado Ascencio-, contiene disposiciones que establecerán situaciones que están en un punto de poca transparencia y van a regular el sistema de investigación que está en observación y que tiene muchas dificultades. No obstante, aborda materias que pueden constituir un referente para llevar a cabo un debate serio y de fondo en el próximo proyecto de ley de pesca.

Por lo expuesto, anuncio mi rechazo a este proyecto de ley.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Bobadilla.

El señor BOBADILLA.- Señor Presidente, en verdad, tenía la intención de centrar mi intervención en un tema, pero la modificaré para referirme a lo señalado por el diputado Ascencio.

Puedo entender su planteamiento, pero no lo comparto en absoluto, por la forma en que presenta la situación. Da a entender que el traspaso de cuotas tendrá el carácter de obligatorio, en circunstancias de que no es así. Es voluntario. Hoy existen los traspasos de cuotas entre los distintos actores que participan de la actividad pesquera. Lo que viene a hacer el proyecto es transparentar y regular esta práctica habitual en el mundo pesquero.

No es como planteó el diputado Ascencio, en el sentido de que esta disposición implicaría la destrucción de la pesca artesanal. Todo lo contrario. Las medidas que establece el proyecto tienden a normalizar y a fortalecer la legislación que hoy existe, a fin de que perduren los recursos en el tiempo. A diferencia de lo que señaló el diputado Ascencio, la iniciativa propende a la transparencia, toda vez que fija reglas claras, que todos podemos entender y practicar. Es decir, el proyecto contribuye a resolver un problema; no a generarlo.

Valoro mucho la iniciativa porque lleva transparencia donde no la hay; trae luz donde ha habido oscuridad durante mucho tiempo en la actividad pesquera. En ese sentido, entre otras materias que aborda, valoro la referente a la pesca de investigación. Todos sabemos el uso y abuso que se ha hecho de la pesca de investigación, que de investigación tuvo muy poco o nada. Es de todos sabido el uso discrecional y abuso que se hizo de este instrumento durante los gobiernos de la Concertación. 

Por eso, el proyecto pretende transparentar el uso de ese instrumento, de manera que la pesca de investigación sea una contribución al desarrollo de la pesca artesanal y no como ocurrió anteriormente, en que la autoridad lo usó en forma discrecional para apagar incendios y conflictos. En definitiva, la iniciativa recoge la observación que hizo la Contraloría sobre el uso y abuso de este instrumento, y regula la pesca de investigación.

Además, limita la discrecionalidad de la autoridad, toda vez que fue esa práctica lo que llevó a que este instrumento fuera mal utilizado en el pasado. 

También define, de manera clara y precisa, el concepto de pesca de investigación. Es muy positivo que un proyecto de esta naturaleza defina cuál es el fin y cómo se lleva a la práctica la pesca de investigación. 

Asimismo, permite la incorporación al registro pesquero a los pescadores artesanales que hayan participado en pescas de investigación entre 2008 y 2011. Es decir, con este proyecto estamos posibilitando que todos los pescadores artesanales que participaron en la pesca de investigación entre los años 2008 y 2011 se incorporen al registro pesquero, de manera de asegurarles su actividad para el futuro. Es una solución clara y concreta que brinda el proyecto. 

Cabe destacar que el proyecto requiere ser aprobado con la mayor urgencia, dado lo evidente de los problemas que tiene la pesca artesanal. Por eso, muchas organizaciones de pescadores artesanales esperan respuestas como las que entrega este proyecto. De acuerdo con lo que nos han requerido diversas organizaciones de pescadores, particularmente de mi distrito, el proyecto representa un avance, no todo lo que quisiéramos, pero contribuye a dar respuesta a las distintas dificultades que tienen que enfrentar los pescadores artesanales y, por cierto, también el sector industrial.

Por lo tanto, y porque el proyecto contribuye a dar solución a los problemas que tiene el sector pesquero artesanal e industrial, anuncio mi voto favorable.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Miodrag Marinovic.

El señor MARINOVIC.- Señor Presidente, en primer lugar, vayan mis saludos para los más de dos mil quinientos pescadores artesanales de la Región de Magallanes y mi recuerdo para los que han desaparecido en nuestras australes aguas. A los que nos siguen acompañando les renuevo el compromiso que esta Cámara y este diputado tienen con el sector pesquero artesanal. 

Sobre el proyecto, en Magallanes hemos venido trabajando desde hace meses. En varias ocasiones nos hemos reunido con los distintos gremios de la pesca artesanal de nuestra Región y hemos entendido la urgente necesidad de sacar adelante con prontitud este proyecto de ley, para que los pescadores artesanales de nuestras regiones, de todas las zonas involucradas, puedan salir a trabajar, a pescar, a partir del 1 de enero, para llevar el sustento a sus hogares. 

Recordemos que la Contraloría objetó la continuidad del sistema de pesca de investigación. Por eso, esta transición obligó a generar un proyecto para terminar con la mentira de la pesca de investigación, que regule los registros, para que las cosas se hagan como corresponde.

No me voy a vestir con ropa ajena. Por eso, felicito al ministro Longueira y también, con especial afecto, al subsecretario Pablo Galilea. Ambas autoridades se comprometieron con nosotros, en particular con este diputado, la semana pasada, para restablecer la mesa de trabajo público-privada que el Senado de la República eliminó del proyecto, en el mes que tuvo para debatir, a diferencia del plazo, de una semana, de que dispusimos nosotros. En esa instancia de trabajo los pescadores artesanales se expresan, dan a conocer sus opiniones sobre los temas que los afectan en sus pesquerías. En esa mesa de trabajo ellos participan de la administración y se sientan con las autoridades que les van a definir las reglas del juego, las áreas de planes de manejo y muchos otros temas. 

Por lo tanto, me pareció de una injusticia tremenda que, en el Senado de la República, todos los senadores, excepto el senador Gómez, hayan aprobado la eliminación de la mesa de trabajo público-privada del proyecto. A los pescadores artesanales hay que escucharlos, hay que considerarlos, porque son ellos los que salen en sus embarcaciones y arriesgan sus vidas en nuestros mares. 

Por eso, me alegra que, gracias al trabajo de varios colegas, hayamos logrado sensibilizar al Ejecutivo para reponer la mesa de trabajo público-privada. 

Ahora me interesa referirme a las cuotas de pesca. Tal como lo señaló un colega con anterioridad, nadie quiere -me incluyo- que los pescadores de nuestra patria se conviertan en rentistas, en especuladores o en financieros. Para rentar, para ganar plata a manos llenas están los bancos. El pescador artesanal es un trabajador de verdad, esforzado. Por eso, consultamos a las autoridades y nos interiorizamos para saber cómo va a operar el sistema de traspasos de cuotas. Con el proyecto estamos resguardado el derecho del pescador artesanal, que tiene asignada una cuota, a no perder los peces ni los espacios que le quedan y que no es capaz de cubrir con sus embarcaciones. ¿Qué pasa cuando un pescador se enferma por un período prolongado y no puede capturar la cuota asignada? Para que no pierda toda su fuente de ingreso anual, el proyecto permite transferir hasta 50 por ciento de su cuota, para que no se convierta en rentista. ¿Qué pasa cuando a un pescador le sobra 20 o 30 por ciento de la cuota, porque la capacidad de la embarcación no le permite capturar el total? ¿Es justo que ese pescador pierda ese porcentaje de la cuota? Me parece que lo lógico, lo correcto y lo razonable es que pueda transferirlo o venderlo a otro pescador artesanal, al que le faltó cuota, o a algún pescador industrial que pueda tomarla. 

Además, se precisó que el pescador artesanal que infrinja por más de tres años la norma de traspaso a los industriales quedará excluido del registro de pescadores artesanales y perderá su condición de tal y su correspondiente cuota. Pero esa cuota no se pierde para los artesanales, sino que se reparte entre los que sí ejercen la actividad a bordo de sus embarcaciones. Ésta no es una solución para especuladores, sino que es una opción para los pescadores que, por distintos motivos, no pueden capturar su cuota, de manera que puedan transferirla y, de esa forma, lleven el pan a sus hogares. 

Hoy iniciamos el debate del proyecto de ley larga, en la que pretendemos incluir muchos de los anhelos que me han plantado los pescadores de nuestra tierra, como la implementación de seguros de vida, la administración de los planes de manejo, la relación con la Subsecretaría, la relación entre autoridades y pescadores, la defensa de los pescadores artesanales ante los industriales, tema de largo aliento y que analizaremos a partir de hoy. Y en ese proyecto de ley larga, cuyo debate iniciamos hoy, por lo menos este diputado solicitará con fuerza que los pescadores artesanales de Magallanes también sean escuchados en la Cámara de Diputados y exigirá respeto y que se consideren los problemas propios de la región austral.

Finalmente, anuncio que votaremos favorablemente el proyecto, para que los pescadores sigan trabajando en sus embarcaciones el 1 de enero.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fidel Espinoza.

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, quiero comenzar mi intervención con un saludo al ministro Longueira, quien ha participado activamente en esta iniciativa.

También deseo reiterar el planteamiento que sostuve durante la sesión de la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos que se celebró el lunes, en Santiago, la que fue presidida por el diputado Carlos Recondo.

Seguramente en razón del cargo que ostenta, el ministro no estuvo presente en esa sesión, en la cual planteé con mucha fuerza que esperamos que el proyecto de ley larga de pesca, que comenzará a discutirse el próximo año, no sea tramitado de manera tan extremadamente rápida, como ha ocurrido con esta iniciativa miscelánea que hoy estamos debatiendo, aun cuando debo reconocer que es necesario despacharla antes del 31 de diciembre, dado que un dictamen de la Contraloría impide la pesca de investigación desde el l de enero próximo en adelante.

Reitero, esa razón ameritó agilizar la tramitación legislativa del proyecto, la que lamentablemente tuvo un retraso en el Senado, el que se tomó un tiempo excesivo para debatirlo, lo que nos obligó a discutirlo y analizarlo con los pescadores artesanales y con los dirigentes del ramo sólo en dos sesiones en la Comisión técnica, que se realizaron en la semana pasada y este lunes.

Sobre la materia, reafirmo lo planteado en la Sala por el diputado de Chiloé Gabriel Ascencio.

Debemos aprobar gran parte de los artículos del proyecto de ley en discusión. No obstante, tengo que señalar algunos elementos que es importante que queden en la historia fidedigna del establecimiento de la ley y que guardan relación con compromisos que el subsecretario de Pesca, Pablo Galilea, contrajo en la sesión de la Comisión celebrada el lunes.

El primero de ellos se relaciona con el artículo 1°, que busca solucionar el problema de las personas que quedarían fuera de la actividad de la pesca artesanal con el dictamen de la Contraloría. En consecuencia, estimamos que dicho artículo beneficiará a miles de pescadores artesanales que, de no mediar la aprobación de la norma, no podrán operar legalmente a partir del 1 de enero de 2012.

Sin embargo, tal como se lo hemos dicho al ministro en la Comisión y lo ratifico hoy en la Sala, desde nuestro punto de vista y de acuerdo con lo conversado con los dirigentes de organizaciones importantes de la pesca artesanal de la región que represento, entre ellas la Conapach, Prodelmar y la Federación de Pescadores, quienes nos han manifestado que si bien valoran que esa norma legalice la operatividad de esos pescadores, en el pasado la pesca de investigación no gozó -quiero ser categórico en lo que señalé en la comisión- de la universalidad que justifique su regularización.

Por ejemplo, en la Undécima Región se permitió la pesca de investigación de la sardina austral a sólo cuatro armadores; en la Región de Los Lagos, se autorizó a quienes tenían inscripción de operación respecto de la sardina común y de la anchoveta. Es decir, no todos los pescadores tuvieron la posibilidad de optar a la pesca de investigación.

Desde ese punto de vista, consideramos adecuada la regularización que hace el 
artículo 1° respecto de quienes hubiesen informado desembarques entre 2008 y 2011 de las diversas pesquerías que señala, ya que se podrán inscribir en el Registro Artesanal en la pesquería respectiva.

En la sesión del lunes que celebró la Comisión de Pesca, el señor Pablo Galilea se comprometió a generar, en el marco de la discusión del proyecto de ley larga de pesca, una disposición que permitirá solucionar el problema de los pescadores artesanales que, no teniendo historia todos esos años, sí desarrollaron la actividad.

Me gustaría que el ministro interviniera sobre el tema, porque nos interesa que ese problema quede despejado para los miles de pescadores artesanales que tienen temores al respecto.

Por otra parte, me referiré a la transferibilidad de la cuota, que planteó el diputado Ascencio.

Al respecto, hemos pedido votación separada, porque a pesar de que reconozco que muchos pescadores de la Región de Los Lagos están de acuerdo con la transferencia de cuotas de pesca de la industria pesquera a la pesca artesanal y viceversa, nos preocupa el precedente que generará el artículo 2°, que va a regir hasta el 31 de diciembre de 2012, y quede en la ley larga de Pesca, porque si bien es cierto que hay elementos que justifican esa transferibilidad; por ejemplo, cuando un pescador artesanal no puede realizar su actividad por la presencia de lobos marinos o por las condiciones climáticas 
-obviamente no puede perder los recursos a que tiene derecho, para lo cual se le permite transferirlos a otro pescador-, se ha llegado a la desfachatez de que algunos pescadores industriales han vendido sus cuotas a los pescadores artesanales, hecho que debemos meditar, porque todos sabemos que los responsables de la disminución notoria de las diferentes pesquerías no son los pescadores artesanales, no son quienes tienen sus caladeros naturales, sino que los industriales.

Este articulado permite que quien este habilitado para capturar las pesquerías que individualiza, pero que se dedica sólo a una, puede vender el resto de sus cuotas a los pescadores artesanales, que han visto mermada su actividad debido a la pesca irracional realizada por la industria pesquera fuera de las cinco millas y, digámoslo con honestidad, dentro de las cinco millas. Me refiero a la pesca de arrastre, respecto de la cual en esta Sala perdimos por cuatro votos el proyecto que pretendía eliminarla.

Esos temas nos preocupan, porque una actividad que ha disminuido las diversas pesquerías del país es la que efectúan los industriales y no los pescadores artesanales, con la pesca de arrastre, descarte y otra serie de situaciones que se generan día a día en nuestro mar.

No puedo dejar de decir que, a pesar de que sé que provoca algún tipo de resquemor en los colegas parlamentarios de las regiones del norte, que se benefician con esta medida, el artículo 6°, que disminuye la talla mínima de la pesca del jurel, es pan para hoy y hambre para mañana. De 26 a 22 centímetros rebaja la talla mínima para la pesca del jurel. Esa es una contribución directa para que en diez años más no haya pesca artesanal en nuestro país, lo que debe ser una gran preocupación de todos nosotros. Son miles y miles de familias que dependen de ella, de esta hermosa actividad que, en definitiva 
-como lo decía el diputado Ascencio-, se desnaturaliza cuando se da la posibilidad a los pescadores artesanales para que 
-algunos- se transformen en verdaderos rentistas de cuotas más que personas que efectivamente desarrollen la actividad.

En general, vamos a votar favorablemente el proyecto, pero en contra de algunos artículos, como el de la transferibilidad y el de la talla mínima para la pesca del jurel, respecto de los cuales pido votación separada. En este tipo de materia, tenemos algunos principios diferentes.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fernando Meza.

El señor MEZA.- Señor Presidente, después de escuchar el debate respecto del proyecto de ley sobre pesca de investigación, pesquerías artesanales, manejo de recursos bentónicos y cuota global de captura, es evidente que en Chile existen tres realidades en la materia: Una, en el norte; otra, en el centro y, la última, en el sur, lo que obligaría a legislar para estas tres grandes regiones de nuestro país. De otra manera, se puede cometer agravio comparativo entre los pescadores del norte, de otras regiones y del sur.

Pero sí está claro, señor ministro de Economía, por su intermedio, señor Presidente, que hay 70 mil pescadores artesanales que también tienen intereses distintos y que lo han manifestado permanentemente. Por ejemplo, el diputado Alinco me acaba de comunicar que los pescadores artesanales del sur están por la aprobación de esta iniciativa. 

Sin embargo, los pescadores artesanales de la Región de La Araucanía, a la que pertenece el distrito que represento, más de dos mil están indignados con el artículo 2° Transitorio, al que hacía referencia el diputado Gabriel Ascencio, que autoriza a los pescadores artesanales la entrega de su cuota a los pescadores industriales. 

Es una realidad que este proyecto de ley tiene bastante aspectos positivos, por eso vamos a aprobarlo en general, pero inquieta esta herramienta que se otorga a los pescadores artesanales, los más pobres, más limitados, menos defendidos y constantemente atacados. No lo digo porque me lo hayan contado ellos, sino porque he vivido en carne propia su actividad; me he subido a sus botes, a sus humildes lanchas, y he viajado tres y cuatro millas mar afuera dentro las cinco millas establecidas por ley, su territorio de pesca, lo que me ha permitido constatar cómo las naves industriales vienen de distintos lugares o países, invaden las cinco millas asignadas a los pescadores artesanales y capturan todo lo que se les ocurre, incluso con la pesca de arrastre. 

Al respecto, el Servicio Nacional de Pesca (Sernapesca) y el Ministerio de Economía, no el de hoy sino el de siempre, jamás han fiscalizado como deben hacerlo. Entonces, nos encontramos en una situación de agravio comparativo muy importante entre los pescadores industriales, que son quienes tienen más dinero, recursos y mejores embarcaciones y los humildes pescadores artesanales que se debaten en una pobreza tremenda. Con este artículo 2° Transitorio, se da la posibilidad de vender, como decía el diputado Ascencio, un voucher a los pescadores industriales, que se encargarían de recolectar a lo largo de Chile todas las cuotas de los pescadores artesanales, lo que haría más grande su capacidad de captura y dejaría en la inopia a los pescadores artesanales. ¿Por qué? Porque la necesidad tiene cara de hereje, pues cuando un pescador artesanal, que no tiene cómo alimentar a su familia, como sucede en Queule, en el distrito que represento, una de las más hermosas caletas de Chile, donde hay momentos del año en que realmente no hay nada qué comer. Entonces, se aprovechan de esa circunstancia y por cuatro pesos, un señor industrial se va a quedar con la cuota que pertenece al pescador artesanal. Por eso, hemos pedido votación separada de este artículo.

La Región de La Araucanía tiene casi 40 millones de dólares en sardinas y anchovetas, en las cinco millas, desde la marea más alta hacia mar adentro, y aunque perfectamente pueden llegar a esas cinco millas con sus modestas embarcaciones, a los pescadores artesanales no se les permite pescar. Ningún subsecretario de Pesca, desde que soy parlamentario, ha entregado alguna cuota, pero sí a otros señores, por razones extrañas, llamémoslas así. Esto es como el perro del hortelano, no come ni deja comer.

De esa manera, desde hace muchos años la pobreza de La Araucanía, dando la espalda al mar, se manifiesta cada día más. Estas sardinas y anchovetas se las llevan a otras regiones. Por lo tanto, en ellas hay registro de una pesca abundante de sardina y anchoveta, pero fue robada del mar de la Región de La Araucanía que, como no tiene registro de pesca, nunca va a tener cuota para obtenerlo. Eso es un gran problema.

Una voz de alerta. Hace pocos años la población de jurel era de casi 7 millones de toneladas en el mar Chile. Pero la falta de regulación, que no tiene que ver solo con este Gobierno, sino que también con políticas anteriores, ha permitido la depredación de nuestro mar. Este es un tema de seguridad nacional, pues dentro de unos años la alimentación con el salmón de los pobres, el jurel, no va a ser posible. Según los científicos, ¿cuántas toneladas quedan? Cien mil. Ello, porque la pesca libre se ha permitido a los señores poderosos del norte, a los de los grandes capitales, dueños de enormes empresas en Chile. ¿Cuántas toneladas de merluza había en Chile hace un par de años? Dos millones y medio. ¿Cuántas quedan hoy? Doscientas mil. Esto quiere decir que en poco tiempo más los recursos pesqueros van a desaparecer del mar de Chile entonces, a nuestros nietos habrá que enseñarles una foto de un jurel y de una merluza para que conozcan lo que tuvimos un día. Esto tiene que ver con la falta de regulación. 

Naturalmente, también tenemos que hacer referencia a la autorización de la extracción de jurel sobre una talla mínima de 22 centímetros de longitud de horquilla. Según los pescadores artesanales, con quienes he consultado la situación, la medida realmente no es correcta, pues se está frente a un bebé. Sin embargo, mientras concluye la investigación en junio de 2012, se debe mantener este tamaño, a la espera de que realmente se demuestre que la madurez del jurel está muy por sobre esos 22 centímetros. Los expertos dicen que se logra entre los 30 y 32 centímetros. Por ello, no debe seguir la captura de especies tan pequeñas, que obliga a devolverlas muertas al mar, por lo tanto, implica depredar el recurso sin posibilidad de que se reproduzca con la rapidez que quisiéramos. 

Por otra parte, el nuevo proyecto de ley de pesca que empezaremos a discutir el próximo año nació con problemas, y es necesario que el Gobierno lo corrija antes de que tengamos dificultades en el Congreso.

Lo ideal sería la exclusividad de las pesquerías por ejemplo, de la merluza y la jibia sólo para los pescadores artesanales, porque estos productos se hallan mayoritariamente en el tramo donde ellos pueden operar. Eso sería más justo, y así, recuperaríamos la sustentabilidad, que tanta falta hace en Chile. 

Por lo expuesto, en general manifiesto que apoyaremos el proyecto; en particular, votaremos en contra el artículo 2°, que empobrece más aún a los pescadores artesanales. 

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Recondo.

El señor RECONDO.- Señor Presidente, casi todo el articulado de este proyecto de ley concita un amplio apoyo, porque todos entendemos que viene a resolver un problema que es necesario abordar: la pesca de investigación, que, de acuerdo con un dictamen de la Contraloría, la forma en que se está aplicando la ley en dicho aspecto resulta completamente ilegal, por lo tanto, no puede seguir el uso del resquicio de la pesca de investigación para asignar cuotas a fin de que los pescadores participen de esas pesquerías. 

En consecuencia, era absolutamente indispensable abordar ese problema además, porque los tiempos se hallan acotados: el 31 de diciembre termina el régimen de pesca de investigación; por ello, se hace necesario aprobar las normas incorporadas en esta iniciativa, a las que ya se han referido muchos parlamentarios. 

Pero quiero concentrarme en un punto del artículo 2° transitorio para hacer claridad respecto de las transferencias. Aquí se expresó que las cesiones de cuotas de artesanales a industriales, o de industriales a artesanales, o entre industriales o entre artesanales podría ser un aspecto negativo que perjudique a los pescadores artesanales, pero, a mi juicio, eso es exactamente al revés. Al respecto quiero decirles a los pescadores artesanales, en especial de mi región, que los beneficios que podrán alcanzar con la transferencia de las cuotas son muchos y de variadas formas. 

Algunos diputados que han intervenido han criticado con dureza dicha fórmula. Me referiré esencialmente a los conceptos emitidos por el diputado Gabriel Ascencio, de quien comprendo la pasión y elocuencia con que defiende su posición. Sin embargo, ni la pasión ni la elocuencia se garantizan que tenga la razón en esto; muy por el contrario, pienso que sus juicios son completamente equivocados. ¿Por qué? Porque señaló que los pescadores artesanales pueden transformarse en rentistas, por tanto, no ejercer la actividad. Además, que esto va a significar una sanción para los pescadores artesanales: nunca más podrán pescar porque los industriales habrán capturado sus cuotas. 

Eso no es así. El proyecto de ley es clarísimo en expresar que ello sólo se encuentra condicionado para los industriales que hoy se rigen por los límites máximos de armador, cuya norma caduca, de acuerdo a la ley de Pesca, en diciembre del 2012.

Por lo tanto, esto es completamente transitorio.

Eso por una parte. 

En segundo lugar, solo se permite transferir una fracción de la cuota, pero no sus permisos de pesca, es decir, la autorización para participar en la pesquería de una especie determinada, a la que ya tienen derecho.

En consecuencia, repito, lo que pueden transferir es una fracción de la cuota del año. Y quienes sobrepasen el límite establecido en la ley se exponen a una severa sanción, incluso a la caducidad de los permisos de pesca. 

Esto se encuentra acotado y permite resolver problemas de la pesca artesanal.

Es fundamental que entendamos que la pesca artesanal la vamos a preservar en el tiempo en la medida que exista biomasa. Si las pesquerías colapsan, industriales o artesanales, ahí sí se cumpliría el anuncio premonitorio del diputado Ascencio -por suerte equivocado-, de que la pesca artesanal finalmente podrían dejar de existir. 

Aquí el propósito es que las cuotas de pesca y las pesquerías sean sustentables en el tiempo. Precisamente, las transferencias permiten resolver esta situación sin la necesidad de castigar el recurso, que estará determinado por una cuota que esperamos sea científicamente bien calculada.

Cito un ejemplo para que se entienda bien el punto. Si los pescadores artesanales inscritos en una especie determinada, por ejemplo, en la merluza austral, por distintas razones, como ha ocurrido durante estos últimos años, no pueden acceder a pescar la cuota que tienen asignada por razones climáticas, por los lobos marinos, o por la situación de mercado, por lo tanto, no obtienen ingresos y se enfrentan a una situación de pobreza que todos queremos resolver. Hoy, el principal comprador de merluza es España y todos conocemos la crisis económica por la que atraviesa este país y Europa en general, por consiguiente, las condiciones de mercado hicieron que el precio se fuera a niveles inconvenientes para los pescadores.

Por lo tanto, aquí se abre una posibilidad: si no pueden pescar, pueden vender su cuota y con eso obtener un ingreso que les permita, al menos, sustentar de alguna manera la economía familiar. 

Eso es lo que persigue la norma.

¿Qué pasa hoy con el régimen de pesca de investigación? Esos mismos pescadores, al no poder pescar, por todas las razones que he enumerado y muchas otras, presionan a la autoridad para que les abra, por ejemplo, la pesquería en períodos de veda, porque no pudieron extraer recursos en el otro período.

Se trata de una presión a la autoridad a fin de que actúe forzando el recurso para otorgar una cuota o un espacio de pesca a quienes no pudieron extraer su cuota.

Aquí, entonces, la resolución se halla en manos de los propios pescadores: vender la cuota, sin presionar el recurso y, por consiguiente, lograr ingresos para la familia.

De eso se trata. Ésa es la posibilidad. 

Hablamos de industriales a artesanales. 

En la práctica, esto ocurre muchas veces. Lo importante es que alguien pueda capturar esos recursos. Existen muchos industriales y también algunos artesanales que tienen inscritas no una pesquería, sino varias, y puede que por razones de mercado y otras, en un período se encuentren dedicados a extraer solo uno de los recursos, pero tienen cuota en otro. Un ejemplo práctico es lo que sucede en el sur, donde industriales con cuota de congrio dorado se han dedicado a pescar merluza, pero como está llegando el término del año y tienen una cuota que no han podido pescar, se la venden a los artesanales, quienes pueden sacar ese recurso, así no queda en el agua y alguien obtiene un beneficio económico por ello.

El proyecto de ley resuelve de esa manera un problema, pero por propia voluntad e iniciativa de los pescadores y sin presionar el recurso que, finalmente, es el propósito que queremos alcanzar: dar sustentabilidad en el tiempo a la pesquería.

Entonces, señalo a mis colegas -en cuyos argumentos han sido un tanto elocuentes y apasionados- que han expresado que se va a terminar la pesca artesanal por la venta de las cuotas. Eso no va a ser así, sino que va a suceder exactamente lo contrario. Por eso, se plantea en un artículo transitorio, porque se acota hasta que el término del régimen vigente de los límites máximos por armador.

Quería aclarar este punto, porque se ha pedido votación separada de ese artículo y temo que, probablemente, por una visión equivocada o porque no tienen todos los argumentos, muchos colegas podrían rechazarlo, en circunstancias de que, en mi opinión, soluciona de mejor manera la situación de los pescadores artesanales.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Matías Walker.

El señor WALKER.- Señor Presidente, este proyecto misceláneo de pesca, tiene elementos transitorios y otros técnicos, respecto de los cuales se generó un debate en la Comisión respectiva -de la cual formo parte-, el cual se ha reproducido ahora. 

Lamento que no se haya autorizado el ingreso a la Sala del subsecretario de Pesca, don Pablo Galilea. Por ello, pido al Presidente que recabe nuevamente la unanimidad de la Sala para su ingreso a esta sesión, porque pienso que es importante que él, que participó en la discusión, responda muchas de las dudas que algunos tenemos y que subsisten respecto de parte del articulado del proyecto.

El artículo 1° permite regularizar la inscripción en el Registro Artesanal a todas aquellos pescadores que efectivamente hubieran efectuado desembarques durante los años 2008, 2009, 2010 y 2011, siempre en el marco de la pesca de investigación.

A través de este proyecto, se regulariza una situación que existe en la práctica, ya que hay pescadores que han sido beneficiados por la pesca de investigación, pero no se han incorporado a este Registro, por ejemplo, los algueros de la Cuarta Región de Coquimbo, y es muy importante que lo hagan. Por eso, de alguna manera, esto ha determinado la premura en aprobar este proyecto de ley para que, como se ha dicho, entre en vigencia en enero de 2012. 

También es relevante este proyecto, porque define lo que debe entenderse por observador científico y también por pesca de investigación, sobre este último concepto establece expresamente que se trata de una “extracción sin fines de lucro”. Así se evita la desnaturalización que se venía dando y, también, debido a un dictamen de la Contraloría General de la República al respecto, se sincera el tema de la pesca de investigación.

Hay algo que no se ha señalado y que es muy importante. El artículo 9° bis, que se incorpora a la Ley General de Pesca, se refiere a las áreas de manejo. La diputada Carolina Goic presentó una indicación que fue suscrita por otros diputados de la Concertación que forman parte de la Comisión de Pesca, con el fin de constituir una mesa público-privada, con representación de las organizaciones de pescadores artesanales, que tenga injerencia en la implementación y administración de las áreas de manejo. Incluso, en el seno de la Comisión de Pesca se generó un debate respecto de la admisibilidad de esta indicación, la cual se aprobó, lo que, finalmente, provocó la reacción del Ejecutivo -nos alegramos por eso-, el cual le introdujo al proyecto una indicación para incorporar esta participación público-privada en la administración de las áreas de manejo, respecto de los recursos bentónicos de invertebrados y algas, ya no en la ley larga de Pesca -como se había anunciado-, sino en esta iniciativa miscelánea.

Sin duda, uno de los aspectos más controvertidos de este proyecto dice relación con el artículo 6°, que establece que la extracción de jurel se efectuará sobre una talla mínima de 22 centímetros. Este tema es bastante debatible; no obstante, solo quiero manifestar que se trata de una disposición que beneficia a los pescadores artesanales de las regiones del norte de Chile, en cuanto a que esto está acotado a la pesca de investigación que, de acuerdo con la regulación existente, no fija talla mínima. Con este proyecto, repito se establece que la extracción del jurel se efectuaría sobre una talla mínima de 22 centímetros, algo que es muy importante recalcar.

Sobre esa base, di mi aprobación a este artículo 6° que se agrega a la Ley General de Pesca, no sólo porque se trata de algo que nos han pedido los pescadores de las caletas pesqueras de la Región de Coquimbo, sino también, porque, por primera vez, se consigna una talla mínima para la extracción del jurel respecto de la pesquería de investigación, que antes no existía.

Además, se establecen tres posibilidades de transferencias: de los armadores industriales a los armadores artesanales, de los titulares de asignaciones artesanales a los armadores industriales y, también, de un titular de límite máximo de captura a otro armador industrial.

Respecto de la primera, la cesión que se ha hecho de los armadores industriales a los pescadores artesanales, se ha aplicado constantemente en el tiempo y constituye una solución efectiva para los pescadores artesanales. Por ejemplo, los de la Cuarta Región de Coquimbo se han visto favorecidos por las transferencias realizadas por los armadores industriales de la Octava Región del Biobío, porque en ello no tienen capacidad de pesca.

Mucho se ha discutido sobre la transferencia de los artesanales a la industria. Éste es un ejemplo de algo que dice relación -los diputados democratacristianos hemos hecho hincapié en lo que será la discusión de la nueva Ley de Pesca y Acuicultura- con la necesidad de distinguir las distintas realidades que existen en nuestro país, según las zonas pesqueras y la biomasa. Debemos avanzar en la zonificación, que no es lo mismo que la regionalización, en lo que se refiere a la administración de los recursos pesqueros, porque las realidades de las regiones -por ejemplo, la de Aysén- son distintas. 

En la Comisión recibimos a los representantes de los pescadores artesanales de Aysén y fueron ellos, no los representantes de la industria pesquera, quienes nos pidieron que aprobáramos esta transferencia de cuotas de pesca que, situaciones climáticas puntuales, podían motivarlos a hacer una cesión de sus códigos a la industria pesquera, sin que ello perjudicara la cuota global de la pesca artesanal de la región cedente. En este sentido, hay que considerar las distintas realidades de los diferentes gremios de pescadores artesanales de nuestro país. Por eso, di mi aprobación a ese artículo.

Subsiste sí una duda que planteé en la Comisión, relativa al traspaso de cuotas de pesca entre los armadores industriales y las consecuencias que ello podría tener en la unidad de pesquería de la Tercera y Cuarta regiones, que es una de las pocas donde actualmente no existen conflictos entre el sector artesanal y el industrial, dado que es aquél el que provee a éste, que se limita a procesarla. 

Esta es una situación que vamos a tener que regular en la nueva ley larga de pesca, porque, a lo mejor, no es lo más conveniente que la transferencia, pase del 10 por ciento, como ocurre hoy, al ciento por ciento, dentro de un período transitorio de un año. Tal vez, sería más razonable que tuviera una progresión en el tiempo y que fijáramos un límite entre 30 y 50 por ciento el porcentaje a ceder, para que no se produzca una invasión de armadores industriales de una región a otra. 

En síntesis, este proyecto nos ha permitido adelantar algunos conceptos que deberán ser largamente discutidos cuando nos corresponda tratar el proyecto de ley larga de pesca. Junto con haber introducido el concepto del royalty pesquero como elemento esencial en la discusión de dicha ley, la bancada democratacristiana va a insistir en la zonificación y en las diversas soluciones para las distintas realidades pesqueras que existen en nuestro país.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alejandro Santana. 

El señor SANTANA.- Señor Presidente, estamos a punto de votar este proyecto de ley que, entre otras cosas, es producto de un dictamen de la Contraloría General de la República respecto de la pesca de investigación. Como se ha señalado en varias oportunidades, se practicaba una pesca de investigación ficticia, debido a lo cual era necesario regularla. 

Otro elemento importante que contiene el proyecto se refiere a la histórica diferencia que existe en la pesca, principalmente, entre los pescadores artesanales de las distintas regiones, que tienen otros intereses y recursos. ¡Para qué hablar de la opinión contra los industriales! No cabe duda alguna de que, especialmente en la zona sur extrema de nuestro país, donde los trabajadores del mar son pescadores artesanales, hay que buscar un mecanismo para protegerlos.

Este proyecto viene a resolver en parte la problemática que está viviendo el sector, porque no regula ni proyecta hacia el futuro lo que debe ser la pesca artesanal en nuestro país. Hoy discutimos medidas transitorias respecto de las cuales hay distintas visiones. A mi juicio, tales visiones tienen elementos que validan su formulación. 

Pero, también hay que considerar que la transferencia de parte de la cuota de pesca de los pescadores artesanales a los industriales, con un tope de 50 por ciento -es una materia que podríamos discutir -como decía el diputado Matías Walker-, vence en diciembre de 2012. En consecuencia, el gran desafío que debemos asumir en los próximos meses es que la ley larga de pesca considere un mecanismo de trabajo definitivo que no sea objeto de debate en los próximos diez años. Por lo tanto, es muy importante mantener un diálogo permanente con todos los pescadores artesanales.

Quiero decirle al ministro de Economía que valoramos la mesa de diálogo que se formó, que permitió llegar a estos acuerdos entre los pescadores artesanales y los industriales y que, posteriormente, generó algunas críticas. Por eso, es importante que la ley larga sea discutida en forma amplia, de manera que tengan espacio todos los actores, incluso, los que no pertenecen a las grandes federaciones de pescadores, es decir, aquellos que laboran en las pequeñas caletas, que también tienen algo que decir y que también tienen que sentirse integrados. Es verdad que hay un gran número de pescadores que están de acuerdo con las transferencias, pero otros no. Para formarse una opinión válida, certera y democrática, es necesario que en la ley larga resolvamos todos estos problemas. 

Valoro también la mesa público-privada, porque permitió que ambos sectores expresaran su opinión respecto de la asignación de cuotas. Es importante que la discusión no quede circunscrita sólo a nivel de Gobierno; también es necesario que quienes desarrollan esta actividad y que, por lo tanto, son conocedores del problema, den a conocer su opinión. 

Otro elemento importante dice relación con la regularización de los estudios de los pescadores artesanales. Valoro también que la Comisión haya suprimido ese artículo, porque considero que los plazos no se pueden fijar a dedo y decir que debe ser un año, seis o tres meses. Esto tiene que ver con la capacidad real de los pescadores artesanales para normalizar o completar sus estudios. Es un asunto que hay que trabajar con ellos, pero con el compromiso de avanzar en esta materia.

Como he señalado, este proyecto no soluciona el problema de la pesca artesanal de nuestro país; pero, es un mecanismo que ayuda a resolver el problema suscitado por un dictamen de la Contraloría. Por eso, es necesaria la aprobación de este proyecto de ley, de lo contrario, muchos pescadores no podrán seguir desarrollando sus actividades. 

No queremos pensar que estamos frente a algo catastrófico; sino sentir que es una medida transitoria que permitirá llegar a un gran proyecto integral que garantice la sustentabilidad, a un gran proyecto participativo en el cual estén incorporadas las visiones regionales. Digo esto, porque también debemos pensar en descentralizar la iniciativa, porque lo que es bueno para unos, no lo es para otros. 

Asimismo, es necesario incorporar en este proyecto lo relacionado con las zonas contiguas, asunto que ha generado grandes conflictos entre los pescadores. En la discusión del proyecto de ley larga de pesca tendremos la gran oportunidad de establecer un único sistema de pesca, de manera que quienes han desarrollado históricamente tantos esfuerzos tengan la prioridad para seguir haciéndolo en el futuro.

Estos son los grandes temas que, por lo menos, en nuestra región y en la provincia de Chiloé queremos incorporar en la ley larga de pesca.

Por lo tanto, esperamos que al término de la sesión estemos de acuerdo en que estas medidas transitorias deben ser aprobadas.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Cristián Campos.

El señor CAMPOS.- Señor Presidente, qué bueno que en el Congreso Nacional estemos hablando de pesca, pues se trata de una actividad muy importante para distintas zonas del país, en especial para Talcahuano y Hualpén, del distrito que represento. Por lo general, no se habla mucho de esa actividad.

El proyecto busca, primero, regularizar el registro de la pesca artesanal y, segundo, señalar claramente qué es la pesca de investigación.

Como consecuencia de un dictamen de la Contraloría General de la República, a solicitud de un senador de la República, hoy debatimos este proyecto y es necesario decir las cosas por su nombre: con lo que está ocurriendo en el país, ya no existirá más pesca de investigación al arbitrio de una autoridad, para que la gente pueda realizar una actividad productiva.

Es bueno que esto suceda en un momento importante para el sector pesquero, porque luego vamos a discutir una ley larga, y conociendo una pincelada del proyecto, nos damos cuenta de que la investigación para el otorgamiento de cuotas será un eje central.

En la discusión del proyecto escuchamos a una cantidad importante de instituciones y de organizaciones de pesca industrial y artesanal de las distintas regiones.

No entiendo cómo la iniciativa pasó por un tubo en el Senado, con indicaciones como la presentada por el senador Horvath, relativa a la regularización de los estudios de los pescadores artesanales en un plazo poco apropiado.

La Comisión rechazó el artículo 4° transitorio, porque en la práctica es inviable. 

Hoy, en esta Sala, vemos a distintos diputados hablar de la actividad pesquera. En todo caso, no me parece oportuna la señal que dará el Congreso -lo digo, como expresa mi colega Ortiz, para la historia fidedigna del establecimiento de la ley- al consagrar en el artículo 6° que la extracción del jurel se efectuará sobre una talla mínima de 22 centímetros, porque todos los estudios señalan que se trata de una etapa de madurez sexual no apropiada.

Ya hemos escuchado que en la década de los 80 la talla se cambió de 33 a 26 centímetros, y ahora queremos disminuirla a 22.

En consecuencia, con nombre y apellido: estamos legislando para el norte, para un sector industrial, para un empresario que tiene el 90 por ciento de la actividad pesquera en la zona.

Eso no es sano, ni oportuno, menos cuando en poco tiempo comenzará la discusión del proyecto de ley de pesca larga. A mi juicio, la aprobación del artículo 6° contaminará la discusión del proyecto. Por lo tanto, espero que ese artículo se rechace.

Al escuchar a las organizaciones durante la discusión de esta iniciativa nos dimos cuenta no solo de que el artículo 6° era 
inapropiado, sino que también de lo importante que era para áreas de manejo incorporar la mesa de diálogo público-privada a los actores, a quienes tienen opinión sobre la materia.

Todos los integrantes de la Comisión de Pesca que participaron en el debate estuvimos de acuerdo con la indicación respectiva. Eso quiere decir que escuchamos fielmente lo que las organizaciones nos señalaron.

Si bien el proyecto permitirá regularizar la situación ante el Registro Artesanal a todos quienes informaron desembarques entre 2008 y 2011, se confunden un poco los elementos del proyecto.

Por último, quiero señalar que no estoy de acuerdo con la transferencia de cuotas de artesanal a industrial, porque, a pesar de que se introducen restricciones durante tres años, puede recurrirse a artimañas respecto de la información del último desembarque, porque hay armadores buenos y malos, y se pueden poner en peligro las remuneraciones de la tripulación, lo que sería dañino para la actividad pesquera artesanal.

Comparto lo señalado por el diputado Espinoza, en el sentido de que no pueden existir rentistas en la pesca artesanal; debemos promocionar la actividad, para que realmente se pesquen las unidades de pesquería asignadas y no se venda; si se vende, se entregarán las cuotas por una cierta cantidad, se generará desempleo y se verá la triste experiencia de los últimos años: la gente ha quedado cesante en el sector, con fondos de administración pesquera que no funcionan, programas de capacitación que no están a la altura y una serie de cosas que mejor no las abordamos en detalle, porque son conocidas.

Al igual que algunos diputados que me antecedieron en el uso de la palabra, solicito votación separada para los artículos 6° permanente y 2° Transitorio del proyecto.

He dicho.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado René Alinco.

El señor ALINCO.- Señor Presidente, quiero insistir en la presencia del subsecretario de Pesca en la Sala, por una razón práctica: el interlocutor válido o permanente del ciento por ciento de los pescadores artesanales de Chile es el subsecretario de Pesca. Lamento que no se haya autorizado su ingreso a la Sala, para tratar un tema tan importante.

Dividir para reinar, legislar para la coyuntura; eso es lo que ha primando en el Congreso Nacional desde hace mucho tiempo.

No tengo la menor duda de que el sistema político imperante, desde un comienzo, ha pretendido exterminar a los pescadores artesanales de Chile, y no sólo desde ahora, sino que desde el 11 de septiembre de 1973.

Algunos dirán qué tiene que ver el 11 de septiembre de 1973. Bueno, desde ahí, indudablemente, Chile cambió. Se ha intentado jibarizar al pueblo mapuche y las industrias fueron entregadas a los grandes empresarios. Solo en el gobierno de Salvador Allende se procuró proteger el mar chileno, en especial a los pescadores artesanales, con una de las cuarenta medidas del programa del gobierno popular: la creación del Ministerio del Mar.

Cada vez que abordamos el tema pesquero y el mar, me convenzo más de que Chile necesita la creación de ese Ministerio para administrar y proteger nuestras riquezas naturales y, por supuesto, a ese sector tan importante de pescadores artesanales, desde Arica a Punta Arenas.

Debo decir que lamento profundamente que el Gobierno haya decidido legislar en el proyecto en discusión y no en la ley larga de pesca sobre algunas medidas de la actividad pesquera, como la pesca de investigación, las pesquerías artesanales, el manejo de los recursos bentónicos y la cuota global.

El Ejecutivo se está perdiendo una oportunidad histórica de legislar con visión de futuro, con un horizonte mayor a los diez años, teniendo en cuenta la sustentabilidad de los recursos y dotando al país de una institucionalidad fuerte, que permita el adecuado desarrollo de la actividad pesquera en general.

El royalty pesquero, la investigación pesquera, el apoyo y fomento a la pesca artesanal, la institucionalidad del sector y la fiscalización, el desarrollo de las caletas, la protección social de los trabajadores, entre otros tópicos de gran relevancia, no están siendo abordados por el Gobierno.

No obstante anunciarse que algunas de estas materias serían tratadas en el proyecto de ley larga de pesca, no se entiende el estudio separado de materias que requieren un tratamiento integral, con medidas de fondo, que vayan en directo apoyo a los pequeños y medianos pescadores, con medidas que se hagan cargo de la depredación de los recursos marinos por la gran industria, en particular de la pesca de arrastre.

Si bien este proyecto mediocre del Gobierno muestra pequeños avances al perfeccionar el concepto de pesca de investigación y al establecer el 2 por ciento para cubrir las necesidades de la misma, resulta contradictorio que mantenga el otro 2 por ciento para casos imprevistos, porque ese porcentaje quedaría a la discrecionalidad del Ejecutivo, en circunstancias de que se busca acabar con dicha facultad. Como sabemos, así lo ha ratificado la Contraloría General de la República, se ha prestado para abusos, ya que se autorizaban cuotas de investigación, las que eran utilizadas con fines comerciales y no científicos.

Con el beneplácito de la Subsecretaría de Pesca y el Sernapesca, la pesca de investigación se había transformado en un acto discrecional de la autoridad, por lo mismo, abusivo, del que se beneficiaban solo quienes disponían de contactos empoderados por las redes de la institucionalidad, que influían sobre quienes las otorgaban, administraban y fiscalizaban.

Si bien reconozco el establecimiento de una cuota máxima de 2 por ciento para investigación, acá el Gobierno no se hace cargo del tema de fondo. Es deber del Estado cumplir de manera preponderante con la investigación pesquera y de acuicultura.

El Estado debe estar dotado de una institucionalidad que le permita generar la información científica necesaria, anualmente, para la toma de decisiones en esta materia. La información prioritaria de excelencia debe ser entregada por ese ente; no debe depender, como se hace hoy, de privados cuyos reales intereses desconocemos, pero muchas veces se mueven de acuerdo con los intereses de ciertos grupos económicos.

En esta materia es necesario realizar un debate más largo y profundo; se debe analizar la situación de la industria, los derechos laborales de los pescadores artesanales, entre otros.

Otro tema que incluye el proyecto es el traspaso de cuotas de pescadores artesanales realizan a los industriales. Si bien se establece un límite del 50 por ciento, esta medida puede ser un arma de doble filo, que liquide de manera definitiva al pescador artesanal.

En la Región de Aysén, muchas veces al pescador artesanal no le conviene pescar. Pero no es por un problema de clima, ya que no le teme al mar. Al contrario, lo quiere y lo respeta; tampoco le teme a la lluvia. Fundamentalmente, es por el alto costo de los combustibles, por lo que traspasan el código de captura a los industriales.

Si bien en el proyecto se transparentarían dichos traspasos, acá no basta con transparentar. Con urgencia, se requieren políticas de apoyo, de fomento, compensaciones a los pescadores artesanales, tal como muchas veces se ha ayudado al sector industrial. Por ejemplo, en el último caso tan conocido de la crisis del salmón.

Los pescadores artesanales requieren de apoyo, subsidios y compensaciones para que los altos costos de los combustibles no los obliguen a entregar sus cuotas a los industriales.

Se necesita una legislación que se haga cargo de las diversas realidades regionales, y este proyecto claramente no las asume.

Es menester realizar un cambio profundo, significativo, de la asignación de cuotas de pesca existente. En la actualidad, están reguladas por el Consejo de Pesca, instancia integrada principalmente por privados. Es decir, en Chile los empresarios fijan sus propias cuotas de captura. Hay que poner fin a eso.

El Estado debe entregar y regular las cuotas, tratando de proteger los recursos marinos pertenecientes a todos los chilenos, y no a unos pocos, como algunos pretenden.

El Gobierno no quiere entender que estamos frente a un colapso de los recursos pesqueros y que el país requiere con urgencia una nueva institucionalidad pesquera.

Se está farreando una gran oportunidad y nos envía este proyecto, que es una solución de parche, que sólo divide a los pescadores artesanales.

El Estado necesita, al más breve plazo, crear el Ministerio del Mar para administrar y proteger, como debe ser, las riquezas de este mar que tranquilo nos baña.

He dicho.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Iván Norambuena.

El señor NORAMBUENA.- Señor Presidente, quiero resaltar la voluntad del Gobierno y de su ministro de Economía, Fomento y Turismo, don Pablo Longueira, para abordar la pesca de investigación. Todos sabemos que la Contraloría General de la República objetó la forma cómo se ha venido realizando durante los últimos años.

Claramente, este proyecto regula una mala práctica que dio nulos resultados en materia de pesca de investigación.

Nos interesa terminar con esta gran mentira de la pesca de investigación. Está absolutamente demostrado que durante los últimos años muchas veces sirvió para pagar favores por temas diversos, comprar una supuesta tranquilidad social, romper conflictos, en fin. Varios pueden ser los motivos por los cuales se utilizó la pesca de investigación y un porcentaje muy bajó se destinó a los verdaderos objetivos.

Deseamos proteger la pesca, sea del mundo artesanal o industrial, porque todos contribuyen al desarrollo de los distintos sectores y de nuestro pueblo.

Después de escuchar las diferentes opiniones, tengo la impresión de que el artículo 1° concita la opinión favorable de todos los presentes. Por lo tanto, se procederá a inscribir en el Registro Artesanal, en la pesquería respectiva, a los armadores artesanales y sus embarcaciones, que no encontrándose inscritos en la misma, hubieren informado desembarques al Servicio Nacional de Pesca en los años 2008, 2009, 2010 y 2011.

Consideramos que es favorable, positivo, y que, de alguna manera, hace justicia a quienes han dedicado su vida a esta actividad.

Sin embargo, y resaltando que se trata de una demostración más del Gobierno por apoyar la actividad pesquera artesanal, especialmente a quienes la han desarrollado durante toda su vida, me llama la atención la intervención del diputado Ascencio, quien, de alguna manera, demoniza lo que podría significar la transferencia de las cuotas de pesca de aquellos pescadores artesanales que, por diversas razones, no pueden capturar en el año que corresponde. Digo esto, porque es importante resaltar la forma en que el proyecto da libertad a los pescadores artesanales para que adopten sus propias decisiones. Por ejemplo, si un pescador artesanal, por un problema de salud, por alguna razón climática, o porque su embarcación tuvo algunos desperfectos -que siempre los hay y que, a lo mejor, el tiempo para repararlos es insuficiente-, no tiene la posibilidad de hacer capturas, ¿por qué vamos a limitarlo o a condenarlo a que pierda la cuota que tiene asignada? ¿Por qué mejor no le damos la libertad de que elija? No hay para qué decir que aquí se van a transformar en rentistas, porque son frases clichés. Será rentista el que quiera, el que tenga la libertad, pero digamos las cosas como son: lo que queremos es entregar las herramientas necesarias a los pescadores artesanales y que sean ellos quienes finalmente resuelvan. No tengamos miedo a darles esa libertad, porque hoy están suficientemente preparados para tomar sus propias decisiones.

Por otra parte -también se dijo-, pareciera ser que todo indica que la transferencia se hace del sector pesquero artesanal al industrial. Pero eso es falso, porque la ley contempla que se puede transferir entre artesanales, de artesanal a industrial, de industrial a industrial y de industrial a artesanal. Entonces, ¡viva la libertad! 

Aquellos colegas que están pensando que esto puede ser perjudicial para los pescadores artesanales, creo que al final resulta ser muy beneficioso, porque ellos van a ejercer su libertad con respecto a la cuota que tienen.

Otra cosa que me llama la atención es la forma discriminatoria en que se asigna a ciertas regiones de nuestro país la libertad para bajar la talla mínima del jurel a veintidós centímetros, y que hoy es de veintiséis, aun cuando sea por un período determinado. ¿Por qué esto no ocurre en todas las regiones del país y sólo en un sector? No estoy de acuerdo en ello, porque vamos a cometer un grave error y porque creo que es una propuesta equivocada. La talla mínima del jurel fue establecida hace dos décadas y representa una salvaguardia contra la depredación del recurso. Su origen está en la necesidad de evitar que se capturen individuos que no han desovado por primera vez, protegiendo así el desove, la reproducción y supervivencia de la especie. 

Una ley dictada el año pasado autorizó a que se investigue la talla de la primera madurez sexual y, por tanto, la talla mínima de esta especie. Ese estudio ha sido impulsado por empresas del norte de Chile que pescan jurel juvenil, lo que daña el recurso, como se dijo en la reunión del Comité Científico del Jurel de la Organización Regional de Pesca (ORP). En más de alguna oportunidad hemos recibido a representantes de esa organización en este Parlamento. 

Dicen que el jurel desova a edad más temprana en las regiones Decimoquinta, Primera y Segunda, y desean probarlo a través de un estudio. La ley mencionada es suficiente amparo para que se dicten pescas de investigación para recapturar el recurso con la finalidad de investigar. En cambio, modificar por ley, en forma general, aunque sea por un tiempo acotado, la talla mínima de veintiséis a veintidós centímetros, en forma arbitraria y sin fundamentos, sentará un grave precedente respecto de la sustentabilidad pesquera. Señor Presidente, seguiríamos con la gran mentira.

En este tiempo, en que tanto se habla de sustentabilidad y conservación, se propone a este Congreso aprobar una norma que es inaceptable para quienes deseamos recuperar la principal pesquería pelágica del país. Por ello, los parlamentarios de la Octava Región, señores Ulloa, Bobadilla, Rosales y quien habla, hemos pedido votación separada para que, de alguna manera, se pueda proteger la especie.

Por último, deseo enfatizar que todo conduce a proteger nuestra especie, y la mejor forma de hacerlo es que nos dediquemos completamente a analizar muy bien, línea por línea, los proyectos que estamos examinando. Como ingresó el proyecto de ley largo de pesca, aprovecho la oportunidad de solicitar que se estudie y considere la opinión -se encuentra con nosotros el ministro de Economía, señor Pablo Longueira- de todas las organizaciones, no sólo de las grandes federaciones, porque la zona que represento, que es Lota y la provincia de Arauco, tiene sus organizaciones propias que no están afiliadas a las organizaciones nacionales, pero que representan a un gran sector de la población. Ellas podrían vivir complicaciones de aprobarse el proyecto.

Por lo mismo, pido que en el proyecto se considere, también, a las federaciones, específicamente Lota y la provincia de Arauco, que tiene una federación provincial de pesca artesanal con mesas comunales, que también podrían hacer su aporte.

Finalmente, hago un llamado a los parlamentarios en relación con los anuncios respecto de cómo se votará la transferibilidad. Creo que es conveniente para los pescadores artesanales, pero muy inconveniente si se quiere aprobar la baja de la talla mínima de veintiséis a veintidós centímetros.

Por las razones expuestas, anuncio mi voto favorable al proyecto.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el ministro de Economía, señor Pablo Longueira.

El señor LONGUEIRA (ministro de Economía).- Señor Presidente, haré un informe detallado del proyecto que esta Cámara votará en algunos minutos más y me referiré con mayor detalle al contexto en que se da esta iniciativa.

Creo que ningún diputado ha hecho referencia a un proyecto que va a definir la pesca de investigación en Chile. El artículo 5º define la pesca de investigación. 

Como ocurre en los proyectos sobre recursos pesqueros, la discusión se centra con mucha pasión en quienes tienen derecho a extraer. Pero, lo importante, es que estamos definiendo la pesca de investigación. Será muy simple. No se mantendrá lo que ha venido realizando desde hace muchos años, y que, en el fondo, consistía en que no se investigaba nada, lo cual era una forma de asignar recursos pesqueros al mundo artesanal. Un fallo de la Contraloría General de la República prohibió entregar recursos pesqueros a través de ese subterfugio. Por lo tanto, hemos presentado este proyecto que, como saben, requiere ser despachado antes del 31 de diciembre. Para ello, el Ejecutivo lo calificó con urgencia, a fin de que el Senado y la Cámara lo despachen hoy, durante la última sesión del Senado. 

El Ejecutivo, durante su tramitación en el Senado, retiró algunos artículos, que podrán discutirse durante la tramitación de la ley larga, que ya ingresó a la Cámara de Diputados la semana pasada. Por lo tanto, en el proyecto de ley sólo quedaron los artículos referidos a cómo resolver, como país, el tema de la pesca de investigación.

El proyecto que se someterá a votación en la honorable Cámara se encuentra inserto en un conjunto de iniciativas que el Ejecutivo quiere impulsar a fin de garantizar la sustentabilidad de los recursos pesqueros.

Al respecto, quiero profundizar, porque, ayer, en el Consejo Nacional de Pesca se votaron las cuotas de pesca para el próximo año. Ello, nos confirma que las modificaciones a la institucionalidad en materia de sustentabilidad se encuentran en la línea correcta. 

Quiero formar conciencia de lo importante que es diseñar una legislación pesquera que garantice la sustentabilidad de los recursos pesqueros y se recuperen las pesquerías prácticamente colapsadas. 

El proyecto que ingresó la semana pasada a la Comisión de Pesca es muy claro: incorpora en la ley de Pesca, al igual que en esta iniciativa, todas las definiciones internacionales. Ellas se refieren a cómo debemos garantizar la sustentabilidad de los recursos pesqueros.

Una pesquería muy importante, que incluso llegó a tener 4 millones de toneladas de cuota anual, este año tuvo una cuota de 315 mil toneladas, en el caso del jurel. Y la propuesta de la Subsecretaría de Pesca al Consejo Nacional de Pesca, de acuerdo con las recomendaciones internacionales, apunta a disminuir en un 40 por ciento esa cuota. Ayer, se rechazó la propuesta de la Subsecretaría, lo cual significa que vamos a tener una cuota mucho mayor. Porque cuando es rechazada la propuesta de la Subsecretaría, el Consejo establece que queda el 80 por ciento de la cuota del año anterior. 

Por eso, vamos a tener una cuota mayor a la que debiéramos desde el punto de vista de las recomendaciones internacionales. 

El proyecto propone terminar con las facultades resolutivas del Consejo Nacional de Pesca y que éstas pasen a un panel de expertos. He querido poner como referencia lo ocurrido ayer, porque confirma la propuesta del Ejecutivo no sólo para este proyecto, sino también para el proyecto que establece requisitos para el descarte de una determinada especie que se encuentra en tramitación en esta Corporación. 

También debo mencionar las modificaciones a la ley de Pesca y Acuicultura, que denominamos ley larga, y que apuntan básicamente a garantizar la sustentabilidad de los recursos pesqueros. 

Al respecto, pido tener una mirada país. Es muy difícil lograr una legislación de esta naturaleza; que las miradas regionales, que son legítimas, y que cada uno de ustedes representa, no nos haga perder esa mirada país.

En cada proyecto el Ejecutivo tiene la responsabilidad de velar por el bien común. Por razones biológicas y económicas, siempre habrá conflictos entre las regiones, y también al interior de las propias pesquerías, como lo vamos a ver en el artículo 6º, al que muchos de ustedes han hecho referencia. 

Señor Presidente, como dije, el proyecto contempla seis artículos permanentes -me voy a referir a cada uno y a las materias que aborda-, e ingresó al Senado con cuatro 
artículos transitorios. La Comisión eliminó el 4º; por eso, el proyecto que se va a someter a votación esta mañana contempla sólo tres artículos transitorios.

Los primeros cuatro artículos señalan cómo vamos a asignar a los pescadores artesanales las cuotas que obtenían a través de las pescas de investigación. Se resuelve, básicamente, considerar una historia de las pescas de investigación, a través de un registro que, por cierto, tiene la Subsecretaría de Pesca. En el fondo, se trata del registro de todos quienes han tenido cuotas de investigación a partir de 2008, 2009, 2010 y 2011.

En la Cámara se introdujeron dos modificaciones a esos artículos, que están vinculados, y que el Ejecutivo patrocinó, que consisten en incorporar en las pesquerías dos situaciones que se perfeccionan y se incorporan a solicitud de los parlamentarios de la Tercera Región, relacionadas con resolver la situación de la pesca del pez espada. La situación se produjo por el caso de una embarcación en la Tercera Región. Por eso, se agrega la letra g), y se incorpora al registro el pez espada. 

También se incorporan otras pesquerías 
-se planteó por los parlamentarios de la Décima Región-, como el congrio dorado. 

Por lo tanto, los artículos 1º al 4º fueron objeto de perfeccionamiento. 

Respecto del artículo 5º, me quiero referir a una solicitud del diputado Espinoza, en el sentido de que el subsecretario de Pesca se había comprometido a avanzar, o a resolver el problema de algunos pescadores artesanales que no figuran en el registro histórico, a través de la pesca de investigación. Al respecto, quiero ser claro, en el sentido de que queremos solucionar el caso de los que figuran en los registros, pues se trata de un conjunto de pescadores artesanales muy bien establecidos. 

Seamos francos: hay muchos colectiveros en Chile que tenían cuotas de pesca, y sabemos que no pescan. Es parte de lo que queremos corregir, porque queremos que en la pesca de los pescadores artesanales no haya personas dedicadas a otra actividad. Todos sabemos que esa práctica existe. Por eso, debemos ser muy cuidadosos respecto de cómo vamos a limpiar el Registro de Pescadores Artesanales. 

El subsecretario de Pesca se comprometió en la Comisión a abordar el tema en la ley larga. Queremos, básicamente, perfeccionar las vacantes que existen para la pesca artesanal, que corran las listas de espera de aquellos que están postulando y eso lo podemos hacer como una obligación anual para que la autoridad revise permanentemente cómo las va a correr y quiénes lo van a hacer, de manera de que no haya rentistas -como varios han sostenido aquí-, que, efectivamente, están dedicados a otra actividad, y pescadores artesanales que quieran realizar ese esfuerzo en forma personal y no lo puedan hacer.

Por lo tanto, parte de lo que se puede perfeccionar lo vamos a asumir en la ley de pesca larga. Precisamente, es ver de qué forma van a ser llenadas las vacantes y correr las listas con el propósito de ir limpiando el registro de pescadores artesanales, porque -esto es importante decirlo- mucha de esta gente vende sus cuotas, las manejan los dirigentes, y cuando llegan las asambleas, todos esos colectiveros votan, en circunstancias de que hace mucho rato que no están ejerciendo el esfuerzo pesquero.

Eso también es parte de lo que queremos sincerar y limpiar en todo el país. Espero que al respecto exista también una mirada de sustentabilidad, porque no puede darse la situación de que tengamos listas de espera de pescadores artesanales que quieren acceder a los recursos y, finalmente, las cuotas las tienen personas que hace mucho tiempo que no ejercen el esfuerzo pesquero. 

Por lo tanto, dado que estos plazos coinciden con lo que señala el artículo 55 de la ley larga, vamos a perfeccionar y, adicionalmente, como se incorporan aquí también las mesas público-privadas, también la temática sobre cómo vamos a correr las listas, cómo se van a llenar vacantes, cómo vamos a limpiar, debe ser parte fundamental de las mesas que plantearon los parlamentarios de Magallanes y que el Ejecutivo incorporó. Lo vamos a ver con más detalle en algunos minutos más. Precisamente, el Ejecutivo presentó las mesas público-privadas, o en el Senado hubo el acuerdo de dejarlas para la ley larga; pero debido a la voluntad de los parlamentarios de Magallanes y, en general, de la Comisión, se volvió a incorporar en este proyecto y, hoy, en la tarde, necesitamos que el Senado ratifique esto para no tener Comisión Mixta, porque, de conformarse dicha Comisión, no vamos a despachar esta ley el 31 de diciembre.

Por lo tanto, los artículos 1° al 4° fueron aprobados en forma unánime en el Senado; aquí ocurrió lo mismo y se han perfeccionado con la incorporación de dos pesquerías artesanales -que señalé- en las regiones Tercera y Décima. 

El artículo 5° del proyecto contiene modificaciones a la ley de Pesca y Acuicultura que necesitamos para esta ley. Por consiguiente, este artículo lo vamos a volver a discutir y perfeccionar en la ley larga, porque, introduce un conjunto de modificaciones a ese cuerpo legal, a diferencia de los artículos 1° y 4° de este proyecto en debate, que son permanentes. Por eso, ahí quiero destacar algo que es muy importante y que nadie aquí ha hecho mención: en este proyecto de ley agregamos, en el artículo 2° de la ley de Pesca y Acuicultura, dos definiciones muy importantes en el concepto de sustentabilidad que el Ejecutivo quiere incorporar en toda la legislación pesquera del país.

En el artículo 2°, que incorpora definiciones de la ley de Pesca y Acuicultura, introducimos el observador científico, quien es muy importante para la ley de descarte que discutimos y que va a evaluar en las naves los recursos pesqueros que se obtienen y sus tallas.

Otra definición es sobre la pesca de investigación, que se define como una extracción sin fines de lucro. En la ley larga el Ejecutivo establece que en ninguna pesquería la pesca de investigación puede superar el 2 por ciento de la cuota. Hoy, la pesca de investigación, como la hemos mal usado durante muchos años, en algunas pesquerías alcanza el ciento por ciento del recurso. 

La pesca de investigación, a partir de esta ley, y la ley larga que estamos tramitando en la Comisión de Pesca de esta Corporación, dispone, claramente, qué se entiende por pesca de investigación y también qué porcentaje de las cuotas se podrán asignar a ella.

En consecuencia, el artículo 5° lo vamos a volver a revisar y, por eso, solicitamos el apoyo para esa norma, porque en ella se contienen todas aquellas modificaciones que requerimos para perfeccionar y sanear la pesca de investigación en el país. 

Señor Presidente, sobre el artículo 6°, que genera mucha pasión no solamente en esta Sala, sino también en las Comisiones, quiero pedirle atención, porque se trata de una disputa eterna que ha habido en el país sobre la pesquería del jurel, especialmente entre las zonas centro-sur y norte.

En la discusión de la ley N° 20.485 se aprobó en forma unánime que el Estado levantara un estudio científico, durante dieciocho meses, para la pesquería del jurel, en el sentido de saber si se trata de la misma biomasa, cuál es la talla con la que se puede extraer, etcétera , discusión que hemos tenido por muchos años. Y este artículo -si se lee bien- lo único que hace es modificar esa ley para mantener vigente el plazo aprobado, porque en el norte, la extracción del jurel se ha hecho siempre a través de pesca de investigación y en ella nunca ha existido el límite de la talla. Mediante esa pesquería se ha capturado y todos sabemos que no era para investigación; pero, dada la resolución de la Contraloría, debemos perfeccionar la ley aprobada, que estableció un plazo de dieciocho meses, que vence en junio del próximo año, para el levantamiento del estudio que se está realizando. Como les consta a los parlamentarios del norte -hay una embarcación científica levantando toda esa información-, lo único que hace ese artículo es permitir que ese plazo siga vigente y estamos obligados a definir una talla que no existe en la pesca de investigación. La talla puede ser menor; pero, como necesitamos seis meses para levantar dicho estudio y entregar esta pesca al mundo artesanal del norte, decimos que no se puede pescar tanto porcentaje de esta talla. Por lo tanto, durante seis meses, el artículo mantendrá vigente el acuerdo de todos de levantar ese estudio. Si la Contraloría no hubiese expedido su resolución, jamás hubiéremos dictado una norma, porque la ley N° 20.485 estaría vigente y sólo 
-advierto- bajo la pesca de investigación no existen tallas mínimas, pues se puede pescar cualquier porcentaje y talla. Por eso, al existir ahora una nueva definición de pesca de investigación, nos obliga a este plazo y a establecer parámetros para garantizar en forma adecuada los recursos que se van a extraer hasta junio. 

De eso trata el artículo 6° y no hay ninguna modificación mayor a ésa. Insisto en que lo único que hace es mantener vigente una ley despachada por el Congreso.

En relación con los artículos transitorios, me voy a referir, básicamente, a dos temas planteados en el artículo segundo sobre la transferencia de recursos entre artesanales y artesanales, y entre artesanales e industriales. 

Quiero ser muy claro al respecto: lo que se ha hecho aquí es garantizar, por el tiempo que se establece, lo que hoy existe en la práctica. Hay pescadores artesanales que, debido a condiciones climáticas, no pueden extraer la cuota durante el año y les conviene vender ese diferencial que les falta, a lo mejor, a un industrial; a veces, lo pueden hacer con un artesanal. Pero, para qué le quitamos la libertad a un pescador artesanal de proceder en tal sentido. Lo único que se permite es que pueda existir esa transferencia. Le recuerdo a la Sala, porque un parlamentario, en su intervención, confundió conceptos, que el fraccionamiento es por ley y, de hecho, en la ley larga no solamente el fraccionamiento del mundo artesanal e industrial lo mantenemos en las cinco pesquerías, que, en la actualidad, tienen fraccionamiento por ley, sino que se extiende a las doce principales pesquerías, lo cual es consecuencia del acuerdo de la mesa de trabajo entre pescadores artesanales e industriales.

Por lo tanto, si un pescador artesanal transfiere el porcentaje que le queda de su cuota a un pescador industrial, porque le conviene recibir esos ingresos -de lo contrario, los perderá si se le acaba el plazo o si las condiciones climáticas le impiden extraer su cuota-, ¿para qué impedir que lo siga haciendo, más aún considerando que se trata de un pescador artesanal que sí ejerce esa actividad? Porque en este punto quiero ser muy claro: no estamos hablando de pescadores artesanales que están de colectiveros, sino de pescadores artesanales que ejercen su labor. Esto es lo que quieren los pescadores artesanales que trabajan con esfuerzo en la pesca.

El proyecto dispone que los pescadores artesanales no podrán transferir más del 50 por ciento de su cuota. Pero puede ocurrir que no alcancen a vender el ciento por ciento de toda la cuota. Por lo tanto, les conviene que algún industrial, que sí puede extraer el porcentaje transferible, les pague por él. Ello les permitiría tener un ingreso que perderían si no existiera esta posibilidad de transferencia de cuota entre pescadores artesanales e industriales. Por lo demás, se trata de algo regulado.

Si durante tres años la transferencia es ilegal, el pescador artesanal pierde. Por lo tanto, están resguardados los intereses de los pescadores artesanales, en el sentido de que en ningún minuto su cuota pasa a ser de los industriales. El fraccionamiento no se modifica, porque la cuota que se vende es del mundo artesanal. Si una cuota caduca para un pescador artesanal, esa cuota no se transfiere a los industriales, sino que queda en el mundo artesanal.

Hago estas precisiones, porque no olvidemos que los fraccionamientos están determinados por ley, y los porcentajes están establecidos respecto de cada pesquería.

Por último, en relación con el artículo cuarto transitorio, que fue rechazado por la Comisión de Pesca de la Cámara de Diputados y que había sido incorporado en el Senado -no venía en el proyecto inicial del Ejecutivo-, sólo quiero señalar que establecía una solución respecto de un requisito laboral que se exige a los buzos y a los pescadores artesanales que todos sabemos que no cumplen. Hay personas que llevan veinte o treinta años ejerciendo la actividad de pescador artesanal, que no cumplen los requisitos laborales que exige la ley. Lo que vamos a hacer -por eso, desde el punto de vista del Ejecutivo, no vemos ningún inconveniente en que ese artículo transitorio haya sido rechazado, porque lo vamos a perfeccionar en el proyecto de ley larga de pesca- es sanear esta situación el próximo año y reconocer en muchos pescadores artesanales y buzos la escuela de la vida. Es decir, si no cumplen los requisitos laborales exigidos, basta que acrediten años de haber ejercido su labor. En resumen, vamos a excepcionar a muchos pescadores artesanales, porque la verdad es que muchos de ellos ingresaron a la pesca artesanal en su juventud sin haber tenido los niveles educacionales que exige la ley. Ese saneamiento lo haremos.

Por lo tanto -reitero-, no vemos ningún inconveniente en que se rechace el artículo cuarto transitorio como propone la Comisión de Pesca, pues la materia que aborda será perfeccionada en el proyecto de ley larga de pesca. Pero pido a los señores diputados que tengan presente que es muy importante que aquellas materias que van a ser tratadas en el Senado en tercer trámite sean las que aprobó la Comisión de Pesca. Porque si el Senado rechaza las modificaciones de la Cámara de Diputados, el proyecto tendrá que ser tratado en comisión mixta y no habrá un plazo mayor para discutir estas materias, las cuales podríamos tratar en la discusión del proyecto de ley larga de pesca.

Muchas gracias.

El señor MELERO (Presidente).- Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la sala se pronunció sobre el proyecto en los siguientes términos:
El señor MELERO (Presidente).- Corresponde votar, en general, el proyecto de ley, iniciado en mensaje, sobre pesca de investigación, pesquerías artesanales, manejo de recursos bentónicos y cuota global de captura, con excepción del número 29) propuesto por la letra b) del numeral 1; la letra b) del inciso tercero del artículo 9° bis contenido en el numeral 2); el inciso segundo del artículo 50 A contenido en el numeral 4); el inciso primero del artículo 98; los incisos primero y segundo del artículo 99; el inciso segundo del artículo 100; el inciso primero del artículo 101 y el artículo 102, propuestos por el numeral 6), todos del artículo 5° permanente, y los artículos primero y tercero transitorios, por tratarse de disposiciones de quórum calificado.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 104 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 2 abstenciones.
El señor MELERO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Kort Garriga Issa; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votó por la negativa el diputado señor Torres Jeldes Víctor.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Ceroni Fuentes Guillermo; Lorenzini Basso Pablo.

El señor MELERO (Presidente).- Corresponde votar la letra b) del numeral 1; la letra b) del inciso tercero del artículo 9° bis contenido en el numeral 2); el inciso segundo del artículo 50 A contenido en el numeral 4); el inciso primero del artículo 98; los incisos primero y segundo del artículo 99; el inciso segundo del artículo 100; el inciso primero del artículo 101 y el artículo 102, propuestos por el numeral 6), todos del 
artículo 5° permanente, y los artículos primero y tercero transitorios, para cuya aprobación se requieren 61 votos a favor.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 97 votos; por la negativa, 0 votos. Hubo 7 abstenciones.
El señor MELERO (Presidente).- Aprobados.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Alinco Bustos René; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Cardemil Herrera Alberto; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Kort Garriga Issa; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Ceroni Fuentes Guillermo; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Muñoz D’Albora Adriana; Pascal Allende Denise; Schilling Rodríguez Marcelo; Torres Jeldes Víctor.

El señor MELERO (Presidente).- Corresponde votar, en particular, el proyecto con las enmiendas introducidas por la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos, que se explicitan en el anexo del certificado emitido, con excepción de la letra b) del numeral 1; la letra b) del inciso tercero del artículo 9° bis contenido en el numeral 2); el inciso segundo del artículo 50 A contenido en el numeral 4); el inciso primero del artículo 98; los incisos primero y segundo del artículo 99; el inciso segundo del artículo 100; el inciso primero del artículo 101 y el artículo 102, propuestos por el numeral 6), todos del artículo 5° permanente, y los artículos primero y tercero transitorios, por tratarse de disposiciones de quórum calificado, como también del artículo 6° permanente y del inciso segundo del artículo segundo transitorio, cuyas votaciones separadas han sido solicitadas.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 100 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 7 abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado. 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Kort Garriga Issa; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Ceroni Fuentes Guillermo; Díaz Díaz Marcelo; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Muñoz D’Albora Adriana; Pascal Allende Denise; Torres Jeldes Víctor.

El señor MELERO (Presidente).- Corresponde votar, en particular, la letra b) del numeral 1); la letra b) del inciso tercero del artículo 9° bis contenido en el numeral 2); el inciso segundo del artículo 50 A contenido en el numeral 4); el inciso primero del 
artículo 98, los incisos primero y segundo del artículo 99, el inciso segundo del artículo 100, el inciso primero del artículo 101 y el artículo 102, propuestos por el numeral 6), todos del artículo 5° permanente, y artículos 1° y 3° transitorios, para cuya aprobación se requieren 61 votos favorables.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 98 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 9 abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Kort Garriga Issa; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; 



Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Ceroni Fuentes Guillermo; Díaz Díaz Marcelo; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Muñoz D’Albora Adriana; Pascal Allende Denise; Saa Díaz María Antonieta; Schilling Rodríguez Marcelo; Torres Jeldes Víctor.

El señor MELERO (Presidente).- En votación el artículo 6° permanente, cuya votación separada ha sido solicitada. 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 59 votos; por la negativa, 43 votos. Hubo 2 abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Farías Ponce Ramón; Kort Garriga Issa; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; Gutiérrez Pino Romilio; Harboe Bascuñán Felipe; Hernández Hernández Javier; Kast Rist José Antonio; Lemus Aracena Luis; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Turres Figueroa Marisol; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Bobadilla Muñoz Sergio; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hales Dib Patricio; Hasbún Selume Gustavo; Hoffmann Opazo María José; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Montes Cisternas Carlos; Schilling Rodríguez Marcelo.

El señor MELERO (Presidente).- En votación el inciso segundo del artículo 2° transitorio, cuya votación separada también fue solicitada. 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 63 votos; por la negativa, 41 votos. No hubo abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado. 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Farías Ponce Ramón; Kort Garriga Issa; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; Gutiérrez Pino Romilio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hales Dib Patricio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena.

El señor MELERO (Presidente).- Despachado el proyecto.

Tiene la palabra la diputada señora Carolina Goic.

La señora GOIC (doña Carolina).- Señor Presidente, en primer lugar, pido que se inserte mi discurso en relación con este proyecto cuyo debate ha concluido.

En segundo lugar, hago presente que el proyecto que crea la Superintendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo y fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones ha sido puesto en Tabla en diversas ocasiones, pero no ha sido discutido. Por ello, pido que recabe la unanimidad de la Sala para que se rindan los informes de las comisiones de Hacienda y de Trabajo, y para que el proyecto sea votado sin discusión, de modo de no seguir dilatando su tramitación. Se trata de una iniciativa aprobada prácticamente por unanimidad en ambas comisiones.

El señor MELERO (Presidente).- Para acceder a la petición de la diputada señora Carolina Goic será necesario prorrogar el Orden del Día. Según estima la Mesa, rendir ambos informes y votar el proyecto implica destinar media hora más.

¿Habría acuerdo?

No hay acuerdo.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO.

BONO POSLABORAL PARA PROFESORES DE LA ENSEÑANZA TÉCNICO PROFESIONAL.

El señor MELERO (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la parte dispositiva del proyecto de acuerdo N° 488. 

El señor LANDEROS (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 488, de los diputados señores Carlos Abel Jarpa, Enrique Jaramillo, Sergio Aguiló, Gaspar Rivas, Nino Baltolu, José Pérez, Manuel Rojas, David Sandoval, Issa Kort, Ricardo Rincón, Marcos Espinosa y Sergio Ojeda, que en su parte resolutiva señala:

“La Cámara de Diputados acuerda: 

Oficiar y solicitar al Presidente de la República para que a través del Ministerio de Educación estudie, analice y presente reformas a la ley N° 20.305, con el fin de permitir hacer extensivo el beneficio del bono poslaboral a los profesores de enseñanza técnico profesional.”.

El señor MELERO (Presidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Carlos Abel Jarpa.

El señor JARPA.- Señor Presidente, el año 1981, cuando se municipalizó la educación, quedaron fuera los colegios técnicos profesionales y, por ende, los profesores de este sector educacional. Así, se produjo una injusticia, ya que estos profesores quedaron bajo un régimen laboral y previsional distinto al de los de educación media. Es el caso de la ley N° 20.305, que otorga un bono poslaboral de 50 mil pesos para los profesores que hayan sido traspasados a las municipalidades, estuviesen de planta o a contrata. Éste es beneficio para profesores que reciben jubilaciones muy bajas, inferior a 55 por ciento de sus sueldos. Pero este beneficio no alcanza a los profesores que se desempeñan en las instituciones que fueron traspasadas en virtud de la ley N° 3.166. Es decir, por tener un régimen laboral y previsional distinto no son beneficiarios del bono poslaboral. 

Lo dicho puedo ejemplificarlo en los profesores de cuatro liceos de la ciudad de Chillán: El Liceo Comercial, hoy Instituto Superior de Comercio; el Liceo Industrial; el Liceo Técnico y el Liceo Agrícola, cuyos profesores tampoco tienen derecho al complemento de zona.

Por eso, le pedimos al Presidente de la República que inicie los estudios pertinentes para que este bono de 50 mil pesos que reciben los profesores del sistema municipalizado llegue también a los docentes que se 
desempeñan en establecimientos técnico profesionales administrados por corporaciones privadas.

Ese es el objetivo de este proyecto de acuerdo. 

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Ofrezco la palabra para apoyar el proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra para impugnarlo.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 56 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones. 

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado. 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Burgos Varela Jorge; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Farías Ponce Ramón; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hernández Hernández Javier; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Rojas Molina Manuel; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Torres Jeldes Víctor; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías.

INCLUSIÓN DE LA ESPECIALIDAD DE ODONTOLOGÍA EN EL SISTEMA DE LIBRE ELECCIÓN DE FONASA.

El señor MELERO (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la parte dispositiva del proyecto de acuerdo N° 490.

El señor LANDEROS (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 490, de las diputadas señoras Denise Pascal, Ximena Vidal y Clemira Pacheco, y de los diputados señores Marcelo Schilling, Fuad Chahín, Tucapel Jiménez, Felipe Harboe, Osvaldo Andrade, Enrique Jaramillo y Víctor Torres, que en su parte dispositiva dispone:

“La Cámara de Diputados acuerda: 

Solicitar al ministro de Salud que adopte a la brevedad todas las medidas necesarias que propendan a la formulación de una política pública en materia de salud dental, partiendo por incorporar la rama de odontología en el sistema de libre elección de Fonasa, garantizando de esta manera el acceso a una atención dental oportuna y eficaz para todos los chilenos.”. 

El señor MELERO (Presidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra la diputada señora Denise Pascal.

La señora PASCAL (doña Denise).- Señor Presidente, éste es un tema que preocupa a todos, transversalmente, toda vez que el Plan Auge considera atención dental sólo para niños de 6 años y urgencia odontológica ambulatoria y salud oral para pacientes mayores de 60 años. Lo curioso es que cada tanto se hacen feroces campañas de salud dental, como el Programa Sonrisa Feliz, etcétera, pero después no hay ninguna fórmula de mantención.

Por lo tanto, solicitamos al ministro que incluya a la especialidad odontológica dentro del Plan Auge. De esa manera, todos los usuarios de Fonasa recibirán la atención dental que merecen, sobre todo atendido el hecho de que cada día hay más conciencia sobre prevención dental en los ciudadanos.

He dicho. 

El señor MELERO (Presidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Víctor Torres.

El señor TORRES.- Señor Presidente, comparto lo dicho por la diputada Denise Pascal, una de las autoras del proyecto de acuerdo. En materia de salud, hemos avanzado bastante durante el último tiempo. Las distintas patologías, que son codificadas por Fonasa, están dentro del sistema de libre elección, lo que permite un mejor acceso a los seguros público y privado. De esta manera, se mejora el acceso de chilenos y chilenas a las prestaciones de salud garantizadas por el seguro público y privado.

Lamentablemente, dentro de las patologías, en el ámbito de la rama de la odontología, son muy pocas las que tienen cobertura garantizada. Por eso, y entendiendo que la odontología es una rama de la medicina y que las patolo-
gías odontológicas no son ya consideradas como cosméticas, sino que son consideradas como tales y con un bagaje mucho más amplio en materia de impacto, diagnostico y tratamiento, nos parece tremendamente necesario que Fonasa las codifique y reconozca como tales, a fin de permitir que los pacientes de menores recursos también puedan tener acceso a esta rama de la medicina: la odontología. Los altos costos que tienen que asumir los chilenos y las chilenas, hacen imposible el acceso a la salud bucal, por lo que se genera una tremenda discriminación entre quienes tienen recursos para poder pagar un dentista y quienes no los poseen.

Por esa razón, solicito que la honorable Sala vote favorablemente el proyecto de acuerdo.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Para hablar en contra del proyecto de acuerdo, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 43 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones. 
El señor MELERO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Burgos Varela Jorge; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Recondo Lavanderos Carlos; Saa Díaz María Antonieta; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Torres Jeldes Víctor; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías.

DESTINACIÓN DE LA JIBIA SÓLO AL CONSUMO HUMANO.

El señor MELERO (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la parte dispositiva del siguiente proyecto de acuerdo.

El señor LANDEROS (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 491, de los señores diputados Walker, Cornejo, Ulloa, Torres, León, Campos, de la diputada señora Pacheco, doña Clemira, y de los diputados señores Barros, Rojas y Pérez, don José, en cuya parte dispositiva dice: 

“La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su excelencia el Presidente de la República tenga a bien:

Instruir a la Subsecretaría de Pesca, Corfo y Fosis para que se coordinen y establezcan políticas, planes y acciones concretas para establecer la pesca de la jibia como destinada exclusivamente para consumo humano, estableciendo planes y acciones de apoyo a la transferencia tecnológica en la implementación de tecnologías de detección, captura y preservación a bordo que mejoren la calidad de los recursos desembarcados.

Solicitar al ministro de Salud que profundice las investigaciones sobre los impactos del consumo de jibia en distintas preparaciones en la mejora de las dietas alimenticias de la población en general. Asimismo, que considere los estímulos necesarios para que se desarrollen proyectos para la investigación y producción de alimentos preparados a base de jibia a nivel nacional.”.

El señor WALKER.- Señor Presidente, le solicito que recabe la unanimidad de la Sala para que votemos el proyecto de acuerdo sin discusión.

El señor MELERO (Presidente).- No hay quórum en la Sala, señor diputado.

Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Matías Walker.

El señor WALKER.- Señor Presidente, este proyecto de acuerdo, que presentamos con el diputado señor Víctor Torres, responde a una demanda altamente sentida por los pescadores artesanales y también por el diputado Campos y otros miembros de la Comisión de Pesca de la Corporación, para entregar la jibia a la pesca artesanal. 

La captura de la jibia o calamar gigante se viene desarrollando desde hace mucho tiempo en las costas de nuestra región, la que hoy permite la subsistencia de gran parte de la pesca artesanal.

En los años 60, la jibia era utilizada como carnada para capturar otras especies. Después, se consideró como una plaga que hacía peligrar la captura de la merluza; pero en la actualidad es un producto que los pescadores artesanales exportan a países de Asia, como Corea, Japón, China. 

Mediante el proyecto de acuerdo en discusión, queremos instar al Ejecutivo para que se destine la jibia como un producto exclusivo para el consumo humano y que no se haga harina, porque, de lo contrario, afectaremos la sostenibilidad del recurso y la fuente de ingresos que genera la captura de la jibia a los pescadores artesanales. Al mismo tiempo, que promueva el uso de la jibia como alimento en las raciones alimenticias que la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas entrega a los alumnos de los establecimientos educacionales, por su alto grado proteico y porque es rico en vitaminas y en omega 3, ácido graso que ayuda al tratamiento de enfermedades cardiovasculares.

Por eso, señor Presidente, los miembros de la Comisión de Pesca que hemos promovido el proyecto de acuerdo, pedimos que la honorable Cámara de Diputados lo apruebe.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Para hablar en contra, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 22 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones. 
El señor ARAYA (Vicepresidente).- No hay quórum.

Se va a repetir la votación.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 22 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones. 
El señor ARAYA (Vicepresidente).- Nuevamente no hay quorum.

Por lo tanto, la votación del proyecto de acuerdo queda pendiente para la próxima sesión.

-Los textos íntegros de los proyectos de acuerdo figuran en la página de internet de la Cámara de Diputados, cuya dirección es:

http://www.camara.cl/trabajamos/pacuerdos.aspx
VII. INCIDENTES

RÉPLICA A DECLARACIONES PÚBLICAS SOBRE ENTREGA DE CERTIFICADOS A EXONERADOS POLÍTICOS. Oficio.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, ayer se llevó a cabo una sesión más de la Comisión Investigadora sobre pensiones entregadas a exonerados políticos.

Como se recordara, fui aludido en medios de comunicación por colegas de la bancada de Renovación Nacional y de la Unión Demócrata Independiente, y en forma muy poco clara y no verdadera por el señor subsecretario del Interior, don Rodrigo Ubilla, en relación con quien habla entregó certificados a falsos exonerados, no acreditados para recibir pensión.

La mayoría de las dudas sobre esta problemática de las pensiones de exonerados 



políticos ha sido aclarada con la intervención del señor Contralor General de la República en la sesión de ayer de dicha Comisión Investigadora. En ningún momento se dijo que la entrega de certificados, que se sumaban a otros antecedentes, era un delito.

Por lo tanto, como en medios periodísticos se hacía ver de esa manera, se buscaba enlodar la trayectoria de muchos parlamentarios de la República.

Se puede disentir y tener distintas ideas al legislar. Eso también es normal en el quehacer de nuestras actividades fiscalizadoras; pero lo que no resulta normal es atacar con nombres y apellidos, como en este caso, a quienes tenemos familia, ya que éstas también se sienten atacadas por esos diputados y colegas de trabajo, quienes debieron informarse más a fondo de la realidad de lo que periodísticamente se hacía notar.

El señor subsecretario del Interior también debió constatar si había alguna pensión fraudulenta o si el certificado extendido había sido firmado por quien habla; pero sólo se quiere enlodar a quien ha cumplido fielmente con lo que dispone la Constitución Política de la República durante todos los períodos que llevo en el Congreso Nacional como representante de los ciudadanos de mi distrito. Hechos como éstos no son el camino para que las autoridades de Gobierno discrepen de quienes tenemos derecho democrático para hacer oposición.

Reitero, me siento tranquilo con la forma en que he actuado como diputado, más aún después de conocer la opinión del señor Contralor General de la República, que también dará tranquilidad a quienes están siendo nominados diariamente en la prensa por los colegas opuestos a nuestras ideas, la misma tranquilidad que tendrán los exonerados políticos a quienes entregamos certificados

Señor Presidente, por el bien de la Cámara de Diputados y por la convivencia democrática que aquí debe existir, hago un llamado sincero a los colegas a cuidar la honra de todos nosotros, así como al Ejecutivo, en especial al señor Rodrigo Ubilla, quien, no dudo, sabrá valorar mi petición.

Por lo tanto, señor Presidente, solicito que se le haga llegar mi intervención al señor subsecretario del Interior.

He dicho.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los señores diputados que están alzando la mano, de lo que la Secretaría está tomando debida nota.

PROBLEMAS EN ENTREGA DE HORAS PARA ATENCIÓN MÉDICA EN CONSULTORIOS DE LA GRANJA, SAN JOAQUÍN Y MACUL. Oficio.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Ximena Vidal.

La señora VIDAL (doña Ximena).- Señor Presidente, cuando faltan muy pocos meses para que el Gobierno cumpla la mitad de su período, vemos que prometió tantas cuestiones y ha logrado cumplir tan pocas.

La salud primaria ha estado lejos de mejorar en este Gobierno. Cuando aún se duda en círculos oficialistas de desmunicipalizar la educación, ni siquiera se repara en que la atención primaria de salud en los consultorios también es municipal, y está peor que nunca. Es lógico; para este Gobierno, los indicadores privados son los que importan; la maximización de las utilidades de las isapres es la regla, obviando, por cierto, el conflicto de intereses que afecta a muchos de sus personeros y, en general, a miembros de la Derecha, en materia de salud y provisión de estos servicios. 

A dos años del inicio de la nueva forma de gobernar, existen profundos conflictos en la salud, y seguimos siendo espectadores del pésimo acceso que tienen a ella las personas más vulnerables. Pero quienes gobiernan prometieron lo contrario. 

¿Dónde están las soluciones? Lo digo, porque en el contacto diario en el distrito, año tras año, la gente las reclama y sufre constantemente por esa razón. Las horas médicas en los consultorios es un talón de Aquiles en materia de salud pública, que este Gobierno está cada vez más lejos de solucionar. Mientras tanto, los ciudadanos siguen esperando que las promesas de eficiencia y prontitud se cumplan.

Necesitamos salud primaria de calidad, equitativa, inclusiva, cercana, pronta y, sobre todo, digna en la realidad y no en anuncios.

No es posible que eternamente los adultos mayores sigan haciendo colas o llegando a horas imposibles a los consultorios, a fin de conseguir alguna hora y a que se les diga que los atenderán el próximo mes. Ésas son las respuestas que reciben permanentemente.

En el centro de desarrollo social Laura Camus, de la comuna de La Granja, se nos ha vuelto a reiterar un pedido. Hoy, al igual que ayer, existen enormes dificultades para conseguir horas de atención, pues no hay un número adecuado de médicos para cumplir con la demanda de atenciones, según me expusieron las personas de ese centro; y cuando están los profesionales, a veces tienen otros compromisos. Es decir, aquí hay responsabilidad de los profesionales y de las autoridades.

En la comuna de La Granja, prácticas y fallas como las descritas perjudican a miles de chilenos, que deben tener acceso en mejores condiciones a la salud que el Estado debe ofrecer. Una mejor implementación de las herramientas que se tienen es el principal camino para lograr la solución que se necesita. 

La solución de todos los problemas que los ciudadanos señalan es de la de la máxima importancia para la marcha que la salud se ha impuesto. Un sistema de salud lento, con escasez de recursos humanos y materiales, hace que los más necesitados de nuestro distrito sufran el rigor de encontrarse 
desamparados en lo que a salud se refiere.

Sabemos de sobra que en materia de salud y de educación, el Estado es el primero que debe tener la palabra y la acción cuando está en juego el bienestar de las personas vulnerables desde el punto de vista social. Esperamos que quienes gobiernan lo entiendan así y que hagan el trabajo que tienen que hacer.

Por eso, pido oficiar al ministro de Salud, a fin de que informe sobre los problemas que se producen de manera permanente en la entrega de horas para atención por médicos generales y especialistas en los consultorios de las comunas de La Granja, de San Joaquín y de Macul.

Además, que informe sobre las medidas concretas que se están realizando para solucionar los problemas de demoras injustificadas en la obtención de una consulta y escasez de horas, y, asimismo, sobre los mecanismos de evaluación que el ministerio ha puesto en marcha para medir y conocer la real calidad de atención que prestan los funcionarios de la salud primaria.

He dicho.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de la diputada señora Girardi y de los diputados señores Jaramillo y Ortiz.

HOMENAJE A BEATRIZ GUAJARDO FUENTES, MILITANTE DEMOCRATACRISTIANA RECIENTEMENTE FALLECIDA. Oficios.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Independientes-PRI, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado señor José Miguel Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, deseo aprovechar estos minutos en Incidentes, para hacer un reconocimiento muy especial a una camarada recientemente fallecida, quien entregó toda su vida por el partido. Lamentablemente, el lunes no pude estar presente en su funeral, que tuvo lugar en la comuna de Tomé, pero sí asistí a su velatorio, el domingo, oportunidad en que me 
reuní con toda su familia.

Esa camarada me solicitó que la despidiera en el cementerio. Ayer no me fue posible; pero lo hago ahora desde la Cámara de Diputados, como un reconocimiento a ella y a miles de camaradas jóvenes, trabajadores, mujeres, profesionales y dirigentes sociales que nos han entregado la responsabilidad de representarlos. Lo hago con mucha fuerza y nace muy dentro de mí, porque era mujer extraordinaria desde todo punto de vista.

No me cabe la menor duda de que mi camarada Beatriz Elena Guajardo Fuentes, que en paz descanse, en este instante está a la diestra de Dios Padre.

Ella nació el 1° de febrero de 1936 y dejó nuestro mundo el 17 de diciembre de 2011, a la edad de 75 años. El suyo es un caso extraordinario. Cuando aún era muy joven, falleció su señora madre, por lo que asumió la calidad de madre de todos sus hermanos y hermanas, preocupación que se extendió hacia sus sobrinos y que mantuvo hasta el día de su muerte.

Doy fe de que en su velatorio, que por petición expresa de su familia, se hizo en el hogar de toda su vida, ubicado en uno de los cerros de Tomé, todos sus familiares le hicieron un reconocimiento por haber asumido durante toda su vida el papel de segunda madre.

Siempre fue una persona muy esforzada. Fue obrera de la Textil Bellavista, de la cual fue delegada de sección, y miembro activo de la Juventud Obrera Católica. En tal calidad participó en la toma de la Catedral de Santiago, en 1968, donde conoció y se hizo amiga, hasta su muerte, de Clotario Blest, a quien admiró y tuvo como a uno de sus principales líderes.

Participó en la marcha de la patria joven. Quedó deslumbrada por ese gran estadista, Eduardo Frei Montalva, quien desde el Parque O´Higgins nos hizo un reconocimiento a todos los que estábamos ahí, entre los cuales estaba ella.

Después, Beatriz solicitó ingresar a la Democracia Cristiana. Vale decir, desde la Juventud Obrera Católica, traspasó toda su fuerza, liderazgo y formación, y todos sus principios a nuestro partido, la Democracia Cristiana.

Participó activamente en la reorganización del partido y trabajó de manera intensa en pro de la recuperación de la democracia en esos años tan duros y tan difíciles.

Tenía muchas cualidades, una de las cuales era ser una “hormiguita” que, años atrás, participaba en todas las campañas de regidores y de alcaldes, y ahora, en las de concejales, alcaldes, diputados, senadores y presidenciales. 

Nunca jamás solicitó un cargo especial. Al revés, cada vez que le planteábamos por qué no asumía un cargo específico, ella expresaba: “A mí me gusta trabajar desde el anonimato. Tengo muchas cosas que hacer. Déjenme así nomás. Yo siempre voy a estar”. Y la verdad es que siempre estuvo.

Su labor fue incesante. Así, por ejemplo, cuando se trabajó durante el plebiscito, ella recorrió todos los cerros de Tomé; todo el mundo la conocía. Siempre tuvo presente algo que planteó Radomiro Tomic: “Nadie es más grande que el partido”. Y ella daba vigencia a ese pensamiento, porque era mujer muy trabajadora: buscó votos intensamente, haciendo conciencia, planteando la doctrina del partido. 

Muchas veces hubo quienes se olvidaron de ella. Pero cuando alguien quería recordarla, mi camarada manifestaba: “Nuestra doctrina es tan bonita, tiene más de dos mil años. Yo sigo con la doctrina, creo en ella. Muchas veces, todos los seres humanos cometemos errores”.

Fue una persona que trabajó el día a día. 

Me impactó mucho su valentía durante el gobierno militar. No dudó ni un instante en sumarse a la reorganización del partido y a la lucha por la recuperación de la democracia. 

Al respecto, quiero hacer un reconocimiento a la comuna de Tomé, que no pertenece a mi distrito, pues soy diputado por Concepción, Chiguayante y San Pedro de la Paz; sin embargo, nunca olvidaré algunos trabajos en esa comuna. Tomé fue la primera comuna que proclamó como su precandidato presidencial a Patricio Aylwin Azócar. Una de las personas presentes en dicho acto de proclamación fue precisamente nuestra camarada, que a juicio de todos quienes somos creyentes, se encuentra allá arriba, en el cielo. Ahí está “la Bea”, como le decíamos a Beatriz. Ella siempre estuvo presente. 

Beatriz creó el taller laboral Las Mariposas y participó activamente en la Unión de Huertos Familiares, organización que tiene por objetivo la mantención de los cultivos tradicionales, las ceremonias de intercambio de semillas y la valorización del medio ambiente. 

Ella era franca, valiente, trabajadora, honesta, desinteresada. Lo único que le gustaba era trabajar, trabajar y trabajar.

Fue parte vital de todo lo que ha sido y es hasta el día de hoy la comunal del partido de Tomé. Nunca olvidaré algunos gestos muy especiales de ella. 

En cada una de las seis campañas en que me ha tocado participar para ser diputado de la República, de repente llegaba Beatriz a mi oficina y me decía: “José Miguel, te vengo a ayudar en lo que sea necesario”.


Mis más sentidas condolencias a toda su familia, a sus hermanas, cuñados, sobrinos y sobrinas, que con tristeza dieron a conocer lo hermoso de la vida de Beatriz.

En forma especial, camarada, estoy cumpliendo ahora tu solicitud, pues no te pude despedir en el cementerio. Mi discurso quedará en boletín de sesiones de la Cámara, como también el reconocimiento que sobremanera te mereces.

Amiga mía, descansa en paz.

He dicho. 

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Diputado señor Ortiz, se enviará copia de su intervención a la familia de la señora Beatriz Guajardo, con la adhesión del diputado Jorge Sabag.

El señor ORTIZ.- Gracias, señor Presidente, porque este homenaje me llegó de manera muy profunda; de verdad lo siento.

Dejaré en la Secretaría el listado de personas a quienes quiero que se envíe copia del texto de mi intervención: a toda la familia de Beatriz; en forma muy especial, al presidente de mi partido en Tomé, don Guillermo Miranda; a la gran concejala Ivonne Rivas, también de Tomé, y otras personas más. 

He dicho. 

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Se procederá según lo solicitado por su señoría. 

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

- Se levantó la sesión a las 14.06 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.


VIII. ANEXO DE SESIÓN

COMISIÓN ESPECIAL DE SOLICITUDES DE INFORMACIÓN Y DE ANTECEDENTES.

-Se abrió la sesión a las 13.48 horas.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

RESTITUCIÓN DE BONO DE ALIMENTACIÓN EN FAVOR DE PERSONAL DE DIRECCIÓN GENERAL DE AERONÁUTICA CIVIL. Oficio.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Ojeda.

El señor OJEDA.- Señor Presidente, quiero plantear un problema que afecta al personal de la Dirección General de Aeronáutica Civil. Durante muchos años, ese personal gozó de un bono de alimentación, que ahora se les quitó en forma definitiva, lo que les ha ocasionado un grave problema, sobre todo a aquellos que se hallan en zonas alejadas de los centros urbanos.

Por ello, pido que se envíe un oficio al ministro de Defensa Nacional para que el director de la Dirección General de Aeronáutica Civil informe sobre los motivos para quitar este bono y si existe alguna posibilidad de que esto se pueda solucionar.

Los dirigentes han sugerido que se traspasen fondos del Bienestar, por la suma de 730 millones de pesos, ya que se cuenta con recursos para ello. Además, esto se discutió cuando se analizó la partida correspondiente en el proyecto de Ley del Presupuestos del Sector Público para 2012, pero no fue zanjado.

Por ello, pido al director de la Dirección General de Aeronáutica Civil que vea la forma de reponer estos bonos de alimentación para dicho personal y que se arbitren las medidas pertinentes para ello, a través del Servicio de Bienestar.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE MEDIDAS ADOPTADAS EN CONTRA DE FUNCIONARIAS DEL CONSEJO NACIONAL DE LA CULTURA Y LAS ARTES. Oficios.

El señor OJEDA.- Señor Presidente, quiero referirme a un problema que afecta a dos personas: en primer lugar, a Yessica Almonacid, periodista y vicepresidenta de la Asociación Nacional de Funcionarios de la Cultura (Anfucultura). Por emitir opiniones en una radioemisora, que no gustaron al director del Consejo Regional de Cultura, esta funcionaria recibió una anotación de demérito, lo que, por cierto, está reñido con la libertad de expresión. Es más; por ser periodista, puede expresar las opiniones que quiera o que estime convenientes. Como digo, fue mal calificada porque emitió opiniones que no gustaron al director regional.

Por lo tanto, pido que se oficie al ministro presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, con el objeto de que me informe detalladamente sobre esta situación, es decir, por qué la periodista señalada fue objeto de una anotación de demérito.

En segundo lugar, está el caso de Claudia Saavedra, funcionaria del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, de Valparaíso, que denunció irregularidades que habría detectado, debido a lo cual el director regional reaccionó en su contra. Además, al margen de toda reglamentación y durante su ausencia, se le incautó su computador, lo que constituye un acto arbitrario porque no existen antecedentes que prueben que haya sido ordenado por algún tribunal de justicia. 

Por eso, pido que se oficie al ministro del Interior, con el objeto de que ordene al director general de la Policía de Investigaciones que nos informe si existió orden judicial de un tribunal competente para llevar a cabo la diligencia señalada. 

Estas graves denuncias me las hicieron llegar los dirigentes de la Anfucultura y del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.

He dicho.

El señor ESPINOZA, don Fidel (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión de los diputados presentes y de quien preside. 

INFORMACIÓN SOBRE CONCENTRACIÓN DE COLIFORMES FECALES EN DUCTO DE AGUAS SERVIDAS DE VALDIVIA. Oficios.

El señor ESPINOZA, don Fidel (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Alfonso de Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, voy a pedir que se oficie a una serie de autoridades, con el objeto de hacer una denuncia y recabar antecedentes sobre un hecho muy grave que está ocurriendo en Valdivia.

El sábado recién pasado, tuve oportunidad de recorrer, con diversos dirigentes, el sector de calle Rubén Darío con Nueva San Luis. Durante largo tiempo, una agrupación de vecinos ha estado luchando por conseguir la construcción del parque urbano Catrico, antiguo anhelo de los pobladores, que desean contar con una amplia extensión de áreas verdes en el sector sur de Valdivia. Por cierto, valoro la labor desarrollada por distintas organizaciones y juntas de vecinos, que han estado bregando para tener un parque. 

Hace algún tiempo, don Joel Arévalo, presidente de la agrupación ecológica Defensores del Río, formuló una denuncia sobre un ducto clandestino que se encuentra en el sector de calle Rubén Darío con Nueva San Luis. Dicho ducto desagua hacia el estero Catrico, en el humedal formado por éste y el río Angachilla. Asimismo, se solicitó al Servicio de Salud que elaborara un informe sobre la existencia de coliformes fecales, el cual fue lapidario en cuanto a su gran concentración, situación que está afectando claramente su entorno, el medio ambiente, la calidad de vida de los vecinos y la posibilidad de recuperar el humedal.

Creo que Aguas Décima, empresa de servicios sanitarios de Valdivia, debe dar una explicación al respecto. 

Por eso, pido que se envíen los siguientes oficios: 

Al superintendente de Servicios Sanitarios para que nos informe si existe autorización y bajo qué norma se encuentra amparada la instalación de ese tubo de descarga de aguas servidas. 

Al fiscal regional, a fin de que nos informe sobre el estado de tramitación de la denuncia formulada ante el Ministerio Público por distintas agrupaciones de vecinos, causa que se encuentra en proceso. Quiero saber si la Brigada de Delitos Ambientales de la PDI, con sede en Valdivia, ha recabado los antecedentes del caso.

Al director del Servicio de Salud de Valdivia y al superintendente de Servicios Sanitarios, con el objeto de que nos envíen los resultados de los estudios sobre coliformes fecales realizados en ese ducto, y nos informen si están operando otros tubos de desagüe de igual naturaleza en Valdivia. 

A la ministra de Medio Ambiente, a fin de que nos señale las medidas que está adoptando, en su calidad de máxima autoridad del organismo competente en materia medioambiental.

Para terminar, pido que se envíe copia de mi intervención a la señora Jacqueline Meneses, secretaria de la agrupación Parque Urbano, a don Raúl Ugueño Aspillaga, presidente de la junta de vecinos de Villa Los Leones de Valdivia, y a don Joel Arévalo Valenzuela, presidente de la agrupación ecológica Defensores del Río.

El señor OJEDA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión de los diputados Fuad Chahín, Fidel Espinoza y de quien preside.

ENVÍO DE COPIA DE RESOLUCIÓN SOBRE CREACIÓN DE TERCERA DIVISIÓN DE MONTAÑA DEL EJÉRCITO, CON ASIENTO EN VALDIVIA. Oficio.

El señor DE URRESTI.- Hace algunos meses, nos enteramos, mediante oficios de fiscalización enviados a través de la Cámara, de que se pretendía trasladar el asiento de la Tercera División del Ejército, que históricamente ha estado en Valdivia, a la ciudad de Concepción.

Después de una movilización y de una muy buena respuesta de la comunidad y de los medios de comunicación de Valdivia, se informó que tal medida se iba a revertir, y así ocurrió.

Esta semana hemos sabido que el ministro de Defensa Nacional visitó la región e informó formalmente que se constituirá la Tercera División de Montaña, con una serie de regimientos bajo su dependencia, con asiento en Valdivia.

Por eso, pido que se oficie al ministro de Defensa Nacional, con el objeto de que nos envíe copia de la resolución que creó dicha División de Montaña con asiento en Valdivia, para tranquilidad de muchas personas que fueron objeto de preocupación e incertidumbre, ante ese eventual traslado. Considero muy positivo que tal decisión se haya revertido.

El señor OJEDA (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión de los diputados Fuad Chahín, Fidel Espinoza y de quien habla.


INFORMACIÓN SOBRE PROYECTO DE REPARACIÓN DE CAMINO QUE UNE VALDIVIA CON NIEBLA Y LOS MOLINOS. Oficio.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, por último, pido que se oficie al ministro de Obras Públicas para que el director de Vialidad me informe sobre el estado del camino que une Valdivia con las localidades costeras de Niebla y Los Molinos. 

Diversos dirigentes y personas que transitan hacia la costa me han expresado su preocupación por el franco deterioro en que se encuentra esa vía. 

Por eso, quiero que se me informe cuándo se iniciará su reparación y si existe algún programa en tal sentido.

He dicho.

El señor OJEDA (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión de los diputados Fuad Chahín, Fidel Espinoza y de quien preside.

FISCALIZACIÓN DE CONDICIONES DE SEGURIDAD Y SALUBRIDAD EN BUSES INTERURBANOS. Oficios.

El señor OJEDA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Fidel Espinoza.

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, quiero pedir que se oficie a los ministros de Transportes y Telecomunicaciones, y de Salud.

En las últimas horas, he recibido una denuncia que considero extremadamente delicada y grave, desde el punto de vista de los usuarios de los sistemas de transporte público, no sólo de la Región de Los Lagos, a uno de cuyos distritos represento en la Cámara de Diputados, sino también de otras regiones que, seguramente, están viviendo la misma problemática.

El concejal de la comuna de Puerto Varas, señor Álvaro Berger, hoy hizo público un hecho, y me pidió personalmente, en el marco del trabajo que realizamos en conjunto, que solicitara, a través de la Cámara de Diputados, los oficios respectivos, de manera que los Ministerios de Salud y de Transportes se hagan parte en la fiscalización de una situación que aqueja a miles de usuarios de los sistemas de transporte de nuestro país.

Dicho concejal fue testigo presencial, en un viaje reciente que realizó en el marco de sus funciones, de la situación precaria e insalubre en la cual muchos pasajeros deben lidiar día a día en los recorridos interurbanos, en especial de aquellos que cubren distancias superiores a 300 o 500 kilómetros. Él presenció en buses de dos empresas, Pullman Bus y TurBus, condiciones lamentables y deplorables, con baños absolutamente insalubres para el uso de los pasajeros, papeles usados botados en el suelo, olores espantosos provenientes de éstos, sin agua ni menos jabón líquido, elementos fundamentales para entregar al usuario dignidad y respeto, como el concejal Berger ha planteado muy correctamente en sus aseveraciones.

Solicito que el ministro de Transportes ordene la realización en estos días de un proceso exhaustivo de fiscalización -sobre todo cuando entramos a una época en que miles de personas se desplazan en todo Chile- que apunte no sólo a la seguridad -cosa que también nos parece tremendamente importante, por eso, pido este oficio, para reforzar la seguridad de los conductores, habida consideración de las horas continuas de conducción, y los relevos correspondientes-, sino también a las condiciones higiénicas, aspecto que muchas veces no es abordado.

En el último tiempo hemos sido testigos de la colusión de las farmacias, de los distribuidores de pollos, etcétera; pero también se da la de las empresas de transporte de pasajeros, que en esta época del año se coluden para cobrar precios exorbitantes por los pasajes.

Así como en este período cobran precios exorbitantes, nosotros exigimos lo mínimo: respeto y dignidad hacia los pasajeros que deben lidiar con situaciones como la descrita en viajes desde Santiago a Puerto Montt, desde Concepción a Puerto Montt, desde Santiago a Concepción, o bien en viajes al norte, a La Serena, a Arica o Iquique.

La situación es realmente lamentable. Incluso más, hay buses para el norte del país que ni siquiera cuentan con ventilación, con aire acondicionado que permita a los pasajeros una comodidad acorde al esfuerzo económico que realizan al pagar sus pasajes.

El señor OJEDA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

REITERACIÓN DE SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE PAGOS POR EXPROPIACIONES DE TERRENOS EN REGIÓN DE LOS LAGOS. Oficio.
El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, solicito que se oficie al ministro de Obras Públicas para que, por favor responda de una vez por todas las interrogantes que le he planteado. Me parece una falta de respeto que ministros no contesten los oficios que se envían desde la Corporación, habida consideración de que existe una ley de transparencia que rige para todos los ministerios.

Hace más de sesenta días le dirigí oficio, a través de la Corporación, para que nos entregara la información correspondiente a todas las expropiaciones que se han pagado en la última década en la región, a gente a la que le han expropiado sus terrenos para la construcción de caminos ejecutados por el Ministerio de Obras Públicas.

Existe un problema que el señor Presidente conoce mejor que nadie, pues afecta a su comuna, Osorno, y a Puyehue, de mi distrito, en relación con el mejoramiento de la ruta 215. Allí, a la gente se le ha pagado lo que se ha querido. 

En Pargua, camino de Puerto Montt a Chiloé, ha habido una situación aún más lamentable, porque los precios que quiere pagar el MOP a la gente son vergonzosos.

Queremos saber cuánto se ha pagado antes. Tenemos derecho a pedir esa información y el Ministerio tiene la obligación de dárnosla.

La presidenta del Comité de Defensa de los Derechos Ciudadanos de Pargua, señora Marcela Ampuero, nos ha solicitado reiteradamente esa información, porque la necesitan para su defensa jurídica. Lamentablemente, en el Ministerio se han hecho los lesos y no han dicho nada.

El ministro tiene que responder; las normas de transparencia exigen que se entregue esa información, porque es pública. Son recursos del Estado que se pagaron en el pasado por todas las obras ejecutadas en la región.

Por lo tanto, vuelvo a exigir, por intermedio de la Cámara de Diputados y de esta Comisión Especial de Solicitudes de Información y de Antecedentes, que se cumpla con el requerimiento formulado de conformidad con lo que establece la ley. En el Ministerio de Obras Públicas, como en muchos otros ministerios, simplemente se hacen los tontos y no responden. Cuando no les conviene, no responden, lo que me parece lamentable para un gobierno que se llenó la boca hablando de transparencia y de la nueva forma de gobernar.

He dicho.

El señor OJEDA (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia íntegra de su intervención, con la adhesión del diputado Fuad Chahín y de quien preside.


CONSTRUCCIÓN DE PASARELA PEATONAL EN SECTOR DE ULTRAESTACIÓN, COMUNA DE VICTORIA. REDUCCIÓN DE TIEMPO DE VIAJE DE TREN ENTRE VICTORIA Y TEMUCO. Oficios.

El señor OJEDA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Fuad Chahín.

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, solicito que se oficie al presidente y al directorio de la Empresa de Ferrocarriles del Estado (EFE) y de su filial Fesub, para pedirles que evalúen la posibilidad de construir una pasarela peatonal en la comuna de Victoria, que una la zona céntrica de la ciudad con el sector Ultraestación.

Se trata de una antigua demanda de los vecinos; de hecho, en alguna oportunidad ex ejecutivos de EFE anunciaron la construcción de la pasarela, lo que nunca se concretó. Por eso, hasta el día de hoy muchos vecinos ponen en riesgo su vida al atravesar la vía férrea por cruces no habilitados.

Es el momento de que EFE asuma el costo de construir esa pasarela; de lo contrario, será responsable de la eventual pérdida de vidas humanas en algún accidente. Si la gente no cuenta con una pasarela, se le dificulta atravesar la vía férrea para acceder a sus lugares de trabajo.

Don Daniel Beltrán, jefe de EFE de Temuco, señaló que están presentando un proyecto, el cual debe ser definido por la gerencia con el directorio para su incorporación en el presupuesto de inversión de 2012.

Por lo tanto, solicito formalmente a la Empresa de Ferrocarriles del Estado y a su filial Fesub, que incorporen en su presupuesto de inversión para 2012 la construcción de la pasarela peatonal para el sector Ultraestación de la comuna de Victoria.

Del mismo modo, que evalúen la posibilidad de hacer ajustes, sobre todo en el trayecto de Victoria a Temuco, que a nuestro juicio tiene una demora demasiado importante. Ese tramo se cubre en alrededor de una hora 27 minutos, con lo que se pierde competitividad. En efecto, la gente viaja habitualmente a Temuco por razones laborales, de atención médica o para realizar distintos trámites, y al recorrer el mismo trayecto en bus, demora entre 45 minutos y una hora. Es demasiada la diferencia de tiempo para el mismo trayecto: una persona demora casi el doble si viaja en tren que si viaja en bus.

Creemos que eso hace que el tren pierda competitividad y a nuestro juicio es importante seguir incentivando el transporte ferroviario en el tramo Victoria-Temuco. Por eso, queremos que se evalúe la posibilidad de reducir el tiempo en ese trayecto.


Finalmente, solicito que se envíe copia íntegra de mi intervención al Concejo Municipal de Victoria, al Consejo de la Sociedad Civil de la comuna de Victoria y a la Unión Comunal de Juntas de Vecinos.

He dicho.

El señor OJEDA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia íntegra de su intervención, con la adhesión de quien preside.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.09 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.
IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
 “Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto poner urgencia para el despacho de los siguientes proyectos de ley:

	7829-13
	Crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones.



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
2. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto poner urgencia para el despacho de los siguientes proyectos de ley:

	8105-11
	Modifica el Sistema Privado de Salud, incorporando un plan garantizado.



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
3. Oficio de S.E. el Presidente de la República, por el cual formula indicación al proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.419, en materia de ambientes libres del humo del tabaco. (boletín N° 7.914-11)

“Honorable Cámara de Diputados:

En uso de mis facultades constitucionales, vengo en formular la siguiente indicación al proyecto de ley del rubro, a fin de que sea considerada durante la discusión del mismo en el seno de esa H. Corporación:

Al artículo único

- Modifícase su numeral 6) del siguiente modo:

1) Agrégase la siguiente letra a), nueva, pasando sus actuales literales a), b) y c), a ser b), c) y d), respectivamente:

“a) Sustitúyase en su inciso primero la frase “de 12 meses”, por la expresión “mínima de 12 meses y máxima de 24 meses”.

2) Reemplázase en su letra b), que ha pasado a ser c), en el inciso tercero que sustituye, la frase “una o más advertencias” por la expresión “entre dos y seis advertencias”. Asimismo, intercálase a continuación del punto seguido (.) la oración “El referido decreto entrará en vigencia tres meses después su publicación.”.

3) Reemplázase en su letra c), que ha pasado a ser d), en el inciso cuarto que se intercala, la frase “la o las advertencias” por la expresión “las advertencias”.
Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; JAIME 
MAÑALICH MUXI, Ministro de Salud; PABLO LONGUEIRA MONTES, Ministro de Economía, Fomento y Turismo.”
4. Oficio del H. Senado.


“Valparaíso, 20 de diciembre de 2011.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que, con motivo de la Moción, informe y antecedentes que se adjuntan, el Senado ha dado su aprobación a la siguiente iniciativa, correspondiente al Boletín N° 7974-13:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Institúyese el 6 de octubre de cada año como el “Día Nacional del Trabajador Ferroviario”.”.

-o-

Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): GUIDO GIRARDI LAVÍN, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado.”
5. Oficio del H. Senado.


“Valparaíso, 20 de diciembre de 2011.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado las enmiendas introducidas por esa Honorable Cámara al proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones, correspondiente al Boletín N° 7.338-07.


Hago presente a Vuestra Excelencia que las enmiendas recaídas en los artículos primero y segundo permanentes y en los artículos 1°, 3° y 9° transitorios, fueron aprobadas con el voto conforme de 24 Senadores, de un total de 36 en ejercicio, dándose cumplimiento de esta forma a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 9.858, de 14 de diciembre de 2011.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): JUAN PABLO LETELIER MOREL, Vicepresidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado.”
6. Informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que regula la Instalación de Antenas Emisoras y Transmisoras de Servicios de Telecomunicaciones. (boletín Nº 4.991-15).

“Honorable Cámara de Diputados;

Honorable Senado:


Vuestra Comisión Mixta constituida en conformidad con lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponeros la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas entre el Honorable Senado y la Honorable Cámara de Diputados, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el rubro, iniciado en Mensaje de S.E. la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, con urgencia calificada de “suma”, el 12 de diciembre de 2011.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Hacemos presente que el párrafo séptimo de la letra e) del artículo 116 bis F y el inciso noveno de esta norma, contenidas en el artículo 1º; los incisos primero y tercero del artículo 116 bis G y el inciso octavo del artículo 4º transitorio de este proyecto de ley deben ser aprobadas como normas de ley orgánicas constitucionales, por cuanto inciden en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades. Lo anterior, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 118 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.

-o-

En sesión del Honorable Senado, celebrada el día 4 de octubre de 2011, se dio cuenta del Oficio Nº 9.735 de 29 de septiembre de 2011, de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunicó que ha tenido a bien prestar su aprobación a las enmiendas introducidas por el Honorable Senado, con excepción de las que se señalarán, y la nómina de los integrantes de ese organismo ante la Comisión Mixta, cuya denominación recayó en los Honorables Diputados señores René Manuel García García, Patricio Hales Dib, Gustavo Hasbún Selume, Javier Hernández Hernández y Juan Carlos Latorre Carmona.


Posteriormente, el Honorable Diputado señor René Manuel García García fue reemplazado por el Honorable Diputado señor Leopoldo Pérez Lahsen.


En esa misma sesión, el Honorable Senado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento de la Corporación, acordó que su representación ante la referida Comisión Mixta recayera en los señores Senadores miembros de su Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Jovino Novoa Vásquez, Jorge Pizarro Soto y Baldo Prokurica Prokurica.


Citados los señores Senadores y Diputados miembros de ella, por orden del señor Presidente del Senado, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 de la ley Nº 18.918, y en el artículo 48 del Reglamento del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día martes 11 de octubre de 2011, en la Sala Nº 5 de Comisiones del Senado, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán, Jovino Novoa Vásquez y Baldo Prokurica Prokurica, y de los Honorables Diputados señores Leopoldo Pérez Lahsen (René Manuel García García), Patricio Hales Dib, Gustavo Hasbún Selume, Javier Hernández Hernández y Juan Carlos Latorre Carmona.


Luego de constituirse, la Comisión Mixta eligió como Presidente, por la unanimidad de los miembros presentes, al Honorable Senador señor Jovino Novoa Vásquez, quien lo es también de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, abocándose de inmediato a su cometido.

-o-

Durante el estudio de esta iniciativa legal, asistieron además de sus miembros, los Honorables Senadores Carlos Cantero, Carlos Ignacio Kuschel, Juan Pablo Letelier, Alejandro Navarro y Hosaín Sabag y los Honorables Diputados señores Cristián Monckeberg, Carlos Montes y Leopoldo Pérez.


Asimismo, vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz; del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton; de la Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomuni-


caciones, señora Daniela González y del Asesor Legislativo del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Andrés Rodríguez.

-o-
MATERIA DE LA DIVERGENCIA

Posiciones de ambas ramas del Congreso Nacional


La controversia se ha originado por el rechazo de la Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, a algunas de las enmiendas propuestas por el Honorable Senado, en su segundo trámite constitucional, a este proyecto de ley, recaídas en los artículos 1°, 2° y 3° (artículo 1° del Honorable Senado), solamente en lo que respecta a la inclusión de los artículos 116 bis F, 116 bis G y artículo 116 bis I; en el artículo 4° (artículo 2° del Honorable Senado), exclusivamente en lo que se refiere a la incorporación del artículo 19 bis; en la supresión del artículo 5°; en los artículos 2° y 3°transitorios, y en la incorporación de los artículos transitorios 4° y 5°, nuevos.


A continuación, se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones durante la tramitación del proyecto de ley, así como los acuerdos adoptados al respecto. 

Articulo 1º, 2 y 3 (Cámara de Diputados)


La Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional aprobó como artículos 1º, 2º y 3º de este proyecto de ley, los siguientes:


“Artículo 1º.- Intercálase en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue establecido por el decreto con fuerza de ley Nº 458, del año 1976, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, el siguiente artículo 116 bis B:


“Artículo 116 bis B.- La solicitud de instalación de torres soporte de antenas de transmisión de telecomunicaciones, en áreas urbanas o rurales, requerirá permiso de la Dirección de Obras Municipales respectiva. Para estos efectos se entenderá por torre soporte de antenas de transmisión de telecomunicaciones, al conjunto específico de elementos soportantes de una antena, de dos metros o más de altura. Los soportes de antenas de telecomunicaciones de menos de dos metros de altura, incluidas en ella sus respectivas antenas, no requerirán permiso de la Dirección de Obras Municipales.


Para los efectos de otorgar el permiso correspondiente, el Director de Obras Municipales deberá verificar el cumplimiento de los requisitos que se señalan a continuación:


1) Las torres soporte de antenas de telecomunicaciones, incluidas para ello sus respectivas antenas, deberán cumplir con el ángulo máximo de rasantes conforme a lo establecido en la Ordenanza General, debiendo cumplir, además, con un distanciamiento mínimo de un tercio de su altura total, salvo cuando estas estructuras se instalen sobre edificios de más de 5 pisos. Con todo, en las zonas industriales exclusivas se entenderán siempre admitidas.


Las torres soporte de antenas instaladas en la parte superior de las edificaciones de más de 5 pisos, podrán sobrepasar las rasantes, siempre que su altura no sobrepase el 30% de la altura de la edificación.


2) Las instalaciones en zonas residenciales exclusivas no podrán estar iluminadas, salvo para cumplir requisitos de seguridad de aviación o para la iluminación del sector.


3) La solicitud de autorización de instalación de torres soporte de antenas de telecomunicaciones, comprenderá los siguientes antecedentes:


a) Solicitud de instalación, suscrita por el propietario o propietarios del predio donde se efectuará la instalación y por el operador responsable de la torre soporte de antenas. 


b) Proyecto firmado por un arquitecto en el que se incluyan los planos de la instalación de la torre soporte de antenas que grafique el cumplimiento de las rasantes a que se refiere este artículo y que detalle las medidas de diseño adoptadas para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre su entorno urbano.


c) Proyecto de cálculo estructural de la torre soporte de antenas, incluidas sus fundaciones, con su respectiva memoria de cálculo y planos de estructura, que señale la capacidad de soporte de antenas de la torre, elaborado y suscrito por un ingeniero calculista, e informado por un revisor de proyecto de cálculo estructural. El proyecto deberá acreditar que la señalada capacidad de soporte puede permitir la colocalización de equipos o sistemas de otros concesionarios.


d) Autorización suscrita ante notario público de los propietarios de todos los predios que se encuentren total o parcialmente a menor distancia que la equivalente a 1,5 veces la altura de la torre que se pretende emplazar, incluidas sus respectivas antenas, esto es, de los propietarios de todos los predios que se encuentren total o parcialmente en la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre en el suelo natural y un radio equivalente a 1,5 veces la altura de la misma incluidas sus antenas, lo que deberá singularizarse en un plano con los inmuebles afectados. Con todo, esta autorización no será necesaria para el predio en que se instale la torre, así como para las torres que se instalen sobre edificios de 5 o más pisos.


e) Certificado de la Dirección General de Aeronáutica Civil que acredite que la altura de la antena no constituye peligro para la navegación aérea.


f) Certificado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, que consigne el hecho de haber sido presentada una solicitud de otorgamiento o modificación de concesión de un servicio de telecomunicaciones, cuyo proyecto técnico establezca que los sistemas y equipos respectivos se emplazarán en la torre soporte de antenas cuya autorización de instalación se solicita.


g) Presupuesto detallado de la instalación de torres soporte de antenas de telecomunicaciones, elaborado por un profesional competente.


El Director de Obras Municipales respectivo, dentro del plazo máximo de treinta días hábiles contado desde que se ingresó la solicitud, concederá el permiso si, de acuerdo a los antecedentes acompañados, la instalación de torres soporte de antenas de telecomunicaciones cumple con las disposiciones establecidas en este artículo, previo pago de los derechos municipales que procedan. Si la Dirección de Obras Municipales no hubiere emitido pronunciamiento dentro del plazo señalado, se entenderá otorgada la autorización.


La autorización identificará claramente al beneficiario, los elementos que comprende y la localización de las instalaciones autorizadas.


El rechazo de la solicitud sólo podrá fundarse en el incumplimiento de los requisitos, antecedentes y obligaciones establecidos en el presente artículo. Con todo, estará prohibida la instalación de torres soporte de antenas de telecomunicaciones en zonas típicas, en monumentos históricos y en inmuebles de conservación histórica. Asimismo, no podrán instalarse torres soporte de antenas de telecomunicaciones en una zona declarada por la Subsecretaría de Telecomunicaciones como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones. Sin perjuicio de lo anterior, no se podrá instalar torres soporte de antenas ni antenas dentro de colegios, salas cuna, jardines infantiles, hospitales, clínicas o consultorios, ni tampoco en los sitios ubicados a menos de 20 metros del deslinde de estos establecimientos, salvo para los casos en que el servicio respectivo sea requerido por tales establecimientos para sus fines propios. En las zonas protegidas a que se refiere la letra p) del artículo 10 de la ley 
Nº 19.300, se determinarán las medidas de mitigación que se deberán adoptar para instalar las torres soporte de antenas conforme a las disposiciones de dicha ley.


Artículo 2°.- En los casos en que no se cuente con la autorización de todos los propietarios de los predios a que se refiere la letra d) del número 3) del artículo 116 bis B de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, el operador podrá presentar sólo la autorización notarial de más del 50 por ciento de los propietarios de los inmuebles señalados en tal disposición, acreditando haber hecho en favor de cada uno de los que resten, la consignación en la tesorería municipal de una suma de dinero equivalente al promedio del valor actualizado del total de las compensaciones o acuerdos, estimados pecuniariamente, que el operador hubiese pactado con los distintos propietarios que sí suscribieron la autorización. Para los efectos de este cómputo, no se incluirá al o los propietarios del o los inmuebles en que se pretenda emplazar la torre.


La consignación deberá haber sido precedida por la correspondiente oferta, para cuyo efecto y los demás que procedan, se aplicarán en lo que resulte compatible con lo establecido precedentemente, las reglas establecidas en los siguientes artículos del Código Civil: 1600, a excepción de su circunstancia tercera; 1601 incisos primero y cuarto; 1602, cuyas circunstancias deberán de acreditarse específica, exhaustiva y fehacientemente; 1603, y 1605, inciso primero. En el caso que el destinatario de la oferta no sea habido por el ministro de fe, deberá acreditarse al menos la concurrencia a su domicilio para tal efecto en tres días distintos entre los cuales no podrá intermediar un lapso inferior a diez días. El ministro de fe deberá dejar aviso escrito de su concurrencia en el domicilio respectivo, especificando el motivo de la misma y los datos necesarios para que el destinatario de la oferta pueda ponerse en contacto con un representante del operador, si lo desea.


El cumplimiento de lo dispuesto en este artículo se acreditará ante la Dirección de Obras Municipales, mediante certificación notarial. Dicha certificación consignará además, la declaración jurada del representante legal del operador respecto del valor actualizado total a que han ascendido cada una de las compensaciones o acuerdos a que haya arribado, sobre cuya base se ha calculado el monto que se deberá consignar. Sin perjuicio de las sanciones penales que procedieren, la falta de veracidad en esta declaración acarreará la denegación de la solicitud, o quedará ella sin efecto de pleno derecho, si es que se hubiese otorgado.


Artículo 3°.- Las municipalidades deberán determinar mediante ordenanza dictada conforme con el artículo 65 letra k) de la ley Nº 18.695, las zonas de los bienes nacionales de uso público que administran, donde preferentemente se otorgarán el derecho de uso para el emplazamiento de torres soporte de antenas, así como las características urbanísticas y arquitectónicas de éstas, que disminuyan su impacto sobre el entorno urbano. La ordenanza deberá ser elaborada e informada técnicamente por un arquitecto y renovarse al menos cada cinco años. En los bienes nacionales de uso público que no administran, las municipalidades deberán obrar previa aprobación de la entidad administradora.


Previo a la dictación o renovación de la ordenanza municipal a que se refiere el inciso anterior, la municipalidad deberá solicitar un pronunciamiento de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, la que deberá evacuarlo dentro de un plazo de treinta días, contado desde su conocimiento oficial. Vencido dicho plazo sin que se haya emitido el pronunciamiento solicitado, la municipalidad podrá prescindir del mismo.


Asimismo, previo a la dictación o renovación de la ordenanza municipal a que se refiere el inciso primero de este artículo, la municipalidad deberá obtener un informe técnico favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Este informe se referirá a las circunstancias de orden técnico sometidas a su competencia, particularmente a la suficiencia de las zonas escogidas, atendida la necesidad de resguardar la debida prestación de los servicios de telecomunicaciones, y a la condición de zonas saturadas de sistemas radiantes que pudieren revestir el todo o parte de los espacios públicos de la comuna respectiva.


Respecto a las características urbanísticas y arquitectónicas de las torres soporte de antenas, la ordenanza municipal deberá establecer a lo menos:


a) Las distancias mínimas que deberá cumplir la instalación hacia los deslindes con predios de propiedad pública y privada, así como con monumentos o inmuebles de valor patrimonial, pudiendo para estos efectos establecer una distancia mínima de 10 metros y una distancia máxima de 30 metros, medidos desde el eje de la instalación.

b) Las condiciones arquitectónicas del emplazamiento de la torre, las cuales podrán considerar características tales como el color, la iluminación y los diseños específicos de las torres y de las obras en el espacio público circundante.

No podrá denegarse el otorgamiento del derecho de uso en las zonas preferentes, si es que se cumplen las condiciones de la ordenanza, sin perjuicio del pago de los derechos o tarifas que las municipalidades cobren en el ejercicio de sus atribuciones.


El derecho de uso de los bienes nacionales de uso público para estos fines podrá ser otorgado a cualquier persona, sea prestador o no de servicios de telecomunicaciones. Lo anterior es sin perjuicio que, mediante esta ley, se autoriza a las municipalidades para instalar torres soporte de antenas en los bienes nacionales de uso público, a fin de contratar su uso posterior con las concesionarias de servicios de telecomunicaciones respectivas.


El acto por el que se otorgue el derecho de uso de los bienes nacionales de uso público, deberá contemplar que la torre soporte de antenas tenga una capacidad estructural que permita su uso compartido por distintos operadores de telecomunicaciones. Aunque nada se dijere en dicho acto o en la ordenanza, esta capacidad estructural se entenderá que forma parte esencial de ambas. La colocalización respectiva se regirá por el artículo 19 bis de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.


Las torres soporte de antenas que se instalen en los bienes nacionales de uso público no estarán sujetas a la autorización previa de la Dirección de Obras Municipales. No obstante, dicha unidad emitirá un informe previo al otorgamiento del derecho de uso de dichos bienes para la instalación, relativo al cumplimiento de la ordenanza dictada al respecto y de lo preceptuado en las letras b), c), e) y g) del número 3) del artículo 116 bis B de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, así como de lo dispuesto en su inciso final.”.


El Honorable Senado, en el segundo trámite constitucional, los reemplazó por un artículo 1º, que mediante tres literales modificó la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


La Honorable Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional aprobó las modificaciones introducidas por el Honorable Senado con excepción de la que agrega los artículos 116 bis F; 116 bis G y 116 bis I.

Artículo 1º (Senado)

Artículo 116 bis F


Este artículo establece que toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, requerirá permiso de instalación de la Dirección de Obras Municipales respectiva.


Las instalaciones a que se refiere el inciso anterior deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 116 bis E, con los distanciamientos establecidos en la Ordenanza General de la presente ley y, en caso de emplazarse en áreas urbanas, les será aplicable, adicionalmente, el régimen de rasantes que establezca el plan regulador respectivo, o en su defecto la Ordenanza General de esta ley.


Quedarán exentas del cumplimiento de las normas sobre distanciamientos a que se refiere el inciso anterior aquellas instalaciones de estructuras que, con el solo objetivo de colocalizar una nueva antena o sistema radiante de otro operador, deban modificar su altura. Para tales efectos, dichas instalaciones podrán sobrepasar las rasantes, siempre que dicha modificación no supere el treinta por ciento de la altura total de la torre soporte original.


A la solicitud de permiso de instalación a que se refiere este artículo se deberán acompañar los siguientes antecedentes:


a) Solicitud de instalación, suscrita por el propietario o propietarios del inmueble donde se efectuará la instalación y por el operador responsable de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones. En caso de que el permiso se solicite para la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones en bienes nacionales de uso público o en bienes fiscales administrados por municipalidades, será necesario además de la solicitud por parte del operador, de autorización de la Municipalidad respectiva.


b) Proyecto firmado por un profesional competente en el que se incluyan los planos de la instalación de la torre, los cuales deberán graficar el cumplimiento de los distanciamientos mínimos y las rasantes a que se refiere este artículo. Dicho plano deberá ser firmado por el propietario o copropietarios del inmueble donde se efectuará la instalación y por el operador responsable de la misma o su representante legal. Asimismo, el proyecto deberá acompañar una memoria explicativa que indique las medidas de diseño adoptadas para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplaza. Tal memoria explicativa no será requerida cuando el diseño de la antena se encuentre entre aquellos incluidos en el catálogo o nómina que al efecto haya dictado el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, previo informe de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, la que podrá considerar las características urbanas y naturales de las distintas regiones del país.


c) Presupuesto del costo total del proyecto, considerando, entre otros, estructuras, equipos, sala de equipos, sistemas anexos y rentas por arriendos.


d) Proyecto de cálculo estructural de la torre, incluidas sus fundaciones, con su respectiva memoria de cálculo y planos de estructura, que señale la capacidad de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, elaborado y suscrito por un profesional competente. El proyecto deberá acreditar que la capacidad de soporte antes señalada permitirá la colocalización de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de, a lo menos, otro concesionario en las mismas condiciones si la infraestructura fuera menor de 30 metros o tres cuando se trate de estructuras de más de 30 metros.


e) Certificado emitido por Correos de Chile, que acredite la comunicación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos treinta días a la presentación de la solicitud, a la junta de vecinos respectiva y a los propietarios y ocupantes de todos los inmuebles que se encuentren comprendidos total o parcialmente en el área ubicada al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre y un radio equivalente a dos veces la altura de la misma, incluidas sus antenas y sistemas radiantes. Los inmuebles que se encuentren en la situación antes descrita deberán singularizarse en un plano autorizado ante Notario. La comunicación deberá incluir el proyecto de instalación de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, indicando la ubicación exacta de la instalación y su altura, así como alternativa o conjuntamente la propuesta del diseño a adoptar para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplazará y una reseña de la propuesta de obra u obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere la letra f) de este artículo. Esta comunicación no será necesaria para el inmueble en que se instale la torre. Para los efectos de lo dispuesto en este párrafo, se entenderá cumplida la obligación de comunicación al propietario del inmueble por el solo hecho de haberse remitido la referida carta certificada al propietario registrado en el Servicio de Impuestos Internos para efectos del impuesto territorial.


Los mismos antecedentes incluidos en la comunicación a que hace referencia el párrafo anterior deberán ser puestos en conocimiento de la comunidad por medio de una inserción publicada en un periódico de circulación local con una anticipación de, a lo menos, 15 días a la presentación de la solicitud.


El incumplimiento de lo dispuesto en los párrafos anteriores acarreará la denegación del permiso de instalación o quedará sin efecto de pleno derecho, si es que se hubiese otorgado.


Los propietarios que se encuentren dentro del área descrita en esta letra podrán formular al Concejo Municipal, por escrito, y previo informe de la junta de vecinos respectiva, las observaciones que estimen convenientes acerca del proyecto de instalación de la torre hasta treinta días corridos después de practicada la notificación respectiva, debiendo optar sea por una obra de compensación o por una torre mimetizada, para lo cual se requerirá de la mayoría simple de los propietarios a que hace referencia el primer párrafo de esta letra. Dentro del mismo plazo dicha mayoría podrá proponer obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante, hasta por el monto equivalente al porcentaje a que se refiere la letra f) del presente artículo, o diseños de mimetización alternativos a los propuestos por el solicitante, que cumplan con el objetivo de minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplazará, siempre y cuando estos diseños se encuentren dentro de la nómina a que se refiere la letra b) de este artículo.


Los propietarios que se encuentren dentro del área descrita en esta letra podrán oponerse a la instalación de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, en conformidad al artículo 15 de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones. El plazo para ejercer tal oposición será de 30 días y se contará desde la fecha en que se haya verificado la publicación a que se refiere el párrafo segundo de esta letra e). Esta comunicación deberá realizarse conjuntamente con la publicación del extracto a que se refiere el inciso tercero del mismo artículo 15. Para los efectos previstos en el presente inciso no será obligatorio fijar domicilio en la comuna de Santiago y las notificaciones que correspondan podrán realizarse por carta certificada o correo electrónico.


f) Propuesta escrita de obra u obras de mejoramiento del espacio público ubicado al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre hasta un radio de doscientos cincuenta metros a la redonda del lugar donde se emplazará la misma. La propuesta deberá referirse a obras relacionadas con la implementación o habilitación de servicios de telecomunicaciones, el mejoramiento de áreas verdes, pavimentos, ciclo vías, luminarias, ornato u otras, por un monto equivalente al treinta por ciento del costo total de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, tomando como referencia el presupuesto a que se refiere la letra c) de este artículo. El Concejo Municipal deberá pronunciarse exclusivamente sobre la respectiva propuesta de obra de mejoramiento o diseño de la torre, conforme a las observaciones que haya recibido de los propietarios según lo dispuesto en la letra e) anterior, aprobando la propuesta del solicitante o de los propietarios, para lo cual deberá adoptar los acuerdos pertinentes, todo dentro de un plazo de veinte días corridos contado desde el vencimiento del término para formular tales observaciones. Los acuerdos adoptados por el Concejo en esta materia deberán ser certificados por el Secretario Municipal y remitidos a la respectiva Dirección de Obras. Vencido el plazo de que dispone para ello, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, o el o la primera de la lista si la propuesta acompañada comprendiera más de una. Para efectos de lo dispuesto en este párrafo, el Concejo, una vez al año, deberá elaborar un listado que indique los tipos de obras de mejoramiento que serán susceptibles de financiamiento por parte de los interesados.


Las obras de mejoramiento mencionadas en el párrafo anterior deberán encontrarse terminadas dentro del plazo de un año contado desde la fecha en que se otorgue el respectivo permiso de instalación de la torre. Este plazo podrá prorrogarse por una sola vez, y por un máximo de seis meses, por motivos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados ante la Dirección de Obras Municipales, debiendo en este caso renovarse la garantía a que se refiere el párrafo siguiente. En caso de que la propuesta aprobada por el Concejo Municipal consista en la prestación de servicios de telecomunicaciones, tales servicios deberán ser otorgados en forma permanente mientras se encuentre instalada la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones correspondiente.


Para garantizar el fiel cumplimiento de las obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere esta letra, el solicitante deberá rendir una caución a favor de la Municipalidad respectiva, la cual podrá consistir indistintamente en una boleta bancaria o póliza de seguro por el monto de la obra de que se trate. La garantía debe otorgarse por el plazo de ejecución de la obra. Las instituciones bancarias o aseguradoras que hubieren emitido el respectivo documento de garantía pagarán los valores garantizados con el solo mérito del certificado que otorgue el Director de Obras Municipales, en el sentido de que las obras no se han ejecutado y que el plazo correspondiente se encuentra vencido. En este último caso, dichos valores deberán igualmente destinarse a las obras de mejoramiento anteriormente mencionadas.


g) Certificado de la Dirección General de Aeronáutica Civil que acredite que la altura total de la torre que se pretende emplazar, incluidas sus antenas y sistemas radiantes, no constituyen peligro para la navegación aérea. Estos antecedentes de ubicación geográfica deben coincidir con los del certificado a que se refieren la letra h) y siguientes.


h) Certificado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones que acredite el hecho de haber sido presentada una solicitud de otorgamiento o modificación de concesión de un servicio de telecomunicaciones, cuyo proyecto técnico establezca que los sistemas y equipos respectivos se emplazarán en la torre cuyo permiso de instalación se solicita. En caso que el permiso sea solicitado por un concesionario de servicios intermedios de telecomunicaciones que provea de estos servicios de infraestructura sólo se requerirá que sea presentada una copia del decreto en virtud del cual se le otorgó su concesión.


i) Certificado de línea oficial e informaciones previas.


En caso de que la solicitud a que hace referencia este artículo se refiera a torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones mimetizadas y comprendidas dentro del catálogo a que se refiere la letra b) del presente artículo, la solicitud de permiso sólo deberá cumplir con los requisitos establecidos en las letras a), b), salvo memoria explicativa, d), salvo en lo relativo a la obligación de colocalización, e) y f) sólo en cuanto a la comunicación para efectos de la opción a que se refiere este último literal, g) y h) anteriores. A este régimen deberán someterse siempre las torres que estén instaladas y las que se pretenda emplazar en zonas declaradas de interés turístico a que se refiere el N° 7) del artículo 8° de la ley N° 20.423. Asimismo, en caso de tratarse de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones que se instalen en reemplazo de otras torres, de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones, deberán cumplir con los requisitos establecidos en las letras a), b), d), g), y h) del artículo 116 bis F.


La Dirección de Obras Municipales respectiva, dentro del plazo máximo de quince días hábiles contado de acuerdo a lo establecido en la letra f) precedente, otorgará el permiso si, de acuerdo a los antecedentes acompañados, la solicitud de instalación de la torre cumple con las disposiciones establecidas en esta ley, previo pago de los derechos municipales correspondientes a las Obras Provisorias conforme al Nº 3 de la tabla contenida en el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, o se pronunciará denegándolo. Si cumplido dicho plazo no hubiere pronunciamiento por escrito sobre el permiso, el interesado podrá pedir en forma expresa que se pronuncie otorgando o rechazando el permiso dentro de los dos días hábiles siguientes contados desde el requerimiento. De persistir el silencio se entenderá por ese solo hecho otorgado el permiso por la Dirección de Obras Municipales. Si el permiso fuere denegado los interesados podrán reclamar ante la Secretaría Regional Ministerial correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, aplicándose para tales efectos lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 118.


El permiso de instalación se otorgará al concesionario de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones. Identificará claramente al beneficiario; la localización de las instalaciones autorizadas, y no podrá tener un plazo inferior al que le reste al interesado para completar el plazo de su concesión. Los costos relacionados con el retiro de las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, una vez expirado los plazos de los permisos, serán de cargo de cada operador, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 124, en lo que fuere pertinente.


El Director de Obras, una vez instalada la torre, deberá verificar que la instalación se ejecutó conforme al permiso otorgado y procederá a efectuar la recepción, si fuere procedente.


Los propietarios de los inmuebles emplazados en el radio a que se refiere la letra e) del presente artículo que fueren contribuyentes de impuesto territorial podrán solicitar una retasación del avalúo fiscal de sus propiedades para obtener una disminución de contribuciones, salvo que la instalación de la torre soporte de antenas o un sistema radiante que constituye el factor que disminuye considerablemente el valor de la propiedad le sea imputable al propietario u ocupante. Lo anterior, de acuerdo al artículo 10, letra e), de la ley Nº 17.235 sobre Impuesto Territorial.


En discusión este artículo, se formularon las siguientes proposiciones:


- Del Honorable Diputado señor Patricio Hales, para incorporar el siguiente inciso final:


“Sin perjuicio de lo antes señalado, las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de hasta 18 metros de altura, en armonía con la arquitectura y el entorno urbano y diseñadas para colocalizar antenas de terceros concesionarios que provean a la comunidad servicio telefónico móvil y/o datos móviles, se regirán por lo dispuesto en el artículo 116 bis G), debiendo acompañar, además de los antecedentes señalados en dicho artículo, lo dispuesto en la letra d) precedente y el acuerdo de colocalización respectivo.”.

El Honorable Diputado señor Hales, junto con lo anterior, propuso reemplazar el término “mimetizadas” todas las veces en que aparece en el texto por la expresión “en armonía con la arquitectura y el entorno urbano”, haciendo presente que este concepto se puede dirimir jurídicamente en el evento en que se presente un conflicto. El término “mimetizadas” es propio de la zoología y de la defensa militar.


Explicó que si las torres de altura mayor a 12 metros tienen demasiadas dificultades para aprobarse su instalación, la ciudad corre el peligro de una proliferación de antenas de 12 metros, por ello se propone incentivar que las empresas que instalen nuevas torres y que ofrezcan colocalización, cuenten con las facilidades para la instalación de torres entre 12 y 18 metros de altura. De esta forma, se trata de requisitos similares a los establecidos en el artículo 116 bis G.


En caso de no aprobarse esta proposición, sucederá que será casi imposible instalar torres de 18 metros de altura, con lo cual se instalarán más torres de baja altura (de 12 metros). En cambio, las torres de 18 metros de altura facilitan la colocalización.


De esta forma, se establece una subcategoría con lo cual las torres de más de 12 metros y hasta 18 metros de altura, que tengan ciertas características y que ofrezcan colocalizar, se regirán por la norma del artículo 116 bis G, que es menos exigente.


- Del Honorable Diputado señor Gustavo Hasbún, para sustituir el inciso primero, por el siguiente:


“Toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de quince metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, requerirá permiso de instalación de la Dirección de Obras Municipales respectiva.”.


El Honorable Diputado señor Hasbún explicó esta proposición señalando que tiene por finalidad establecer que toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, de más de tres y hasta quince metros de altura mimetizada, incluidos en ellos sus antenas y sistemas radiantes, requerirá permiso de instalación del Director de Obras Municipales, conforme a lo dispuesto en el artículo 116 bis G.


Señaló que se pretende elevar la altura a 15 metros, pudiendo ser a 18 metros como lo ha propuesto el Honorable Diputado señor Hales, porque es una buena forma de evitar la proliferación de más torres de 12 metros de altura. Las antenas sobre 15 metros de altura permiten la colocalización.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, recordó que durante la discusión en el Honorable Senado se estimó por parte de algunos señores Senadores que 12 metros de altura era excesivo.

El Honorable Diputado señor Hasbún expresó que el ideal serían las torres de menor altura, sin embargo, ello significará la proliferación de torres soporte de antenas en las ciudades. La instalación de una torre de mayor altura no sólo permitirá la colocalización, sino que va a frenar la instalación masiva de las torres, mientras no se disponga de la tecnología adecuada para que las torres sean de menor altura.


La realidad indica que son necesarias las torres de gran altura, por lo que se busca incentivar la colocalización.


El Honorable Diputado señor Hales manifestó su temor en el sentido de que la instalación de torres de baja altura obstará a la colocalización, los técnicos han expresado que es más fácil ofrecer la colocalización en una torre de 18 metros de altura que en una torre más baja. La facilidad que se pretende otorgar para la instalación de antenas de 18 metros de altura es sólo para colocalizar, la garantía definitiva es que la oferta elimina otra torre, a lo menos una si es que se colocalizan, si se colocalizan 4, se eliminan 3 torres. De esta forma, se asegura que tratándose de la instalación de nuevas torres sean menos.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, acotó que la proposición del Honorable Diputado señor Hales está en armonía con el artículo 116 bis G, que se refiere a las torres que están de acuerdo con el entorno urbano y la participación ciudadana se limita a la elección del diseño.


El Honorable Senador señor Kuschel señaló que debe existir un óptimo técnico y los cambios en la tecnología deberán permitir contar con soluciones más armónicas y menos invasivas para la comunidad.


El Honorable Diputado señor Latorre expresó que la modificación del término “mimetizadas” por “en armonía con la arquitectura y el entorno urbano” es positiva. Sin embargo, el concepto del proyecto de ley resulta más claro con lo que se intenta establecer. La proposición puede ser muy clara para los arquitectos, pero no lo es para los abogados, ni tampoco para los ingenieros y la interpretación de lo que se pretende puede resultar conflictiva. Se debe buscar una redacción que sea indiscutida desde el punto de vista de lo que se pretende lograr.


Luego, en relación a la altura de las torres soporte de antenas, señaló que se debe resolver en forma satisfactoria, porque mientras más altas sean las torres se emite de mejor forma su radiación y tiene un efecto directo en la instalación del número de antenas. Desde el punto de vista de la colocalización es evidente que una torre de 15 metros o 18 metros de altura, permite una mayor colocalización que una de 12 metros de altura.

Anunció que está de acuerdo en aumentar la altura de 12 metros de las torres soporte de antenas.


El Honorable Diputado señor Pérez manifestó su conformidad con el aumento de la altura de las torres soporte de antenas y consultó si la colocalización desde el punto de vista de las emisiones puede significar que se excedan las normas de emisión.

El Honorable Senador señor Prokurica recordó que durante la tramitación de esta iniciativa legal se reiteró en el Honorable Senado el interés por la instalación de torres de menor altura. Los vecinos no quieren torres de mayor altura en sus entornos, la nueva categoría propuesta es diferente a lo acordado por el Honorable Senado.


Es evidente que mientras más altas sean las torres existirá una mayor cobertura, sin embargo, esa no es la aspiración de la mayoría de los vecinos, este proyecto de ley debe regular de alguna manera el funcionamiento del sistema, la cobertura telefónica versus el interés de la comunidad, que no es tener grandes torres en sus alrededores.

Sin perjuicio de lo anterior, manifestó que está de acuerdo en analizar la proposición anterior que es radicalmente diferente a los acuerdos del Honorable Senado.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que las normas de radiación son válidas para todas las torres, la tendencia mundial indica que los sistemas radiantes son de menor tamaño, menos potencia y radiación. El proyecto de ley plantea contar con un número mínimo de antenas y cuando hay más de dos antenas, se opte por mimetizar con el entorno urbano, compensar a los vecinos, o tener una torre colocalizada.


La proposición del Honorable Diputado señor Hales es un nuevo régimen para antenas mimetizadas y permite la colocalización, por lo tanto, va en la misma lógica del proyecto de ley, menos antenas y mimetizadas.

En una torre de 30 metros pueden entrar 3 operadores; en una de 18 metros, con la tecnología actual, no es posible la colocalización de más de 2 operadores, se requieren 2,6 metros para cada sistema radiante más la separación de medio metro, lo que equivale a 3.5 metros, con sistemas más bajos puede ser incluso peligroso.


El Ejecutivo entiende la proposición presentada en la lógica de contar con menos antenas, mimetizadas y que se permita la colocalización.


En cuanto al óptimo técnico, informó que los sistemas radiantes actuales son de 2,6 metros, la lógica apunta a que disminuyan porque se asocian a la frecuencia y a las potencias, además, en el futuro se usará el mismo sistema radiante para propagar 2 ó 3 frecuencias.


El Honorable Diputado señor Latorre señaló que el texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados fomentaba la colocalización y se produjo la discusión en cuanto a la constitucionalidad de esta proposición. En el Honorable Senado, con un nuevo Ejecutivo, se aprobó un sistema en que la colocalización es la excepción y se estableció una exigencia de altura que no es indiferente, porque permite colocalizar.


La realidad indica que si se pretende un cierto equilibrio en este proyecto de ley, se debe tener claridad que mediante la instalación de torres de 12 metros de altura se prolifera su instalación con un efecto directo sobre la eventual capacidad de colocalización.

Se debe intentar lograr un acuerdo para determinar la altura con lo cual se genera una posibilidad real de colocalización.


Cuando se elige la torre de 12 metros de altura, la diferencia urbanística y de radiación no es tan distinta. Entre torres de 12 y 15 metros de altura, se está eliminando una posibilidad de colocalización porque los 3 metros de altura permiten colocalizar.


En seguida, recordó que con el texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados se pretendía evitar la proliferación de antenas que perjudica el patrimonio de los vecinos y la radiación porque la comunidad supone que la antena irradia y se le puede afectar la salud.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, precisó que el Ejecutivo propuso en el Honorable Senado la instalación de menos torres. Se discutió el establecimiento de una altura de 12 metros, porque se pretende usar la infraestructura existente, tales como luminarias y que no se llene de torres. Para la instalación de torres de 12 metros de altura el régimen de autorización es más flexible.


Asimismo, se consideran ciertas flexibilidades para las torres mimetizadas, para resolver la colocalización se determinó establecer una carga económica a las existentes, que equivale a un 30% del costo, que se destinará a compensar a los vecinos o a mimetizar. Cuando hay 3 antenas se sugiere la mimetización, el pago de una compensación a los vecinos o la colocalización.

También, se establece que toda antena sobre 30 metros tiene que ser colocalizada.


Con ocasión de la aprobación de la ley de reconstrucción de las telecomunicaciones, se creó un concepto nuevo que son los operadores de infraestructura. Al establecer una carga económica se incentivará la existencia de estos operadores de infraestructura que instalan torres colocalizadas.


El Honorable Senador señor Pizarro señaló que hay grandes diferencias entre los textos aprobados por ambas ramas del Congreso. En el Honorable Senado se consideró la dictación de una normativa legal que tienda a incentivar la instalación de antenas pequeñas, de menos de 3 metros de altura.

Respecto de la norma relativa a la altura de las antenas, se pretendía incentivar antenas de baja altura, la utilización de la infraestructura existente, que sean mimetizadas y que las antenas de menor altura tuvieran las menores trabas para su instalación.


Para la instalación de antenas de 12 metros de altura se establecían diversas exigencias, con lo cual la proposición del Honorable Diputado señor Hales, es contraria a la postura aprobada en el Honorable Senado.

Las antenas de 12 metros de altura equivalen a edificios de 3 pisos y cuando se analizó la instalación de antenas de 15 metros se señaló que equivalen a 4 pisos y a contar del 5º piso se permite la instalación de antenas en los techos de los edificios, con lo cual se pierde la lógica de la discusión en las zonas urbanas.


El Honorable Diputado señor Hernández recordó que el ex Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Pablo Bello, informó en los inicios de la discusión de este proyecto de ley que Chile contaba con 9.000 torres y se necesitaba duplicar la cantidad de torres, por lo que consultó si esa información está obsoleta por el avance de la tecnología. Agregó que para instalar los monopostes se requiere una torre central que los irradie y en la actualidad son de propiedad de las empresas más grandes e impiden el acceso de nuevos actores al mercado. De esta forma, hay dos problemas, el respeto a los vecinos, intentando entregarles el poder de decisión en cuanto a la infraestructura y dejar el aspecto técnico a la Subsecretaría de Telecomunicaciones y generar más competencia en este ámbito.


En la Honorable Cámara de Diputados se concluyó que en las torres de gran altura se debía obligar a colocalizar puesto que era la única forma de disminuir la cantidad de torres y el impacto negativo en los vecinos. Por su parte, en el Honorable Senado la colocalización no se considera en la misma magnitud anterior y se establece la importancia de usar los monopostes.


Con la forma propuesta por el Honorable Senado van a existir más antenas, si los monopostes son más baratos las empresas van a preferir esa opción, sin embargo, entran en colisión los intereses de los vecinos que se deben resguardar y obligar a la existencia de una competencia en esta industria.

Cuando se limita la cantidad de torres de gran altura se están sacando del centro de Santiago a todas las pequeñas empresas que no se pueden instalar porque necesitan una matriz. Los monopostes necesitan un punto de irradiación para que les llegue la información.

El Honorable Diputado señor Hales señaló que su proposición recoge las inquietudes manifestadas por los Honorables Senadores señores Pizarro y Prokurica, porque se parte de la base que se mantiene el artículo 116 bis G, que es la norma que otorga facilidades para la instalación de antenas de baja altura.


Una torre de 12 metros de altura equivale a un edificio de 4 pisos y una torre de 18 metros de altura corresponde a 6 pisos de altura y es preferible tener como impacto en un barrio una sola torre y no dos torres con el equivalente a 4 pisos.

Las facilidades para la instalación de antenas de 18 metros supone el acuerdo de colocalización, porque las antenas de 12 metros de altura presentan problemas técnicos para instalar a otro operador en la misma torre. De otra forma, como existen facilidades para instalar antenas de 12 metros existirán más impactos en los barrios.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, hizo presente que en el actual artículo 116 bis F, letra d), las torres de más de 12 metros tienen que permitir la colocalización de otro operador y si tiene más de 30 metros tiene que permitir la colocalización de más operadores.


El Honorable Senador señor Girardi señaló que la proposición es que las torres nuevas establezcan desde un comienzo la portación de dos antenas, sin embargo, en su opinión deben existir más antenas y menos torres. A las personas no les molestan las antenas instaladas en la infraestructura preexistente, como las luminarias. Por el contrario, existe un alto rechazo a la instalación de torres soporte de antenas.


El aspecto de salud está resguardado con un criterio precautorio y se establecieron ciertas distancias mínimas, porque no existe la garantía de que las antenas sean inocuas, pero tampoco la certeza de que puedan dañar la salud de las personas.


Se debe analizar cómo afecta la instalación de una antena nueva que debe ser colocalizada. La competencia es fundamental para asegurar precios reales.


El Honorable Senador señor Chahuán explicó que participó en la discusión de esta iniciativa legal en la Honorable Cámara de Diputados, luego en la discusión en el Honorable Senado y se produjo un cambio de posición del Ejecutivo. En la primera discusión en la Honorable Cámara de Diputados el objetivo fue la reducción del número de antenas y se creó la figura de la colocalización, sin embargo, la discusión en el Honorable Senado fue diferente, se analizó el incentivo de las microceldas, reemplazar la tecnología, que es distinto a la reducción de las antenas.


Se intentó armonizar ambas posiciones y se optó por incentivar las microceldas y para las antenas de 12 metros de altura forzar el otorgamiento de compensaciones o colocalización, para que la empresa hiciera el cálculo económico y decida la instalación de microceldas.


En consecuencia, es importante conocer cuál criterio apoyará el Ejecutivo para asegurar potencialmente la salud de las personas y abordar los temas urbanísticos asociados a esta materia. En su opinión, se debe potenciar una tecnología que diga relación con la microcelda que genera menor impacto visual, de radiación y que permitiría generar conectividad sin riesgos.


El Honorable Senador señor Prokurica señaló que los bienes jurídicos protegidos en este proyecto de ley son el resguardo de la salud de las personas, que está resuelto con el criterio adoptado por el Ejecutivo, en el sentido de establecer las más altas exigencias mundiales en esta materia, el funcionamiento del sistema de comunicaciones, el menor impacto posible en el entorno vecindario, que es lo que más pide la comunidad y el ingreso de nuevos actores a esta industria para que haya competencia.


La instalación de torres de 12 metros de altura fue duramente criticada por algunos señores Senadores, por lo que resulta difícil conciliar los diversos planteamientos.


El Honorable Diputado señor Latorre aclaró que en la Honorable Cámara de Diputados se consideró que la colocalización es muy conveniente y positiva. En ese sentido, se aprobó un proyecto de ley relativo a la reconstrucción en materia de telecomunicaciones, que contiene normas que posibilitan el negocio de la colocalización en esta materia, lo que es un avance positivo.


En la actualidad, en la industria de las telecomunicaciones se han adoptado posiciones en relación a esta materia. El hecho de discutir que la norma que se aprueba puede constituir una barrera de entrada no es un misterio y existen diversas opiniones al respecto.


Se debe tener conciencia del significado de cada una de las normas técnicas que se someten a la aprobación y de las limitaciones que conllevan.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, precisó que durante la discusión en el Honorable Senado se estableció una estructura en la que los nuevos entrantes tuvieran las mismas posibilidades que los operadores existentes y cuando un entrante deba ingresar a una zona se establecen las mismas obligaciones para todos. Si se deja de lado la colocalización obligatoria se puede establecer un bloqueo a nuevos operadores o hacer más gravoso a los nuevos y se intentó que ello no se produzca.


El Honorable Senador señor Pizarro manifestó que comprende el espíritu de la proposición, sin embargo, no tiene claridad respecto de las facilidades que tendrá esa instalación.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, aclaró que se aplicará el mismo régimen de las torres mimetizadas. El artículo 116 bis G, se refiere al régimen aplicable a las antenas mimetizadas en que se estableció que los vecinos sólo se pronuncian en relación al diseño.

El estímulo que se buscó fue la instalación de microceldas y el Honorable Senado reconoció que cuando no queda otra alternativa que instalar una torre deben ser los vecinos los que decidan si prefieren un monoposte con compensación o una torre mimetizada.

En el caso de la proposición en debate, se combinan ambas posiciones y no está la disyuntiva para que los vecinos decidan porque la torre permite la colocalización y a la vez está armonizada con el medio ambiente, con lo cual se recoge la lógica del texto aprobado por el Honorable Senado.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, consultó en qué consiste el acuerdo de colocalización, si se trata de una manifestación de voluntad en el sentido de que existirá un acuerdo o si existe un acuerdo específico con otros operadores.


El Honorable Diputado señor Hales precisó que se tiene que acompañar en forma obligatoria el acuerdo de colocalización y que se respeten todas las normas. Se debe acreditar que la torre está capacitada, que el ingeniero calculista lo certifique, que no es lo mismo que un acuerdo de colocalizacion.

El Honorable Senador señor Chahuán consultó si la proposición del Honorable Diputado señor Hales se refiere a las antenas bases o a los microceldas. En seguida, señaló que las empresas buscan la forma de realizar convenios, como es el caso de VTR, que suscribió un contrato con Movistar, para tener cobertura nacional, ocupando la infraestructura de Movistar.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, aclaró que el concepto de antenas es diferente al de torres. Se requieren más antenas o sistemas radiantes para el desarrollo de las telecomunicaciones que tiende al uso de tecnología inalámbrica.


Las torres instaladas donde se ubica la tecnología de telefonía móvil es un sistema radiante, que es 2G, después se considera 3G, que es Internet móvil, otra plataforma de sistema radiante y luego, se realizará la licitación de 4G, que es una segunda plataforma de Internet móvil, que requiere otros sistemas radiantes. De no existir operadores entrantes existiría la colocalización de tres sistemas.


El proyecto de ley aprobado incentiva el establecimiento de una carga económica a los operadores existentes para que les resulte caro operar estas infraestructuras y las vendan a operadores que hacen un negocio inmobiliario de infraestructura, no es un negocio de telecomunicaciones. Son empresas que conciben un modelo de inversión a 30 años, en algunos casos son empresas operadoras de autopistas.


Las grandes estructuras colocalizadas van a desaparecer con el transcurso del tiempo, sólo se van a usar en las zonas rurales o suburbanas. En las zonas urbanas se usarán las antenas de menor tamaño o las microceldas porque dado el consumo de tráfico, la cobertura y la capacidad del radio es menor. Se estima que para el año 2020 se requierirán más de 30.000 sistemas radiantes y por ello se desarrolla la tecnología multifrecuente de sistemas radiantes para que en el mismo sistema se puedan irradiar tres tipos de tecnología o de servicios.


El concepto de compartimiento de infraestructura no sólo se refiere a las torres y a los ductos, los acuerdos que han suscrito Movistar, VTR y Nextel, son tendencias mundiales, porque las redes se facilitan para nuevos servicios y nuevos operadores, por lo tanto, se debe buscar una estructura que incentive estas plataformas tecnológicas que serán multioperadoras.

Se debe considerar la protección a la salud, minimizar el impacto urbano y la proposición del Honorable Diputado señor Hales está en la lógica del texto aprobado en el Honorable Senado.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, apoyó la proposición del Honorable Diputado señor Hales en relación a la armonización con el entorno porque estará sujeta a normas del Ministerio de Vivienda y Urbanismo donde se considerará el diseño urbano y la armonía, además si se presenta un problema se aplicarán las normas de interpretación de las leyes, por lo que propuso sustituir la palabra “mimetizar” por la frase “en armonía con la arquitectura y con el entorno urbano”.

Zonas Preferentes


En seguida, el Ejecutivo formuló una proposición para introducir cinco incisos nuevos al artículo 116 bis F, que toman la figura de las zonas preferentes del texto aprobado en el artículo 3º de la Honorable Cámara de Diputados y que supone que las municipalidades mediante la Ordenanza Municipal fijan o señalan en los bienes nacionales de uso público de administración municipal que estarán disponibles para la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes, sin necesidad de contar con todo el sistema de autorización que se establece en el artículo 116 bis F.


Se trata de torres de más de 12 metros de altura.


El texto de esta proposición es el siguiente:


“Con todo, las municipalidades deberán determinar mediante ordenanza dictada conforme con el artículo 65 letra k) de la ley Nº 18.695, las zonas de los bienes nacionales de uso público que administran, donde preferentemente se podrán instalar torres soporte de antenas de más de doce metros así como las características urbanísticas y arquitectónicas de éstas, las que se aplicarán en caso que la torre no se encuentre comprendida en el catálogo a que se refiere el artículo 116 bis F letra b).

La ordenanza deberá ser elaborada e informada técnicamente por un arquitecto y renovarse al menos cada cinco años. En los bienes nacionales de uso público que no administran, las municipalidades deberán obrar previa aprobación de la entidad administradora. Aunque nada se dijere en la ordenanza, la capacidad estructural de las torres emplazadas en estas zonas para permitir la colocalización en los términos establecidos en la letra d) del presente artículo se entenderá que forma parte esencial de ella salvo excepciones legales. La negativa a la colocalización respectiva se regirá por el artículo 19 bis de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.


Previo a la dictación o renovación de la ordenanza municipal a que se refiere el inciso primero de este artículo, la municipalidad deberá obtener un informe técnico favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Este informe se referirá a las circunstancias de orden técnico sometidas a su competencia, particularmente a la suficiencia de las zonas escogidas, atendida la necesidad de resguardar la debida prestación de los servicios de telecomunicaciones, y a la condición de zonas saturadas de sistemas radiantes o zonas de propagación radioeléctrica restringida que pudieren revestir el todo o parte de los espacios públicos de la comuna respectiva.


Para la instalación de torres de más de doce metros en las zonas preferentes, se requerirá que el solicitante acompañe al aviso de instalación los antecedentes previstos en la letra b) salvo lo referido a la firma de los propietarios del inmueble donde se emplazará, c), d), f), g) y h) del presente artículo. Las torres que reúnan las condiciones de armonización con el entorno a que se refiere la letra b) del presente artículo y se encuentren en el catálogo indicado en el mismo literal, no deberán acompañar la memoria explicativa ni quedarán sujetas a la obligación de colocalización establecida en la letra d).

No podrá denegarse la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes en las zonas preferentes, si se cumplen las condiciones de la ordenanza o del respectivo catálogo, según corresponda, sin perjuicio del pago de los derechos o tarifas que las municipalidades cobren en el ejercicio de sus atribuciones y de las observaciones que pudieran formularse por la Dirección de Obras a la propuesta de obras de mejoramiento por no ajustarse al porcentaje del total del presupuesto que corresponde.”.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que este artículo 116 bis F fue rechazado en la Honorable Cámara de Diputados porque no consideraba la existencia de zonas preferentes que debían ser definidas por los municipios a través de una Ordenanza Municipal y el Honorable Diputado señor Hales precisó que el término “mimetizadas” no se entendía en forma correcta desde el punto de vista urbanístico.


En consecuencia, la propuesta del Ejecutivo en relación al artículo 116 bis F consiste en recoger los textos asociados a las zonas preferentes aprobados por la Honorable Cámara de Diputados y una redacción en materia urbanística.


El Honorable Senador señor Prokurica consultó qué sucede en caso que las municipalidades no se pronuncien en relación a esta materia.


Se explicó que la propuesta considera la introducción de un artículo 3º transitorio que recoge el artículo aprobado por la Honorable Cámara de Diputados y establece un régimen que regula el tiempo intermedio entre la dictación de la Ordenanza Municipal. Mientras no se dicta se entiende autorizada la instalación de torres en esos lugares.


Se establecen los incentivos para que las municipalidades dicten las Ordenanzas Municipales.


El Honorable Senador señor Girardi señaló su conformidad con la existencia de zonas preferentes, sin embargo, estimó que no se pueden establecer por la vía de los hechos y debe existir una decisión clara y preestablecida del municipio como parte de un ordenamiento territorial. No está de acuerdo en que se entienda que está autorizada la instalación por el hecho de no dictar la Ordenanza respectiva.


El Honorable Diputado señor Cristián Monckeberg explicó que esta norma se elaboró en el sentido de que se estimó preferible que se usen terrenos o bienes nacionales de uso público en vez de bienes privados para la instalación de antenas. Se consideró que se debería establecer mediante una Ordenanza Municipal para que el poder político del municipio adopte la decisión porque la alternativa era que las zonas preferentes las determinarán los técnicos de las municipalidades.


Sin perjuicio de lo anterior, concordó con el planteamiento del Honorable Senador señor Girardi, en el sentido de que no se puede castigar a los municipios que no dicten las Ordenanzas, en especial porque se puede tratar de los más pequeños y que no cuenten con los profesionales necesarios.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que en el texto aprobado por el Honorable Senado se otorgaba el mismo tratamiento que se da a los bienes privados, se regulaban en la letra a).


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que en caso de no existir zonas preferentes debe existir una autorización para cada caso.


El Honorable Senador señor Prokurica recordó que la obligación que se establecía en los bienes nacionales de uso público era la obligación de la colocalización aunque no existiere saturación.


El Honorable Diputado señor Hales consultó si existe peligro en que la aplicación de esta norma sea extendida a la totalidad del territorio urbano donde hay bienes nacionales de uso público. Por último, manifestó su temor de que la aplicación de esta norma se transforme en una licencia territorial excesiva.


El Honorable Diputado señor Hasbún expresó que esta norma es muy confusa y puede ser muy perjudicial su aplicación.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que en la actualidad si se pretende instalar una torre en un bien nacional de uso público, administrado por una municipalidad, tiene que tener la autorización respectiva. Sin embargo, esta norma establece que la municipalidad debe dictar una Ordenanza en la cual señala los lugares de los bienes nacionales que administra en que se pueden instalar en forma permanente antenas.

En consecuencia, cada municipalidad tendrá que dictar una Ordenanza, en caso que no se dicte se deberá precisar que en esos casos se aplicará la norma general que exige la autorización para cada caso.

El Honorable Senador señor Prokurica expresó que existe una opinión común, en el sentido de que es positivo que los municipios puedan establecer zonas preferentes, sin embargo, se debe establecer qué sucede cuando el municipio no dicta la Ordenanza en cuyo caso se debe aplicar la norma general para que se dé cumplimiento a todas las exigencias.


En caso de incumplimiento por parte del municipio los vecinos podrán representarlo y además no podrá planificar la comuna.


Por último, propuso agregar a esta norma los bienes fiscales de administración municipal.


El Honorable Diputado señor Latorre señaló que se trata de bienes nacionales de uso público que eventualmente pueden ser atractivos para empresas que pretenden instalar sus antenas o desarrollar negocios de colocalización y el texto propuesto sólo está redactado en beneficio de las empresas y no prevee que un tercero pueda prestar el servicio de colocalización y necesite la concesión sobre el lugar porque después intentará vender el servicio a un tercero.


Se deberían recoger en forma satisfactoria ambas situaciones.


El Honorable Diputado señor Pérez manifestó su conformidad por el establecimiento de zonas preferentes en aquellas comunas donde la invasión de una estructura de antenas genera mucho impacto o molestia en la comunidad, por lo tanto, se otorga la alternativa que determinados bienes nacionales de uso público pueden solucionar problemas.

En seguida, consultó si a esas zonas preferentes se les aplican las normas relativas a la saturación y de distanciamiento.

Luego, en términos de compensación consultó si el municipio podrá cobrar por la instalación de estas torres y si existirá una diferencia entre las empresas que ofrecen la infraestructura a terceros y aquellas que lo hacen para fines propios.


El Honorable Diputado señor Cristián Monckeberg señaló que el inciso tercero del artículo 116 bis F, se refiere a bienes nacionales de uso público que no administre el municipio, por lo tanto, también pueden ser objeto de catálogos de zonas preferentes siempre cuando exista aprobación de la entidad administradora.


En seguida, consultó de qué requisitos se libera la instalación de antenas en las zonas preferentes.


El Honorable Diputado señor Hernández recordó que durante la discusión realizada ante la Honorable Cámara de Diputados se consideró inicialmente regular el uso del espacio público y después se determinó traspasar la responsabilidad al sistema político municipal porque era imposible comprender todas las situaciones, como son las zonas turísticas, monumentos, etc.


En su oportunidad se consideró excluir a las zonas rurales porque en ese caso se limitan las posibilidades de desarrollo técnico para entregar un servicio a esas zonas.

La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, reiteró que este concepto se estableció en la Honorable Cámara de Diputados y obedece a una petición de los alcaldes que indicaron que es un elemento muy importante de ordenamiento territorial.


A través de la Ordenanza Municipal se indicarán los bienes nacionales de uso público de administración municipal en los cuales se pueden instalar torres soportes de antena de más de 12 metros de altura. Para efectuar esta instalación bastará con un aviso de instalación a la Dirección de Obras Municipales, porque se entiende implícito el permiso y se requerirá presentar todos los documentos establecidos en el artículo 116 bis F, letras b), c), d), f), g) y h).


La instalación de las torres soportes de antenas en estos lugares sólo estará sujeta a la obligación del pago de una compensación equivalente al 30% del valor de la obra y la proposición se efectuará a la Dirección de Obras Municipales respectiva. La reclamación en relación a esta materia sólo podrá referirse al valor efectivo de la obra porque el sentido de las zonas preferentes es contar con un régimen más flexible para su instalación porque si se someten al régimen común no existirá incentivo para instalar estas torres en las zonas preferentes.


El permiso que se exige para la instalación de torres soporte de antenas en zonas no preferentes supone un pronunciamiento previo de la Dirección de Obras antes de la instalación, el aviso de instalación que se propone supone que el operador no necesita pedir el permiso previo, sin embargo, debe remitir a la Dirección de Obras un conjunto de antecedentes. La diferencia está en la oportunidad en que la Dirección de Obras efectúa el análisis, si lo hace antes de pronunciarse sobre el otorgamiento de un permiso para esos efectos o lo hace después cuando le corresponda fiscalizar la instalación.


Finalmente, expresó que mientras no se dicte la Ordenanza respectiva para la instalación de estas torres soporte de antena, se aplicarán las reglas generales y deberá analizarse en forma particular para cada caso.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, recordó que cuando se analizó la instalación de torres soporte de antenas en bienes nacionales de uso público, siempre se consideró la posibilidad de una compensación para la comunidad, como puede ser dotar de Wi Fi al barrio. Se consideró que no sólo los propietarios afectados merecen una compensación sino que cuando se instale en un bien nacional de uso público la municipalidad puede recibir una compensación.


El Honorable Diputado señor Hales señaló que el atractivo de las zonas preferentes es que el poder político de cada comuna pueda determinar estas zonas en su territorio, por lo tanto, no se entiende que esta materia se intente regular mediante normas generales. Cada comuna estudia su situación y se manifestó contrario a que para estas instalaciones sólo sea necesario un simple aviso.


El Honorable Senador señor Pizarro manifestó que la proposición del Ejecutivo genera diversas dudas en cuanto a la entrega de esta facultad a los municipios, no todos tienen la misma capacidad, además, conlleva un riesgo de corrupción por la decisión del lugar en que se podrán instalar las torres soporte de antena.


No todas las municipalidades cuentan con un arquitecto, las Ordenanzas Municipales tienen que ser diferentes para hacer frente a un tema que se ve como una problemática común en el país.


Finalmente, expresó que esta proposición es confusa.


El Honorable Diputado señor Latorre señaló que el establecimiento de las zonas preferentes está asociado a la posibilidad de usar los bienes nacionales de uso público administrados por los municipios y se debe resolver que el municipio tenga la posibilidad de indicar localizaciones para la instalación de estas torres soporte de antenas y la forma de liquidar este concepto es agregar el cumplimiento de todas las normas que regulan la instalación de las torres en otros lugares.


El concepto de zona preferente permite una localización que está prevista por el encargado de administrar la comuna, pero en ningún caso se debe establecer que la instalación de torres soporte de antenas en esos lugares se eximirán del resto de las exigencias.


Se debe distinguir el tema de la localización de las torres en zonas preferentes determinadas por el municipio y otra situación es eximir a estas instalaciones del cumplimiento de algunos requisitos de este procedimiento.


La instalación de torres en zonas preferentes tiene que estar asociada a un pago, se está entregando a un ente privado la posibilidad de instalar su estructura y debe existir un pago que lo determinará el propio municipio porque se debe considerar la existencia de empresas que instalarán sus torres para prestar servicios de telecomunicaciones a terceros. Estos espacios se pueden concesionar por parte del municipio.


Finalmente, reiteró la necesidad de establecer zonas preferentes y asociarlo a una fórmula que no sólo implique el establecimiento de exenciones.


El Honorable Diputado señor Hasbún expresó que la proposición del Ejecutivo en esta materia es un gran avance que no sólo permitirá la colocalización sino que también una mejora sustancial en que los vecinos indicarán a sus autoridades los lugares en que se podrán instalar estas torres.


No obstante lo anterior, estimó que la proposición es ambigua en relación a los beneficios que se otorgan para las instalaciones de torres en las zonas preferentes, por lo que solicitó una nueva redacción más precisa en esta materia.

Respecto del uso de los bienes nacionales de uso público, informó que la Ley Orgánica de Municipalidades establece claramente que hay dos formas para la entrega de las autorizaciones, ya sea a través de un permiso precario o mediante una concesión. Ninguna empresa que realice una gran inversión se conformará con un permiso precario y lo más seguro es que solicite la concesión.


Cada municipio, a través de sus Ordenanzas Municipales, tiene el derecho para cobrar por el uso de estos bienes nacionales de uso público. Esta materia está normada mediante Ordenanza Municipal de acuerdo a cada realidad comunal.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que el hecho de establecer en la ley que mediante las Ordenanzas Municipales se fijarán las zonas preferentes, tiene el efecto práctico de que si un concesionario pretende instalarse en un lugar que no es zona preferente deberá sortear muchas dificultades para obtener la autorización municipal. El municipio no está obligado a aceptar que se instale una torre soporte de antena.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que la proposición del Ejecutivo acogió la realidad, en el sentido de que la Subsecretaría ha realizado diversas mediaciones para resolver la instalación de torres soportes de antena. En estos casos, participan en forma activa los municipios, las empresas y se ha observado que en muchas comunas como consecuencia de la oposición de los vecinos a la instalación de estas torres, los municipios ofrecen espacios de uso público que son de su administración.


La proposición señala que mientras no se dicte la Ordenanza la instalación de estas torres soporte de antena se regirá por las normas generales que se aplican para la instalación normal en otro lugar.


La excepción consiste en acompañar a la solicitud de permiso respectivo todos los antecedentes, menos los consignados en la letra a) que se refiere a la autorización del propietario del inmueble, puesto que es el mismo municipio el que administra el inmueble.


Si existe la Ordenanza Municipal se entiende que se definieron todos los elementos para que la instalación de torres en zonas preferentes no afecte a los vecinos, si no hay Ordenanza Municipal se debe hacer la consulta a los vecinos.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que esta materia debe regularse con precisión porque por la vía de la Ordenanza se podría dejar sin efecto la norma que obliga a hacer la consulta a los vecinos ubicados dentro de un radio. En su opinión, sólo se puede eximir de la exigencia de la autorización del propietario porque en este caso es el administrador del bien nacional de uso público que se entiende que otorgó la autorización mediante la dictación de la Ordenanza.

El Honorable Diputado señor Cristián Monckeberg hizo presente que la proposición del Ejecutivo elimina el aviso a los vecinos y se confía en que las zonas preferentes estarán alejadas de los vecinos, sin embargo, en caso que así no fuere y el municipio señale como zona preferente una plaza residencial va a operar la zona preferente y los vecinos no tendrán conocimiento, por lo que se debe mejorar esta redacción.


En relación al artículo 3º transitorio, solicitó mejorar la redacción del inciso segundo que da cuenta de los bienes nacionales de uso público no administrados por el municipio y que son bienes fiscales los que requerirían la autorización del organismo, y también requieren del cumplimiento de los requisitos generales.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, señaló que la participación ciudadana se produce con ocasión de la Ordenanza Municipal
La proposición del Ejecutivo tendía a buscar una solución en base a la incorporación del concepto de zonas preferentes para incentivar la instalación de antenas en esos lugares y no hacerlo en bienes particulares.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que si existe una Ordenanza Municipal que fija una zona preferente el municipio no podrá autorizar estas instalaciones en cualquier lugar de los bienes nacionales de uso público, es decir, hay una mayor responsabilidad en relación con los vecinos.


El Honorable Diputado señor Latorre recordó que la existencia de las zonas preferentes está asociada al origen del problema de la instalación de las torres soportes de antenas en que la comunidad señala que no se consulta ni siquiera a los municipios para la instalación. Este proyecto de ley es una reacción a esta acción indiscriminada en que no es consultada la autoridad municipal ni tampoco las juntas de vecinos.


El establecimiento de zonas preferentes se justifica en el sentido de que la autoridad municipal tenga una opinión en relación a la ubicación de estas estructuras, porque no puede resolver respecto de los predios particulares porque no son de su propiedad. De esta forma, una Ordenanza establecerá los lugares en que se instalarán preferentemente estas estructuras, con las exigencias legales que establece la ley vigente.


En su opinión, se debe rescatar la idea de la zona preferente y si el punto de discusión es la consulta a las juntas de vecinos debe analizarse, no obstante, tratándose de bienes nacionales de uso público en que el municipio los declara zonas preferentes no sería lógico que el alcalde lo incluya dentro de la Ordenanza si no tiene la certeza de que cuenta con la aprobación de la comunidad o con los argumentos necesarios para enfrentar a la junta de vecinos.


En relación a la consulta a las juntas de vecinos, señaló que la participación ciudadana no es imperativa en sus resultados, sino que es una referencia.


Si no se permite al alcalde establecer estas zonas preferentes en la Ordenanza no habría otra autoridad que lo hiciera y además esta norma reivindica el rol de los municipios en esta materia.


El Honorable Diputado señor Hales expresó que el establecimiento de las zonas preferentes es un atractivo para una tramitación más sencilla y como la ley no obliga al municipio a que cuando se le solicite en otro lugar del espacio público a autorizar la instalación de una torre soporte de antena no se entiende la concesión de más beneficios.


En seguida, propuso establecer que se trate de una Ordenanza con consulta a los vecinos, con participación ciudadana y manifestó su preocupación por el hecho de que se esté intentando eliminar la zona preferente porque la dictación de la Ordenanza de urbanismo, con estudios de suelo para la instalación de antenas, es un trámite muy largo, excede a la aprobación de la instalación de una torre soporte de antenas.


Finalmente, en relación a la instalación con un simple aviso y una fiscalización posterior, manifestó su oposición porque no tendrá ningún sentido, la estructura debe instalarse cuando esté aprobado el permiso.


El Honorable Diputado señor Hasbún expresó que el desconocimiento que existe en relación al daño que podría causar la instalación de antenas va a significar que ningún vecino otorgará la autorización, con lo cual esta disposición será letra muerta.


No obstante lo anterior, como existen los concejos municipales y las Ordenanzas Municipales, tienen que ser aprobadas por 2/3 del Concejo, se podrá debatir y adoptar una decisión. La norma propuesta indica claramente que existe disposición para entregar esa autorización a los municipios para que adopten medidas locales.


En su opinión, la norma relativa a las zonas preferentes se debe aprobar porque mejora la ley al permitir un incentivo adicional.

El Honorable Senador señor Pizarro señaló que el establecimiento de las zonas preferentes puede ser atractivo porque genera un incentivo a los operadores y permite la posibilidad de que los municipios asuman la responsabilidad de ordenar el territorio. Sin embargo, en su aplicación práctica se puede transformar en un gran problema, la dictación de una Ordenanza para esta materia, que es lo que puede impedir el establecimiento de zonas preferentes por parte de algunos municipios.


Actualmente, los municipios tienen la facultad de dictar las Ordenanzas, pero carecen del imperio para decidir en relación a las futuras instalaciones de antenas y los alcaldes se transforman en mediadores para esta materia, por lo que propuso establecer en forma facultativa que los municipios puedan señalar estas zonas preferentes.


Por su parte, es importante determinar quiénes participarán en la dictación de estas Ordenanzas en que en las comunas grandes sólo le afecta a un porcentaje mínimo la futura reglamentación y al resto le interesa que se instalen las torres porque las necesitan, con lo cual se puede producir una situación de abuso y desequilibrio ante los vecinos que resulten afectados.


Con el procedimiento establecido en esta iniciativa legal los municipios tendrán la posibilidad de opinar en relación a estas instalaciones, sin necesidad de definir zonas preferentes. Qué pasa si no existen suficientes espacios públicos o que éstos no sean adecuados para el servicio de la comunidad.


La solución puede ser establecer en la ley la facultad de los municipios para sugerir zonas preferentes. Asimismo, se debe analizar qué sucede cuando a las empresas les interese instalarse en otros lugares después de determinados los lugares preferentes.


En este proyecto de ley se debe combinar la percepción pública del temor de la comunidad en cuanto a los daños a la salud y a pesar de establecerse los rangos más altos, las personas no lo creen. Cuando se señala que se debe regular la instalación la comunidad considera que ellos tendrán derecho a opinar y los municipios decidirán.


Junto con lo anterior, es necesario considerar los abusos que se generan en esta materia, el poder económico que tienen los operadores para generar las condiciones e instalarse en los lugares que prefieren. Además, se debe analizar si existirá un pago en favor de los municipios y la situación de los bienes nacionales de uso público que no son administrados por los municipios.


El Honorable Senador señor Girardi expresó que la denominación de bienes nacionales de uso público no puede ser genérico y se debe considerar si la propiedad fiscal queda eximida.


Agregó que se deben respetar todas las normas, como es el distanciamiento y establecer la facultad y no la obligación de los municipios para la dictación de estas Ordenanzas.


El Honorable Senador señor Chahuán señaló que esta proposición obedece a una realidad que es la mediación de los municipios ante la instalación de torres soporte de antenas, buscando alternativas para no afectar la salud de los vecinos y la plusvalía de las propiedades.


En seguida, señaló que se debe resolver si existirá un pago para estas instalaciones y concordó con los planteamientos de los Honorables Senadores señores Girardi y Pizarro, en el sentido de que debería ser una facultad de los municipios la dictación de estas Ordenanzas.


Asimismo, señaló que se puede generar un abuso respecto de las propiedades de los vecinos que estén ubicadas en las zonas contiguas a las zonas preferentes, sin embargo, existirá certeza jurídica en relación a los impactos que podrán tener en los respectivos predios.


El Honorable Diputado señor Hernández informó que cuando se inició el estudio de esta iniciativa legal se abordó la situación de la comunidad en el sentido de que se instalan torres en forma indiscriminada y el reclamo permanente de los municipios por la falta de atribuciones para determinar la instalación de estas torres.


El establecimiento de restricciones en las zonas residenciales genera el problema que obstaculiza el desarrollo tecnológico de las empresas. De esta forma, se consideró el establecimiento de zonas preferentes y su regulación en la ley era imposible por las múltiples dificultades que se presentan, por lo que se optó por establecerlo en las Ordenanzas Municipales, habida consideración de que el municipio está obligado a discutirlo en reuniones del Concejo Municipal y además se debe publicar.


La idea de las zonas preferentes es otorgar las facilidades para que se instalen las torres soporte de antenas y no lo hagan en los barrios residenciales.


En caso de agregar todas las limitaciones que se han propuesto en esta discusión no tendrá sentido establecer una zona preferente porque pasará a ser el mismo régimen general, lo que obligará a las empresas a intentar ubicarse en las propiedades privadas.


Finalmente, expresó que es necesario confiar en las autoridades municipales, es absurdo pensar que declararán zonas preferentes todos los bienes nacionales de uso público de la comuna.


El Honorable Diputado señor Latorre manifestó que este proyecto de ley presenta un problema en el sentido de que la comunidad quiere contar con comunicación, pero no está dispuesta a tener torres soporte de antenas en sus proximidades que los pueda contaminar, afectar la salud, el valor de la propiedad, con lo cual no es fácil la decisión y se debe abordar por las instituciones, por lo que propuso establecer que las municipalidades “deberán” dictar estas Ordenanzas.


Tiene que ser una obligación, porque las municipalidades dictarán estas Ordenanzas en forma sensata, cuidando los intereses de la comunidad, con respeto a las juntas de vecinos y se definirán zonas preferentes en lugares en que no haya conflicto con la ciudadanía.


Lo que sucede con la instalación de estas torres es lo mismo que ocurre con las torres de alta tensión, uso del subsuelo, construcción de canales, alcantarillados y son obras que deben hacerse.


El Honorable Diputado señor Hasbún señaló que hay que entregarle la potestad a los municipios para que adopten las decisiones y en ese sentido se debe establecer el término “deberán”. Los municipios fueron elegidos para gobernar la comuna y tienen el deber de dictar las políticas locales.


Los municipios deben tener la obligación de planificar sus comunas.


En relación a los cobros señaló que los municipios administran los bienes nacionales de uso público y pueden cobrar a través de Ordenanzas Municipales los derechos, pudiendo hacerlo cuando hay permisos precarios y concesiones. El cobro se realiza de acuerdo a la realidad de cada municipio.

El Honorable Senador señor Cantero expresó que esta iniciativa legal propone normas de general aplicación respecto de las cuales no hay ninguna objeción. En relación a las normas especiales, se ha suscitado controversia porque las municipalidades podrán o deberán, establecer zonas preferentes y, en su opinión, debe otorgarse la facultad a las municipalidades para la dictación de estas Ordenanzas Municipales y no establecerlo como una obligación porque depende de otros factores.


En esta materia entran en colisión dos aspectos que son la facilitación de la localización de la torre y la adecuada cautela de la participación ciudadana.


Respecto de facilitar la localización señaló que se debe hacer todo lo posible para lograrlo y para cautelar la participación ciudadana se debe tener la mayor participación al momento de dictación de la Ordenanza. En la ciudadanía hay serios cuestionamientos en relación a la actuación de los cuerpos colegiados, con lo cual es preferible establecer la participación ciudadana en la definición de la Ordenanza.


El beneficio es que se produce economía en la tramitación de la instalación, en los costos, se favorece la colocalización, la mimetización, entre otros.


Si existen normas generales de común aplicación no puede haber excepción y la única sería la que es sustituida por la consulta para efectos de la Ordenanza y en el futuro las reclamaciones serán problema de la autoridad municipal.


Los requisitos de altura, de distanciamiento, quedarían cubiertos.


Por último, en relación al cobro que puede efectuar el municipio propuso dejarle un amplio margen a éste, porque algunos pueden exceptuarse del pago.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, efectuó el siguiente ordenamiento de las materias contenidas en la proposición del Ejecutivo:


1.- Existe consenso en la necesidad de establecer Ordenanzas que señalen las zonas preferentes como una forma de regular el desarrollo territorial, por lo que es importante decidir si se impone una obligación a los municipios de dictarla o sólo se señala que es una facultad.


2.- La consecuencia clara de tener una Ordenanza con zonas preferentes es que se exime de la necesidad de que exista autorización del propietario del bien porque la Ordenanza lo señala.


3.- En cuanto a si la participación afecta a propietarios circundantes no puede omitirse la comunicación y la participación de los vecinos afectados.


4.- La duda es considerar otras etapas de participación, como la notificación a la Junta de Vecinos y la publicación de avisos para que toda la comunidad se informe.


5.- Obras de compensación en beneficio de la comunidad que están determinadas en función del valor de la torre y sus instalaciones.


6.- En cuanto a los cobros, el proyecto de ley establece un cobro de derechos municipales por la instalación de estas torres y el cobro por el arriendo del espacio, si está en la ley general no se debería innovar.

Votaciones a estas preguntas


En primer lugar, se puso en votación si las Municipalidades podrán o deberán establecer Ordenanzas que señalen las zonas preferentes como una forma de regular el desarrollo territorial.


Se explicó que el término “deberán” se emplea en la Ley Orgánica de Municipalidades cuando se refiere a los bienes que administra la municipalidad, como “bienes municipales o nacionales de uso público que administran las municipalidades”.


Junto con lo anterior, se consigna que la Ordenanza establecerá las tarifas que la municipalidad podrá cobrar, sin perjuicio de los derechos que se cobran por el permiso que están regulados en el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcción.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, anunció su voto a favor del término porque el hecho de establecer la obligación de que los municipios dicten la Ordenanza es una señal más clara del legislador, sin perjuicio de no contar con las atribuciones para sancionarlos en caso de incumplimiento.


El hecho de que las municipalidades estén obligadas a dictar una Ordenanza en relación a esta materia y la presión de la comunidad los debería obligar a hacerlo. Es preferible contar con una Ordenanza que señale los lugares en que se instalarán estas torres en forma preferente a mantener el caos actual.


En seguida, señaló que con la redacción propuesta se soluciona el tema relativo al cobro de una tarifa por el derecho de uso del bien nacional de uso público. La ley sólo establece el cobro de los derechos municipales.


Votaron por establecer esta norma en forma obligatoria mediante el verbo “deberán” los Honorables Diputados señores Hales, Hernández, Hasbún, Latorre y Pérez.


Votaron por establecer esta norma en forma facultativa mediante el verbo “podrán” los Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán, Girardi, Novoa y Pizarro.


Repetida la votación se mantuvo el mismo resultado, quedando pendiente la decisión.


En votación realizada en la sesión siguiente con la finalidad de dirimir este empate se obtuvo el siguiente resultado: Votaron a favor del término “deberán”, los Honorables Senadores señores Novoa y Prokurica y los Honorables Diputados señores Hales, Hasbún, Hernández, Latorre y Pérez.


Votaron por el concepto “podrán” los Honorables Senadores señores Chahuán y Pizarro.


En consecuencia, se aprobó el término “deberán” por 7 votos a favor y 2 en contra.


2.- Participación ciudadana, en el sentido de si todos los mecanismos de consulta a los propietarios afectados, si los hubiere, deberían ser notificadas y participar en todo el proceso normal.


El Honorable Diputado señor Hales señaló que un tema es el establecimiento de zonas preferentes y otro anular el resto de los derechos establecidos en la ley, por lo que da por supuesto que tienen que ser notificados.


El Honorable Senador señor Chahuán expresó que el establecimiento de zonas preferentes dice relación con el otorgamiento de facilidades para la instalación, pero no puede inhibir los derechos de los ciudadanos.

El Honorable Diputado señor Pérez señaló que si la Ley Orgánica de Municipalidades faculta para la dictación de Ordenanzas Municipales, no se entiende la razón por la cual en ésta se puede participar y en otras no, como son las de cobro de derechos.


En consecuencia, anunció su voto en contra de esta idea señalando que se hace en el entendido de que la ciudadanía ya participó. En la dictación de una Ordenanza, en la autorización de una zona preferente está considerada la participación.


Sometida a votación esta materia, votaron a favor los Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán, Girardi, Novoa y Pizarro, y los Honorables Diputados señores Hales, Hasbún, Hernández y Latorre.


Votó en contra de esta idea el Honorable Diputado señor Pérez 


Aprobada por 9 votos a favor y 1 en contra, esta idea.


3.- Notificación a la junta de vecinos y que se comunique a toda la comunidad mediante avisos publicados en los diarios. Es el procedimiento que está establecido.


La pregunta es si ese procedimiento se aplica también para la zona preferente o no. Es a toda la comunidad.


El Honorable Senador señor Chahuán expresó que se debe resolver si la Ordenanza va a generar algunas facilidades, sin embargo, si se considera además un procedimiento idéntico de notificación podría ser un exceso. A los puros afectados o a todos.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, consultó si la notificación se hace sólo a los propietarios u ocupantes afectados en el radio en que se instala o a toda la comunidad.


Preguntó si la Ordenanza siempre tiene que ser consultada.


El Honorable Diputado señor Hasbún explicó que cada vez que se dictan ordenanzas territoriales van a consulta a las direcciones de organizaciones comunitarias. De otra forma, la Ordenanza termina siendo un tema conflicto y los concejales exigen la opinión de las organizaciones territoriales del sector.


Votaron porque se comunique a toda la comunidad los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Novoa y Pizarro y los Honorables Diputados señores Hales y Pérez.


Votaron porque se comunique sólo a los propietarios afectados el Honorable Senador señor Cantero y los Honorables Diputados señores Hasbún, Hernández y Latorre.


Resultado: 6 votos a favor de que se comunique a toda la comunidad por 4 votos de que se comunique sólo a los afectados.


El Honorable Diputado señor Hernández señaló que esta regulación deja sin efecto la zona preferente, no obstante, es partidario de aprobar la idea. Sin preferencia la zona no tiene lógica.


El Honorable Diputado señor Latorrre hizo presente que hay juntas de vecinos que tienen 10 kilómetros a la redonda dentro de su territorio, por lo que este criterio de participación de la comunidad es una exageración y pueden terminar decidiendo vecinos que están muy lejos del lugar.

El Honorable Diputado señor Hasbún informó que cuando se crea la Ordenanza existe preocupación e información a las organizaciones sociales, además, una vez emitida, se publica por lo que consultar a los vecinos es excesivo. Hay una contradicción, si es zona preferente tiene preferencia, puede haber un grupo afectado, sin embargo, no se puede consultar en forma permanente a todos los vecinos de toda la comuna sobre el mismo tema.


El Honorable Senador señor Girardi expresó que los bienes nacionales de uso público son patrimonio de todos los vecinos y tienen derecho a saber de la instalación.


El Honorable Senador señor Cristián Monckeberg propuso eliminar las zonas preferentes con lo cual sucederá que las torres se instalarán en bienes privados.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, solicitó al Ejecutivo la presentación de un texto más simple para decidir en relación a “deberán” o “podrán”.


El Honorable Diputado señor Hales señaló que después de todas las modificaciones introducidas se debería considerar el término “deberán”.


El Honorable Diputado señor Cristián Monckeberg señaló que debería ser facultativo para el municipio dictar esta Ordenanza porque no están los incentivos para generar zonas preferentes en consideración a los requisitos establecidos que son los mismos que se exigen para los demás lugares.


El Honorable Diputado señor Latorre señaló que lo lógico es establecer “deberán” porque la sensatez se puede lograr en un concejo municipal para que determinen cuáles son las zonas preferentes. De otro modo, no existirá la posibilidad de que un municipio realice un esfuerzo por planificar su territorio.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que no está de acuerdo con el concepto de zonas preferentes, se pretende que los municipios busquen soluciones para que los operadores encuentren lugares donde instalar las torres soporte de antenas. Se debería establecer la obligación de dictar una Ordenanza respecto de los bienes nacionales de uso público que son administrados por las municipalidades, sin indicar que se trata de zonas preferentes.


El establecimiento de zonas preferentes supone el otorgamiento de facilidades.


Luego, señaló que se debe establecer la facultad de los municipios respecto de los bienes nacionales de uso público que no son administrados por los municipios.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, expresó que se puede establecer que resuelva el propietario de ese bien, de acuerdo a las normas generales.


El Honorable Diputado señor Cristián Monckeberg indicó que eliminar el término “zonas preferentes” implica entregar facultades absolutas a los municipios para decidir la instalación de estas torres y puede suceder que se nieguen a la instalación en bienes nacionales de uso público, con lo cual se desvíe el problema a la propiedad privada, que es lo que sucede en la Municipalidad de Las Condes, con lo cual se produce una distorsión.

El término preferente es para que el municipio fije los lugares en que se recomienda la instalación.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, se manifestó partidario de mantener el término “zona preferente” haciendo presente que imponer a todos los municipios la obligación de dictar Ordenanzas puede no tener mucho sentido. El concepto de la Honorable Cámara de Diputados es de la zona preferente.


Lo más importante es el desarrollo de la norma y es un avance que la Ordenanza Municipal establezca el concepto de zona preferente, con lo cual el operador sabe que se debe instalar en ese lugar.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, reiteró que el artículo 116 bis F, fue rechazado en la Honorable Cámara de Diputados por no contemplar el concepto de “Zonas Preferentes” y además señaló que se modificó el texto presentado para obtener un mejoramiento de la redacción, quedando redactado en los siguientes términos:


“Artículo 116 bis F.- Toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, instalada por concesionarios, requerirá permiso de instalación de la Dirección de Obras Municipales respectiva.


Con todo, las municipalidades deberán determinar mediante ordenanza dictada conforme con el artículo 65 letra k) de la ley Nº 18.695, las zonas de los bienes municipales o nacionales de uso público que administran, donde preferentemente se tendrá derecho de uso para el emplazamiento de torres soporte de antenas de más de doce metros. Dicha ordenanza establecerá las tarifas que la municipalidad respectiva podrá cobrar por el mencionado derecho de uso. Lo anterior, sin perjuicio del pago de los derechos que las municipalidades cobren en el ejercicio de sus atribuciones conforme al artículo 130 de la presente ley.


La instalación de tales torres en las zonas preferentes se regirá por la presente disposición con la salvedad que en estos casos no será necesaria la autorización municipal a que se refiere la letra a) de este artículo.

Las instalaciones a que se refiere el presente artículo deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 116 bis E, con los distanciamientos establecidos en la Ordenanza General de la presente ley y, en caso de emplazarse en áreas urbanas, les será aplicable, adicionalmente, el régimen de rasantes que establezca el plan regulador respectivo, o en su defecto la Ordenanza General de esta ley.


Quedarán exentas del cumplimiento de las normas sobre distanciamientos a que se refiere el inciso anterior aquellas instalaciones de estructuras que, con el solo objetivo de colocalizar una nueva antena o sistema radiante de otro operador, deban modificar su altura. Para tales efectos, dichas instalaciones podrán sobrepasar las rasantes, siempre que dicha modificación no supere el treinta por ciento de la altura total de la torre soporte original.”

El artículo 116 bis F, señala que a la solicitud de permiso de instalación a que se refiere este artículo se deberán acompañar los siguientes antecedentes:

Letra a)


a) Solicitud de instalación, suscrita por el propietario o propietarios del inmueble donde se efectuará la instalación y por el operador responsable de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones. En caso de que el permiso se solicite para la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones en bienes nacionales de uso público o en bienes fiscales administrados por municipalidades, será necesario además de la solicitud por parte del operador, de autorización de la Municipalidad respectiva.


El Ejecutivo propone la eliminación de la oración final de esta letra por cuanto se supone que esa materia se regulará en las zonas preferentes.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, hizo presente que en caso que no se trate de una zona preferente debe regirse por el régimen normal, por lo que propuso mantener la redacción de la letra a).


La Comisión Mixta acordó por la unanimidad de sus miembros mantener la redacción aprobada en el Honorable Senado para la letra a) y sustituir el términos “operador” por “concesionario”.


Letra b)


b) Proyecto firmado por un profesional competente en el que se incluyan los planos de la instalación de la torre, los cuales deberán graficar el cumplimiento de los distanciamientos mínimos y las rasantes a que se refiere este artículo. Dicho plano deberá ser firmado por el propietario o copropietarios del inmueble donde se efectuará la instalación y por el operador responsable de la misma o su representante legal. Asimismo, el proyecto deberá acompañar una memoria explicativa que indique las medidas de diseño adoptadas para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplaza. Tal memoria explicativa no será requerida cuando el diseño de la antena se encuentre entre aquellos incluidos en el catálogo o nómina que al efecto haya dictado el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, previo informe de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, la que podrá considerar las características urbanas y naturales de las distintas regiones del país.


Se acordó cambiar la expresión “operador” por “concesionario”, puesto que el término “operador” no tiene una definición en la Ley General de Telecomunicaciones y lo correcto es “concesionario”.


A continuación, se acordó introducir adecuaciones de redacción del término “mimetizado” acogiendo el planteamiento del Honorable Diputado señor Hales, sustituyéndose la frase “medidas de diseño adoptadas para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplaza.” , por la frase “medidas de diseño y construcción adoptadas para armonizar la estructura con el entorno urbano y con la arquitectura del lugar donde se emplazan.”. Asimismo se sustituyó el vocablo “antena” por “torre”.

Letra c)


c) Presupuesto del costo total del proyecto, considerando, entre otros, estructuras, equipos, sala de equipos, sistemas anexos y rentas por arriendos.


La Comisión Mixta acordó incorporar, a continuación de la palabra “estructuras,” en forma expresa la mención a los “sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones” porque es lo de mayor costo o valor de la infraestructura, por lo tanto, se consideró preferible establecerlo en forma explícita.

Letra d)


d) Proyecto de cálculo estructural de la torre, incluidas sus fundaciones, con su respectiva memoria de cálculo y planos de estructura, que señale la capacidad de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, elaborado y suscrito por un profesional competente. El proyecto deberá acreditar que la capacidad de soporte antes señalada permitirá la colocalización de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de, a lo menos, otro concesionario en las mismas condiciones si la infraestructura fuera menor de 30 metros o tres cuando se trate de estructuras de más de 30 metros.


La Comisión Mixta no le introdujo modificaciones.

Letra e)


e) Certificado emitido por Correos de Chile, que acredite la comunicación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos treinta días a la presentación de la solicitud, a la junta de vecinos respectiva y a los propietarios y ocupantes de todos los inmuebles que se encuentren comprendidos total o parcialmente en el área ubicada al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre y un radio equivalente a dos veces la altura de la misma, incluidas sus antenas y sistemas radiantes. Los inmuebles que se encuentren en la situación antes descrita deberán singularizarse en un plano autorizado ante Notario. La comunicación deberá incluir el proyecto de instalación de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, indicando la ubicación exacta de la instalación y su altura, así como alternativa o conjuntamente la propuesta del diseño a adoptar para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplazará y una reseña de la propuesta de obra u obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere la letra f) de este artículo. Esta comunicación no será necesaria para el inmueble en que se instale la torre. Para los efectos de lo dispuesto en este párrafo, se entenderá cumplida la obligación de comunicación al propietario del inmueble por el solo hecho de haberse remitido la referida carta certificada al propietario registrado en el Servicio de Impuestos Internos para efectos del impuesto territorial.


El Ejecutivo propuso enmiendas formales a esta letra e) dejando el primer párrafo de esta letra hasta la palabra “Notario”, y contemplando como párrafo segundo de ella el resto, proposición que fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta.


En seguida, propuso eliminar las palabras “alternativa o conjuntamente” e intercalar la frase “indicando alternativas priorizadas para el caso que no exista pronunciamiento de los propietarios a que se refiere este literal.”, a continuación de la frase “la letra f) de este artículo.”. Esta enmienda fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta.


Finalmente, el Ejecutivo propuso agregar la siguiente oración final: “Del mismo modo, se entenderá cumplida la obligación de comunicación a los ocupantes del inmueble por el solo hecho de haberse remitido la referida carta certificada a dicho inmueble.


El Ejecutivo fundamentó esta proposición señalando que en el proceso de participación ciudadana es necesario completar algunos aspectos del procedimiento por lo que se señala que cuando el operador comunica a los vecinos la decisión de mimetizar o compensar de acuerdo a ciertas alternativas, se considera adecuado establecer una priorización para el caso de que los vecinos no se pronuncien. No se ha regulado qué sucede si los vecinos, a pesar de estar notificados, no se oponen y no formulan observaciones. En estos casos se debe entender que corresponde aprobar la propuesta priorizada.


En seguida, el Ejecutivo recordó que en el Honorable Senado se aprobó que se debe notificar a los propietarios y a los ocupantes. En el caso de los propietarios la ley establece expresamente cuándo se entienden notificados, por el contrario, en el caso de los ocupantes, señaló que no es un concepto jurídico, sino que es una situación de hecho, por lo que es necesario establecer una norma de certeza para saber cuándo se entiende que los ocupantes han recibido esa comunicación.


La situación del ocupante es muy incierta, puede ser un “cité” y se puede generar una gran discrepancia en cuanto al cumplimiento de este requisito.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, consultó cómo se obtendrá la seguridad tratándose de los ocupantes puesto que en el caso de los propietarios existe certeza porque se remite la carta al domicilio actual y además el que está registrado para el pago de contribuciones, que no siempre es el mismo.


Junto con lo anterior, se debería, de acuerdo a esta proposición remitir además una carta dirigida al domicilio para los ocupantes. Van a llegar dos cartas al mismo lugar.
El propietario se puede identificar fácilmente, sin embargo, esta proposición dificultará el procedimiento.


El Honorable Senador señor Girardi consideró adecuada esta proposición que asegura que se tendrá conocimiento de la instalación de la torre soporte de antena.


El Honorable Diputado señor Hales propuso modificar el término “ocupantes” por “moradores”.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que el término “ocupante” es confuso y no asegura el cumplimiento efectivo de este requisito, por lo que propuso buscar otro término o establecer que se remitirá una sola carta.

El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, recordó que durante la discusión en el Honorable Senado se analizó la situación que se podría producir en el caso que el propietario viva en otro lugar y no le avisa al arrendador.

Por otra parte, cabe considerar que no se puede remitir una carta certificada a una persona innominada, por lo que propuso mantener la carta certificada al propietario, avisar a través de los medios de comunicación y no establecer en la ley un procedimiento que es muy difícil de practicar.


El Honorable Senador señor Prokurica advirtió que en diversas oportunidades es muy difícil determinar al propietario por lo que se notifica al ocupante presumiendo que es dueño o tiene que avisarle.


Cuando no se pueda determinar al propietario o no se lo pueda ubicar no podrá continuar el trámite del proceso.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, explicó que en esta iniciativa legal se establece que para los efectos de esta ley se considera propietario al que esté registrado en esa calidad en el Servicio de Impuestos Internos, para los efectos del pago de las contribuciones y se remitirá la notificación a ese domicilio registrado. Junto con lo anterior, se considera la publicación en un diario de la región o provincia y la notificación a la Junta de Vecinos, con lo cual la duda jurídica se limita.


En mérito a la discusión anterior, la Comisión Mixta por la unanimidad de sus miembros acordó eliminar el término “ocupantes” y rechazó la proposición del Ejecutivo de agregar la oración final que se transcribió anteriormente y, además, se acordó establecer el envío de la carta certificada al propietario al domicilio registrado para el pago de las contribuciones y la publicación de un aviso en el diario de la capital de la provincia y región para igualarlo con el procedimiento concesional regulado por la Ley General de Telecomunicaciones para que sea un solo aviso.


Se informó que se modificó el artículo 15 de la Ley General de Telecomunicaciones para que el plazo coincidiera, sin embargo, dicho artículo se refiere a un periódico de la capital de la provincia o región y se debe publicar un solo aviso.


Se dejó constancia para la historia de la ley que la Subsecretaría de Telecomunicaciones concordará las publicaciones para que se hagan en forma conjunta.


Por lo tanto, el párrafo tercero de la letra e), quedó redactado como sigue:


“Los mismos antecedentes incluidos en la comunicación a que hace referencia el párrafo anterior deberán ser puestos en conocimiento de la comunidad por medio de una inserción publicada en un periódico de la capital de la provincia o región con una anticipación de, a lo menos, 15 días a la presentación de la solicitud.”.


En seguida, se precisó, en el párrafo quinto de esta letra e) que las observaciones que pueden formular los propietarios que están en el área se deben hacer a través de la Dirección de Obras al Concejo Municipal, que es la vía de ingreso.


El Honorable Senador señor Chahuán propuso agregar en la primera oración de este párrafo quinto de la letra e), a continuación del término “observaciones” la siguiente frase: “cumpliendo los plazos y procedimientos establecidos”, haciendo presente su temor por el cumplimiento de los plazos en el caso de las observaciones presentadas en épocas en que no sesiona el Concejo Municipal o no está en funcionamiento la Dirección de Obras Municipales.


En consecuencia, el párrafo quinto de la letra e), quedó redactado en los siguientes términos:


“Los propietarios que se encuentren dentro del área descrita en esta letra podrán formular a través de la respectiva Dirección de Obras al Concejo Municipal, por escrito, y previo informe de la junta de vecinos respectiva, las observaciones que estimen convenientes acerca del proyecto de instalación de la torre hasta treinta días corridos después de practicada la comunicación respectiva, debiendo optar sea por una obra de compensación o por una torre armonizada con el entorno urbano y la arquitectura del lugar donde se emplaza, para lo cual se requerirá de la mayoría simple de los propietarios a que hace referencia el primer párrafo de esta letra. Dentro del mismo plazo dicha mayoría conforme a la opción realizada podrá proponer sea obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante, hasta por el monto equivalente al porcentaje a que se refiere la letra f) del presente artículo, o diseños de torres alternativos a los propuestos por el solicitante, que cumplan con el objetivo de minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplazará, siempre y cuando estos diseños se encuentren dentro de la nómina a que se refiere la letra b) de este artículo. Si los propietarios no se pronunciaren sobre la opción a que se refiere el presente literal o no formularen observaciones conforme al procedimiento y dentro de los plazos establecidos en el presente artículo, la Dirección de Obras tendrá por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, de acuerdo a la priorización realizada.”.


En seguida, el Ejecutivo explicó que en el párrafo sexto se agregó la frase “por razones técnicas” para que se entienda que la oposición que se formula ante la Subsecretaría de Telecomunicaciones es dentro del ámbito de competencia de ésta. Las observaciones relativas a temas urbanísticos deben presentarse ante la Dirección de Obras Municipales, cada uno dentro del ámbito de sus competencias.

En consecuencia, el párrafo sexto de la letra e), quedó redactado en los siguientes términos:


“Además, los propietarios que se encuentren dentro del área descrita en esta letra podrán oponerse a la instalación de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, por razones técnicas, en conformidad al artículo 15 de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones. El plazo para ejercer tal oposición será de 30 días y se contará desde la fecha en que se haya verificado la publicación a que se refiere el párrafo tercero de esta letra e). Esta comunicación deberá realizarse conjuntamente con la publicación del extracto a que se refiere el inciso tercero del mismo artículo 15. Para los efectos previstos en el presente inciso no será obligatorio fijar domicilio en la comuna de Santiago y las notificaciones que correspondan podrán realizarse por carta certificada o correo electrónico.”.


En el párrafo séptimo, relativo al Concejo Municipal se explicó que sólo se trasladó de la letra f) a la letra e), porque la secuencia del procedimiento estaba dividida en tres letras.


El Honorable Senador señor Chahuán recordó que se presentó una indicación relativa a las sesiones del Concejo Municipal en que se pronunciaría en relación a las observaciones, por lo que propuso agregar la frase: “ y cumplidas dos sesiones de Concejo”. En la primera sesión del Concejo se da cuenta y en la segunda se pronunciaba respecto de esas materias.


El párrafo séptimo quedó redactado en los siguientes términos:


“El Concejo Municipal deberá pronunciarse exclusivamente sobre la respectiva propuesta de obra de compensación o la modificación del diseño de la torre, conforme a las observaciones que haya recibido de los propietarios, a través de la Dirección de Obras, aprobando la propuesta del solicitante o de los propietarios, para lo cual deberá adoptar los acuerdos pertinentes, todo dentro de un plazo de veinte días corridos contado desde el vencimiento del término para formular tales observaciones. Los acuerdos adoptados por el Concejo en esta materia deberán ser certificados por el Secretario Municipal y remitidos a la respectiva Dirección de Obras. Vencido el plazo de que dispone para ello, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, o el o la primera de la lista si la propuesta acompañada comprendiera más de una. Para efectos de lo dispuesto en este párrafo, el Concejo, una vez al año, deberá elaborar un listado que indique los tipos de obras de mejoramiento que serán susceptibles de financiamiento por parte de los interesados.”.

Letra f)


f) Propuesta escrita de obra u obras de mejoramiento del espacio público ubicado al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre hasta un radio de doscientos cincuenta metros a la redonda del lugar donde se emplazará la misma. La propuesta deberá referirse a obras relacionadas con la implementación o habilitación de servicios de telecomunicaciones, el mejoramiento de áreas verdes, pavimentos, ciclo vías, luminarias, ornato u otras, por un monto equivalente al treinta por ciento del costo total de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, tomando como referencia el presupuesto a que se refiere la letra c) de este artículo. El Concejo Municipal deberá pronunciarse exclusivamente sobre la respectiva propuesta de obra de mejoramiento o diseño de la torre, conforme a las observaciones que haya recibido de los propietarios según lo dispuesto en la letra e) anterior, aprobando la propuesta del solicitante o de los propietarios, para lo cual deberá adoptar los acuerdos pertinentes, todo dentro de un plazo de veinte días corridos contado desde el vencimiento del término para formular tales observaciones. Los acuerdos adoptados por el Concejo en esta materia deberán ser certificados por el Secretario Municipal y remitidos a la respectiva Dirección de Obras. Vencido el plazo de que dispone para ello, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, o el o la primera de la lista si la propuesta acompañada comprendiera más de una. Para efectos de lo dispuesto en este párrafo, el Concejo, una vez al año, deberá elaborar un listado que indique los tipos de obras de mejoramiento que serán susceptibles de financiamiento por parte de los interesados.


Las obras de mejoramiento mencionadas en el párrafo anterior deberán encontrarse terminadas dentro del plazo de un año contado desde la fecha en que se otorgue el respectivo permiso de instalación de la torre. Este plazo podrá prorrogarse por una sola vez, y por un máximo de seis meses, por motivos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados ante la Dirección de Obras Municipales, debiendo en este caso renovarse la garantía a que se refiere el párrafo siguiente. En caso de que la propuesta aprobada por el Concejo Municipal consista en la prestación de servicios de telecomunicaciones, tales servicios deberán ser otorgados en forma permanente mientras se encuentre instalada la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones correspondiente.


Para garantizar el fiel cumplimiento de las obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere esta letra, el solicitante deberá rendir una caución a favor de la Municipalidad respectiva, la cual podrá consistir indistintamente en una boleta bancaria o póliza de seguro por el monto de la obra de que se trate. La garantía debe otorgarse por el plazo de ejecución de la obra. Las instituciones bancarias o aseguradoras que hubieren emitido el respectivo documento de garantía pagarán los valores garantizados con el solo mérito del certificado que otorgue el Director de Obras Municipales, en el sentido de que las obras no se han ejecutado y que el plazo correspondiente se encuentra vencido. En este último caso, dichos valores deberán igualmente destinarse a las obras de mejoramiento anteriormente mencionadas.


Se explicó que la segunda oración del párrafo primero de esta letra se trasladó como párrafo séptimo de la letra e), porque el procedimiento y secuencia lógica del procedimiento estaba dividido en tres partes: en la letra e), la otra mitad en la letra f) y una tercera parte al final del artículo. Se redactó de manera que el procedimiento siga un orden lógico y continuo.


Esta letra f), quedó redactada así:


“f) Propuesta escrita de obra u obras de mejoramiento del espacio público ubicado al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre hasta un radio de doscientos cincuenta metros a la redonda del lugar donde se emplazará la misma. La propuesta deberá referirse a obras relacionadas con la implementación o habilitación de servicios de telecomunicaciones, el mejoramiento de áreas verdes, pavimentos, ciclo vías, luminarias, ornato u otras, por un monto equivalente al treinta por ciento del costo total de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, tomando como referencia el presupuesto a que se refiere la letra c) de este artículo. Las obras de mejoramiento mencionadas precedentemente deberán encontrarse terminadas dentro del plazo de un año contado desde la fecha en que se otorgue el respectivo permiso de instalación de la torre. Este plazo podrá prorrogarse por una sola vez, y por un máximo de seis meses, por motivos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados ante la Dirección de Obras Municipales, debiendo en este caso renovarse la garantía a que se refiere el párrafo siguiente. En caso de que la propuesta aprobada por el Concejo Municipal consista en la prestación de servicios de telecomunicaciones, tales servicios deberán ser otorgados en forma permanente mientras se encuentre instalada la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones correspondiente.


Para garantizar el fiel cumplimiento de las obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere esta letra, el solicitante deberá rendir una caución a favor de la Municipalidad respectiva, la cual podrá consistir indistintamente en una boleta bancaria o póliza de seguro por el monto de la obra de que se trate. La garantía debe otorgarse por el plazo de ejecución de la obra. Las instituciones bancarias o aseguradoras que hubieren emitido el respectivo documento de garantía pagarán los valores garantizados con el solo mérito del certificado que otorgue el Director de Obras Municipales, en el sentido de que las obras no se han ejecutado y que el plazo correspondiente se encuentra vencido. En este último caso, dichos valores deberán igualmente destinarse a las obras de mejoramiento anteriormente mencionadas.”.

Letra g)


g) Certificado de la Dirección General de Aeronáutica Civil que acredite que la altura total de la torre que se pretende emplazar, incluidas sus antenas y sistemas radiantes, no constituyen peligro para la navegación aérea. Estos antecedentes de ubicación geográfica deben coincidir con los del certificado a que se refieren la letra h) y siguientes.


Se aprobó, sin enmiendas.

Letra h)


h) Certificado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones que acredite el hecho de haber sido presentada una solicitud de otorgamiento o modificación de concesión de un servicio de telecomunicaciones, cuyo proyecto técnico establezca que los sistemas y equipos respectivos se emplazarán en la torre cuyo permiso de instalación se solicita. En caso que el permiso sea solicitado por un concesionario de servicios intermedios de telecomunicaciones que provea de estos servicios de infraestructura sólo se requerirá que sea presentada una copia del decreto en virtud del cual se le otorgó su concesión.”.


Se explicó que todavía no vencen los plazos para que los concesionarios de infraestructura obtengan la concesión, el reglamento que regula la concesión se encuentra en trámite, con lo cual es muy probable que cuando se apruebe esta iniciativa legal no esté concluido el procedimiento, por lo que se considera adecuado establecer que se admite esta certificación.


De otra forma, los concesionarios de infraestructura no podrán instalar las antenas.


Por las razones anteriores, esta letra quedó redactada en los siguientes términos:


“h) Certificado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones que acredite el hecho de haber sido presentada una solicitud de otorgamiento o modificación de concesión de un servicio de telecomunicaciones, cuyo proyecto técnico establezca que los sistemas y equipos respectivos se emplazarán en la torre cuyo permiso de instalación se solicita. En caso que el permiso sea solicitado por un concesionario de servicios intermedios de telecomunicaciones que provea de estos servicios de infraestructura sólo se requerirá que sea presentada una copia del decreto en virtud del cual se le otorgó su concesión o una certificación efectuada por la Subsecretaría de encontrarse en tramitación el otorgamiento de la respectiva concesión.”.

Letra i)


i) Certificado de línea oficial e informaciones previas.


En caso de que la solicitud a que hace referencia este artículo se refiera a torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones mimetizadas y comprendidas dentro del catálogo a que se refiere la letra b) del presente artículo, la solicitud de permiso sólo deberá cumplir con los requisitos establecidos en las letras a), b), salvo memoria explicativa, d), salvo en lo relativo a la obligación de colocalización, e) y f) sólo en cuanto a la comunicación para efectos de la opción a que se refiere este último literal, g) y h) anteriores. A este régimen deberán someterse siempre las torres que estén instaladas y las que se pretenda emplazar en zonas declaradas de interés turístico a que se refiere el N° 7) del artículo 8° de la ley N° 20.423. Asimismo, en caso de tratarse de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones que se instalen en reemplazo de otras torres, de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones, deberán cumplir con los requisitos establecidos en las letras a), b), d), g), y h) del artículo 116 bis F.


En relación a este párrafo que regulas las torres soportes de antena con el propósito de realizar un objeto de arte urbano, se explicó que se propone un régimen especial, al igual que para las torres mimetizadas. A nivel internacional existe experiencia en el sentido de hacer un esfuerzo con artistas de renombre para hacer intervenciones a la infraestructura, tanto de telecomunicaciones como para las torres de alta tensión eléctrica.


El Honorable Diputado señor Hales señaló que para la instalación de estas obras que contribuyen a la mejora de la ciudad, una vez resuelto el tema de la radiación y protegida la salud de las personas, se debe abordar el deterioro urbano y de la arquitectura, por lo que considera que una empresa que realiza ese esfuerzo no debe ser sometida a la obligación de colocalizar. Si una empresa ha realizado un concurso de arte, de urbanismo, ha hecho participar a la ciudadanía y se realiza una contribución al espacio urbano no resulta lógico aceptar una intervención para colocalizar.


El Honorable Senador señor Girardi compartió la proposición anterior, no obstante, hizo presente que debe intervenir otro organismo que no sea el Colegio de Arquitectos en relación a la conceptualización de lo que se debe entender por arte urbano, puesto que dicho Colegio sólo juzga a la ciudad.


Esta norma debe ser de aplicación excepcional puesto que se está entregando una ventaja adicional a una empresa, a pesar de la existencia de las torres soporte de antenas mimetizadas.


Respecto de estas torres soporte de antenas que se consideren un objeto de arte, se explicó que se acordó establecer un Comité convocado por el Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes, integrado por dos miembros del Colegio de Arquitectos, dos artistas de reconocida trayectoria y un representante del Consejo nombrado por el Presidente de la República que tendrá el voto dirimente.


Se trata de casos muy excepcionales y estas torres soporte de antenas no estarán sujetas a la colocalización.


Además, se otorga una mayor responsabilidad al Estado a través del Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes.


El Honorable Diputado señor Latorre señaló que en estos casos sólo se califica que se trate de una obra de arte.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, precisó que lo que se califica es que la obra de arte sea una obra de contribución a la arquitectura o entorno urbano.


Luego, propuso agregar que los dos arquitectos deban ser nombrados por el Colegio respectivo y los artistas por el Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes y eliminar la expresión “y/o”, dejando sólo la expresión “y”.


Se aprueba esta proposición con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Novoa, Pizarro y Prokurica y de los Honorables Diputados señores Hales, Hasbún, Hernández y Pérez y con la abstención del Honorable Diputado señor Latorre.


Esta letra, con el inciso quinto, del texto aprobado por el Honorable Senado, que pasó a ser inciso séptimo y octavo, quedaron redactados en los siguientes términos:


“i) Certificado de línea oficial e informaciones previas.


En caso de que la solicitud establecida en este artículo involucre torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones comprendidas dentro del catálogo a que se refiere la letra b) del presente artículo, la solicitud de permiso sólo deberá cumplir con los requisitos establecidos en las letras a), b), salvo memoria explicativa, d), salvo en lo relativo a la obligación de colocalización, e) y f) sólo en cuanto a la comunicación para efectos de la opción a que se refiere el primer literal, g) y h) anteriores. A este mismo régimen estarán sometidas aquellas torres soporte de antenas y sistemas radiantes financiadas por la respectiva concesionaria que constituyan una contribución a la arquitectura y al entorno urbano por tratarse de un objeto de arte para la ciudad certificado por un comité convocado por el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes integrado por dos miembros del colegio de arquitectos, dos artistas de reconocida trayectoria en el ámbito artístico pertinente y un representante del Consejo nombrado por su Presidente quien tendrá voto dirimente.


Las torres que estén instaladas y las que se pretenda emplazar en zonas declaradas de interés turístico a que se refiere el N° 7) del artículo 8° de la ley N° 20.423 deberán reunir las condiciones de diseño y construcción establecidas en la letra b) del presente artículo o estar comprendidas en el catálogo a que se refiere el mismo literal. Asimismo, en caso de tratarse de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones que se instalen en reemplazo de otras torres, de acuerdo a lo establecido en el artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones, deberán cumplir con los requisitos establecidos en las letras a), b), con excepción de la memoria explicativa, d), g), y h) del presente artículo. En tanto, las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones que se intervengan o emplacen en reemplazo de otras torres, con el propósito de realizar un objeto de arte urbano certificado por la misma instancia señalada en el inciso anterior sólo requerirán de aviso de instalación, siempre que su modificación no supere el treinta por ciento de la altura total de la torre soporte original.”.


Vuestra Comisión Mixta aprobó los incisos sexto, séptimo, octavo y noveno del artículo 116 bis F, del Honorable Senado, que pasaron a ser incisos noveno, décimo, undécimo y duodécimo del artículo 116 bis F, sin enmiendas, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Novoa, Pizarro y Prokurica y Honorables Diputados señores Hales, Hasbún, Hernández, Latorre y Pérez.


En votación la proposición de texto para este artículo 116 bis F, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, con las enmiendas señaladas.

Artículo 116 bis G 


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, aprobó un artículo 116 bis G, que dispone que toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de tres y hasta doce metros de altura mimetizada, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, requerirá permiso de instalación del Director de Obras Municipales, conforme a lo dispuesto en este artículo.


Las instalaciones a que se refiere el inciso anterior deberán cumplir con las normas dispuestas en el artículo 116 bis E y con los distanciamientos establecidos en la Ordenanza General de esta ley. Sin perjuicio de lo anterior, se deberá minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la antena y sistemas radiantes cuyo permiso de instalación se solicite. La correspondiente solicitud de permiso de instalación deberá estar acompañada de los antecedentes señalados en las letras a), b), h) e i) del artículo 116 bis F de la presente ley. Además, el solicitante deberá presentar un comprobante de correos que acredite haberse enviado con una antelación no menor a 15 días una comunicación a los propietarios y ocupantes a que se refiere la letra e) del artículo 116 bis F que informe a éstos de su solicitud y en particular de las características de la torre a instalar y su diseño. La mayoría simple de los propietarios podrá solicitar a la Dirección de Obras, dentro del plazo de 15 días, un diseño alternativo para la torre, siempre que éste se encontrare en la nómina a que se refiere la letra b) del artículo 116 bis F, la que en definitiva resolverá.


La Dirección de Obras Municipales respectiva deberá pronunciarse en la misma forma y dentro del mismo plazo señalado en el artículo 116 bis F, con la excepción de que en estos casos no se podrá denegar el permiso, aun cuando la torre se emplace en un territorio saturado de instalación de estructuras de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones. Si no hubiere pronunciamiento por escrito del permiso o éste fuere denegado, se aplicará lo dispuesto en el referido artículo.


El permiso de instalación de soporte de antenas y sistemas radiantes se otorgará al concesionario de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones. Identificará claramente al beneficiario; la localización de las instalaciones autorizadas, y no podrá tener un plazo inferior al que le reste al interesado para completar el plazo de su concesión.


El Director de Obras, una vez instalada la torre, deberá verificar que la instalación se ejecutó conforme al permiso otorgado y procederá a efectuar la recepción, si fuere procedente.


Aquellas torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de tres y hasta doce metros que no reúnan las condiciones descritas en el inciso primero deberán sujetarse íntegramente a lo dispuesto en el artículo anterior.


Tanto a las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones a que se refiere este artículo, que se adosen o adhieran a una edificación preexistente, como a los postes de alumbrado público o eléctrico, elementos publicitarios, señalética o mobiliario urbano en cualquier altura, no les será exigible el permiso que se contempla en el inciso primero del presente artículo, debiendo cumplir sólo con el aviso de instalación establecido en el artículo 116 bis H. Dichas estructuras deberán cumplir condiciones de mimetización en relación a la edificación a la que se adhieran o adosen.


La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó este artículo.


En discusión este artículo, se formularon las siguientes proposiciones:


- Del Honorable Diputado señor Patricio Hales, para incorporar el artículo 116 bis G aprobado por el Honorable Senado, con la única enmienda de sustituir la palabra “mimetización” por “armonización con el entorno urbano y la arquitectura del lugar donde se adhieran o adosen”.


Esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta.


- Del Honorable Diputado señor Gustavo Hasbún, para sustituir el inciso primero, por el siguiente:


“Toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de tres y hasta quince metros de altura mimetizada, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, requerirá permiso de instalación del Director de Obras Municipales, conforme a lo dispuesto en este artículo.”.


Esta proposición fue retirada por su autor.


- Del Honorable Diputado señor Gustavo Hasbún, para sustituir el inciso quinto, por el siguiente:


“Aquellas torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de tres y hasta quince metros que no reúnan las condiciones descritas en el inciso primero deberán sujetarse íntegramente a lo dispuesto en el artículo anterior.”.


Esta proposición fue retirada por su autor.


La proposición presentada por el Honorable Diputado señor Hales, para agregar un inciso final al artículo 116 bis F, a proposición del Ejecutivo, se trasladó como inciso final de este artículo 116 bis G.


Esta proposición es del siguiente tenor:


“Sin perjuicio de lo antes señalado, las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de hasta 18 metros que cumplan con las condiciones de armonización con la arquitectura y el entorno urbano y diseñadas para colocalizar antenas y sistemas radiantes de terceros concesionarios que provean a la comunidad servicio telefónico móvil o de transmisión de datos, se regirán por lo dispuesto en el presente artículo, debiendo acompañar, además de los antecedentes señalados precedentemente, los dispuestos en la letra d) del artículo anterior y el acuerdo de colocalización respectivo.”.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, explicó que la incorporación de esta proposición como inciso final de este artículo es para establecer como excepción a esta norma la proposición formulada por el Honorable Diputado señor Hales relativa a las torres entre 12 y 18 metros de altura mimetizadas y que ofrecieran la colocalización, que se consignaba en el artículo 116 bis F.


El Honorable Diputado señor Hales expresó que la proposición formulada se comprende mejor como una excepción en el artículo 116 bis F y no dentro del artículo 116 bis G.

En su opinión, queda más evidente el carácter excepcional en el artículo 116 bis F. No obstante lo anterior, no tiene inconveniente en el cambio propuesto.


- En votación la incorporación de este inciso como inciso final de este artículo 116 bis G y no en el artículo 116 bis F fue aprobada con la abstención de los Honorables Senadores señores Girardi y Pizarro y del Honorable Diputado señor Hales.


En mérito al debate precedente, en el inciso segundo del texto del Honorable Senado se suprimió la oración “sin perjuicio de lo anterior, se deberá minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la antena y sistemas radiantes cuyo permiso de instalación se solicite.”

Asimismo, se eliminó el vocablo “y ocupantes”.


En el inciso tercero se suprimió la frase “o ésta fuere denegado”.


- En votación este artículo 116 bis G del Honorable Senado fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Novoa y Pizarro y Honorables Diputados señores Hales, Hasbún, Hernández, Latorre y Pérez, con las enmiendas señaladas.


Artículo 116 bis I 


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, aprobó un artículo 116 bis I, que indica que se entenderá que un territorio urbano se encuentra saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones cada vez que se pretenda instalar una nueva torre dentro del radio de cien metros a la redonda medido desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes, cuando aquellas fuesen dos o más y siempre y cuando todas ellas tuviesen una altura de doce metros o más. En este caso, el solicitante sólo podrá instalar torres mimetizadas o conforme al inciso siguiente.


En caso de que, por declaración de un territorio urbano como saturado de instalación de estructuras de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, se deba instalar un sistema radiante en condiciones de colocalización, se requerirá aviso de instalación el que deberá acompañar el acuerdo o autorización de colocalización del propietario de la respectiva torre o copia de la resolución favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones al concesionario requerido, o del laudo arbitral, según corresponda, conforme a lo dispuesto en el artículo 19 bis de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones. La calificación de territorio saturado a que se refiere este inciso se efectuará por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, teniendo como antecedente las estructuras existentes en la respectiva comuna, al momento de pronunciarse sobre el permiso de instalación correspondiente.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó este artículo.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, explicó que por un error en la forma de votación en la Sala de la Honorable Cámara de Diputados se rechazó este artículo 116 bis I pese a que hubo acuerdo en la Comisión para aprobarlo.


En discusión este artículo, se formularon las siguientes proposiciones:


- Del Ejecutivo para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 116 bis I.- Se entenderá que un territorio urbano se encuentra saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones cada vez que se pretenda instalar una nueva torre dentro del radio de cien metros a la redonda medido desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes, cuando aquellas fuesen dos o más y siempre y cuando todas ellas tuviesen una altura de doce metros o más. En este caso, el solicitante sólo podrá instalar torres que reúnan las condiciones de armonización con el entorno urbano o conforme al inciso siguiente. 


En caso que por declaración de un territorio urbano, como saturado de instalación de estructuras de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, se deba instalar una o más antenas o sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones en condiciones de colocalización se requerirá aviso de instalación el que deberá acompañar el acuerdo o autorización de colocalización del propietario de la respectiva torre o copia de la resolución favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones al concesionario requerido, o del laudo arbitral, según corresponda, conforme a lo dispuesto en el artículo 19 bis de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones. La calificación de territorio saturado a que se refiere este inciso se efectuará por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, teniendo como antecedente las estructuras existentes en la respectiva comuna, al momento de pronunciarse sobre el permiso de instalación correspondiente.


Este régimen también será aplicable a la franja de 500 metros contigua al límite entre una zona urbana y rural determinado en el instrumento de planificación territorial que corresponda.”.


- Del Honorable Diputado señor Patricio Hales, para eliminar en la proposición del Ejecutivo en su inciso segundo a continuación de la expresión “instalar” y antes de la expresión “en condiciones”, la frase “un sistema radiante” e intercalar la siguiente frase: “una o más antenas y/o uno o más sistemas radiante de trasmisión de telecomunicaciones”.


Esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta.


- En votación esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Novoa y Honorables Diputados señores Hasbún, Hernández, Latorre y Pérez.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, explicó que se estaban instalando muchas torres en el límite con lo cual se afectaba el radio urbano, para lo cual se estableció esta franja de protección. 


El Honorable Diputado señor Latorre señaló que 500 metros es excesivo y determinará que las torres que se instalen sean más altas y más potentes. En las zonas rurales existen problemas de comunicaciones y aspiran a contar con señal para tener cobertura celular e Internet.


La distancia obliga a aumentar la altura en el vertical por lo que señaló que si el Subsecretario le garantiza que esta norma no significará la instalación masiva de antenas sobre 18 metros.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que esta proposición surge como consecuencia de una inquietud planteada por la Honorable Diputada señora Alejandra Sepúlveda en la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en el sentido de que se podían instalar en el límite urbano para evadir la ley. La distancia sugerida es adecuada porque la cobertura de estas torres en las zonas rurales es sobre 5 kilómetros, tratándose de antenas sobre 12 metros de altura.


El Honorable Diputado señor Hales señaló que la distancia es muy importante porque el corte del perfil horizontal de cualquier elemento que se instala en la vertical en el espacio abierto es mucho mayor. Si se instala un objeto en un espacio urbano rodeado de otros elementos la percepción está entremezclada.


El Honorable Senador señor Girardi expresó su conformidad con la franja propuesta para evitar abusos y aprovechar la zona urbana para obtener más ventajas.


Posteriormente, se volvió a debatir esta norma.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, explicó que el Honorable Senador señor Pizarro realizó un planteamiento, en el sentido de establecer en las zonas saturadas la obligación de colocalizar, en la norma permanente, sin alternativas, salvo que por razones técnicas no fuere posible, calificado por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, en cuyo caso el nuevo entrante tendrá que entrar mimetizado.


El Honorable Diputado señor Hales propuso eliminar la expresión “salvo que”, porque técnicamente desde el punto de vista del diseño estructural, se pueden hacer todas las mejoras adicionales para recibir a un nuevo operador. De esta forma, explicó que acepta la proposición que en las zonas saturadas no se pueden instalar nuevas antenas, la obligación es colocalizar, no se acepta la alternativa de mimetizar ni de compensar a la comunidad, en el entendido de que se trata de un mandato obligatorio.


Si la empresa a la cual se le obliga colocalizar y no se puede hacer desde el punto de vista de la ingeniería, deberá demostrar que se le solicita algo imposible.


Consignar la expresión “salvo que” significará que la empresa rechace con toda facilidad la colocalización.


El Honorable Diputado señor Hasbún señaló que es necesario considerar que en los casos en que técnicamente no se pueda colocalizar tiene que existir la posibilidad de mimetizar.


El Honorable Diputado señor Latorre manifestó su conformidad con la proposición efectuada y solicitó la revisión del concepto de zona saturada porque es confuso.


El Ejecutivo formuló una nueva proposición, del siguiente tenor:


“Artículo 116 bis I.- Se entenderá que un territorio urbano se encuentra saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones cuando un concesionario pretenda instalar una torre nueva dentro del radio de cien metros a la redonda donde ya existieren dos o más torres de doce metros o más, medido éste desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes. En este caso, el solicitante deberá proceder conforme a los incisos siguientes. La declaración de territorio saturado a que se refiere este inciso se efectuará por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, teniendo como antecedente las estructuras existentes en el respectivo territorio, al momento de emitir un pronunciamiento conforme al artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones o durante de la tramitación de una solicitud de concesión o su modificación.


En caso que por declaración de un territorio urbano, como saturado de instalación de estructuras de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, se deba instalar una o más antenas o sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones en condiciones de colocalización se requerirá aviso de instalación el que deberá acompañar el acuerdo o autorización de colocalización del propietario de la respectiva torre o copia de la resolución favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones al concesionario requerido, o del laudo arbitral, según corresponda, conforme a lo dispuesto en el artículo 19 bis de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones.

Sólo cuando conforme al artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones la Subsecretaría hubiere determinado que la negativa a la colocalización es fundada por parte del concesionario requerido, se podrá instalar torres soporte de antenas de más de doce metros en estos territorios, siempre que reúnan las condiciones de armonización con el entorno urbano o la arquitectura del lugar donde se emplaza, y conforme al procedimiento y requisitos señalados en los artículos anteriores.


Este régimen también será aplicable a la franja de 500 metros contigua al límite entre una zona urbana y rural determinado en el instrumento de planificación territorial que corresponda.”.


El Honorable Diputado señor Hernández otorgó su conformidad con la proposición formulada, siempre que quede claro que la obligación de colocalización es absoluta y se aplica con efecto retroactivo y que la excepción a esta norma debe fundarse en una prueba irrefutable.


El Honorable Senador señor Prokurica también consideró apropiada la proposición haciendo presente que mediante ella se puede resolver la situación que se produce en las zonas sensibles, reemplazando la norma que se aplica para esos casos con este criterio.


La propuesta formulada reduce el número de estructuras en los lugares en que están instaladas y en caso de adoptarse ese mismo criterio se evitará la instalación de nuevas estructuras y se producirá la remoción de torres para colocalizar.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que establecer para las zonas saturadas un criterio restrictivo y además eliminar antenas en zonas sensibles, puede significar un gran problema para las telecomunicaciones.


La proposición del Honorable Senador señor Prokurica para las zonas sensibles puede ser muy exigente.


El Honorable Senador señor Letelier solicitó que se resuelva previamente la redacción del artículo 19 bis, puesto que es un principio rector.


En las zonas saturadas se pretende reforzar la colocalización y recordó que presentó una indicación en este sentido.


Se reabre el debate.


Se acordó mejorar la redacción de zona saturada, que se gatilla cuando se pretende instalar una nueva torre cuando hay 2 torres y un tercero pretende entrar y está obligado a colocalizar.


Cada vez que se pretenda instalar una nueva torre estará obligado a colocalizar, sólo podría instalar una nueva torre en caso que exista imposibilidad técnica de colocalizar acreditado ante la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


El Honorable Diputado señor Hales consultó si se aprueba la idea de prohibir la instalación de nuevas torres.


La respuesta fue negativa, no se va a eliminar el concepto.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que la propuesta del Ejecutivo precisa la redacción del inciso primero y deja en claro que en los territorios saturados, primero, se debe intentar entrar colocalizado y si no es posible por razones técnicas definidas conforme al procedimiento del artículo 19 bis, se podría ingresar con una nueva antena mimetizada.


Este artículo tiene por objeto regular qué sucede con el entrante en un territorio saturado, debe intentar colocalizar en alguna torre existente y si no es posible por razones técnicas debidamente acreditadas conforme al procedimiento del artículo 19 bis, deberá entrar mimetizado.


Las torres existentes en un territorio saturado se regulan en el artículo 4º transitorio.


La Subsecretaría de Telecomunicaciones declara un territorio saturado con lo cual existe la obligación de colocalización o sólo se puede entrar mimetizado. Esta declaración de la Subtel debería tener lugar cuando se pronuncia respecto de la solicitud de colocalización del artículo 19 bis o cuando exista una solicitud de modificación de otorgamiento de concesión.


Es necesario definir con precisión cuándo la Subtel declara un territorio saturado.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que este artículo establece con claridad que un entrante, que quiera instalar una tercera torre, tiene que colocalizarse, que se resuelve por el procedimiento del artículo 19 bis y sólo si la Subtel establece que no hay condiciones para colocalizar puede entrar mimetizado.


Esta norma establece con claridad que en una zona saturada en el futuro no se podrá instalar una nueva torre, salvo que la Subtel resuelva que la negativa a colocalizar es fundada, porque es técnicamente imposible.


El Honorable Diputado señor Hales manifestó su oposición a la idea de la instalación de torres nuevas en zonas saturadas, puesto que resulta incomprensible que una nueva ley permita la instalación de torres en territorios saturados. Debe existir la obligación de las empresas para resolver técnicamente esta situación.


Los artículos 116 bis I, 19 bis y 4º transitorio, están relacionados. El artículo 4º transitorio, establece que se podrá mimetizar o compensar para instalar una torre en las zonas saturadas que están definidas en el artículo 116 bis I, es decir, se están definiendo las condiciones en que se aplica el artículo 4º transitorio.


La definición de la tecnología por parte de la Subtel puede prestarse para muchas interpretaciones y la prueba está en la instalación de torres en los lugares fuera de Santiago que no son iguales a las que se instalan en los barrios acomodados, hay menos torres aunque hayan más antenas, se aplican soluciones técnicas.


En consecuencia, consideró preferible impedir la instalación de torres nuevas en zonas saturadas.

El Honorable Senador señor Letelier expresó que el Estado es neutro en materia de tecnología, por lo tanto, no se otorga la facultad a la Subtel para exigir la colocalización y si no es posible con la tecnología actual se debería obligar a usar otra tecnología más avanzada que lo permita, seguramente con mayores inversiones y solicitó que se considere en la norma.


El problema es que en las zonas saturadas el costo de la instalación de nuevas torres lo asume la comunidad.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, precisó que el artículo 19 bis establece que la Subtel puede rechazar por razones técnicas y si hay tecnología no rechaza.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, señaló que el clamor ciudadano es muy fuerte en contra de las antenas, por lo tanto, todo el esfuerzo que realizará la Subtel será para colocalizar y evitar el aumento de antenas.


En la Subsecretaría de Telecomunicaciones existe un equipo que se dedica en forma permanente a negociar entre las empresas, las comunidades y los municipios para encontrar soluciones. Sin embargo, se debe considerar que la condena por no tener desarrollo por establecer un texto muy rígido es un riesgo.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, consultó si la Subsecretaría de Telecomunicaciones tiene facultades para indicar a un concesionario la necesidad de cambiar de tecnología para evitar la proliferación de antenas.

La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que la negativa por razones técnicas es muy estricta, además, siempre el mayor costo de reemplazo de sistemas radiantes más antiguos por otros más pequeños es de cargo del requirente, con lo cual si está dispuesto a pagar se podría lograr el cambio de tecnología.


El Honorable Senador señor Pizarro manifestó su conformidad con el artículo 116 bis I, sin embargo, la excepción que contiene el artículo 19 bis, cuando se pretende colocalizar en una zona que está saturada, no es la apropiada, porque no debería haber otra opción distinta a la colocalización. Esto no significa que no exista el servicio porque está la alternativa de instalar torres de menor altura o usar la infraestructura existente, o instalarse en la cercanía.


La declaración de zona saturada, cuando se instala la tercera torre, pasará a ser letra muerta porque por la vía de la excepción la Subsecretaría va a autorizar más torres mimetizadas.


El Honorable Diputado señor Hernández hizo presente que en estos casos se producirá una barrera de entrada a los nuevos operadores, puesto que los existentes van a hacer crecer la estructura y van a colocalizar de acuerdo a sus requerimientos.

Las torres existen en los puntos ideales y ello provoca la concentración de las empresas.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, consultó si la dictación de la resolución fundada puede incluir la exigencia de nuevas tecnologías o podría indicar que la torre nueva deba instalarse en otro lugar.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, respondió que el artículo 116 bis I, no permite negar la colocalización en zonas restringidas, porque son estratégicas y representan una barrera de entrada a los nuevos operadores, como tampoco en las zonas saturadas, por lo tanto, debe existir una razón de orden técnico que impida colocalizar y recién se podría autorizar una nueva torre, para no establecer una barrera de entrada privilegiando a los operadores existentes.


El hecho de que se pronuncie la Subsecretaría de Telecomunicaciones, es porque se supone que otorga un informe técnico, de otra forma, se habría establecido un pronunciamiento del Ministerio de Vivienda y Urbanismo o de la Dirección de Obras respectiva. Si existe una tecnología para los sistemas radiantes múltiples existirá la obligación de colocalización.


Esas atribuciones están consideradas en la Ley General de Telecomunicaciones, la Subsecretaría puede modificar las concesiones por razones técnicas, de frecuencias, por estructura, etc.


Con el tiempo la colocalización será tecnológica.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que se deben adoptar todas las medidas necesarias para que la excepción que permite la instalación de una torre en estas zonas no se transforme en la normalidad.


Propuso agregar, en el inciso tercero que “se podrán instalar de manera excepcional torres soporte de antenas”.


El Honorable Senador señor Girardi señaló que vulnerar las zonas saturadas implica un retroceso, porque era un impedimento definido en el sentido de que no se pueden instalar nuevas torres. El hecho de permitir la instalación de torres en zonas saturadas vulnera el proyecto de ley.


Desde la perspectiva de compatibilizar el interés ciudadano, garantizar la competencia y el desarrollo de la tecnología, esta norma va a constituir un cuestionamiento a los derechos de los ciudadanos que se pretenden garantizar.


- En votación esta proposición de texto para el artículo 116 bis I, fue aprobada con las modificaciones señaladas, por 9 votos a favor y 1 en contra del Honorable Diputado señor Hales.


El Honorable Senador señor Letelier dejó constancia de que aprueba esta norma agregando que en el caso de las zonas rurales se efectuará una consulta a la comunidad, no basta con el simple aviso.

Artículo 4º (Cámara de Diputados)


El artículo 4º aprobado por la Honorable Cámara de Diputados en primer trámite constitucional, pasó a ser artículo 2º de este proyecto de ley, enmienda que fue aprobada por esa Cámara.


Artículo 2º (Senado)


Este artículo 2º está estructurado en 5 numerales mediante los cuales se modifican los artículos 7, 14, 15, 19 bis y 36 bis de la Ley General de Telecomunicaciones.

Artículo 19 bis


La Honorable Cámara de Diputados en su tercer trámite constitucional rechazó el artículo 19 bis, contenido en el numeral 4), cuyo tenor es el siguiente:


“Artículo 19 bis.- Todo concesionario de servicio público e intermedio de telecomunicaciones, antes de proceder a la instalación de sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, deberá verificar si existe infraestructura de soporte de otro concesionario o empresa autorizada en operación, en la que sea factible emplazar dichas antenas o sistemas radiantes y que haya sido autorizada en las condiciones establecidas en letra d) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. De existir tal infraestructura, deberá solicitar al titular respectivo autorización para proceder a la colocalización. La autorización concedida al concesionario requirente comprenderá el derecho a emplazar todos los equipos e instalaciones de soporte y operación de las antenas o sistemas de que se trate, así como el derecho a acceder a dichos equipos e instalaciones a fin de asegurar su correcto funcionamiento.


El concesionario requerido se pronunciará respecto de la solicitud dentro de los treinta días siguientes al requerimiento, y podrá negar la autorización argumentando razones técnicas que demuestren que la instalación de otras antenas y sistemas radiantes afecta gravemente el normal funcionamiento de los servicios que utilizan la respectiva infraestructura de soporte o aquellos que se encuentran pendientes de autorización y que se instalarían sobre la misma estructura, a la fecha del requerimiento. En caso de que el concesionario requerido negare la solicitud de colocalización, el concesionario requirente podrá recurrir a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, conforme con el artículo 28 bis. El concesionario no podrá negar la autorización a un operador argumentando razones técnicas cuando la estructura sea mayor de 30 metros ni en aquellas zonas que la Subsecretaría declare como zonas de propagación radioeléctrica restringida, ni en territorios urbanos o en bienes nacionales de uso público saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes. En caso que más de un operador solicite dicha autorización, se preferirá según la fecha en que se hubiere formulado la solicitud. Sin perjuicio de lo anterior, el concesionario requerido que negare la autorización antes mencionada argumentando razones técnicas, podrá reemplazar la torre ya instalada por una nueva, siempre y cuando dicho reemplazo tenga por objeto exclusivo el permitir la colocalización de nuevos concesionarios. Para dichos efectos, la nueva torre deberá cumplir con los requisitos establecidos en las letras a), b) salvo la memoria, d), g) y h) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


Resuelta a favor del requirente la controversia, el requerido deberá permitir de inmediato la colocalización.


Cuando el titular de la torre sea una empresa no concesionaria de servicios de telecomunicaciones, no podrá negar la autorización, sino sólo por causa de ya haber cedido el uso de la torre, conforme con su capacidad estructural declarada, a operadores que hubieren instalado sus respectivos sistemas al momento de la solicitud denegada.


El concesionario requirente deberá hacerse cargo de todos los costos y gastos de inversión que sean consecuencia de la colocalización a que se refiere este artículo, incluyendo las inversiones adicionales que puedan ser requeridas para soportar sus nuevos sistemas radiantes. En particular, si como consecuencia de dichas inversiones adicionales se altera la altura o la envergadura de la infraestructura de soporte de antenas, las autorizaciones y requisitos que se establecen en la ley para el emplazamiento deberán ser asumidos plenamente por el requirente. Asimismo, serán de su cuenta, a prorrata de la proporción en que utilice la parte útil de la torre soporte de antenas respectiva, tanto los costos y gastos necesarios para su operación y mantenimiento, como también el costo equivalente al valor nuevo de reemplazo de dicha torre, entendido como el costo de renovar todas las obras, instalaciones y bienes físicos necesarios para su emplazamiento, y a su vez otros, tales como los intereses intercalarios, las rentas de arrendamiento y otras semejantes, las compensaciones o indemnizaciones, los derechos o los pagos asociados a eventuales servidumbres. Entre los derechos no se podrán incluir los que haya concedido el Estado a título gratuito, ni los pagos realizados en el caso de concesiones obtenidas mediante licitación.


En caso de no existir acuerdo entre los operadores respecto del monto al que deben ascender los pagos aludidos, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se materializó la respectiva colocalización se deberá someter la controversia al conocimiento y fallo de un árbitro arbitrador, designado de la manera que establece el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro estará obligado a fallar en favor de una de las dos proposiciones de las partes, vigentes al momento de someterse el caso a arbitraje, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallar por una alternativa distinta ni contener en su fallo proposiciones de una y otra parte.


Se tendrá por no escrita cualquier cláusula o estipulación del instrumento por el que se otorgue el uso de predios de cualquier tipo para el emplazamiento de torres que impida o tienda a impedir que el titular de ellas celebre acuerdos de colocalización con distintos operadores de telecomunicaciones o que opere en subsidio lo dispuesto en este artículo.


El procedimiento establecido en el presente artículo será aplicable frente a toda negativa para la colocalización por parte de un concesionario cuando se trate de antenas de más de doce metros.


Para efectos de este artículo se entenderá por antena y sistema radiante de transmisión de telecomunicaciones todo dispositivo diseñado para emitir ondas radioeléctricas que puede estar constituido por uno o varios elementos radiadores y elementos anexos, y cuyo ámbito de aplicación será definido en el reglamento, de acuerdo a su tecnología, naturaleza y uso. Asimismo, se entenderá por zona de propagación radioeléctrica restringida aquella en que por su conformación geográfica no tenga sustituto técnico para cubrir el territorio al que se pretende prestar servicio.”.


En discusión este artículo, se formularon las siguientes proposiciones:


- Del Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier, para reemplazar su inciso primero y segundo, por los siguientes:


“Todo concesionario de servicio público e intermedio de telecomunicaciones, antes de proceder a la instalación de sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones deberá verificar si existe infraestructura de soporte de otro concesionario o empresa autorizada en operación, en la que sea factible emplazar dichas antenas o sistemas radiantes. De existir tal infraestructura, deberá solicitar al titular respectivo autorización para proceder a la colocalización. La autorización concedida al concesionario requirente comprenderá el derecho a emplazar todos los equipos e instalaciones de soporte y operación de las antenas o sistemas de que se trate, así como el derecho a acceder a dichos equipos e instalaciones a fin de asegurar su correcto funcionamiento.


El concesionario requerido se pronunciará respecto de la solicitud dentro de los treinta días siguientes al requerimiento, y podrá negar la autorización argumentando razones técnicas que demuestren que la instalación de otras antenas y sistemas radiantes afecta gravemente el normal funcionamiento de los servicios que utilizan la respectiva infraestructura de soporte o aquellos que se encuentran pendientes de autorización y que se instalarían sobre la misma estructura, a la fecha del requerimiento. En caso que el concesionario requerido negare la solicitud de colocalización, el concesionario requirente podrá recurrir a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, conforme con el artículo 28 bis. El concesionario no podrá negar la autorización a un operador argumentando razones técnicas cuando la estructura sea mayor de 30 metros ni en aquellas zonas de propagación radioeléctrica restringida, ni en áreas sensibles de protección a que se refiere el artículo 116 bis E inciso 6º de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, ni en territorios urbanos o en bienes nacionales de uso público saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes a que se refiere el artículo 116 bis I de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. En caso que más de un operador solicite dicha autorización, sin que sea técnicamente factible acceder a la solicitud de colocalización de todos los requirentes, se preferirá según la fecha en que se hubiere formulado la solicitud. Sin perjuicio de lo anterior, el concesionario requerido que negare la autorización antes mencionada argumentando razones técnicas, deberá reemplazar la torre ya instalada por una nueva, siempre y cuando dicho reemplazo tenga por objeto exclusivo el permitir la colocalización de nuevos concesionarios, dentro de los 6 meses siguientes a la fecha de la solicitud. Para dichos efectos, la nueva torre deberá cumplir con los requisitos establecidos en las letras a), b) salvo la memoria, d), g) y h) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.”.


- Del Honorable Diputado señor Patricio Hales, para intercalar el siguiente inciso primero, nuevo, pasando el actual a ser segundo y así sucesivamente:


“Artículo 19 bis.- Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado torres o soporte de antenas y sistemas radiantes, deberán tener una oferta de facilidades para colocalizar antenas de terceros concesionarios no relacionados, en torres de 18 metros o más que les hayan sido autorizadas. La oferta de facilidades deberá ser actualizada a lo menos cada 6 meses y publicada en un diario de circulación nacional, debiendo a lo menos indicar la altura y ubicación de la torre y la oferta técnica de colocalización.”.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, explicó que se trata de un texto aprobado por el Honorable Senado y rechazado en la Honorable Cámara de Diputados.


El Ejecutivo propone un texto que recoge proposiciones presentadas por el Honorable Senador señor Letelier y por el Honorable Diputado señor Hales, del siguiente tenor:


“Artículo 19 bis.- Todo concesionario de servicio público e intermedio de telecomunicaciones, antes de proceder a la instalación de sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones deberá verificar si existe infraestructura de soporte de otro concesionario o empresa autorizada en operación, en la que sea factible emplazar dichas antenas o sistemas radiantes y que haya sido autorizada en las condiciones de colocalización establecidas en la letra d) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. De existir tal infraestructura, deberá solicitar al titular respectivo autorización para proceder a la colocalización. La autorización concedida al concesionario requirente comprenderá el derecho a emplazar todos los equipos e instalaciones de soporte y operación de las antenas o sistemas de que se trate, así como el derecho a a acceder a dichos equipos e instalaciones a fin de asegurar su correcto funcionamiento.


En todo caso, el concesionario requerido podrá reemplazar la torre ya instalada por una nueva, siempre y cuando dicho reemplazo tenga por objeto exclusivo el permitir la colocalización de nuevos concesionarios. En tal caso, la nueva torre deberá cumplir con los requisitos establecidos en el inciso octavo del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones y además acompañar el respectivo acuerdo de colocalización.

 
El concesionario requerido se pronunciará respecto de la solicitud dentro de los quince días siguientes al requerimiento, y podrá negar la autorización cuando la instalación no haya sido autorizada con las condiciones de colocalización y argumentando razones técnicas que demuestren que la instalación de otras antenas y sistemas radiantes afecta gravemente el normal funcionamiento de los servicios que utilizan la respectiva infraestructura de soporte o aquellos que se encuentran pendientes de autorización y que se instalarían sobre la misma estructura, a la fecha del requerimiento. Cuando el titular de la torre sea una empresa no concesionaria de servicios de telecomunicaciones, no podrá negar la autorización, sino sólo por causa de ya haber cedido el uso de la torre, conforme con su capacidad estructural declarada. 


En caso que el concesionario requerido negare la solicitud de colocalización, el concesionario requirente podrá recurrir a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, conforme con el artículo 28 bis. El concesionario no podrá negar la autorización a un operador argumentando razones técnicas cuando la estructura sea mayor de 30 metros ni cuando la torre se pretenda emplazar en las áreas sensibles a que se refiere el inciso sexto del artículo 116 bis E de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en aquellas zonas que la Subsecretaría declare como zonas de propagación radioeléctrica restringida, o en territorios urbanos saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes salvo que ya hubiere colocalizado a otros operadores conforme a la capacidad de la torre establecida en la letra d) del artículo 116 bis F de la referida ley. En caso que más de un operador solicite dicha autorización, se preferirá según la fecha en que se hubiere formulado la solicitud. 


Resuelta a favor del requirente la controversia, el requerido deberá permitir de inmediato la colocalización. 


En caso de no existir acuerdo entre los operadores en el monto a que deben ascender los pagos por la colocalización, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se materializó la respectiva colocalización, se deberá someter la controversia al conocimiento y fallo de un árbitro arbitrador, designado de la manera que establece el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro estará obligado a fallar en favor de una de las dos proposiciones de las partes, vigentes al momento de someterse el caso a arbitraje, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallar por una alternativa distinta ni contener en su fallo proposiciones de una y otra parte.


Para los efectos del fallo, el árbitro considerará que el concesionario requirente deberá hacerse cargo de todos los costos y gastos de inversión que sean consecuencia de la colocalización a que se refiere este artículo, incluyendo las inversiones adicionales que puedan ser requeridas para soportar sus nuevos sistemas radiantes. En particular, si como consecuencia de dichas inversiones adicionales, se altera la altura o la envergadura de la infraestructura de soporte de antenas, las autorizaciones y requisitos que se establecen en la ley para el emplazamiento deberán ser asumidos plenamente por el requirente. Asimismo, serán de su cuenta, a prorrata de la proporción en que utilice la parte útil de la torre soporte de antenas respectiva, tanto los costos y gastos necesarios para su operación y mantenimiento, como también el costo equivalente al valor nuevo de reemplazo de dicha torre, entendido como el costo de renovar todas las obras, instalaciones y bienes físicos necesarios para su emplazamiento, y a su vez otros, tales como los intereses intercalarios, las rentas de arrendamiento y otras semejantes, las compensaciones o indemnizaciones, los derechos o los pagos asociados a eventuales servidumbres, todo ello calculado según la tasa de descuento correspondiente. Entre los derechos, no se podrán incluir los que haya concedido el Estado a título gratuito ni los pagos realizados en el caso de concesiones obtenidas mediante licitación. 


Se tendrá por no escrita cualquier cláusula o estipulación del instrumento por el que se otorgue el uso de predios de cualquier tipo para el emplazamiento de torres, que impida o tienda a impedir que el titular de ellas celebre acuerdos de colocalización con distintos operadores de telecomunicaciones o que opere en subsidio lo dispuesto en este artículo.


Mediante un reglamento se regularán y establecerán las condiciones del ejercicio de los derechos que confiere este artículo.


El presente artículo será aplicable frente a toda negativa negativa para la colocalización por parte de un concesionario cuando se trate de torres de más de doce metros salvo que conforme a la ley no estén sujetas a la obligación de colocalizar antenas y sistemas radiantes de otro concesionario.


Para todos los efectos se entenderá por antena y sistema radiante de transmisión de telecomunicaciones a aquel dispositivo diseñado para emitir ondas radioeléctricas que puede estar constituido por uno o varios elementos radiadores y elementos anexos así definido en un reglamento que dictará del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones de acuerdo a la tecnología, naturaleza y uso de la misma. Dicho reglamento, con informe fundado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones determinará la forma y condiciones en que las antenas y sistemas radiantes y sus torres soportantes que no sean de aquellas a que se refiere la letra b) del artículo 3 de la Ley General de Telecomunicaciones quedarán sujetas a las normas que regulan su emplazamiento establecidas en Ley General de Urbanismo y Construcciones, y en el presente artículo. Asimismo, se entenderá por zona de propagación radioeléctrica restringida aquella en que por su conformación geográfica no tenga sustituto técnico equivalente para cubrir el territorio al que se pretende prestar servicio. La declaración de una zona como de propagación radioeléctrica restringida primará sobre la condición de territorio urbano saturado de torres soporte de antenas y sistemas radiantes.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que se realizó un reordenamiento de los incisos del texto aprobado por el Honorable Senado.


Se pretende establecer un orden que facilite que se llegue a un acuerdo y se utilice el mecanismo de la controversia ante la Subsecretaría de Telecomunicaciones y ante el árbitro arbitrador como una segunda etapa porque siempre desincentiva y perjudica al entrante. 


En el inciso primero se establece que el nuevo entrante deberá siempre verificar si existe una torre donde se pueda colocalizar y acogiendo las proposiciones presentadas se propone que este artículo se aplicará a todos aquellos casos en que pueda surgir una controversia de colocalización. Se deja neutro este artículo.


Se elimina la referencia a la autorización de colocalización.


El inciso segundo, autoriza a cambiar una torre para los efectos de colocalizar, por lo que se consideró apropiado otorgar al incumbente la posibilidad de modificar su torre para recibir al entrante y se establecen los documentos que se deben presentar ante la Dirección de Obras.


En el inciso tercero, se baja el plazo de 30 a 15 días, que tiene el incumbente para pronunciarse sobre la solicitud de colocalización.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que se debe modificar la conjunción “y” para argumentar razones técnicas por “o” por cuanto hay torres existentes que no han sido autorizadas con condiciones de colocalización.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que se establece “y” porque el argumento siempre debe ser técnico, que no tiene capacidad, por haber colocalizado, por haber cumplido, porque no se levantó la torre con más capacidad.


En el inciso cuarto, se incorporan las áreas sensibles a los casos en que no se puede negar la colocalización o no se pueden aducir razones técnicas, lo que supone fortalecer la obligación de colocalización. No se puede negar cuando se trate de estructuras superiores a 30 metros, cuando se emplacen en las zonas sensibles, en las zonas de propagación radioeléctrica restringidas y en los territorios saturados, a menos que se hubiere colocalizado a otros operadores conforme a la capacidad de la torre establecida en la letra d) del artículo 116 bis F. 


En consecuencia, si se trata de una torre de hasta 18 metros, se colocaliza a uno, si es más de 30 metros a 3 concesionarios.


El Honorable Senador señor Pizarro consultó la razón por la cual se incorporan las zonas sensibles ya que la idea es sacar las torres.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que el inciso siguiente regula las controversias que se produzcan por los pagos, que se deben resolver ante el árbitro arbitrador. La regla general será que las partes traten de llegar a un acuerdo en relación al precio y cuando no sea posible se recurra al árbitro arbitrador que cuenta con los conceptos económicos de costo que se consideraban en el texto aprobado por el Honorable Senado.


Esto se aplica cuando tiene que fallar el árbitro arbitrador, cuando hay pleno acuerdo las partes pagarán el precio que estimen conveniente.


Respecto del inciso noveno que señala que mediante un reglamento se regularán y establecerán las condiciones del ejercicio de los derechos que confiere este artículo, expresó que es una norma nueva y se acogió del texto aprobado en la Honorable Cámara de Diputados.


En relación a la aplicación de este artículo, explicó que se aplicará ante la negativa de colocalización a menos que conforme a la ley el concesionario tenga una torre que no esté sujeta a obligaciones de colocalización.


En el último inciso se precisa la redacción del reglamento que se debe dictar en esta materia que debe establecer la forma de aplicación de esta ley tratándose de ciertas antenas.


Se generaron dudas en los casos en que se superpongan distintas calidades en una zona, puede ser territorio saturado y a la vez, zona de propagación radioeléctrica restringida y en ambos casos se fortalece la colocalización, sin embargo, prima la zona de propagación radioeléctrica restringida.


El Honorable Diputado señor Latorre señaló que se elimina un párrafo del artículo 19 bis que establecía “que haya sido autorizada con las condiciones de colocalización establecidas en la letra d) del artículo 116 bis F, de la Ley General de Urbanismo y Construcción”. De esta forma, se impone una exigencia a todos los operadores sin distinguir que se haya dado cumplimiento a las exigencias para zonas sensibles y saturadas.


El sentido de este artículo cambia en forma radical, se impone una exigencia de colocalización con efecto retroactivo para todos los casos sin excepción, a pesar de haber exigido previamente el cumplimiento de ciertos requisitos para la instalación de las torres.


En su opinión, lo más relevante es mantener la exigencia contenida en el párrafo que se propone eliminar.


El Honorable Diputado señor Cristián Monckeberg recordó que en las zonas sensibles se pretendía sacar las torres instaladas y con esta proposición se dejarían en la medida en que se puedan colocalizar, es decir, se agregarán más antenas en los lugares en que se suponía que se eliminarían, por lo que solicitó una explicación en esta materia.


Luego, en relación a las zonas sensibles señaló que las normas de distanciamiento propuestas pueden ser excesivas y contraproducentes, porque mientras más lejos esté la antena se producen más efectos dañinos a la salud al intentar la comunicación.


Finalmente, consultó cuáles son los intereses intercalarios.


El Honorable Diputado señor Hales consultó qué significa la colocalización neutra en términos prácticos. En seguida, expresó que este artículo contiene un principio clave de la definición de la ley y el mito de las empresas existentes en cuanto a que la colocalización sea un abuso, una injusticia contra la empresa dominante, se ha diluido, por lo que propuso que se intente promover la colocalización.


Finalmente, solicitó una aclaración en cuanto al lugar en que se instalarán estas torres nuevas con un acuerdo de colocalización.


El Honorable Senador señor Chahuán propuso revisar este concepto de zonas sensibles que será dinámico, es razonable que se obligue a colocalizar, sin embargo, debe considerarse que además ya se les obligó a incurrir en costos para la mimetización.


El Honorable Senador señor Pizarro solicitó una explicación en relación al párrafo que se refiere al cumplimiento de las condiciones de colocalización establecidas en la letra d) del artículo 116 bis F.


En esa norma se debatió la retroactividad y en el Honorable Senado se pretendió obviar para evitar la judicialización de esta iniciativa legal y los problemas de constitucionalidad que se pudieran presentar. Con este fin, se pretendió establecer un procedimiento que obligue a las empresas a colocalizar y que las empresas tuvieran más facilidades para la instalación de antenas de menor altura, en especial las microceldas, que pueden mejorar el servicio en cuanto a la densidad.


Recordó que durante el análisis de las zonas sensibles la decisión adoptada dice relación con la credibilidad de la ciudadanía respecto del daño posible de las torres instaladas en determinadas zonas. Las personas entienden que en cualquier lugar que se instalen generan daños a la salud, a pesar de no existir ningún informe que así lo determine, como tampoco ningún estudio que lo deseche. 


En esta materia, se pretendió entregar la señal de que en las zonas sensibles no se instalarían antenas y las existentes serían removidas dentro de un plazo, con lo cual no se puede aprobar esta norma que establece la instalación de estas estructuras mayores de 30 metros en zonas sensibles con obligación de colocalizar. 


Siempre se pretendió sacar las torres de las zonas sensibles y no entregar facilidades para que se instalen algunas. La única excepción es que la propia institución lo solicite por razones propias de servicio, como es el caso de los hospitales.


Finalmente, anunció que rechazará todas las normas que signifiquen una excepción a este principio, sin perjuicio de reconocer las limitaciones que supone la declaración de zonas sensibles.


El Honorable Senador señor Letelier expresó que la idea es fortalecer la colocalización, eliminar la cantidad de estructuras, que produce efectos más allá del entorno urbanístico, el deterioro del patrimonio de los vecinos y excluir barreras de entrada a esta actividad.


Luego, expresó que la eliminación del primer párrafo dice relación con la necesidad del operador de verificar si existe una estructura instalada, sin distinguir si está instalada para ser colocalizada y en el inciso tercero pretende forzar la colocalización.


En relación a las zonas sensibles manifestó que lo óptimo es reducir la cantidad de torres y la potencia de las emisiones. Esta materia se relaciona con el artículo transitorio y se consideró reforzar la norma aprobada en el Honorable Senado y establecer condiciones para que no se instalen más en estas zonas y generar los incentivos para eliminar la cantidad de estructuras y antenas en las zonas sensibles, sin embargo, con la proposición en discusión lo anterior se revierte.


Por último, consultó si se buscará forzar la colocalización y ceder en las áreas sensibles.


El Honorable Diputado señor Pérez expresó que las mayores preocupaciones de la comunidad son las zonas saturadas, las zonas sensibles y las zonas de propagación restringida, por lo que se debe dejar claramente establecido qué norma se aplicará a las zonas sensibles, no pueden existir dudas en esta materia.


Qué sucede con las torres de 18 metros de altura, en cuanto al distanciamiento y con las que están instaladas y no cumplen con aquellas normas. En ese caso, se podría señalar que se mantendrían con la obligación de colocalizar con lo cual se modifica una estructura existente o se le agregan antenas, sin que exista la posibilidad de que cuente con la altura que establece la ley o el distanciamiento mínimo de 50 metros de la norma.


La comunidad está expectante por la forma en que se resolverá esta situación. 


El Honorable Diputado señor Hernández señaló que subyace la discusión más importante que es la colocalización, el establecimiento de zonas saturadas, que tampoco resulta obligatoria en la proposición del Ejecutivo y las zonas sensibles que es un área de exclusión de torres, para poder alejar las estructuras por los grados de emisión de estas zonas, no obstante, Chile es uno de los países con más restricción de emisión.


Qué pasa en la comuna de Santiago en que están ubicados diversos colegios, jardines infantiles, consultorios, hogares de ancianos, en que se superponen, con lo cual en algunas partes no podrían instalarse antenas y por ende, quedarían sin comunicación. 


Si en las zonas sensibles el distanciamiento es de 120 metros con una altura de 30 metros, se abarca un radio de 30 metros, con lo cual se llenaría la ciudad de monopostes que no se podrían prohibir y es más complejo.


Si en las zonas sensibles se dejan las torres existentes y se colocaliza se podría otorgar el servicio de telecomunicaciones.


El Honorable Senador señor Prokurica expresó que es un tema muy complejo de determinar, primero se debe establecer un servicio de telefonía, e Internet de calidad, con mayor acceso y a bajo costo, resguardar la salud de las personas, la calidad urbanística de las ciudades y no establecer barreras de entrada a esta actividad económica.


En su opinión, la protección de la salud estaría resuelto porque se establecen las exigencias más altas a nivel internacional. Por su parte, en el tema urbanístico se presentan los mayores problemas.


La colocalización significará menos torres y más o igual número de antenas. Sacar todas las antenas instaladas en las zonas sensibles va a generar un debilitamiento en el servicio de las telecomunicaciones.


El Honorable Diputado señor Hasbún manifestó que la colocalización significará más antenas y menos torres, no obstante, la percepción de la comunidad es no tener torres cerca de sus propiedades, con lo cual lo negativo es una estructura cerca, no el número de antenas que tiene una torre.


La protección a la salud se logra con el establecimiento de estándares muy superiores a los países desarrollados.


El hecho de no aceptar la colocalización en áreas sensibles va a significar un desconocimiento de la libre competencia, se atentará contra la calidad del servicio y con la igualdad, porque muchos no tendrán la oportunidad de acceder a la tecnología por los precios. Los valores son altos en comparación a la media internacional, porque existe un oligopolio, por lo que es importante determinar si se permitirá la libre competencia.


La colocalización asegura la libre competencia y da satisfacción al clamor de la comunidad que no quiere más torres en su entorno.


Si se retiran todas las antenas, diversas comunas quedarán sin servicio de telecomunicaciones.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, señaló que hay diversos bienes jurídicos que se pretende proteger; el entorno urbano, la incomodidad de los vecinos cuando se les instala una torre en las cercanías, se deben regular las emisiones, la necesidad de contar con un sistema de telecomunicaciones e Internet inalámbrico y asegurar la libre competencia con nuevos entrantes.


Se debe hacer un esfuerzo por compatibilizar los elementos anteriores, sin sobredimensionar ninguno de ellos.


En el Honorable Senado, se intentó salir de la colocalización obligatoria por los problemas jurídicos que puede presentar y se estableció un mecanismo en virtud del cual todas las antenas que se instalen cumpliendo con los requisitos actuales van a tener la obligación de colocalizar. 


Cuando se elimina la frase aludida en el artículo 19, bis, inciso primero, se hace retroactiva la aplicación de la ley.


Se debe entender que cualquiera que pretenda instalar una torre debe analizar, en primer lugar, si se puede colocalizar, va a existir una torre y si fue aprobada con las condiciones de colocalización estará obligado a hacerlo, a menos que pueda esgrimir razones técnicas y de cumplimiento con la colocalización.


En seguida, señaló que se estableció que las nuevas torres no se pueden instalar en zonas sensibles, sin embargo, cumpliéndose los estándares de emisión no se puede prohibir que se instalen donde hay torres. El problema se soluciona por la vía de las emisiones y la decisión que se adoptará con las torres cuando se analice el artículo 5º transitorio.


Puede existir una contradicción entre el artículo 19 bis, que permita instalar un sistema radiante en una torre ya existente en un colegio con la prohibición de instalar torres y sistemas radiantes.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, expresó que si se considera que las torres altas son tan dañinas para la salud, deberían ubicarse al interior de los establecimientos educacionales y jardines infantiles, puesto que son los lugares en que menos tiempo permanecen los niños y deberían instalarse lo más lejos posible de las casas. 


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, aclaró que este artículo no es de fondo puesto que es procedimental e instrumental, porque el resto de la iniciativa legal establece en diversos artículos las torres que están obligadas a colocalizar.


Por colocalización neutra, se debe entender que el artículo 19 bis, se aplicará a todos los casos en que existe obligación de colocalización de acuerdo a la ley.


Los artículos 116 bis F, 116 bis G y disposiciones transitorias, son los que indican los casos en que se debe colocalizar. En la mayoría de los casos se trata de las torres nuevas, que se instalen después de publicada la ley. Sin embargo, dependiendo de lo que se defina en los artículos 4º y 5º transitorios, podrían referirse a torres ya instaladas, que se entiende como colocalización retroactiva.


Los cambios propuestos señalan cuándo se pueden excusar de la colocalización, que corresponde a cuando ha cumplido con la colocalización, cuando es una torre en condiciones de armonización, cuando es una torre intervenida y transformada en objeto de arte.


El Honorable Diputado señor Latorre manifestó que la eliminación de la frase, ya referida, en el inciso primero cambia todo el sentido al artículo. 


En consecuencia, anunció su voto en contra de esta proposición.


El Honorable Senador señor Chahuán manifestó que en caso que no exista un principio de buena fe por parte de los operadores y en especial de los que tienen el carácter de oligopólicos, la colocalización será una utopía, basta con la existencia de un compromiso cruzado de colocalización respecto de las obras de infraestructura de cada uno de los operadores para bloquear a los nuevos entrantes.


Se estableció como una norma de excepción que las antenas de más de 12 metros de altura y menores a 18 metros pudieran entrar con un procedimiento simplificado existiendo un compromiso por colocalizar.


Se debe establecer una garantía en esta materia.


El Honorable Diputado señor Hales expresó que el impacto urbano es la defensa del patrimonio más valioso de la familia popular y de clase media que es la vivienda propia, que con la instalación de estas estructuras bajan en forma inmediata su valor en 25%. 


Las torres no se instalan con facilidad en los sectores de altos ingresos.


Esta ley no permitirá colocalizar en las torres existentes.


De los términos de la ley da la impresión que incentiva a la colocalización, sin embargo, las diversas excepciones establecidas la hacen de muy difícil aplicación. 


En consecuencia, propuso que todos los concesionarios deberán colocalizar y si se elimina sólo la frase en el inciso primero no se cambian las condiciones de colocalización en el parque existente de torres.


En su opinión, se aprobará una ley que otorgará una apariencia reguladora de lo que ha sucedido y sólo se aplicará en el futuro.


El Honorable Senador señor Letelier expresó que la eliminación de esa frase es obvia, porque es necesario establecer cuántas torres existen con la autorización de colocalización, por lo tanto, esa eliminación obliga a usar la infraestructura existente para colocalizar.


Explicó que su proposición pretende forzar la competencia.


En relación a las zonas sensibles, expresó que se pretende establecer una menor potencia en las emisiones que se logra con la norma aprobada en el Honorable Senado y existe la duda si el hecho de introducir más antenas en las estructuras existentes en las zonas sensibles provocará un impacto potencial sobre esas torres.


El criterio que se había adoptado era sacar las antenas de las zonas sensibles y el Ejecutivo ha señalado que es imposible o significará la proliferación de antenas de menor tamaño.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, expresó que se debería establecer que el requirente para instalarse debe tener presente siempre la obligación de solicitar la colocalización. Se debe analizar cuál es el radio en que se pretende instalar la torre para buscar la compatibilidad con una torre ya instalada.


El fundamento de esta proposición es evitar la proliferación de antenas.


La obligación de colocalizar no existirá cuando se trate de torres de menos de 12 metros de altura, las que están colocalizadas, las mimetizadas y las que constituyan una contribución a la arquitectura o entorno urbano por tratarse de un objeto de arte.


Se debe considerar que la altura de la torre no se puede aumentar en forma indiscriminada para permitir la colocalización. La altura se puede aumentar cumpliendo con la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


Tratándose de zonas saturadas el operador entrante si no puede colocalizar deberá entrar mimetizado.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, precisó que se considera zona saturada cuando se encuentran instaladas más de 2 torres y el nuevo operador debe colocalizarse en algunas de las torres existentes o entrar mimetizado, en cuyo caso las demás torres también tienen que mimetizarse.


El planteamiento del Ejecutivo fue buscar las cargas económicas, de tal manera que existan los incentivos para la colocalización, la mimetización y la instalación de antenas de baja altura.


La opción de mimetización considera la consulta a los vecinos o el pago de una compensación, además, pueden plantear alternativas de mejoramiento del entorno y en caso que no exista acuerdo resuelve la Dirección de Obras Municipales o el Concejo Municipal, con lo cual existe una importante participación ciudadana en esta materia.


Esta norma se debe analizar en conjunto con el artículo 116 bis I y con el artículo 4º transitorio.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, acotó que tratándose de torres nuevas, cuando una tercera quiere ingresar gatilla la declaración de zona saturada y el nuevo operador puede entrar con su sistema radiante colocalizado o con una torre mimetizada.


Otra situación se regula en el artículo 4º transitorio y en ese caso los operadores existentes tienen que mimetizarse o compensar o eximirse de esas obligaciones si acuerdan juntarse todos en una torre. Esta situación se produce cuando hay más de 3 operadores.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, manifestó sus dudas en cuanto a la exigencia de mimetizar que se establece para los operadores existentes en la zona saturada, que se instalaron para colocalizar, sin embargo, no pueden colocalizar a un nuevo operador, que entrará mimetizado y que determinará que los operadores existentes se mimeticen, puesto que los operadores actuales instalaron sus estructuras de acuerdo a la ley vigente. En consecuencia, establecer esta obligación implica otorgar efecto retroactivo a la aplicación de esta norma.


El Honorable Senador señor Prokurica expresó que la situación anterior se produce porque el nuevo operador tiene la facultad de elegir, por lo que propuso establecer en forma inequívoca el orden de priorización. En primer lugar, si existe una torre que se construyó con condiciones de colocalización debe instalarse ahí.


El Honorable Senador señor Pizarro señaló que el proyecto de ley busca varios objetivos, como disminuir la instalación de torres y que en el futuro se instalen las menos posibles, se deben regular las zonas saturadas y el operador entrante se debe colocalizar.


Cuando se declara una zona saturada es porque no se pueden instalar más torres y se debe obligar a la colocalización, con ello se permite la entrada a nuevos operadores al mercado.


El Honorable Diputado señor Hasbún hizo presente que si existen las zonas saturadas no se debería establecer la opción de mimetizar, sólo se debe considerar la colocalización.


Si se quiere contar con menos torres soporte de antenas, se debe optar por la colocalización, el hecho de permitir la instalación de torres mimetizadas implica una contradicción porque se instalarán nuevas torres en zonas saturadas.


El Honorable Senador señor Letelier preguntó si se considera la consulta a los vecinos cuando se aumenta la altura de una torre de 15 a 30 metros para colocalizar.


Se explicó que hay una restricción que impide que se suba la altura de la torre en forma indefinida y tiene que ver con los distanciamientos, de acuerdo a lo establecido en el artículo 116 bis E, sólo se puede aumentar la altura de la torre hasta un 30% de su altura, respetando siempre las rasantes.


El Honorable Diputado señor Hales señaló que están correlacionados los artículos 19 bis, 116 bis I y los artículos 4º y 5º transitorios. La nueva proposición del Ejecutivo respeta el parque existente de torres instaladas y no establece la colocalización para los lugares en que existen verdaderos enjambres de torres, no se determina el retiro de ninguna torre. La proliferación de antenas de baja altura implica un daño al barrio desde el punto de vista patrimonial en las zonas urbanas.


Si se mantiene el parque de torres no resulta lógico la dictación de una ley que no regule esta materia, por lo que propuso que se considere esta situación en el artículo 19 bis.


Por su parte, el artículo 4º transitorio se remite al artículo 116 bis F que permite mimetizar o compensar con mejoramientos para el entorno urbano, con lo cual tampoco se pronuncia en relación al parque de torres existentes. 


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, precisó que se establece que la instalación de una nueva torre tiene que colocalizarse, mimetizarse o compensar a la comunidad con obras que tienen un determinado valor equivalente al 30% del costo de la instalación de la torre y de los sistemas radiantes. En el Honorable Senado se optó por compensar en favor de la comunidad en lugar de establecer pagos en dinero.


En el artículo 4º transitorio, en las zonas saturadas de torres se otorgan las opciones de mimetizar o compensar o colocalizar. 


El Honorable Senador señor Letelier señaló que cuando se trata de una zona saturada no debería haber compensación para la comunidad, se debe reducir la cantidad de torres o se mimetizan. 


En su opinión, el impacto urbano es menor cuando hay dos torres mimetizadas.


Las torres de 12 metros de altura tienen que estar mimetizadas.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que la norma aprobada por el Honorable Senado permite intervenir el parque de antenas existentes y hacerse cargo de situaciones críticas, como son los enjambres. El proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados no significaba ningún cambio para los lugares en que existieran tres torres instaladas, que después se mantendrían y además con más antenas, que es la colocalización retroactiva.


El texto aprobado por el Honorable Senado estableció que en los casos en que están instaladas tres torres, el nuevo operador deberá mimetizar o compensar, a elección de los vecinos, o colocalizar, con lo cual se logra el objetivo de bajar el parque de antenas. 


También se quiso evitar los enjambres de antenas hacia al futuro y solucionar los existentes, lo que se realizó con la creación de la figura de las zonas saturadas y hay que considerar dos situaciones; puede ser que las torres que están ahí, que son dos y que no tengan más capacidad y por eso se estableció la posibilidad de que entre mimetizado.


Expresó que es razonable el planteamiento formulado por el Honorable Senador señor Pizarro, en el sentido de que si existe capacidad disponible, primero debería entrar colocalizado con un sistema radiante y la segunda alternativa sería la instalación de una torre mimetizada.


Aclaró que cuando se estableció la alternativa de que en la zona saturada se pueda entrar mimetizado era para no colocar una barrera de entrada. Existe consenso de que no aumente el número de torres y para ello el Ejecutivo propuso la consulta a los operadores existentes y éstos deberán acceder si hay capacidad técnica, en especial, tratándose de operadores de infraestructura, cuyo negocio es la aceptación de nuevos entrantes.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, recordó que cuando se aprobó esa norma se estimó que la colocalización reduce antenas, pero también tiene costos urbanísticos porque supone la instalación de estructuras de mayor altura. La colocalización no es infinita, por lo que se intentó solucionar esta situación con la figura de la mimetización, aunque pueda parecer contradictorio que en una zona saturada de antenas se pueda instalar otra.


Si se considera el impacto urbano se debe considerar que para los vecinos es preferible tener una torre mimetizada en lugar de una estructura colocalizada. Por otra parte, los vecinos tienen la facultad de elegir una compensación.


En este mercado hay 3 operadores y se desconoce cuántos serán en el futuro, por lo que en una zona en que las estructuras están colocalizadas y no hay opción de instalarse el mal menor para este nuevo operador es la entrada mimetizada.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, precisó que el artículo 19 bis en el inciso primero, establece que se “deberá verificar”, con lo cual la opción de colocalizar es la primera prioridad.


El Honorable Diputado señor Hasbún expresó que en la actualidad no existen los operadores de infraestructura, sólo han adquirido el 3% de la infraestructura existente. El problema actual son las zonas saturadas en que se presenta una contradicción por cuanto si se permite que se puedan mimetizar aumentará el número de torres y la comunidad no quiere más torres.


No se puede pensar en retirar las antenas, pero la solicitud de la comunidad es que no se instalen más torres y se debe cuidar la calidad de vida de las personas.


La única solución es intentar la colocalización para evitar la proliferación de nuevas torres.


El Honorable Diputado señor Hales señaló que los vecinos no son consultados puesto que resuelve el Concejo Municipal y de acuerdo al artículo 4º transitorio, se podrán instalar más torres y antenas.


El Honorable Diputado señor Latorre manifestó que la preocupación inicial para regular esta materia era el resguardo a la salud de las personas, sin embargo, ese riesgo se encuentra acotado y se estudió la forma de resolver los demás problemas que emanan de la instalación de las torres.


Lo único que no puede ocurrir es que la exigencia de colocalización o, la no exigencia de colocalización, se transforme en una barrera de entrada a este mercado. Técnicamente, la colocalización también tiene un límite, luego, si no es posible, el nuevo operador deberá mimetizarse o compensar a los vecinos.


Los artículos 19 bis y 4º y 5º transitorios, no son independientes, están directamente vinculados, se debe optar por un concepto para resolver esta materia.


El tema urbanístico es muy importante, pero no se deben desatender las demás materias.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, explicó que el artículo 116 bis I, está aprobado y establece que en las zonas saturadas los nuevos operadores sólo pueden entrar colocalizados o mimetizados.


El Honorable Senador señor Letelier expresó que mediante esta iniciativa legal se pretenden equilibrar dos bienes jurídicos, la existencia de un mercado fluido sin barreras de entrada y la protección del entorno urbanístico.


Las zonas sensibles tienen establecidas un máximo de las emisiones, por lo tanto, la regla general debe ser colocalizar siempre incluyendo las torres existentes.


Se debe resguardar que la colocalización no se transforme en una barrera de entrada.


La instalación de una torre mimetizada es mucho más onerosa que colocalizar y la compensación a la comunidad puede generar un desincentivo a colocalizar, porque puede ser más barato construir una ciclovía, una plaza o una sede social. 


El Honorable Diputado señor Hasbún recordó que se ha señalado que el objetivo de esta iniciativa legal es considerar las necesidades de las personas y éstas han expresado que no quieren más torres cerca de sus viviendas. Al declarar una zona saturada, igualmente se seguirán instalando torres y antenas, por lo que se contradice con el concepto de zona saturada.


El Honorable Diputado señor Pérez consultó al Ejecutivo la definición exacta desde el punto de vista técnico de zonas saturas.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, respondió que las zonas saturadas de infraestructura se producen cuando hay dos o más antenas en un radio de 100 metros para cada una de ellas o la suma del perímetro total de la superposición de las torres instaladas.


La medida anterior está considerada en el artículo 19 bis.


Agregó que el Ejecutivo no está de acuerdo con la colocalización obligatoria, hay que respetar varios principios, la tecnología evoluciona y la telefonía móvil requiere un conjunto de antenas en una torre; la Internet móvil, 3G, requiere otras antenas y la licitación de la tecnología 4G implica la necesidad de otras antenas, para un mismo concesionario.


A fines del año en curso, se otorgarán nuevas concesiones a 3 operadores, que necesitarán instalar nuevos sistemas radiantes. Esta situación no se visualizaba cuando se inició la discusión de esta iniciativa legal.


En general, la mayor preocupación de la comunidad es la salud y la instalación de nuevos sistemas radiantes durante las noches, por lo tanto, la colocalización por sí sola no resuelve el problema y en caso de no permitirse la entrada de torres mimetizadas se producirá una barrera de entrada.


Los actuales operadores tendrán muchas razones técnicas para impedir la colocalización y se impedirá la entrada de nuevos operadores y se va a favorecer el monopolio con los operadores existentes.


Al establecerse una carga económica para el nuevo entrante, en el sentido de exigirle la mimetización, los operadores existentes también deben mimetizarse.


Al mismo tiempo, se incentiva la existencia de los operadores de infraestructura que son neutros y cuyo negocio es colocalizar.


El Honorable Senador señor Prokurica señaló que es imposible imponer todos los criterios a la vez, por lo que propuso priorizar los principios que se deben proteger. Agregó que se ha reunido con diversas juntas de vecinos afectadas por la instalación de estas torres y no existe un criterio común en cuanto a la instalación de menos torres de mayor altura o mimetizadas, aunque el riesgo a la salud de la comunidad esté resuelto al establecerse los estándares más exigentes a nivel mundial.


Si se pretende contar con un sistema de comunicaciones de alta calidad, con los menores precios, proteger la salud de las personas, reguardar el entorno urbanístico y el valor económico de las propiedades y la competencia de las empresas sin establecer barreras de entrada, se debe buscar la fórmula para converger estas prioridades. 


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que se debe definir un criterio en relación a la posibilidad de establecer la colocalización obligatoria retroactiva y futura. La tendencia mayoritaria explicitada por la Honorable Cámara de Diputados es la colocalización retroactiva, por el contrario, en el Honorable Senado se acordó el máximo de colocalización en el futuro y no establecer la colocalización retroactiva.


El artículo 116 bis F establece que el solicitante sólo podrá instalar torres mimetizas cuando hay zonas saturadas y después establece la posibilidad de colocalizar. En este artículo se debería establecer la obligatoriedad de la colocalización futura y cuando no sea posible colocalizar se podría mimetizar.


El Honorable Diputado señor Latorre compartió la proposición formulada por el Honorable Senador señor Pizarro haciendo presente que en la Honorable Cámara de Diputados se entendió que la colocalización resolvía de mejor manera el problema urbanístico, protegía el valor económico de las propiedades ante la proliferación de torres y la competencia entre las empresas, sin embargo, la colocalización también tiene un límite.


Exigir la colocalización puede ser un obstáculo para las mismas empresas, además, debe considerarse la existencia del operador de infraestructura, que busca promover la industria de la infraestructura, prestando servicios a todas las empresas de telecomunicaciones.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que la colocalización es preferible para todas las zonas, en especial para las saturadas. La regla general debe ser la colocalización porque es racional y positivo para la comunidad, se debe verificar si existe el espacio para colocalizar y generar el incentivo para colocalizar.


En las zonas saturadas, existe un impacto urbano y la colocalización debe forzarse. La colocalización obligatoria es preferible para el impacto urbano, mejorará la tecnología, puesto que la actual es muy arcaica, con un monoposte se podría abarcar a varios operadores y por ende, el servicio de telecomunicaciones que se entregará será superior. 


Los operadores actuales no quieren competencia.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, hizo presente que la negativa a colocalizar debe ser resuelta por la Subsecretaría de Telecomunicaciones porque se trata de una materia técnica.


Siempre existe la obligación de verificar si hay torres y se debe pedir la autorización para colocalizar.


En caso que exista una y se quiere hacer una torre artística o mimetizada, siempre el primer criterio debe ser la colocalización.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que en el texto aprobado por el Honorable Senado se hace referencia al artículo 116 bis F, y debe entenderse que es para el futuro, en caso que se elimine la referencia el efecto es que si existe una torre que no fue aprobada con estas exigencias se aplicará el efecto retroactivo.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que esta norma es permanente, en consecuencia, la primera obligación para instalar una antena es solicitar la colocalización y luego seguir el procedimiento ante la Subsecretaría de Telecomunicaciones. 


El Honorable Senador señor Letelier explicó que se verifica y se solicita la colocalización, sin embargo, en la referencia del texto aprobado se establecen dos tipos de torres; las que fueron autorizadas para colocalizar y las existentes. Luego, se pretende imponer el criterio de la colocalización a la torre existente y en caso que por razones técnicas no lo permitan, se debe seguir con el otro procedimiento.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, precisó que esa diferencia implica que no está obligado a colocalizar el operador que haya instalado antes de la vigencia de esta ley y no se ubique en una zona saturada.


Al eliminar la frase “que haya sido instalada en condiciones de colocalización” obligaría a colocalizar a quien en la actualidad tiene una torre. La proposición del Honorable Senador señor Letelier es para obligar a colocalizar, aun cuando, no haya saturación, si hay una estructura no es necesario instalar otra.


De esta forma, se producirá el efecto de aplicación retroactiva sin que exista una razón como zona saturada que lo justifique, sino que por el solo hecho de haber una torre que técnicamente permite la colocalización, se debe colocalizar.


Esta propuesta es para un operador entrante.


El Honorable Senador señor Pizarro señaló que la proposición del Honorable Senador señor Letelier, apunta a eliminar del artículo 19 bis la referencia al artículo 116 bis F, letra d), que establece las condiciones en que se aprueba el proyecto de torre.


Esta referencia contiene las exigencias mínimas para cualquier instalación que se apruebe de acuerdo a las nuevas normas.


En seguida, el señor Senador manifestó sus dudas en relación a que la eliminación de esta referencia produzca de inmediato el efecto de obligar a las torres existentes a que cumplan con estas normas. Si eso se pretende, lo mejor será establecer un artículo transitorio que señale que todas las torres existentes de más de 12 metros van a permitir la colocalización y las torres de más de 30 metros tienen que recibir a 3 operadores.


El problema no es eliminar la letra d) del artículo 116 bis F, de la referencia del artículo 19 bis, sino que hay que establecer en forma explícita que las torres existentes se deben adaptar a esta regulación y se debe fijar un plazo.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, expresó que la imposición de la colocalización dificulta la competencia, la incorporación de nuevos entrantes y calidad del servicio, por lo que se entiende la necesidad de establecerla en las zonas saturadas y de propagación radioeléctrica restringida.


Con la normativa que permite la instalación de una segunda torre antes de crear una zona saturada se apunta a que existan más formas de instalarse en una zona, por lo que el Ejecutivo no está de acuerdo en la colocalización obligatoria en todos los lugares.


El Honorable Senador señor Letelier insistió en la necesidad de eliminar la referencia porque si es posible la colocalización se debe incentivar y si se puede hacer en una torre no se entiende para que se necesita otra, cuál es el incentivo de generar más infraestructura de la necesaria.


Esta obligación va a forzar a que el operador instalado abra un espacio, siempre que técnicamente se pueda, cuál sería la razón para descartar la infraestructura existente y generar un impacto urbano indeseado.


No hay ninguna racionalidad económica en la construcción de otra torre, es más caro para la ciudad, para el operador.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, recordó que el artículo 19 bis, establece un procedimiento en caso que hubiera conflicto en situaciones de colocalización. 


Los conflictos se presentan cuando se autoriza una nueva torre con esas condiciones en las zonas de propagación restringida en que existe la obligación de colocalizar.


Lo anterior es la esencia del artículo.


En caso de eliminar la referencia al artículo 116 bis F, letra d), se interpretará como una obligación retroactiva.


El Ejecutivo no está de acuerdo con la aplicación retreoactiva de la norma.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que se debe mantener la referencia al artículo 116 bis, F, letra d), desde el punto de vista del requirente, porque debe estar obligado a solicitar la colocalización si antes se ha instalado un operador con la condición de colocalizar porque realizó una inversión más cuantiosa y es lógico que el operador entrante debe solicitarlo, porque sería absurdo que existiendo una torre en condiciones de colocalizarse, el nuevo entrante no quisiera hacerlo, con lo cual deja al operador con una inversión realizada.


Desde el punto de vista de los operadores actuales que no han sido autorizados con esta condición, hay una razón, puede ser muy económico para la sociedad, para el nuevo operador entrante, pero al que está instalado no se lo puede obligar a colocalizar a menos que se trate de una zona saturada.


Los problemas se presentarán tanto, para el operador existente, como para el que quiere entrar, por lo que es lógico referirse a una torre aprobada en esas condiciones.


El Honorable Diputado señor Hasbún señaló que exigir la colocalización en todos los lugares atenta contra la libre competencia, no sólo se debe proteger a los nuevos entrantes, sino que a los operadores existentes.


Pretender establecer la colocalización en forma genérica es muy peligroso y significa influir directamente en las decisiones de mercado, que es muy complejo y puede determinar que la ley no se pueda aplicar. Hay que ser cuidadoso en la redacción de los artículos.


Con la identificación de las zonas protegidas y el otorgamiento de un tratamiento diferente se protege a la comunidad.


El Honorable Diputado señor Hales propuso establecer un artículo que exija y obligue a los actuales operadores instalados en bienes nacionales de uso público a colocalizar. La mayoría de las torres están instaladas en propiedades privadas, sin embargo, el establecimiento de esta norma sería una señal positiva.


El Honorable Diputado señor Hernández expresó que si las zonas saturadas, preferentes y sensibles disminuyen a la mitad con la colocalización se producirá un gran impacto en el entorno urbano. 


El Honorable Diputado señor Hasbún expresó que el planteamiento del Ejecutivo en relación a las áreas sensibles es la colocalización, por lo tanto, si en las zonas protegidas se exigirá la colocalización no será necesario abarcarlo al ámbito general.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que se trataría de una norma transitoria porque se aplicaría a los operadores instalados en bienes nacionales de uso público que deberán colocalizarse para disminuir torres. 

El nuevo entrante en una zona saturada tendrá que colocalizarse, si se trata de una zona sensible, como una plaza ubicada al lado de un colegio tendrá que colocalizarse y si la zona no es saturada como tampoco sensible, tendrá que tener la aprobación de la municipalidad respectiva para instalarse.


Cuando se otorga la autorización para construir en un bien nacional de uso público se debe respetar. La Comisión no pretende establecer la expropiación.


El Honorable Senador señor Pizarro manifestó su conformidad con el artículo 19 bis y el planteamiento del Honorable Senador señor Letelier debería consignarse en una norma transitoria.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que de acuerdo al artículo 19 bis, si se pretende instalar una torre y ya existe una, que técnicamente lo acepte, aún cuando, no esté construida con las nuevas normas, ese operador no estará obligado a aceptar, por lo tanto, se instalan 2 torres.


La sugerencia de que el artículo transitorio exprese que todas las torres existentes se adecuen a las normas en forma retroactiva, significará que no todas las torres existentes sean requeridas para una colocalización, con lo cual se obligará a que algunas torres tengan que adecuar la estructura sin que sea necesario.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, expresó que el régimen permanente considera la existencia de una torre, la diferencia con la proposición del Honorable Senador señor Letelier, apunta a que haya una antena incluso en donde hay algunas actualmente instaladas y eso va a generar un gran problema.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, señaló que la existencia de una o más torres es una herramienta para colocalizar en una. Si el operador entrante no tiene ninguna alternativa, el operador actual va a demorar la instalación y va a entorpecer la competencia.


Hay que terminar con la creencia de que el activo es muy valioso, muchos operadores se encuentran en un proceso de compartir la infraestructura.


Si la ley fuerza a que se colocalice en una antena y no se permite la instalación de una segunda, será un procedimiento más lento. Instalar antenas es más caro que colocalizar y el incentivo natural es a colocalizar.


Si hay alternativas, el operador entrante tiene más posibilidades de negociar y le conviene al operador que está instalado.


La ley impulsa la colocalización y el operador instalado se dará cuenta porque le baja el costo.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que se debe resolver qué pasará con las torres existentes, que no cumplen con las condiciones para la colocalización, para ello se sugiere la dictación de una norma transitoria que se aplicará en forma retroactiva.


El Honorable Diputado señor Latorre señaló que no puede quedar entregada la exigencia de colocalización a la voluntad del operador instalado, se debe pedir la colocalización y en caso que no se pida, no se puede obligar a que se readecúe la infraestructura.


Tiene que haber un procedimiento.


No se entiende que se establezca la exigencia por ley, para readecuar las torres porque a lo mejor nunca se pide la colocalización.


La eliminación que se propone es para que siempre se prevean las condiciones para la colocalización.


El Honorable Diputado señor Hales reiteró su planteamiento en que hay una diferencia de enfoque, el Honorable Senado apuntó a la eliminación de antenas, y por el contrario, en la Honorable Cámara de Diputados se privilegió la colocalización.


Se debe considerar alguna acción retroactiva respecto de las antenas instaladas, no sólo como consecuencia de las emisiones. No resulta entendible que no se considere algún tipo de ordenamiento retroactivo respecto de las estructuras instaladas en el espacio público.


El Honorable Senador señor Letelier solicitó que se considere una norma especial para las zonas rurales, que son distintas en el valle central que está más poblado, e incluir esta diferencia en el artículo 19 bis, se deben generar los mecanismos muy similares para las consultas a la comunidad.


Respecto de este artículo propuso generar las condiciones para forzar la colocalización sin hacerlo obligatorio, asegurando que en las zonas saturadas y sensibles siempre opere la colocalización.


Agregó que no se está estableciendo el uso de la tecnología, a diferencia de lo que sucede en otros países en que se legisla en relación a la tecnología que se debe usar y si así se hiciere la discusión relativa a la colocalización estaría superada.


En el artículo 19 bis, se pretende lograr un comportamiento más racional para que no exista sobre inversión en infraestructura, no es lógico que por conflictos entre los actores que no son capaces de autoregularse, la ciudad tenga que soportar el exceso de la infraestructura. Si existe una torre que permite la colocalización se deben generar los incentivos, porque no se puede obligar. 


En seguida, señaló que los artículos 4º y 5º transitorios, se refieren a la eliminación o reducción del número de las antenas, en base a los conceptos de zonas saturadas y zonas sensibles.


El Honorable Diputado señor Hasbún señaló que se puede insistir en la colocalización, sin embargo, no se ha realizado en forma voluntaria por lo que es difícil pensar que se producirá en forma obligatoria. 


Se debe buscar una señal clara en el sentido de que esta iniciativa legal pretende que no existan tantas estructuras.


El Honorable Diputado señor Hernández solicitó información en relación a cuántas torres afectan las normas relativas a las zonas saturadas y sensibles, porque puede suceder que mediante las normas transitorias se cumpla uno de los objetivos de esta iniciativa legal.


En relación a las zonas rurales, señaló que se debe ser muy cuidadoso porque las mismas comunidades solicitan a las empresas de telefonía móvil la instalación de torres para tener comunicación.


En cuanto al artículo 5º transitorio, expresó que la eliminación de las torres limita el avance tecnológico del país y podría significar problemas de falta de comunicación. Se deben reducir las torres, sin embargo, con la colocalización obligatoria y resguardando un mínimo de 50 metros se cumplen los objetivos.


El ideal sería contar con una sola estructura colocalizada, no obstante, como no es posible se debe conformar un acuerdo.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, informó que son 2.000 torres en total considerando las zonas sensibles y saturadas, lo que equivale a prácticamente un 40% de las estructuras instaladas.


Explicó que el inciso primero regula al requirente, a la empresa que pretende instalar una torre o iniciar servicios en un lugar determinado y se señala que debe consultar a las torres autorizadas después de la entrada en vigencia de esta ley en condiciones de colocalización, a aquellos operadores que se ubican en zonas saturadas y a los que estén en zonas declaradas de propagación eléctrica restringida.


Estos tres casos derivan de normas permanentes.


El inciso segundo establece que el operador requerido se debe pronunciar dentro del plazo de 15 días y se facilita que el requerido pueda modificar algunas condiciones de la torre para aceptar la colocalización.


El inciso tercero se refiere a la negativa del operador requerido y señala las razones por las cuales se puede negar la colocalización que son: cuando la torre no se trata de aquellas señaladas en el inciso primero, no está en territorio saturado ni en zonas de propagación radioeléctrica restringida. Cuando cumplió con la obligación porque se trata de una torre obligada a colocalizar de acuerdo al artículo 116 bis F, letra d), sin embargo, ya cumplió de acuerdo a la altura de la torre y la nueva torre sea mimetizada y no tiene obligación de colocalización y cuando se trate de aquellas constitutivas de un objeto de arte.


La norma relativa a las razones técnicas para oponerse requiere que se demuestre que la instalación de la antena afecta gravemente el normal funcionamiento de los servicios que utiliza la respectiva torre.


Siempre hay que considerar que cuando la Subsecretaría de Telecomunicaciones evalúe, tiene que hacerlo no sólo con los sistemas radiantes instalados, sino que puede haber un proceso de modificación de concesión en curso que supone que el dueño de la torre va a instalar otra antena.


No se puede argumentar la razón técnica cuando la torre sea mayor de 30 metros, cuando se ubique en las zonas de propagación radioeléctrica restringida en los territorios urbanos saturados y en esos casos se podría ampliar la capacidad de la torre conforme al inciso anterior.


Ante la negativa, se recurre a la Subsecretaría de Telecomunicaciones para que resuelva y se deben acompañar los antecedentes técnicos que permitan evaluar la capacidad de la torre.


Cuando se falla a favor del requerido se tiene que permitir la colocalización, la resolución debe establecer los plazos de ejecución de las obras, de inicio de servicios, en este caso cuando se prende la antena, para lo cual se ha fijado un estándar para evitar que no se quede el cupo pedido y la antena no se instale.


El Honorable Diputado señor Hales preguntó si la consulta referida en el inciso primero dice relación a las antenas nuevas.


La respuesta fue afirmativa.


El Honorable Senador señor Letelier consultó cuáles son los incentivos para evitar la instalación de una segunda torre.



El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, precisó que este artículo no se refiere a las zonas sensibles porque no se pueden instalar nuevas en esas zonas. 


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que los incentivos para la segunda instalación están en los demás artículos de la iniciativa legal. Las torres de más de 12 metros de altura tienen diversas restricciones, lo lógico es que el nuevo entrante deberá preguntar a todas las ya instaladas.


Luego, en relación a los incisos sexto y séptimo, se explicó que se refieren a la situación en que se ha resuelto la solicitud de colocalización a favor del requirente y surge una discrepancia en cuanto al precio a pagar por esa colocalización y el proyecto de ley señala que esa controversia se someta a un árbitro arbitrador.


Se señala la forma de proceder a su nombramiento y se detallan los costos que debe considerar el árbitro al momento de fallar.


Se establece una prohibición de señalar en los contratos de arriendo por los terrenos donde se ubican las torres algún tipo de impedimento para colocalizar y se considera la dictación de un reglamento que tendrá por objeto regular las condiciones del ejercicio del derecho ante la Subsecretaría.


Finalmente, el artículo contiene definiciones de las antenas y de zonas radioeléctricas restringidas cuya declaración primará sobre la de territorio saturado, porque tratándose de las primeras corresponde la colocalización obligatoria y no todo el sistema de opciones que señala el artículo 4º transitorio.


Se establece el ámbito del reglamento que tiene por objeto que la Subsecretaría de Telecomunicaciones defina cómo se aplicarán estas normas a las antenas que no son de telefonía móvil, sino que corresponden a otros tipos de servicios.


El Honorable Senador señor Letelier propuso establecer las definiciones en otra norma, porque el artículo 19 bis es de procedimiento.


En seguida, solicitó votación separada para la referencia a la letra d) del artículo 116 bis F contenida en este artículo, en consideración a que la nueva proposición relativa al artículo 4º transitorio, difiere de lo acordado en la sesión anterior en relación a la colocalización obligatoria en las zonas saturadas y en las áreas sensibles.


Se informó que la Ley General de Telecomunicaciones no tiene un artículo de definiciones, sin embargo, como esta iniciativa legal modifica dos cuerpos legales diversos no hay una norma general que se aplique, o es una materia de urbanismo o de telecomunicaciones.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que las definiciones se ubiquen en artículos separados y se debe analizar si se establecen en la Ley General de Telecomunicaciones o se agrega un nuevo artículo a esta iniciativa legal.


Luego, señaló que la norma en discusión obliga para el futuro a colocalizar cada vez que exista una antena construida con esa característica. 


Si se pretende establecer en este artículo 19 bis, que no es transitorio, que cada vez que se instale un operador obligue al existente a colocalizar, se estaría estableciendo la colocalización obligatoria para todos y con ello se instalarán unas estructuras enormes en todos los lugares y desde ese punto de vista se presentaría no sólo un problema de retroactividad, que no tendría otra justificación, además, sería un problema de constitucionalidad y una mala solución para las ciudades.


Recordó que en la sesión anterior de esta Comisión se analizó que no se podía negar la colocalización en caso que existieren soluciones tecnológicas disponibles, con lo cual el rechazo se pudiera justificar por cualquier razón. La tecnología ha avanzado y los sistemas radiantes son de menor tamaño con lo cual es factible colocalizar. 


De esta forma, la ley quedará abierta para la incorporación de nuevas tecnologías.


En consecuencia, propuso someter a votación este artículo y luego en forma separada la frase indicada por el Honorable Senador señor Letelier, cuyo tenor es el siguiente:


“Artículo 19 bis.- Todo concesionario de servicio público e intermedio de telecomunicaciones, antes de proceder a la instalación de sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones deberá verificar si existe infraestructura de soporte de otro concesionario o empresa autorizada en operación, en la que sea factible emplazar dichas antenas o sistemas radiantes y que haya sido autorizada en las condiciones establecidas en la letra d) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. Con todo, tratándose de territorios saturados de infraestructura señalados en el artículo 116 bis I y zonas declaradas de propagación eléctrica restringida, dicho concesionario deberá proceder conforme al presente artículo respecto de las torres en ellos instaladas cualquiera fuera la época de su emplazamiento. De existir tal infraestructura, deberá solicitar al titular respectivo autorización para proceder a la colocalización. 


El concesionario requerido se pronunciará respecto de la solicitud dentro de los quince días siguientes al requerimiento. Para lo anterior, el concesionario requerido podrá reemplazar la torre ya instalada por una nueva, siempre y cuando dicho reemplazo tenga por objeto exclusivo el permitir la colocalización de nuevos concesionarios. En tal caso, la nueva torre deberá cumplir con los requisitos establecidos en el inciso octavo del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones y además acompañar el respectivo acuerdo de colocalización. La autorización concedida al concesionario requirente comprenderá el derecho a emplazar todos los equipos e instalaciones de soporte y operación de las antenas o sistemas de que se trate, así como el derecho a acceder a dichos equipos e instalaciones a fin de asegurar su correcto funcionamiento.


El concesionario requerido podrá negar la autorización cuando la torre no se encontrare comprendida en los casos señalados en el inciso primero del presente artículo, cuando ya hubiere cumplido con la obligación de colocalización de conformidad a la ley, cuando la solicitud diga relación con torres armonizadas con el entorno urbano y no estén sujetas a condiciones de colocalización, cuando se tratare de aquellas constitutivas de un objeto de arte para la ciudad o, por último, cuando existan razones técnicas que demuestren que la instalación de otras antenas y sistemas radiantes afecta gravemente el normal funcionamiento de los servicios que utilizan la respectiva infraestructura de soporte o aquellos que se encuentran pendientes de autorización y que se instalarían sobre la misma estructura, a la fecha del requerimiento. Con todo, el concesionario no podrá negar la autorización a un operador argumentando razones técnicas si existieren soluciones técnológicas disponibles cuando la estructura sea mayor de 30 metros ni cuando la torre se pretenda emplazar en aquellas zonas que la Subsecretaría declare como zonas de propagación radioeléctrica restringida, o en territorios urbanos saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes, casos en los cuales, podrá ampliarse la capacidad de la torre o reemplazarla con tal objeto conforme al inciso octavo del artículo 116 bis F. Cuando el titular de la torre sea una empresa no concesionaria de servicios de telecomunicaciones, no podrá negar la autorización, sino sólo por causa de ya haber cedido el uso de la torre, conforme con su capacidad estructural declarada.

 
En caso que el concesionario requerido se negare a una solicitud de colocalización, el concesionario requirente podrá recurrir a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, conforme con el artículo 28 bis, debiendo acompañar los antecedentes relativos a los requerimientos técnicos asociados a la solicitud de colocalización. Cuando más de un operador solicite dicha autorización, se preferirá según la fecha en que se hubiere formulado la solicitud. 


Resuelta a favor del requirente la controversia, el requerido deberá permitir de inmediato la colocalización. El inicio del servicio asociado a la solicitud de colocalización deberá realizarse dentro del plazo que señale el respectivo proyecto técnico, el que en todo caso no podrá ser superior a 90 días.


En caso de no existir acuerdo entre los operadores en el monto a que deben ascender los pagos por la colocalización, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se materializó la respectiva colocalización, se deberá someter la controversia al conocimiento y fallo de un árbitro arbitrador, designado de la manera que establece el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro estará obligado a fallar en favor de una de las dos proposiciones de las partes, vigentes al momento de someterse el caso a arbitraje, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallar por una alternativa distinta ni contener en su fallo proposiciones de una y otra parte.


Para los efectos del fallo, el árbitro considerará que el concesionario requirente deberá hacerse cargo de todos los costos y gastos de inversión que sean consecuencia de la colocalización a que se refiere este artículo, incluyendo las inversiones adicionales que puedan ser requeridas para soportar sus nuevos sistemas radiantes. En particular, si como consecuencia de dichas inversiones adicionales, se altera la altura o la envergadura de la infraestructura de soporte de antenas, las autorizaciones y requisitos que se establecen en la ley para el emplazamiento deberán ser asumidos plenamente por el requirente. Asimismo, serán de su cuenta, a prorrata de la proporción en que utilice la parte útil de la torre soporte de antenas respectiva, tanto los costos y gastos necesarios para su operación y mantenimiento, como también el costo equivalente al valor nuevo de reemplazo de dicha torre, entendido como el costo de renovar todas las obras, instalaciones y bienes físicos necesarios para su emplazamiento, y a su vez otros, tales como los intereses intercalarios, las rentas de arrendamiento y otras semejantes, las compensaciones o indemnizaciones, los derechos o los pagos asociados a eventuales servidumbres, todo ello calculado según la tasa de descuento correspondiente. Entre los derechos, no se podrán incluir los que haya concedido el Estado a título gratuito ni los pagos realizados en el caso de concesiones obtenidas mediante licitación.


Se tendrá por no escrita cualquier cláusula o estipulación del instrumento por el que se otorgue el uso de predios de cualquier tipo para el emplazamiento de torres, que impida o tienda a impedir que el titular de ellas celebre acuerdos de colocalización con distintos operadores de telecomunicaciones o que opere en subsidio lo dispuesto en este artículo.


Mediante un reglamento se regularán y establecerán las condiciones del ejercicio del derecho que confiere este artículo para recurrir ante la Subsecretaría.


Para todos los efectos se entenderá por antena y sistema radiante de transmisión de telecomunicaciones a aquel dispositivo diseñado para emitir ondas radioeléctricas que puede estar constituido por uno o varios elementos radiadores y elementos anexos así definido en un reglamento que dictará el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones de acuerdo a la tecnología, naturaleza y uso de la misma. Dicho reglamento, con informe fundado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, determinará la forma y condiciones en que las antenas y sistemas radiantes y sus torres soportantes que no sean de aquellas a que se refiere la letra b) del artículo 3º de la Ley General de Telecomunicaciones quedarán sujetas a las normas que regulan su emplazamiento establecidas en Ley General de Urbanismo y Construcciones, y en el presente artículo. Asimismo, se entenderá por zona de propagación radioeléctrica restringida aquella en que por su conformación geográfica no tenga sustituto técnico equivalente para cubrir el territorio al que se pretende prestar servicio. La declaración de una zona como de propagación radioeléctrica restringida primará sobre la de territorio saturado.”.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que este artículo regula los mecanismos de resolución de conflictos que se pueden suscitar producto de una solicitud de colocalización. En primer lugar dispone respecto del requirente, en qué casos éste deberá presentar una solicitud de colocalización. Esos casos están referidos a la circunstancia de existir en el lugar torres con obligación de colocalización que serán 3:


a) Torres emplazadas después de la entrada en vigencia de esta ley y que hayan sido autorizada en las condiciones establecidas en la letra d) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


b) Torres emplazadas con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley o posteriores a ello que se encuentren en territorios saturados conforme al artículo 116 bis I, es decir, donde existen dos o más torres.

c) Torres emplazadas en zonas que la Subsecretaría declare de propagación eléctrica restringida cualquiera fuera la fecha en que se hubieren emplazado.


La regla general es que la obligación de colocalización existirá respecto de torres emplazadas después de la publicación de esta ley con sólo dos excepciones permanentes que dicen relación con situaciones en las que se justifica una mayor regulación. Así, en los territorios saturados el impacto urbanístico es mucho mayor de admitirse una nueva torre, por ello el artículo 116 bis I ha señalado coherentemente que en dichos lugares, la primera opción es ingresar colocalizado y sólo si existen razones técnicas que lo justifiquen y además no habiendo soluciones tecnológicas disponibles se puede instalar una nueva torre mimetizada. El segundo caso se refiere a zonas donde es clave asegurar que no existirán barreras de entrada al mercado de nuevos operadores, pues de no poder ingresar a ellas, no podría otorgarse adecuadamente el servicio respectivo.


Enseguida, la norma pretende otorgar todas las facilidades para que el requerido acepte la solución y por ello se le permite alterar y cambiar la torre e incluso readecuar los sistemas radiantes adoptando nuevas tecnologías que le permitan generar capacidad estructural para admitir nuevos sistemas radiantes. Si el requerido acepta la colocalización entonces, salvo que existiera controversia en el precio a pagar, no es necesario recurrir a la regulación que sigue en este precepto 


A continuación, el artículo regula qué pasa cuando el requerido dice que no a la solicitud de colocalización. En este caso el requirente podrá recurrir a la Subtel a efectos que ésta determina si la negativa es o no justificada. Es importante señalar que acá se han incorporado dos elementos que tienen por objeto cautelar que las solicitudes de colocalización sean serias y concretas y que no generen solicitudes especulativas tendientes a obstruir la entrada de otros actores por ejemplo o a generar costos de transacción a los incumbentes. Entonces se establece que el reclamo ante Subtel debe venir acompañado de los antecedentes técnicos respecto del servicio que quiere prestar y los sistemas que pretende colocalizar, ello también para permitir que se puedan evaluar las soluciones tecnológicas disponibles. Además, se prescribe que de resolverse en favor del reclamante, es decir, el requirente de colocalización, éste deberá instalar y operar sus sistemas radiantes y antenas dentro de un plazo determinado. De esta manera se pretende evitar que quede capacidad capturada y no utilizada. 

La norma también precisa cuáles son las causales que el requerido podría legítimamente esgrimir para su negativa. Determinar si ellas se configuran en los hechos o no será tarea de Subtel. Estas causales de negativa son:


1. Cuando la torre no se encontrare comprendida en los casos señalados en el inciso primero del presente artículo. Esto se refiere principalmente a torres emplazadas con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley y que no se encuentren en las dos situaciones excepcionales antes descritas. 


2. Cuando ya hubiere cumplido con la obligación de colocalización de conformidad a la ley. Esto es, cuando ya se hubiere colocalizado a 3 concesionarios si la torre es de más de 30 metros o a uno si la torre mide más de 12 y menos de 30 metros.


3. Cuando la solicitud diga relación con torres armonizadas con el entorno urbano y no estén sujetas a condiciones de colocalización. En este punto cabe recordar que las torres mimetizadas no se encuentran sujetas a la obligación de colocalización que se desprende del artículo 116 bis F letra d). Esa es la regla general. Excepcionalmente, aquellas torres mimetizadas entre 12 y 18 metros que se hayan autorizado conforme al procedimiento simplificado del artículo 116 bis G sí están sujetas a obligación de colocalización. Entonces, los concesionarios que tuvieren este tipo de torres no podrían negarse por esta causal, sin perjuicio que puedan hacerlo por no tener mayor capacidad conforme a la causal de razones técnicas que se establecen más adelante.


4. Cuando se tratare de aquellas constitutivas de un objeto de arte para la ciudad. Esto se refiere a las torres que cumplen los requisitos para constituir un objeto de arte conforme al artículo 116 bis F.


5. Cuando existan razones técnicas que demuestren que la instalación de otras antenas y sistemas radiantes afecta gravemente el normal funcionamiento de los servicios que utilizan la respectiva infraestructura de soporte o aquellos que se encuentran pendientes de autorización y que se instalarían sobre la misma estructura, a la fecha del requerimiento.


En relación a la última causal, de razones técnicas, la norma además señala que ella no procederá si existen soluciones tecnológicas que permitan reemplazar los sistemas radiantes y antenas por otras más pequeñas por ejemplo o multifrecuencia para generar capacidad estructural para dar cabida a otros concesionarios. En estos casos, es el requirente quien debe solventar los costos de los ajustes que haya que hacer.


La Subsecretaría entonces resolverá la controversia y si da lugar a la colocalización el requerido debe permitir desde ese momento la colocalización, sin perjuicio que pudiere existir desacuerdo en cuanto al precio a pagar por ella. 


Si existe desacuerdo en el precio el artículo mantiene la redacción del Honorable Senado en cuanto a que se podrá recurrir a un árbitro arbitrador. Se ha incorporado si una referencia general a la tasa de descuento que corresponda, que podría variar dependiendo de si el responsable de la torre es o no operador de infraestructura no integrado con el servicio de telecomunicaciones o un concesionario del servicio de telecomunicaciones. 


El resto del artículo ha mantenido básicamente los términos aprobados por el Honorable Senado, sólo precisándose en su inciso penúltimo que el reglamento a dictar dice relación con el procedimiento de reclamo ante la Subtel. Además, se ha perfeccionado la redacción relativa al otro reglamento que contempla este artículo y que dice relación con aquél que determinará cómo se aplicarán a los concesionarios con torres soportantes y sistemas radiantes que sirvan para otorgar servicios distintos a los servicios públicos de telecomunicaciones, como son por ejemplo los concesionarios de radiodifusión sonora o televisiva. En este punto, es importante recordar que esta ley tiene por objeto regular principalmente las antenas y torres soportantes que tienen que ver con telefonía móvil y también la transmisión de datos móvil. Ello se expresa también en el artículo 116 bis E, el que contiene un inciso que tiene por objeto excluir de la aplicación de la ley de urbanismo y construcciones a las antenas y torres de radioaficionados, bomberos u organismos que presten servicios de utilidad pública que cuentan con autorización de servicios limitados de telecomunicaciones.


Por último, se ha precisado en este artículo que la declaración de una zona como de propagación radioeléctrica restringida prima sobre la de territorio saturado, pues en la primera la obligación de colocalización puede ser aún más intensa por la característica estratégica de dicho emplazamiento.


- En votación este artículo fue aprobado, con enmiendas, por 8 votos a favor y 1 en contra. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Chahuán, Pizarro, Prokurica y Novoa y los Honorables Diputados señores Hasbún, Hernández, Latorre y Pérez. Votó en contra el Honorable Diputado señor Hales.


- En votación la frase “y que haya sido autorizada en las condiciones establecidas en la letra d) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcción”, fue aprobada con los votos de los Honorables Senadores señores Chahuán, Pizarro, Prokurica y Novoa y con los votos de los Honorables Diputados señores Hasbún, Hernández, Latorre y Pérez; con la abstención del Honorable Senador señor Letelier y con el voto en contra del Honorable Diputado señor Hales.

Artículo 5º (Cámara de Diputados)


El artículo 5º aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, crea un fondo concursable para el desarrollo de investigaciones primarias y secundarias sobre el impacto de la operación de sistemas radiantes de telecomunicaciones, y en particular de la emisión de ondas electromagnéticas asociada, con el objeto de apoyar la adopción de políticas públicas, principalmente en el estudio de los impactos sobre la salud de las personas, y también en el ámbito urbanístico y ambiental.


El fondo estará constituido con los recursos que para tales fines perciba la Subsecretaría de Telecomunicaciones producto de donaciones y aportes de personas naturales o jurídicas, públicas o privadas. Ello es sin perjuicio de los aportes de que dispone esta Subsecretaría, con cargo a los recursos que anualmente se le asignen en la Ley de Presupuestos del Sector Público.


El fondo será administrado por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, para cuyos efectos la Subsecretaría de Telecomunicaciones le transferirá anualmente los aportes respectivos.


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, suprimió este artículo.


La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la supresión del artículo 5º.


Vuestra Comisión Mixta acordó, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Chahúan, Girardi, Novoa, Pizarro y Prokurica y Honorables Diputados señores Hales, Hernández, Hasbún, Latorre y Pérez, aprobar el texto propuesto por la Honorable Cámara de Diputados, sin enmiendas, como artículo 3º de este proyecto de ley.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 2º transitorio (Cámara de Diputados)


La Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, introdujo el siguiente artículo 2º transitorio:


“Artículo 2°.- Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 7° de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, la Subsecretaría de Telecomunicaciones contará con un plazo de doce meses contado desde la publicación de esta ley.”

El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, lo reemplazó por el siguiente:


“Artículo 2°.- Para los efectos de la dictación del reglamento referido en el número 4) del artículo 2° de esta ley, la Subsecretaría de Tele-comunicaciones tendrá un plazo de 90 días contado desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial. A ese mismo plazo estará sujeta la dictación de la resolución del Ministerio de Vivienda y Urbanismo que define el catálogo de diseños de antenas a que se refiere la letra b) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


El procedimiento para la dictación de las normas a que se refiere el artículo 7° de esta ley deberá iniciarse dentro del plazo de 120 días desde su publicación en el Diario Oficial.”

La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó este artículo.


Vuestra Comisión Mixta acordó, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Chahúan, Girardi, Novoa, Pizarro y Prokurica y Honorables Diputados señores Hales, Hernández, Hasbún, Latorre y Pérez, aprobar el texto propuesto por el Honorable Senado, sin enmiendas.

Artículo 3º transitorio (Cámara de Diputados)


La Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, introdujo el siguiente artículo 3º transitorio:


“Artículo 3°.- Mientras una municipalidad no ejerza la potestad conferida en el artículo segundo de esta ley, la instalación de torres soporte de antenas de servicios de telecomunicaciones se entenderá permitida en la totalidad de los bienes nacionales de uso público que administra.


Si transcurrido un año desde la entrada en vigencia de esta ley, no se dicta la ordenanza señalada en el aludido artículo segundo, se aplicará a la instalación de torres soporte de antenas de servicios de telecomunicaciones lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 18 de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, con la salvedad de que el titular del derecho allí establecido será cualquier persona jurídica.”

El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, lo reemplazó por el siguiente: 


“Artículo 3°.- Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 7° de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace contará con un plazo de 12 meses contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.”

La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó este artículo.


Vuestra Comisión Mixta acordó, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Chahúan, Girardi, Novoa, Pizarro y Prokurica y Honorables Diputados señores Hales, Hernández, Hasbún, Latorre y Pérez, aprobar el texto propuesto por el Honorable Senado, sin enmiendas.

Artículo 4º transitorio (Senado)


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, incorporó el siguiente artículo 4º transitorio:


“Artículo 4°.- Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura no mimetizadas en territorios urbanos o en bienes nacionales de uso público, saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones deberán acogerse al régimen establecido en el presente artículo pudiendo optar entre las siguientes alternativas:


a) Minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la obra, de acuerdo a lo establecido en la letra e) del artículo 116 bis F; o


b) Realizar obra u obras de mejoramiento del espacio público ubicado conforme a lo señalado en la letra f) del artículo 116 bis F.


Para efectos de dar cumplimiento a lo establecido en este artículo, el concesionario deberá, dentro de un plazo de 90 días contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, informar a la Dirección de Obras respectiva si se someterá al régimen del inciso primero o del inciso quinto del presente artículo. Con posterioridad a la información antes señalada y dentro del plazo de 90 días, deberá presentar, si hubiere optado por este régimen, a la misma Dirección de Obras, un certificado emitido por Correos de Chile que acredite la notificación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos quince días a la junta de vecinos respectiva y a los propietarios y ocupantes de todos los inmuebles que se encuentren comprendidos total o parcialmente en el área definida como territorio saturado, respecto de las medidas de mimetización o de mejoramiento del espacio público propuestas. Dicha comunicación deberá incluir el valor de reemplazo de la torre. Los propietarios podrán formular al Concejo Municipal, por escrito, y previo informe de la junta de vecinos respectiva, las observaciones que estimen convenientes respecto de la propuesta hasta treinta días corridos después de practicada la notificación respectiva, debiendo optar por una obra de mejoramiento del espacio público o por la mimetización de la torre, para lo cual se requerirá de la mayoría simple de los propietarios a que hace referencia este párrafo. Dentro del mismo plazo dicha mayoría podrá proponer obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante, hasta por el porcentaje a que se refiere la letra f) del artículo 116 bis F, calculado sobre la base del valor de reemplazo de la torre o diseños de mimetización alternativos a los propuestos por el solicitante, que cumplan con el objetivo de minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplazará, siempre y cuando estos diseños se encuentren dentro de la nómina de diseños a que se refiere la letra b) del artículo 116 bis F.


El Concejo Municipal deberá pronunciarse exclusivamente sobre la respectiva propuesta de obra de mejoramiento o diseño de la torre, conforme a las observaciones que haya recibido de los propietarios según lo dispuesto en el párrafo anterior, aprobando la propuesta del concesionario o de los propietarios, debiendo adoptar los acuerdos pertinentes, todo dentro de un plazo de veinte días corridos contados desde el vencimiento del término para formular tales observaciones. Los acuerdos adoptados por el Concejo en esta materia, deberán ser certificados por el Secretario Municipal y remitidos a la respectiva Dirección de Obras. Vencido el plazo que dispone para ello, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, o el o la primera de la lista si la propuesta acompañada comprendiera más de una.


Cuando corresponda realizar las obras de mejoramiento o de mimetización mencionadas en los párrafos anteriores, ellas deberán encontrarse terminadas dentro del plazo de seis meses contado desde la fecha del pronunciamiento del Consejo Municipal. Este plazo podrá prorrogarse por una sola vez, y por un máximo de seis meses, por motivos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados ante la Dirección de Obras Municipales.


No quedarán obligados a someterse al régimen establecido en las letras a) y b) anteriores aquellos concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que, encontrándose dentro de un territorio urbano saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, o en bienes nacionales de uso público, voluntariamente se hubiesen agrupado o colocalizado en una sola estructura soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, para cuyos efectos deberán acompañar a la correspondiente Dirección de Obras el documento a que se refiere la letra d) del artículo 116 bis F. En caso que un concesionario opte por llevar a cabo las obras a que hace referencia este párrafo, dispondrá de un plazo de 12 meses, contado desde la fecha de aprobación de la presente ley, para que dichas obras se encuentren terminadas, situación que deberá ser certificada por la Dirección de Obras Municipales respectiva.


En todos los casos, el interesado deberá además acompañar a la correspondiente Dirección de Obras lo dispuesto en la letra g) del artículo 116 bis F.


Tratándose de estructuras ya emplazadas en territorios urbanos saturados que además sean zonas declaradas de propagación radioeléctrica restringida, los concesionarios que las hubieren instalado podrán optar entre lo señalado en el inciso quinto y lo señalado en la letra a) del presente artículo, debiendo cumplir siempre con lo dispuesto en el artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones.


Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo un territorio urbano se encuentra saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones cuando existan más de dos de dichas estructuras dentro del radio de cien metros a la redonda medido desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes. Si el territorio urbano fuera declarado como saturado en aplicación de lo dispuesto en el artículo 116 bis I, el régimen establecido en el presente artículo también les será aplicable a las torres ya instaladas en él.


En el caso de torres de más de doce metros ya instaladas en los establecimientos o áreas a que se refiere el inciso sexto del artículo 116 bis E o dentro del radio indicado en el mismo precepto, los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado dichas torres soporte de antenas y sistemas radiantes deberán presentar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, dentro del plazo de 120 días desde la entrada en vigencia de la presente ley, un certificado emitido por una empresa registrada para estos efectos en dicha Subsecretaría, que acredite que la densidad de potencia de su sistema radiante no excede los límites de la norma a que se refiere el artículo 7º de la ley Nº 18.168 o la que se encontrara vigente.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, la Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá, dentro del plazo de 60 días contados desde la entrada en vigencia de esta ley, conformar el registro a que alude el presente precepto.


El incumplimiento de las normas contempladas en este artículo acarreará la denegación del permiso de instalación o quedará sin efecto de pleno derecho, si es que se hubiese otorgado.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la incorporación de este artículo.


En discusión esta norma se presentaron las siguientes proposiciones:


- Del Honorable Diputado señor Gustavo Hasbún, para sustituirlo por el siguiente:


“Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, de más de doce metros de altura, emplazadas en las áreas sensibles de protección a que se refiere el artículo 116 bis E inciso 6º de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, o en territorios urbanos o en bienes nacionales de uso público saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes a que se refiere el artículo 166 bis I de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, deberán otorgar colocalización para las nuevas antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones a favor de operadores que no cuenten con infraestructura en dichos lugares, debiendo cumplir siempre con lo dispuesto en el artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones.


Con todo, cuando la infraestructura existente sea de propiedad de concesionarios de servicio público o intermedios de telecomunicaciones y se encuentren en territorios urbanos o en bienes nacionales de uso público, saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, a que se refiere el artículo 116 bis I de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, podrán librarse de otorgar colocalización a otros concesionarios, si cumplen copulativamente con las siguientes obligaciones:


a) Minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la obra, adoptando cualquiera de los diseños de los sistemas de soporte que se encuentren incluidos en el catálogo o nómina a que se refiere la letra e) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones; y


b) Realizar obra u obras de mejoramiento del espacio público ubicado conforme a lo señalado en la letra f) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


Para efectos de dar cumplimiento a lo establecido en este artículo, el concesionario deberá, dentro de un plazo de 90 días contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, informar a la Dirección de Obras respectiva si optará por liberarse de la obligación de colocalizar de conformidad con el inciso anterior del inciso quinto del presente artículo. Con posterioridad a la información antes señalada y dentro del plazo de 90 días, deberá presentar, si hubiere optado por liberarse de la obligación de colocalizar asumiendo las obligaciones aludidas en el inciso anterior, a la misma Dirección de Obras un certificado emitido por Correos de Chile, que acredite la notificación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos quince días a la junta de vecinos respectiva y a los propietarios y/o ocupantes de todos los inmuebles que se encuentren comprendidos total o parcialmente en el área definida como territorio saturado, respecto de las medidas de mimetización y de mejoramiento del espacio público propuestas. Dicha comunicación deberá incluir el valor de reemplazo de la torre. Los propietarios podrán formular al Concejo Municipal, por escrito, y previo informe de la junta de vecinos respectiva, las observaciones que estimen convenientes respecto de la propuesta hasta treinta días corridos después de practicada la notificación respectiva. Dentro del mismo plazo dicha mayoría podrá proponer obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante, hasta por el porcentaje a que se refiere la letra f) del artículo 116 bis F, calculado sobre la base del valor de reemplazo de la torre o diseños de mimetización alternativos a los propuestos por el solicitante, que cumplan con el objetivo de minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplazará, siempre y cuando estos diseños se encuentren dentro de la nómina de diseños a que se refiere la letra b) del artículo 116 bis F.


El Concejo Municipal deberá pronunciarse exclusivamente sobre la respectiva propuesta de obra de mejoramiento o diseño de la torre, conforme a las observaciones que haya recibido de los propietarios y/o ocupantes según lo dispuesto en el párrafo anterior, aprobando la propuesta del concesionario o de los propietarios y/o ocupantes, debiendo adoptar los acuerdos pertinentes, todo dentro de un plazo de veinte días corridos contados desde el vencimiento del término para formular tales observaciones. Los acuerdos adoptados por el Concejo en esta materia, deberán ser certificados por el Secretario Municipal y remitidos a la respectiva Dirección de Obras. Vencido el plazo que dispone para ello, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, o el o la primera de la lista si la propuesta acompañada comprendiera más de una.


Cuando corresponda realizar las obras de mejoramiento y de mimetización mencionadas en los párrafos anteriores, ellas deberán encontrarse terminadas dentro del plazo de seis meses contado desde la fecha del pronunciamiento del Consejo Municipal. Este plazo podrá prorrogarse por una sola vez, y por un máximo de seis meses, por motivos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados ante la Dirección de Obras Municipales.


En todos los casos, el interesado deberá además acompañar a la correspondiente Dirección de Obras lo dispuesto en la letra g) del artículo 116 bis F.


En el caso de torres de más de doce metros ya instaladas en los establecimientos o áreas a que se refiere el inciso sexto del artículo 116 bis E de la Ley General de Urbanismo y Construcciones o dentro del radio indicado en el mismo precepto, los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado dichas torres soporte de antenas y sistemas radiantes deberán presentar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, dentro del plazo de 120 días desde la entrada en vigencia de la presente ley, un certificado emitido por una empresa registrada para estos efectos en dicha Subsecretaría, que acredite que la densidad de potencia de su sistema radiante no excede los límites de la norma a que se refiere el artículo 7º de la ley N° 18.168 o la que se encontrara vigente.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, la Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá, dentro del plazo de 60 días contados desde la entrada en vigencia de esta ley, conformar el registro a que alude el presente precepto.


El incumplimiento de las normas contempladas en este artículo acarreará la denegación del permiso de instalación o quedará sin efecto de pleno derecho, si es que se hubiese otorgado.”.


- Del Honorable Diputado señor Patricio Hales, para eliminar, en el inciso quinto del artículo incorporado por el Honorable Senado, luego de la expresión “voluntariamente” y antes de la frase “para cuyos efectos” precedida por una coma (,) el siguiente párrafo: “se hubiesen agrupado o colocalizado en una sola estructura soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones,” e intercalar el siguiente párrafo nuevo: “hubiesen colocalizado antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, de terceros concesionarios no relacionados,”.


En discusión este artículo el Ejecutivo formuló una nueva proposición, del siguiente tenor:


“Artículo 4°.- Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura no armonizadas con el entorno urbano y con la arquitectura del lugar donde se emplazan en territorios urbanos o en bienes nacionales de uso público, saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones deberán acogerse al régimen establecido en el presente artículo pudiendo optar entre las siguientes alternativas:


a) Minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la obra, de acuerdo a lo establecido en la letra b) del artículo 116 bis F compensando a la vez con una obra u obras de mejoramiento del espacio público por el equivalente al 10 por ciento del valor de reemplazo de la torre; o


b) Realizar obra u obras de mejoramiento del espacio público por un monto no inferior al 40 por ciento del valor de reemplazo de la torre.


Para efectos de dar cumplimiento a lo establecido en este artículo, el concesionario deberá, dentro de un plazo de 90 días contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, informar a la Dirección de Obras respectiva si se someterá al régimen del inciso primero o del inciso séptimo del presente artículo.


Con posterioridad a la información antes señalada y dentro del plazo de 90 días, deberá presentar, si hubiere optado por este régimen, a la misma Dirección de Obras un certificado emitido por Correos de Chile, que acredite la notificación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos quince días a la junta de vecinos respectiva y a los propietarios de todos los inmuebles que se encuentren comprendidos total o parcialmente en el área definida como territorio saturado, respecto de las medidas de diseño o de mejoramiento del espacio público propuestas, priorizando alternativas. Dicha comunicación deberá incluir el valor de reemplazo de la torre.


Los propietarios podrán formular a través de la respectiva Dirección de Obras al Concejo Municipal, por escrito, y previo informe de la junta de vecinos respectiva, las observaciones que estimen convenientes respecto de la propuesta hasta treinta días corridos después de practicada la comunicación respectiva, debiendo optar por alguna de las obras de mejoramiento del espacio público o por alguno de los diseños de torres propuestos, según corresponda, para lo cual se requerirá de la mayoría simple de los propietarios a que hace referencia este párrafo. Dentro del mismo plazo dicha mayoría podrá proponer, según fuere la propuesta formulada, obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante, hasta por un 40 por ciento del valor de reemplazo de la torre o diseños alternativos a los propuestos por el solicitante que cumplan con el objetivo de armonizar la estructura con el entorno urbano y con la arquitectura del lugar donde se emplazan, siempre y cuando estos diseños se encuentren dentro de la nómina de diseños a que se refiere la letra b) del artículo 116 bis F y hasta por el mismo valor antes indicado. Si los propietarios no se pronunciaren sobre la opción a que se refiere el presente literal o no formularen observaciones, la Dirección de Obras certificará tal hecho y se tendrá por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el concesionario, de acuerdo a la priorización realizada.


El Concejo Municipal deberá pronunciarse exclusivamente sobre la respectiva propuesta de obra de compensación o la modificación del diseño de la torre, conforme a las observaciones que haya recibido de los propietarios según lo dispuesto en el párrafo anterior, aprobando la propuesta del concesionario o de los propietarios, debiendo adoptar los acuerdos pertinentes, todo dentro de un plazo de veinte días corridos contados desde el vencimiento del término para formular tales observaciones. Los acuerdos adoptados por el Concejo en esta materia, deberán ser certificados por el Secretario Municipal y remitidos a la respectiva Dirección de Obras, luego de lo cual la concesionaria estará autorizada a realizar las obras de mejoramiento o de adecuación de la infraestructura de la torre, según corresponda. Vencido el plazo que dispone para ello, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, o el o la primera de la lista si la propuesta acompañada comprendiera más de una.


Cuando corresponda realizar las obras de mejoramiento o de armonización con el entorno urbano mencionadas en los párrafos anteriores, ellas deberán encontrarse terminadas dentro del plazo de seis meses contado desde la fecha del pronunciamiento del Consejo Municipal. Este plazo podrá prorrogarse por una sola vez, y por un máximo de seis meses, por motivos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados ante la Dirección de Obras Municipales.


No quedarán obligados a someterse al régimen establecido en las letras a) y b) anteriores aquellos concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que, encontrándose dentro de un territorio urbano saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, voluntariamente se hubiesen agrupado o colocalizado en una sola estructura soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, para cuyos efectos deberán acompañar a la correspondiente Dirección de Obras el documento a que se refiere la letra d) del artículo 116 bis F. Dicha infraestructura además estará abierta a otros concesionarios. En todo caso, si por la capacidad técnica de las torres soporte de antenas y sistemas radiantes no pudieren colocalizarse a todos los concesionarios emplazados en dicho territorio, o no pudiere colocalizarse nuevas antenas o sistemas radiantes podrá emplazarse una estructura adicional, previo Informe favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. En caso que un concesionario opte por llevar a cabo las obras a que hace referencia este párrafo, dispondrá de un plazo de 12 meses, contado desde la fecha de aprobación de la presente ley, para que dichas obras se encuentren terminadas, situación que deberá ser certificada por la Dirección de Obras Municipales respectiva.


Para el cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior, los concesionarios involucrados presentarán conjuntamente, a través de un representante común o un concesionario de servicios intermedios que provea infraestructura, identificando en todo caso al responsable de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes un aviso de Instalación que adjunte documentos a que se refieren las letras a), b) salvo memoria, d), g) y h) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


En el caso de torres soporte de antenas instaladas en zonas de interés turístico de conformidad al N° 7 del artículo 8º de la Ley N° 20.423, el concesionario deberá ajustar la torre soporte de antenas de que se trate en el plazo establecido en el inciso sexto del presente artículo a fin que ésta reúna las condiciones señaladas en la letra b) del artículo 116 bis F. El concesionario podrá acreditar que ya ha cumplido dicha obligación por encontrarse la respectiva torre soporte de antenas dentro del catálogo a que se refiere el artículo 116 bis F letra b) o si no se encontrare en éste, por reunir ésta condiciones de armonización con el entorno urbano que la Dirección de Obras considere suficientes, pronunciamiento que deberá emitir en el plazo de 15 días. Frente a la falta de pronunciamiento en el plazo indicado será aplicable lo dispuesto en el inciso duocédimo del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. 


Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo un territorio urbano se encuentra saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones cuando existan más de dos de dichas estructuras dentro del radio de cien metros a la redonda medido desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes y será así declarado por la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Si el territorio urbano fuera declarado como saturado en aplicación de lo dispuesto en el artículo 116 bis I y se emplazara una nueva torre conforme a su inciso tercero, el régimen establecido en el presente artículo también les será aplicable a las torres ya instaladas en él.


En el caso de torres de más de doce metros ya instaladas en los establecimientos o áreas a que se refiere el inciso sexto del artículo 116 bis E o dentro del radio indicado en el mismo precepto, los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado dichas torres soporte de antenas y sistemas radiantes deberán presentar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, dentro del plazo de 120 días desde la entrada en vigencia de la presente ley, un certificado emitido por una empresa registrada para estos efectos en dicha Subsecretaría, que acredite que la densidad de potencia de su sistema radiante no excede los límites de la norma a que se refiere el artículo 7o de la ley N° 18.168 o la que se encontrara vigente.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, la Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá, dentro del plazo de 60 días contado desde la entrada en vigencia de esta ley conformar el registro a que alude el presente precepto.


El incumplimiento de las normas contempladas en este artículo habilitará a la respectiva Dirección de Obras a disponer el retiro de la instalación.”.


El Honorable Diputado señor Hales manifestó su oposición al artículo incorporado por el Honorable Senado puesto que permite la instalación de nuevas antenas en las zonas saturadas, porque la definición contenida en el artículo 116 bis I, que este artículo transitorio incluye, permite instalar nuevas antenas en zonas saturadas si existen compensaciones y si se trata de la instalación de torres mimetizadas. 


No se resuelven los problemas que causan a los vecinos la instalación de estas estructuras por el hecho de contar con más ornamentos en el espacio público.


El Ejecutivo explicó que su propuesta parte de la base del texto aprobado por el Honorable Senado introduciendo dos modificaciones: la primera, dice relación con el aumento o con gravar las alternativas a) y b), que suponían la mimetización o el pago de una compensación hasta por el 30% del valor de la torre, subiendo a un 40% y en el caso de la mimetización, como es difícil valorarla, se optó por establecer un sistema más simple que consiste en establecer una compensación en obras equivalentes al 10% del valor de la torre.


El valor de la torre mimetizada cuesta entre 30 a 80% más que una torre normal.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que esto desnaturaliza el acuerdo alcanzado con anterioridad, el hecho de establecer un valor deja sin efecto la existencia de las zonas saturadas, porque se facilita la instalación de más antenas.


El criterio es que en las zonas saturadas no pueden instalarse más soportes y no pagar valores equivalentes. El principio rector es que no pueden haber más estructuras en las zonas saturadas y con esta proposición la excepción pasa a ser la regla general.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que esta proposición pretende que si se tiene que instalar una torre en una zona saturada los incentivos tienen que ser para obligar a colocalizar y para ello las alternativas tienen que ser más caras que colocalizar.


Los incentivos tienen que ser potentes para que los operadores se vean obligados a colocalizar y se deberían elevar más los porcentajes.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, aclaró que este artículo se refiere a los operadores actualmente instalados. 


El Honorable Diputado señor Hales precisó que esta norma también se refiere al concesionario nuevo, porque le entrega la oportunidad en el artículo 116 bis I. Se abre la oportunidad de instalar torres nuevas, porque la definición de zona saturada es para torres nuevas, lo que contradice el principio de la ley, no es una norma para tener menos antenas en las zonas afectadas, no es un incentivo a la colocalización, sino que para instalar torres nuevas en zonas saturadas. 


Son las condiciones para instalar nuevas antenas en zonas saturadas y se produce el problema de que esta nueva ley que no afectará al parque de antenas existente, porque no se colocalizará en forma obligatoria y además se permitirá la instalación de nuevas antenas en las zonas saturadas.


El hecho de contar con más equipamiento o la instalación de torres mimetizadas, no disminuye el deterioro comercial que ha provocado la instalación de antenas en zonas saturadas.


La proposición en análisis es contraria al espíritu de la discusión de este proyecto de ley.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, hizo presente que se ha planteado que esta proposición sólo debería apuntar a la colocalización de las torres existentes en las zonas saturadas. No debería existir una opción distinta a la colocalización, por lo que solicitó al Ejecutivo una aclaración en esta materia.


Se señaló que hay varias normas que se conjugan y la intención es que todo esté relacionado. El artículo 116 bis I considera la existencia de dos antenas antiguas y puede tratar de ingresar un nuevo operador, que deberá hacerlo colocalizado y eventualmente mimetizado, en cuyo caso podrían haber 3 antenas.


El artículo 116 bis I, se refiere al nuevo operador.


El artículo 4º transitorio, tiene por objeto regular con el operador actual ya instalado, así lo establece el primer inciso. Se trata de 3 concesionarios y en los lugares de enjambre se pretende reducir el número de torres y llevarlos a un sistema en que todos se junten en una torre que no es lo mismo que colocalizar.


Esto debe hacerse sobre la base de los incentivos y está la opción de mimetizar o de compensar. Puede suceder que existan dos torres y excepcionalmente puede entrar una tercera torre mimetizada y en ese caso cuando entra el tercer operador, los operadores existentes quedarán sujetos a la aplicación del artículo 4º transitorio. 


Cuando se discutió el artículo 116 bis I, se señaló que se debía tratar de empatar, es decir, si un operador tuvo que entrar mimetizado por obligación de la ley, corresponde que los dos que estaban en el lugar queden sujetos a la misma carga.


Cuando son dos operadores persiste la regla general de la colocalización como primera opción. Se está regulando que en el caso que llegue un tercero mimetizado los dos anteriores tienen que sujetarse a las normas establecidas en el artículo 4º transitorio.


Señaló que cuando entre en vigencia esta iniciativa legal en las zonas saturadas se tiene que producir la colocalización o el otro procedimiento. 


Si hay dos operadores y entra un tercero, bajo un sistema que es más caro, obliga a los dos anteriores a someterse a este régimen, no es que esté estableciendo una excepción.


Estas normas incentivan a la colocalización no obligan a ello. Los incentivos puede que no sean suficientes para que una empresa decida colocalizar.


El Honorable Senador señor Letelier expresó que en otros países los operadores se autorregulan, por el contrario, en Chile, hay dificultad para compartir la infraestructura y se pretende forzarlos a compartirla y no tener una inversión irracional.


El sistema de incentivos propuestos en este proyecto de ley no aseguran que se reduzca la infraestructura instalada, lo más seguro es que siga creciendo y es muy difícil de aceptar el crecimiento de infraestructura en zonas saturadas.


El Honorable Diputado señor Hasbún manifestó que en las zonas saturadas y sensibles debe existir obligación retroactiva porque es la única forma de entregar una señal a la comunidad.


El Honorable Diputado señor Latorre señaló que el problema se presenta con un operador que no tiene torre ni antena y pretende obligar a los otros a colocalizar.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, hizo presente que este artículo fue mal redactado en el Honorable Senado porque se debió decir que los operadores ubicados en una determinada zona “deberán colocalizarse” y luego establecer si existe una alternativa distinta a la colocalización para los operadores existentes.


En lugares donde hay 3, 4 o 5 operadores deben instalarse en una sola torre.


El Honorable Senador señor Letelier propuso fijar los incentivos más estrictos para que se cumpla el objetivo. En las situaciones extremas que no hayan condiciones técnicas no se trata de establecer barreras de entrada para los demás operadores.


En las zonas saturadas el criterio debe ser que los operadores existentes colocalicen.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que es necesario determinar si es correcto imponer esa obligación en una torre, en dos torres o si se establece que en algún caso la solución no sea la colocalización sino que la mimetización o la compensación a la comunidad.


El Honorable Senador señor Pizarro hizo presente que se partió de la base que no se podía establecer la obligación de colocalizar, con efecto retroactivo, porque se judicializaba el proceso, por ello se han buscado soluciones para que los operadores decidan colocalizar.


Es necesario determinar si los incentivos son suficientes y en su opinión deberían ser mayores.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que es necesario considerar que la imposición de mayores obligaciones para los operadores va a significar un encarecimiento de las tarifas de telefonía.


Para el futuro, el nuevo entrante debe revisar si hay torres en las que se pueda instalar, si esto se establece sin cambiar los criterios, en una zona saturada los concesionarios deberán colocalizarse en una torre sin son 3 y en dos torres sin son más de 3.


Si por alguna razón calificada por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, no es posible se fija una fórmula que en el fondo siempre se puedan señalar las opciones que existen y pudiera suceder que la opción de no colocalizarse es muy onerosa. De otra forma, a los operadores ya instalados se les están cambiando las normas, se los obliga a sacar sus estructuras, ponerse de acuerdo entre varios, lo que jurídicamente puede causar problemas.


En consecuencia, señaló que es partidario de entregar opciones sin cambiar los criterios implícitos.


La norma transitoria es correcta, en el sentido de que un nuevo entrante que gatilla la zona saturada, implica que los dos actuales operadores tienen que colocalizarse. 


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, acotó que se ha considerado la posibilidad de establecer rangos considerando una evolución tecnológica futura que permita disminuir el tamaño de los sistemas radiantes o establecer multifrecuencias.


Tratándose de torres existentes y cuando no es posible colocalizar, se autoriza por parte de la Subsecretaría de Telecomunicaciones la mantención de la segunda torre.


Luego, manifestó la necesidad de contar con una opción para evitar los juicios por la constitucionalidad del artículo que no sólo implica obligar a recibir a otro operador, sino que sacar una torre.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, propuso que en el caso que no exista acuerdo entre los operadores existentes o cuando no es técnicamente posible colocalizar, todos estarán obligados a recurrir a determinadas opciones. En caso de no haber acuerdo entre las partes la Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá intervenir para ordenar esta materia.


La Subsecretaría de Telecomunicaciones debería considerar la situación que se produce con un nuevo operador que viene a saturar una zona, en circunstancias que técnicamente puede instalarse en la cercanía.


El Honorable Diputado señor Hales solicitó que se elimine la posibilidad de instalar nuevas antenas en las zonas saturadas porque la tecnología puede resolver la comunicación.


El Honorable Diputado señor Hasbún solicitó rebajar el plazo de 12 a 6 meses.


Se explicó que el plazo es para ejecutar la obra.


Posteriormente, el Ejecutivo formuló una nueva proposición, del siguiente tenor:


“Artículo 4º.- Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura no armonizadas con el entorno urbano y con la arquitectura del lugar donde se emplazan en territorios urbanos o en bienes nacionales de uso público, saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones deberán agruparse en una sola estructura. Dicha infraestructura, además, estará abierta a otros concesionarios.


Para lo anterior, el o los concesionarios podrán reemplazar la torre ya instalada por una nueva, siempre y cuando dicho reemplazo tenga por objeto exclusivo cumplir con el propósito de colocalización. En tal caso, la nueva torre deberá cumplir con los requisitos establecidos en el inciso octavo del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. De concurrir razones técnicas fundadas que impidieren la colocalización en una sola estructura y no habiendo soluciones tecnológicas disponibles podrá permanecer una estructura adicional, previo informe favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, la que también deberá estar abierta a otros concesionarios.


Si no existiere acuerdo entre los concesionarios para proceder de conformidad a los incisos anteriores, éstos deberán optar entre las siguientes alternativas:


a) Minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la obra, de acuerdo a lo establecido en la letra b) del artículo 116 bis F compensando a la vez con una obra u obras de mejoramiento del espacio público por el equivalente al 20 por ciento del valor de reemplazo de la torre, o


b) Realizar obra u obras de mejoramiento del espacio público por un monto no inferior al 50 por ciento del valor de reemplazo de la torre.


Para efectos de dar cumplimiento a lo establecido en este artículo, el concesionario deberá, dentro de un plazo de 90 días contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, informar a la Dirección de Obras respectiva si se someterá al régimen del inciso primero o del inciso anterior del presente artículo.


Si los concesionarios se colocalizaren conforme al inciso primero presentarán dentro del plazo de 120 días contado desde el vencimiento del plazo para el informe al que alude el inciso anterior, conjuntamente, a través de un representante común o un concesionario de servicios intermedios que provea infraestructura, identificando en todo caso al responsable de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, un aviso de instalación que adjunte los documentos a que se refieren las letras a), b) salvo memoria, d), g) y h) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. El plazo para realizar las obras asociadas a este aviso, en todo caso, no podrá superar los doce meses contados desde la publicación de esta ley.


De procederse conforme a las letras a) o b) del presente artículo, con posterioridad a la información antes señalada y dentro del plazo de 90 días siguientes, deberá presentar, a la Dirección de Obras correspondiente un certificado emitido por Correos de Chile, que acredite la notificación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos quince días a la junta de vecinos respectiva y a los propietarios de todos los inmuebles que se encuentren comprendidos total o parcialmente en el área definida como territorio saturado, respecto de las medidas de diseño o de mejoramiento del espacio público que propone, priorizando alternativas. Dicha comunicación deberá incluir el valor de reemplazo de la torre.


Los propietarios podrán formular a través de la respectiva Dirección de Obras al Concejo Municipal, por escrito, y previo informe de la junta de vecinos respectiva, las observaciones que estimen convenientes respecto de la propuesta hasta treinta días corridos después de practicada la comunicación respectiva, debiendo optar por alguna de las obras de mejoramiento del espacio público o por alguno de los diseños de torres propuestos, según fuera la alternativa propuesta, para lo cual se requerirá de la mayoría simple de los propietarios a que hace referencia este párrafo. Dentro del mismo plazo dicha mayoría podrá proponer, obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante, hasta por un 50 por ciento del valor de reemplazo de la torre o diseños alternativos a los propuestos por el solicitante que cumplan con el objetivo de armonizar la estructura con el entorno urbano y con la arquitectura del lugar donde se emplazan, siempre y cuando estos diseños se encuentren dentro de la nómina de diseños a que se refiere la letra b) del artículo 116 bis F y hasta por el mismo valor antes indicado. Si los propietarios no se pronunciaren sobre la opción a que se refiere este inciso o no formularen observaciones, la Dirección de Obras certificará tal hecho y se tendrá por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el concesionario, de acuerdo a la priorización realizada.


El Concejo Municipal deberá pronunciarse exclusivamente sobre la respectiva propuesta de obra de compensación o la modificación del diseño de la torre, conforme a las observaciones que haya recibido de los propietarios según lo dispuesto en el párrafo anterior, aprobando la propuesta del concesionario o de los propietarios, debiendo adoptar los acuerdos pertinentes, todo dentro de un plazo de veinte días corridos contado desde el vencimiento del término para formular tales observaciones. Los acuerdos adoptados por el Concejo en esta materia, deberán ser certificados por el Secretario Municipal y remitidos a la respectiva Dirección de Obras, luego de lo cual la concesionaria estará autorizada a realizar las obras de mejoramiento o de adecuación del diseño de la torre, según corresponda. Vencido el plazo que dispone para ello, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, o el o la primera de la lista si la propuesta acompañada comprendiera más de una.


Cuando corresponda realizar las obras de mejoramiento o de armonización con el entorno urbano mencionadas en los incisos anteriores, ellas deberán encontrarse terminadas dentro del plazo de seis meses contado desde la fecha del pronunciamiento del Concejo Municipal o de la certificación realizada por la Dirección de Obras cuando no existieren observaciones. Este plazo podrá prorrogarse por una sola vez, y por un máximo de seis meses, por motivos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados ante la Dirección de Obras Municipales. Realizadas las obras definidas en los incisos anteriores, se entenderán cumplidas las obligaciones establecidas en el presente artículo.


Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo un territorio urbano se encuentra saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones cuando existan más de dos de dichas estructuras dentro del radio de cien metros a la redonda medido desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes y será así declarado por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


Si el territorio urbano fuera declarado como saturado en aplicación de lo dispuesto en el artículo 116 bis I, el régimen establecido en el presente artículo también les será aplicable a las torres ya instaladas en él. Se exceptuarán de lo anterior aquellos concesionarios cuyas torres hubieren colocalizado a otros operadores voluntariamente o en cumplimiento de lo resuelto por la Subsecretaría de Telecomunicaciones conforme al artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones.


En el caso de torres soporte de antenas instaladas en zonas de interés turístico de conformidad al Nº 7 del artículo 8º de la ley Nº 20.423, el concesionario deberá ajustar la torre soporte de antenas de que se trate en el plazo establecido en el inciso sexto del presente artículo a fin que ésta reúna las condiciones señaladas en la letra b) del artículo 116 bis F. El concesionario podrá acreditar que ya ha cumplido dicha obligación por encontrarse la respectiva torre soporte de antenas dentro del catálogo a que se refiere el artículo 116 bis F, letra b) o si no se encontrare en éste, por reunir ésta condiciones de armonización con el entorno urbano que la Dirección de Obras considere suficientes, pronunciamiento que deberá emitir en el plazo de 15 días. Frente a la falta de pronunciamiento en el plazo indicado será aplicable lo dispuesto en el inciso noveno del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


En el caso de torres de más de doce metros ya instaladas en los establecimientos o áreas a que se refiere el inciso sexto del artículo 116 bis E o dentro del radio indicado en el mismo precepto, los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado dichas torres soporte de antenas y sistemas radiantes deberán presentar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, dentro del plazo de 120 días contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, un certificado emitido por una empresa registrada para estos efectos en dicha Subsecretaría, que acredite que la densidad de potencia de su sistema radiante no excede los límites de la norma a que se refiere el artículo 7º de la ley Nº 18.168 o la que se encontrara vigente.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, la Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá, dentro del plazo de 60 días contado desde la entrada en vigencia de esta ley conformar el registro a que alude el presente precepto.


El incumplimiento de las normas contempladas en este artículo habilitará a la respectiva Dirección de Obras a disponer el retiro de la instalación, lo que deberá informarse a la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


En el caso que se declare un territorio saturado conforme al artículo 116 bis I de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, el plazo de 90 días a que se refiere el inciso cuarto del presente artículo y el de doce meses establecido en el inciso quinto se contará desde la notificación de la correspondiente declaración.”.


Se explicó que se acordó reordenar esta norma para que la primera opción sea que los concesionarios emplazados en una zona saturada se junten todos en una misma torre, cuando ello no es posible se proceda en conformidad a las letras a) y b), que contemplan un incremento del costo, tanto en la compensación como en la mimetización, para llegar a un 40% del valor de reemplazo de la torre.


En el inciso noveno, se agregó una frase para considerar la realidad dinámica de esta actividad y se podría pensar que surge la obligación para el operador que ya está emplazado cada vez que un nuevo operador quisiera entrar a la zona saturada. 


En el inciso décimo primero, se considera la norma que se aplica a las torres antiguas que están emplazadas en una zona saturada que se declare en el futuro y cuando ello suceda, en conformidad al artículo 19 bis se aplicará para las dos torres ubicadas en esa zona el artículo 4º transitorio.


La declaración de zona saturada puede implicar tanto que el nuevo entrante lo haga colocalizado en una torre antigua o lo haga con una torre mimetizada si hay razones técnicas fundadas que impidan colocalizar.


Se consideró preferible establecer que la obligación surja cuando se declare el territorio saturado porque emplazar una tercera torre es una situación de hecho, en cambio, la declaración de zona saturada es un acto administrativo que tiene fecha cierta, con lo cual la obligación para las torres antiguas será desde la declaración de zona saturada.


No tiene sentido de que existiendo una torre que admitió a un tercero colocalizado se le obligue a mimetizar, instalarse todos en una torre o a compensar.


Se agregó un último inciso que señala que en la declaración de zonas saturadas futuras los plazos se contarán desde dicha declaración.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, consultó si las torres emplazadas mimetizadas y un tercero quiere emplazarse, transformando esa zona en saturada obliga a las existentes a colocalizarse.


La respuesta fue negativa.


El Honorable Diputado señor Hales solicitó dejar constancia que este artículo autoriza la instalación de nuevas antenas en una zona saturada declarada por esta misma ley.


El Honorable Diputado señor Pérez consultó qué sucederá en los casos de las zonas saturadas en que están instaladas entre 5 y 7 torres, que tampoco cumplen con las normas de distanciamiento.


Se respondió que los concesionarios deberían instalarse en una sola torre, en caso que no sea posible, porque son muchos concesionarios con sistemas radiantes, podría permanecer una estructura adicional que queda abierta a nuevos concesionarios. Si esto no sucede, todos los operadores tendrán que mimetizarse o compensar, lo que es mucho más caro.


El nuevo operador debe entrar colocalizado, sin perjuicio de que se debe considerar que el mercado nacional tiene un número limitado de operadores de telecomunicaciones.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, anunció que esta norma va a significar que un número importante de torres, van a desaparecer. 


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, reiteró que la norma indica que deben colocalizarse en una o dos torres, si no hay acuerdo todos deberán compensar en un valor equivalente al 40% de la torre. En consecuencia, lo más razonable es colocalizar en una sola torre que será de gran altura.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que se busca la colocalización obligatoria como regla general y para ello se genera un mecanismo de incentivo que sean verdaderos desincentivos para no colocalizar.


En seguida, propuso incorporar la frase “si existieren soluciones tecnológicas disponibles” para forzar la colocalización y aumentar el porcentaje destinado a la compensación de 40% a 50% del valor de la torre, para que se impulse a la colocalización y de esta forma, en algunos lugares en que hay 5 torres instaladas, lograr que desaparezcan 3 y queden sólo 2. Sin embargo, se debe tener presente que esto puede significar la existencia de torres de mayor altura que generan un impacto urbano en la ciudad.


La comunidad va a preferir contar con estructuras mimetizadas que con colocalización obligatoria.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó este artículo señalando que tiene por objeto resolver las situaciones que se producen con los llamados bosques o enjambres de torres, que se denominan territorios saturados. En el caso de este artículo el territorio saturado se refiere al lugar donde existen más de dos torres ya emplazadas, es decir, de tres torres hacia arriba. Para determinar lo anterior se considera un radio de cien metros a la redonda medido desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes. Este territorio saturado, al igual que ocurre con aquel definido en el artículo 116 bis I, es declarado por Subtel, sobre la base de la información con que cuente respecto a la infraestructura instalada. Para lo anterior, Subtel oficiará a las direcciones de obras a fin que éstas entreguen esta información pues éstas cuentan con los correspondientes avisos de instalación.


Para lo anterior, se establece un sistema de incentivos a los concesionarios para que ellos reduzcan el parque de antenas en estos lugares. Para lo anterior señala que la primera opción es que los concesionarios se agrupen en una sola torre, eliminando las demás del territorio saturado. Para incentivar que ello ocurra se otorgan facilidades para reemplazar la torre que acogerá a todos por otra con un procedimiento expedito que consiste en que deberán dar aviso de instalación, al que se acompañan los antecedentes que se establecen para las torres de reemplazo en el artículo 116 bis F y además se les exime de pagar compensación o incurrir en los costos de mimetización de la torre que posean.


Si los concesionarios no ejercen esta opción entonces se establece una regulación más estricta para las torres emplazadas, que supone que los concesionarios deben hacerse cargo del impacto que genera la instalación de varias torres en un radio reducido. Ella consiste en compensar con una obra en beneficio de la comunidad, tal como ocurre con las torres nuevas conforme al artículo 116 bis F letra f) o bien, en mimetizar la torre. Para estos dos casos, se ha estimado pertinente aumentar la carga regulatoria a un 50% del valor de la torre tratándose de la obra de compensación o cuando se opte por mimetizar, se complemente esta acción con una compensación equivalente al 20% del valor de reemplazo de la torre.


La concesionaria definirá qué hará en relación a su torre y de ello debe informar a los vecinos que se ubiquen en el territorio saturado a fin que éstos puedan proponer diseños alternativos de mimetización u otras obras de compensación, según fuere la propuesta realizada por la empresa. Este artículo en términos generales replica el procedimiento de consulta ciudadana que se estableció en el artículo 116 bis F.

Entonces acá existen 3 posibles cursos de acción para el concesionario, que serán de su definición, que aseguran que esta normativa en ningún caso tiene efecto expropiatorio, sino sólo constituye una regulación de su actividad económica o limitaciones que derivan de la función social de su propiedad.


Ahora bien, dado que la instalación de torres es una actividad continua, el parque de torres va cambiando constantemente. Por lo anterior, la norma se pone en la situación de qué ocurre con las torres ya instaladas en el lugar cuando se genera un territorio saturado por aplicación del artículo 116 bis I . Hay que recordar que dicho artículo regula al entrante, al que pretende instalar la torre y no al que ya está allí instalado. Este último es regulado por el artículo 19 bis, que le impone la obligación de colocalizar salvo que acredite que existen razones técnicas que justifiquen la negativa y siempre que no existan soluciones técnicas disponibles para generar capacidad estructural en la torre. Entonces, si finalmente no debe colocalizar el requirente de colocalización le tendrá que pedir al otro y si éste también logra excusarse va a tener que instalarse con una torre nueva mimetizada, lo que es una medida de mayor costo que simplemente colocalizarse. Por lo anterior, surge en este caso para los dos requeridos que se excusaron de colocalizar la obligación de cumplir con el artículo 4º transitorio, debiendo entonces agruparse en una sola torre o de lo contrario podrán optar por mimetizar o compensar a la comunidad. Esta medida es indispensable para asegurar que no existan barreras de entrada significativas para nuevos operadores al mercado móvil. En el caso que se tenga que aplicar entonces el artículo 4º transitorio, el plazo para informar a la Dirección de Obras sobre la opción que tomará el concesionario y el plazo para tener finalizadas las obras que correspondan se contará desde la declaración de territorio saturado por parte de Subtel.


Si el concesionario requerido de colocalización accede a ella o es obligado a colocalizar por Subtel entonces no tendrá que ejercer las opciones antes descritas, pues no tiene sentido imponerle la obligación, por ejemplo, de mimetizar la torre o bien agruparse con otros en una sola torre pues ello sería un desincentivo a la colocalización.


En una materia distinta, el artículo 4º transitorio también regula el proceso de ajuste a las exigencias que la ley impone a las torres que están emplazadas en lugares que sean declarados de interés turístico conforme a la ley N° 20.423. Hay que recordar que el artículo 116 bis F señala que las torres de más de 12 metros emplazadas en estas zonas deberán ser armonizadas con el entorno urbano. Para que ello ocurra el concesionario tendrá un plazo de 12 meses y podrá acreditar que cumple si la torre es de aquellas consideradas en el catálogo de diseño de torres que definirá el Ministerio de Vivienda y si no está en el catálogo deberá presentar los antecedentes que permitan a la Dirección de Obras definir si la torre cumple con características de mimetización suficientes.


A continuación la norma también regula un aspecto que se relaciona con las torres emplazadas cerca de las áreas sensibles. En este punto se ha mantenido la redacción aprobada por el Honorable Senado que dispone que los concesionarios deberán acreditar ante la Subsecretaría de Telecomunicaciones que la emisión de las antenas y sistemas radiantes instalados en dichas torres no sobrepasa la norma de emisión vigente o aquella que se dicte en aplicación del artículo 7º de la Ley General de Telecomunicaciones que fue aprobado por ambas Cámaras. Para lo anterior existirá un plazo de 120 días y el certificado debe venir de una empresa seria, especialista en mediciones de este tipo. Con el objeto de asegurar que la empresa certificadora reúne estas características, ellas deberán estar en un registro que abrirá la Subtel y al que se ingresará sólo si se cumplen con una serie de condiciones que garanticen que la empresa cuenta con profesionales calificados, experiencia, equipamiento adecuado para hacer las mediciones conforme a los protocolos o estándares que fije la Subsecretaría.

Por último, en esta norma se ha clarificado la redacción respecto a los efectos que se producen en caso de incumplimiento a la misma. En este sentido se establece que ello dará lugar al retiro de la torre objeto del incumplimiento.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, manifestó su temor a que dicha proposición pueda generar un encarecimiento del servicio de comunicaciones, además, es muy difícil abordar todas las situaciones en una ley que abre distintas opciones y el proceso de participación ciudadano es adecuado.


En seguida, sometió a votación el texto de este artículo, con la modificación propuesta por el Honorable Senador señor Letelier y en forma separada el aumento de 40% a 50%.


El Honorable Diputado señor Hernández señaló que la modificación propuesta relativa a aumentar el porcentaje de compensación de 40% a 50%, puede ser un incentivo para que las empresas se colocalicen, sin embargo, esta medida puede significar un mayor costo para los usuarios.


El Honorable Senador señor Letelier hizo presente que la industria de las telecomunicaciones se desarrolló en el país en forma desregulada y no es posible que el costo lo sigan asumiendo las ciudades.

- En votación este artículo, fue aprobado con modificaciones, con los votos de los Honorables Senadores señores Chahuán, Letelier, Novoa, Pizarro y Prokurica y con los votos de los Honorables Diputados señores Hasbún, Hernández, Latorre y Pérez y con el voto en contra del Honorable Diputado señor Hales.


En votación separada se determinó si se aumentaba el monto de la compensación de 40 a 50% del valor de reemplazo de la torre.


- En votación esta proposición, votaron por aumentar el porcentaje a 50%, el Honorable Senador señor Letelier y los Honorables Diputados señores Hasbún, Hernández y Pérez. Se abstuvieron los Honorables Senadores señores Chahuán y Pizarro y el Honorable Diputado señor Latorre; votó en contra el Honorable Diputado señor Hales.


Votaron a favor de mantener el porcentaje en 40% del valor de la torre, los Honorables Senadores señores Novoa y Prokurica.


Repetida reglamentariamente la votación se aprobó elevar el porcentaje a 50% con los votos de los Honorables Senadores señores Chahuán, Letelier y Pizarro y con los votos de los Honorables Diputados señores Hasbún Hernández y Pérez. Se abstuvo el Honorable Diputado señor Latorre y votaron en contra los Honorables Senadores señores Novoa y Prokurica y el Honorable Diputado señor Hales.

Artículo 5º transitorio (Senado)


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, incorporó el siguiente artículo 5º transitorio:


“Artículo 5°.- Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado torres o soporte de antenas y sistemas radiantes de más de doce metros en los establecimientos o áreas a que se refiere el inciso sexto del artículo 116 bis E de la Ley general de Urbanismo y Construcciones o dentro del radio indicado en el mismo precepto, dispondrán de un plazo de doce meses para verificar el cumplimiento de los distanciamientos establecidos en el referido inciso sexto de ese artículo.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la incorporación de este artículo.


En discusión esta norma se presentaron las siguientes proposiciones:


- Del Honorable Diputado señor Patricio Hales, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 5º.- Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado torres o soporte de antenas y sistemas radiantes dispondrán de un plazo de 120 días para presentar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones y publicar la primera oferta de facilidades de colocalización señalada en el artículo 19 bis de la ley N°18.168, General de Telecomunicaciones.”.


- Del Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier, para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Quedaran exentos del cumplimiento de las obligaciones establecidas en el inciso anterior aquellos concesionarios de servicios públicos o intermedios de comunicaciones, respecto de aquellas torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura en que voluntariamente hubieren colocalizado efectivamente las antenas o sistemas radiantes de un concesionario que no se encontrare con anterioridad en dicho lugar, para cuyos efectos deberán acompañar a la correspondiente Dirección de Obras el documento a que se refiere la letra d) del artículo 116 bis F. Para estos efectos se utilizará el mismo procedimiento establecido en el artículo 19 bis de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, con la salvedad de que si no resulta técnicamente factible la colocalización, los concesionarios de servicios públicos o intermedios de telecomunicaciones requeridos deberán verificar el cumplimiento de la obligación establecida en el inciso primero precedente.”.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que el retiro de las torres podría provocar grandes problemas a las comunicaciones, no hay claridad en cuanto al número de zonas sensibles, no hay catastro de jardines infantiles, hogares de adultos mayores y de otros lugares.


No hay controversia en relación a la prohibición de instalar nuevas torres en zonas sensibles ni en el perímetro, el problema se presenta con la norma transitoria que obligaría a mover un gran número de torres.


El Honorable Senador señor Letelier expresó que lo ideal es sacar las torres, que es posible que todas las estructuras se ubiquen en una sola torre o que se alejen en distancia.


El Honorable Senador señor Pizarro solicitó someter a votación este artículo que fue rechazado por la Honorable Cámara de Diputados.


El Ejecutivo ha intentado buscar una fórmula que permita mantener el criterio que refleja la sensibilidad ciudadana, puesto que en esta materia se van a presentar problemas con la opinión pública, que no dice relación con las emisiones, sino con la presencia de las torres.


En su opinión, se deben entregar dos señales; la primera, que en las zonas sensibles se solicite el retiro de todas las antenas mayores de 12 metros y que en el círculo más reducido de 50 metros no puede haber ninguna torre mayor a 12 metros. Si las torres son mayores de 12 metros se produce la multiplicación por 4 que indica el perímetro en el cual no pueden haber torres.


En segundo lugar, se debe reducir el primer anillo, para que el perímetro sea de 40 metros, hacer un segundo radio donde exista la posibilidad de instalar antenas menores de 25 metros. Ese segundo radio debería ser de 100 metros porque es coherente con la multiplicación por 4 y promover la instalación de antenas de menor altura.


Las antenas que tienen que salir de este sector deberían tener la obligación de colocalizarse fuera de los 100 metros porque en ese lugar hay otras torres. Así no se pierde la comunicación.


El Honorable Senador señor Chahuán solicitó conocer la opinión del Ejecutivo en esta materia, haciendo presente que considera complejo lo propuesto por el Honorable Senador señor Pizarro porque se desconoce el número de zonas sensibles en comunas emblemáticas del país. Algunos han sostenido que deberían retirarse más de 2.000 torres, por lo que es importante conocer los impactos de estas normas.


El Honorable Diputado señor Hales señaló que el primer argumento que se esgrime para rechazar este artículo es que el retiro de las torres en las zonas sensibles corresponde al retiro masivo de torres y antenas que podrían generar un colapso en el costo y en las telecomunicaciones. Sin embargo, si se consideran las instaladas en las zonas sensibles y saturadas la cifra es menor, no es el 40% del parque de antenas.


Las zonas saturadas son más que las zonas sensibles, con lo cual son menos de 2.000 antenas que es necesario retirar.


El Honorable Diputado señor Hasbún propuso una colocalización retroactiva, obligatoria, que es la única forma de asegurar que no sigan aumentando las torres. En las zonas saturadas y sensibles, las personas requieren una señal en el sentido de que no se instalarán nuevas estructuras.


En consecuencia, se debe buscar un acuerdo pensando no sólo en la señal que se debe dar a la comunidad, sino que no caer en el juego del mundo ideal, que no existe.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, informó que el Ejecutivo considera que hay que cumplir con dos objetivos; uno, es la entrega de la señal de disminución del parque de antenas ubicadas cerca de las zonas sensibles, sin perjuicio de que el tema de la salud está resuelto por el artículo 7º del proyecto de ley y el distanciamiento no tiene relación con la protección a la salud, sin embargo, se debe dar una señal pública de disminuir el número de torres sin que el artículo 116 bis E, constituya una barrera de entrada.


Las zonas sensibles son más complejas que las zonas saturadas por la dispersión geográfica y por el número de áreas que son sensibles. Las zonas saturadas son más fáciles de ubicar, basta con la información de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, sin perjuicio de que algunos enjambres pueden estar cerca de una zona sensible.


Se ha estimado que las zonas sensibles podrían comprometer a 2.000 torres, no hay certeza, la Subsecretaría de Telecomunicaciones no tiene la obligación de contar con registro de hospitales, jardines infantiles, hogares de ancianos. Estas zonas son muy dispersas y si no es posible la entrada de un operador nuevo, la colocalización retroactiva pierde sentido porque no podrá prestar servicio en esa área.


En consecuencia, se propone que la aplicación retroactiva que implique el retiro de las torres se aplique a una distancia de los establecimientos de 40 metros y regiría el mismo sistema que en las normas permanentes.


Luego, entre los 40 y 80 metros de distancia con los establecimientos de las zonas sensibles, sólo se podrían aceptar torres de 25 metros de altura y sobre ese radio, más allá de los 80 metros y hasta los 120 metros, la existencia en esa franja de la obligación de colocalización. De esta forma, las torres existentes tienen que quedar con un acceso abierto.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, expresó que hay muy pocas antenas menores a 12 metros.


Se explicó que hay muy pocas porque el sistema radiante se instala a contar del metro 9, las antenas no pueden estar a ras de suelo. En 12 metros sólo cabe un sistema radiante, con lo cual no es muy efectivo para la empresa, sin embargo, la real alternativa es la antena instalada en infraestructura preexistente.


Agregó que en muchos establecimientos es de interés de éstos contar con una antena, que normalmente excede los 12 metros y la aplicación de esta norma va a implicar retirar la estructura. Esta norma es una restricción severa.


Una opción es sacar las antenas de más de 12 metros lo que implica el retiro de la mayoría de las instaladas, hay muy pocas de menos de esa altura y después el radio se va agrandando. La otra posibilidad es obligar a colocalizar, con lo cual salen torres.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que a lo mejor se podrían juntar las zonas sensibles con las saturadas y fijar un criterio único de colocalización que es reducir la infraestructura excesiva.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que si en las zonas sensibles no se realiza el retiro de las torres se va a producir un gran desconcierto en la opinión pública y será muy difícil intentar explicar esta situación.

El hecho de colocalizar va a significar que las estructuras serán de mayor tamaño y eso no será comprendido, la comunidad no quiere estructuras enormes en las cercanías de las zonas sensibles, por lo que es necesario conciliar esta realidad con la prestación de un servicio, cuidado a la salud, evitar la judicialización y la única forma sería permitir la instalación de antenas de menos de 12 metros de altura.


El Honorable Diputado señor Hales señaló que esta norma se refiere al retiro de las antenas en las zonas sensibles, sin embargo, no se pueden sacar todas las antenas y no se entiende la dictación de una nueva ley que no ordena el retiro en las zonas sensibles.


Se deben retirar de acuerdo a la definición de zonas saturadas o como lo propone este artículo.


El Ejecutivo formuló la siguiente proposición para este artículo 5º, tomando como base el artículo 5º transitorio aprobado por el Honorable Senado:


“Artículo 5º.- Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado torres o soporte de antenas y sistemas radiantes de más de doce metros en los establecimiento o áreas a que se refiere el inciso sexto del artículo 116 bis E de la Ley General de Urbanismo y Construcciones o a una distancia igual o menor a 40 metros de tales establecimientos, dispondrán de un plazo de doce meses para verificar el cumplimiento de este distanciamiento.


A una distancia mayor a 40 y menor a 80 metros de los establecimientos o áreas indicadas en el inciso anterior, sólo se permitirán torres soporte de antenas y sistemas radiantes de hasta 25 metros de altura, debiendo ajustarse el concesionario a esta disposición en el plazo de seis meses desde la publicación de esta ley. Por su parte, las torres ya emplazadas a una distancia mayor a 80 metros y hasta 120 metros quedarán sujetas a la obligación de colocalización, aplicándose en la especie lo establecido en el artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones para el caso que el concesionario requerido se negare a proceder a ello.”.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que en esta materia se han planteado diversos objetivos tales como el retiro de torres en las zonas sensibles, asegurar la competencia en este mercado sin que existan barreras de entrada para nuevos operadores en estas zonas, para lo cual se propone la colocalización obligatoria y el temor a un retiro indiscriminado de torres que podría afectar la calidad de servicio en los lugares en que están emplazadas, puesto que cada torre forma parte de una red.


La proposición del Ejecutivo intenta resolver los temas indicados estableciendo tres círculos desde las zonas sensibles. El primer círculo, supone el retiro de torres de más de 12 metros de altura; el segundo, permite la mantención de torres de hasta 25 metros de altura y el tercer círculo, que considera las torres emplazadas a una distancia mayor a 80 metros y hasta 120 metros desde el establecimiento de la zona sensible quedarán obligadas a colocalizar a los nuevos entrantes.


Este artículo se establece en el contexto de la discusión acerca del principio precautorio que esta ley adopta respecto de las antenas y sus emisiones. Con este propósito se incorporó en el articulado permanente, específicamente en el artículo 116 bis E, la prohibición de instalar torres de más de doce metros a una distancia menor a 4 veces la altura de la torre con un mínimo de 50 metros. Posteriormente, y en el entendido que no había razón para establecer una discriminación entre torres antiguas y nuevas a efectos de la aplicación de este principio precautorio, se estableció extender la aplicación de esta prohibición a todas las torres cualquiera fuera la época de su emplazamiento.


Sin embargo, ha sido discutido largamente que la norma aprobada por el Honorable Senado genera dos dificultades. Implica por un lado un impacto no totalmente ponderable para la red de telecomunicaciones pues impone a los concesionarios ajustarse a la normativa vigente dentro de un plazo de un año respecto de un gran número de torres. En este punto se ha hecho presente que no se puede considerar cada torre como una individualidad sino como parte de una red que funciona integradamente. Por lo anterior, se ha requerido contemplar algún mecanismo que permita reducir el impacto de la norma en los servicios.


Asimismo se ha buscado que la prohibición permanente que contempla el artículo 116 bis E no signifique una barrera de entrada al mercado para nuevos actores, pues dada la dispersión geográfica de las áreas sensibles, el no poder instalarse en ellas podría significar que éstos podrían no ser capaces de otorgar un servicio con una calidad como la que demanda la regulación sectorial.


Teniendo en cuenta estos 3 elementos -principio precautorio, necesidad de reducir el impacto de la norma en la calidad de servicio y consideraciones de libre competencia- se propuso como alternativa al texto aprobado en el Honorable Senado una norma que contemplara 3 anillos. El primer anillo, que se extiende desde el establecimiento pertinente hasta los 40 metros de distancia en el que los concesionarios deberán ajustarse a la normativa que estará vigente una vez publicada la ley y que consiste que en esos lugares las torres deben tener una altura no mayor a 12 metros. Para lo anterior, se da un plazo de 12 meses, a fin que las empresas adecuen las torres o si desean hacer este ajuste, retiren las mismas. Un segundo anillo comprende desde los 40 metros y hasta los 80 metros de distancia desde el establecimiento donde las torres deberán respetar el máximo de altura que será de 25 metros. Por último, un tercer anillo que va desde el metro 80 y hasta los 120 metros de distancia desde el establecimiento donde no hay límite de altura de torre pero sí obligación de colocalización. Lo anterior, sin perjuicio que en todo momento, los concesionarios deberán cumplir individualmente y agrupados, según corresponda, con el límite de emisión que se encuentre vigente. En este último caso, dado que se ha establecido obligación de colocalización, se hace aplicable el procedimiento de reclamo del artículo 19 bis, en caso de negativa a la colocalización.

La Comisión en este punto acordó incorporar una enmienda a este modelo, estableciendo que en el segundo anillo las torres también estarán abiertas a la colocalización de manera obligatoria. 


Dado lo anterior, el Ejecutivo precisa que el procedimiento del artículo 19 bis también deberá ser aplicable a la negativa a colocalización que se haga respecto de las torres ubicadas en el segundo anillo. Por lo anterior, la referencia que se hace al artículo 19 bis en el inciso que regula la materia está referido a los dos casos regulados en él.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, precisó que cuando se señala que algunos establecimientos podrán instalar antenas para fines propios no son torres de telecomunicaciones, sino que se trata de antenas para comunicarse con las ambulancias y para otros fines propios. Distinta es la situación de los arriendos a empresas de telecomunicaciones que han efectuado algunos de estos establecimientos, para la instalación de torres soporte de antenas que deberán retirarse.


El Honorable Senador señor Prokurica señaló que para los efectos de la historia de la ley es importante señalar que la principal preocupación de la comunidad en relación a los daños a la salud queda resuelto por las normas de emisión y no por la determinación de las zonas sensibles.


En seguida, recordó que el tema de las zonas sensibles fue incorporado durante la discusión en el Honorable Senado por el Honorable Senador señor Girardi porque en otras legislaciones se establecen estas áreas y se consideró adecuado entregar una señal para que en aquellos lugares en que hay ancianos, niños, personas enfermas, se adopte una especial preocupación.


El Honorable Diputado señor Hasbún manifestó su preocupación por el hecho de que en aquellos lugares en que las distancias son iguales o menores a 40 metros, no se va a permitir la competencia, las empresas entrantes no tendrán opción en esos lugares, lo mismo ocurrirá en las zonas de menos de 80 metros, por lo que propuso establecer la colocalización obligatoria en el rango entre 40 y 80 metros de distancia de los establecimientos ubicados en las zonas sensibles.


En el rango entre 40 y 80 metros es posible instalar torres de 25 metros que permiten la colocalización obligatoria a otros concesionarios.


El Honorable Senador señor Girardi señaló que se estableció un acuerdo inicial de zona de exclusión de 300 metros de las zonas sensibles. El criterio de las normas de campo electromagnético son riesgos aceptables para el daño a la salud, no está determinado que no haya riesgo, por lo que se estableció un criterio precautorio para los establecimientos considerados en las zonas sensibles.


Las normas internacionales consideran una especial preocupación por las zonas sensibles, hay países que han establecido distanciamientos de 300 metros.


En su opinión, esta iniciativa legal regula en forma rigurosa la competencia en la industria de las telecomunicaciones y la protección a la salud de las personas no va a significar una traba para el desarrollo de la tecnología.


El Honorable Diputado señor Hales expresó que esta iniciativa legal es muy adecuada para el futuro, no obstante, es muy peligrosa para la realidad actual, el artículo 4º transitorio permite instalar nuevas antenas en zonas saturadas y en las zonas sensibles la peor señal será que no se van a retirar las torres, a pesar de que existen alternativas para instalarlas en otros lugares sin perjudicar las comunicaciones.


El Honorable Senador señor Pizarro manifestó su conformidad con la proposición del Ejecutivo expresando que puede constituir una transición razonable para los operadores y permite entregar una señal en el sentido de que en las zonas sensibles se eliminan las torres.


Asimismo, concordó con la proposición formulada por el Honorable Diputado señor Hasbún, en el sentido de establecer la colocalización para las torres ubicadas en el área comprendida entre 40 y 80 metros de los establecimientos de las zonas sensibles, lo que puede contribuir a despejar la preocupación de la opinión pública en cuanto a las torres ya instaladas en esos lugares.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, compartió la proposición del Honorable Diputado señor Hasbún, en orden a establecer la colocalización en la distancia entre 40 y 80 metros de los establecimientos o áreas sensibles, para generar el retiro de torres y forzar la instalación de estructuras de menor altura.


El Honorable Diputado señor Latorre solicitó un pronunciamiento al Ejecutivo en relación a los planteamientos formulados por el Honorable Senador señor Prokurica, en el sentido de si existe acuerdo en que la limitación del nivel de radiación resuelve el problema de salud y analizar si la proposición del Ejecutivo constituye un intento de mejor solución.


Se debe adoptar una solución para determinar si esta iniciativa legal cautela el tema de la radiación hacia la población, tiene que existir una convicción en relación al daño a la salud.


Durante la discusión en la Honorable Cámara de Diputados nunca se dio por resuelto el tema de la radiación, siempre se señaló que esta ley lo resolvería por la modificación de las estructuras de las torres.


En esta iniciativa legal se pretendía recoger una serie de materias, como las radiaciones, la pérdida del valor patrimonial de una propiedad, cuando se instala una torre en las proximidades, la afectación del urbanismo de la ciudad, entre otros.


El Honorable Senador señor Letelier expresó que la ciencia no tiene convicción en relación a los impactos de salud, sólo existen algunas informaciones, por lo tanto, el criterio ha sido adoptar una actitud precautoria y la mantención de las zonas sensibles es fundamental junto con la norma de emisión.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, informó que se entrevistó con los comisionados de la Unión Europea encargados de esta materia y desde el punto de vista de los ingenieros a cargo de la instalación de los sistemas radiantes y que certifican la calidad de los equipos como de los equipos médicos de la Unión Europea que tienen una dedicación a este tema la opinión es que no existe ningún antecedente de que provoquen daños a la salud. Se ha señalado que el teléfono celular puede emitir 40 veces más que las antenas.


Asimismo, existe una asociación europea que determina cuáles son los agentes cancerígenos y se establece que las emisiones de radio están en listas que eventualmente podrían producir cáncer en la misma categoría que el café.


Es muy difícil probar un hecho negativo, sin embargo, existe un hecho cierto que es el temor de la comunidad por la presencia de estas torres y antenas, lo cual puede significar que se esté reaccionando ante un temor humano que a lo mejor no es fundado, sin embargo, es un elemento que se debe considerar.


El Honorable Senador señor Girardi explicó que las normas no son técnicas sino que implican una decisión política, establecen un riesgo aceptable de enfermar o morir, a partir de un determinado nivel de exposición o compuesto. El hecho de que exista una norma implica la existencia de un daño potencial que dependerá de la dosis que tenga la persona que será de tiempo, exposición e intensidad de la exposición.


En consecuencia, validó la existencia de una zona sensible y la segunda discusión debe determinar el nivel precautorio adicional en consideración a esta zona en que se encuentran personas en etapa de formación, personas enfermas, etc.

En su opinión, no pueden instalarse torres dentro de 40 metros de distancia a una zona sensible, aunque sean de 10 metros de altura.


El Honorable Diputado señor Montes expresó que hay distintos estudios de la Unión Europea que establecen que la presencia de torres y antenas provocan una descomposición celular en períodos largos, es decir, no es un problema de corto plazo, lo que se suma a otros factores de descomposición por la onda electromagnética que tiene otro origen y que explicaría el aumento del cáncer en la población.


La norma de emisión es una medida adecuada en esta materia y se debe fiscalizar su cumplimiento.

Junto con lo anterior, se debe considerar el cambio tecnológico para disminuir el tamaño de las antenas porque las de menor altura generan menos potencia y menos riesgo para la salud. La política oficial del Ejecutivo debe ser incentivar la instalación de estructuras más bajas.


Asimismo, se debe considerar la existencia del Fondo establecido en la ley para efectuar un seguimiento en esta materia, la onda electromagnética es un problema real. No es casualidad que en algunos estados de Estados Unidos esté prohibido el uso de teléfonos celulares para los niños menores de 14 años.


Los estudios en esta materia tienen que generar obligaciones, si se demuestra que hay daños para la salud, se deben adoptar las medidas adecuadas.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, señaló que esta ley siempre estará en proceso de revisión y para ello se consideran los modelos de los 5 países más exigentes de la OECD y si aparece algún antecedente y los países adoptan una medida más cuidadosa, Chile estará obligado a lo mismo, seguirá la misma pauta.


Para los efectos de protección de la salud de la población, lo más sabio es estar dentro de los países más cautos y efectuar revisiones permanentes de la normativa, para lo cual la Subsecretaría de Telecomunicaciones fiscalizará y además se creará la Superintendencia que tendrá competencia en estas materias.


La comunidad está asustada y se deben entregar todas las señales en la ley en el sentido de definir las zonas sensibles y comunicar la preocupación en esta materia.


- En votación este artículo con la modificación del Honorable Diputado señor Hasbún, fue aprobado por 7 votos a favor de los Honorables Senadores señores Chahuán, Letelier, Novoa, Pizarro y Prokurica y los Honorables Diputados señores Hasbún y Latorre, dos votos en contra de los Honorables Diputados señores Hales y Pérez y con la abstención del Honorable Diputado señor Hernández.


Las proposiciones presentadas fueron retiradas por sus autores.

-o-
Proposición relativa a las zonas rurales


El Honorable Senador señor Letelier solicitó que se considere una norma especial para las zonas rurales, que son distintas en el valle central que está más poblado.


Propuso que en las zonas rurales donde hay juntas de vecinos y una determinada densidad poblacional cuando se requiera instalar una antena se consulte a la comunidad en relación a su ubicación. En caso de no existir acuerdo con la comunidad se instalará en el lugar propuesto por la empresa concesionaria.


Hay muchas comunidades rurales que cuentan con juntas de vecinos activas que indicarán un lugar para la instalación de las torres, sin que se impida el desarrollo de la industria.


En su opinión, es necesario distinguir dos situaciones; la primera, relativa a la obligación de las empresas de entregar un servicio de calidad donde deben operar, no donde pueden operar y la segunda, es la necesidad de efectuar una consulta a las comunidades rurales relativas a la ubicación de una torre.


La división entre zonas rurales y urbanas, obedece a una definición del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, en virtud de la cual se consideran zonas urbanas las localidades con 2.500 habitantes, por lo tanto, las comunidades con menos habitantes no son caceríos y tienen el derecho a ser consultadas.


El Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones ha suscitado conflictos cuando las empresas no han consultado a las comunidades.


El sentido de esta proposición es la existencia de un procedimiento de consulta e información simplificado a la comunidad reducido, para que dentro del plazo de 30 días, se pronuncie en relación a la ubicación de la torre soporte de antena. En caso que no se pronuncie no entregando la respuesta dentro del plazo señalado se instalará en el lugar propuesto por la empresa respectiva. Por otra parte, cabe considerar que no se otorga el derecho a oponerse a la instalación.


Hizo presente que se trata, normalmente, de comunidades rurales que cuentan con servicio de telefonía y esta proposición sólo constituye una señal a dichas comunidades en el sentido de que serán consultadas. 


El texto de la proposición es el siguiente:


Agréguese al inciso segundo del artículo 116 bis H:


“Con todo, en el caso de las zonas rurales donde exista una junta de vecinos y hubieren más de cinco propietarios de inmuebles distintos ubicados en el radio de 500 metros medido desde el lugar donde se pretende emplazar una nueva torre de más de 12 metros, se deberá dar cumplimiento a lo establecido en la letra e) del artículo 116 bis F para los efectos que dichos propietarios formulen observaciones a la propuesta que formula el concesionario.”.


El señor Senador explicó que en este caso no se puede rechazar la instalación de antenas, sólo se trata de un proceso de consulta.


El Honorable Senador señor Prokurica expresó que la zona que representa tiene diversas localidades rurales y no se ha logrado hasta la fecha que las empresas de telecomunicaciones instalen telefonía e Internet en esos lugares, con lo cual si además, se establece esta nueva exigencia será más difícil contar con comunicación en el futuro.


Hay distintas realidades en el país y las empresas de telecomunicaciones no están interesadas en instalarse en las zonas rurales, la comunicación en estas zonas se ha logrado a través de los programas de gobierno de telefonía rural.


El planteamiento del Honorable Senador señor Letelier da cuenta de un problema real en el sentido de que se afecta la estética de las zonas rurales con la instalación de las torres, sin embargo, con estas nuevas exigencias será más difícil contar con telefonía e Internet en esas zonas.


Si se pretende incorporar esta norma se debería, al mismo tiempo, establecer una disposición que sea un contrapeso que obligue a todas las empresas a entregar cobertura en las zonas rurales.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, recordó que en la discusión en la Honorable Cámara de Diputados se incorporó una franja de 500 metros para evitar que las torres se instalen en los límites urbanos.


En relación a la proposición del Honorable Senador señor Letelier, manifestó que esta norma se debe acotar a las localidades muy pequeñas con más de 500 personas, que cuentan con una junta de vecinos para efectuar un procedimiento de consulta en relación a la ubicación de la torre, lo que se estima plausible dentro del contexto de respetar la opinión de los ciudadanos.

El Honorable Diputado señor Latorre recordó que el Ejecutivo expresó que esta ley se aplicaría tanto a las zonas urbanas como rurales y se formularon reparos en el sentido de que muchas normas son impracticables en las zonas rurales.


No obstante lo anterior, se han determinado lugares en las zonas rurales en los cuales no se pueden instalar torres.


La iniciativa legal en estudio se aplicará tanto a las zonas rurales como urbanas, con la excepción relativa a la franja de 500 metros contiguas al límite urbano.

La norma propuesta constituye una restricción a la posibilidad de instalar estas torres en zonas rurales que cuenten con juntas de vecinos. Agregó que no tiene inconveniente en efectuar las consultas que procedan en las zonas rurales para las materias que las afectan, sin embargo, esta proposición no es práctica.


El Honorable Diputado señor Hernández manifestó su opinión señalando, en relación a las zonas rurales, que se debe ser muy cuidadoso porque las mismas comunidades solicitan a las empresas de telefonía móvil la instalación de torres para tener comunicación.


El Honorable Diputado señor Latorre presentó un texto alternativo que contiene una proposición suscrita en conjunto con la Honorable Diputada señora Alejandra Sepúlveda.


No obstante lo anterior, hizo presente que no es partidario de establecer mayores exigencias para la instalación de torres soporte de antenas en zonas rurales no concentradas.


- Proposición de los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda y del señor Juan Carlos Latorre, para agregar el siguiente artículo 116 bis J, nuevo:


“Artículo 116 bis J.- En el caso de las zonas rurales donde exista una junta de vecinos y hubieren más de cinco propietarios de inmuebles distintos a aquel donde se emplazará una nueva torre de más de 12 metros ubicados dentro del radio de 500 metros medido desde el lugar donde se pretende emplazar ésta, los concesionarios deberán acompañar al aviso de instalación un Certificado emitido por Correos de Chile, que acredite la comunicación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos treinta días a la presentación del aviso, a la junta de vecinos respectiva y a dichos propietarios. La comunicación deberá incluir el proyecto de instalación de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, indicando la ubicación exacta de la instalación, su altura y características. Esta comunicación no será necesaria para el inmueble en que se instale la torre. Para los efectos de lo dispuesto en este párrafo, se entenderá cumplida la obligación de comunicación al propietario del inmueble por el solo hecho de haberse remitido la referida carta certificada al propietario registrado en el Servicio de Impuestos Internos para efectos del impuesto territorial.


Los propietarios que se encuentren dentro del área descrita en esta letra podrán formular a la Dirección de Obras respectiva, por escrito, y previo informe de la junta de vecinos respectiva, las observaciones acerca del proyecto de instalación de la torre y su sujeción a la normativa vigente hasta quince días después de practicada la comunicación respectiva. Si los propietarios no formularen observaciones conforme al procedimiento y dentro de los plazos establecidos en el presente artículo, la Dirección de Obras tendrá por aprobada la propuesta formulada por la concesionaria. De presentarse observaciones, éstas serán puestas en conocimiento de la concesionaria dentro del plazo de 5 días a fin que ésta dé respuesta a las observaciones formuladas junto con el correspondiente aviso de instalación.”.


El Honorable Senador señor Pizarro señaló que comprende la buena intención de la proposición formulada, sin embargo, se debe facilitar al máximo la instalación de torres soporte de antenas en las zonas rurales del país para contar con un adecuado servicio de comunicaciones, por lo que se manifestó contrario a establecer mayores trabas.


- Sometida a votación la idea de legislar en esta materia, fue rechazada con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Novoa, Pizarro y Prokurica y de los Honorables Diputados señores Hasbún y Hernández y con los votos a favor del Honorable Senador señor Letelier y del Honorable Diputado señor Latorre.
-o-
“PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


En mérito de lo expuesto vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros, como forma y modo de resolver las diferencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional, durante la tramitación del proyecto de ley en estudio, que prestéis vuestra aprobación a la proposición que se transcribe a continuación.

Artículo 1°


Contemplar como tal el artículo 1º del Honorable Senado, en lo que respecta a agregar, en la letra b) de ese artículo, los artículos 116 bis F, 116 bis G y 116 bis I, los que fueron aprobados con enmiendas, quedando redactados en los siguientes términos:


Artículos 116 bis F, 116 bis G y 116 bis I 


“Artículo 116 bis F.- Toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, instalada por concesionarios, requerirá permiso de instalación de la Dirección de Obras Municipales respectiva.


Con todo, las municipalidades deberán determinar mediante ordenanza dictada conforme con el artículo 65 letra k) de la ley Nº 18.695, las zonas de los bienes municipales o nacionales de uso público que administran, donde preferentemente se tendrá derecho de uso para el emplazamiento de torres soporte de antenas de más de doce metros. Dicha ordenanza establecerá las tarifas que la municipalidad respectiva podrá cobrar por el mencionado derecho de uso. Lo anterior, sin perjuicio del pago de los derechos que las municipalidades cobren en el ejercicio de sus atribuciones conforme al artículo 130 de la presente ley.


La instalación de tales torres en las zonas preferentes se regirá por la presente disposición con la salvedad que en estos casos no será necesaria la autorización municipal a que se refiere la letra a) de este artículo.

Las instalaciones a que se refiere el presente artículo deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 116 bis E, con los distanciamientos establecidos en la Ordenanza General de la presente ley y, en caso de emplazarse en áreas urbanas, les será aplicable, adicionalmente, el régimen de rasantes que establezca el plan regulador respectivo, o en su defecto la Ordenanza General de esta ley.


Quedarán exentas del cumplimiento de las normas sobre distanciamientos a que se refiere el inciso anterior aquellas instalaciones de estructuras que, con el solo objetivo de colocalizar una nueva antena o sistema radiante de otro operador, deban modificar su altura. Para tales efectos, dichas instalaciones podrán sobrepasar las rasantes, siempre que dicha modificación no supere el treinta por ciento de la altura total de la torre soporte original.


A la solicitud de permiso de instalación a que se refiere este artículo se deberán acompañar los siguientes antecedentes:


a) Solicitud de instalación, suscrita por el propietario o propietarios del inmueble donde se efectuará la instalación y por el concesionario responsable de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones.En caso de que el permiso se solicite para la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones en bienes nacionales de uso público o en bienes fiscales administrados por municipalidades, será necesario además de la solicitud por parte del operador, de autorización de la Municipalidad respectiva.


b) Proyecto firmado por un profesional competente en el que se incluyan los planos de la instalación de la torre, los cuales deberán graficar el cumplimiento de los distanciamientos mínimos y las rasantes a que se refiere este artículo. Dicho plano deberá ser firmado por el propietario o copropietarios del inmueble donde se efectuará la instalación y por el concesionario responsable de la misma o su representante legal. Asimismo, el proyecto deberá acompañar una memoria explicativa que indique las medidas de diseño y construcción adoptadas para armonizar la estructura con el entorno urbano y con la arquitectura del lugar donde se emplazan. Tal memoria explicativa no será requerida cuando el diseño de la torre se encuentre entre aquellos incluidos en el catálogo o nómina que al efecto haya dictado el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, previo informe de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, la que podrá considerar las características urbanas y naturales de las distintas regiones del país.


c) Presupuesto del costo total del proyecto, considerando, entre otros, estructuras, sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, equipos, sala de equipos, sistemas anexos y rentas por arriendos.


d) Proyecto de cálculo estructural de la torre, incluidas sus fundaciones, con su respectiva memoria de cálculo y planos de estructura, que señale la capacidad de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, elaborado y suscrito por un profesional competente. El proyecto deberá acreditar que la capacidad de soporte antes señalada permitirá la colocalización de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de, a lo menos, otro concesionario en las mismas condiciones si la infraestructura fuera menor de 30 metros o tres cuando se trate de estructuras de más de 30 metros.


e) Certificado emitido por Correos de Chile, que acredite la comunicación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos treinta días a la presentación de la solicitud, a la junta de vecinos respectiva y a los propietarios de todos los inmuebles que se encuentren comprendidos total o parcialmente en el área ubicada al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre y un radio equivalente a dos veces la altura de la misma, incluidas sus antenas y sistemas radiantes. Los inmuebles que se encuentren en la situación antes descrita deberán singularizarse en un plano autorizado ante Notario. 


La comunicación deberá incluir el proyecto de instalación de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, indicando la ubicación exacta de la instalación y su altura, así como la propuesta del diseño a adoptar para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplazará y una reseña de la propuesta de obra u obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere la letra f) de este artículo, indicando alternativas priorizadas para el caso que no exista pronunciamiento de los propietarios a que se refiere este literal. Esta comunicación no será necesaria para el inmueble en que se instale la torre. Para los efectos de lo dispuesto en este párrafo, se entenderá cumplida la obligación de comunicación al propietario del inmueble por el solo hecho de haberse remitido la referida carta certificada al propietario registrado en el Servicio de Impuestos Internos para efectos del impuesto territorial.

Los mismos antecedentes incluidos en la comunicación a que hace referencia el párrafo anterior deberán ser puestos en conocimiento de la comunidad por medio de una inserción publicada en un periódico de la capital de la provincia o región con una anticipación de, a lo menos, 15 días a la presentación de la solicitud.


El incumplimiento de lo dispuesto en los párrafos anteriores acarreará la denegación del permiso de instalación o quedará sin efecto de pleno derecho, si es que se hubiese otorgado.


Los propietarios que se encuentren dentro del área descrita en esta letra podrán formular a través de la respectiva Dirección de Obras al Concejo Municipal, por escrito, y previo informe de la junta de vecinos respectiva, las observaciones que estimen convenientes acerca del proyecto de instalación de la torre hasta treinta días corridos después de practicada la comunicación respectiva, debiendo optar sea por una obra de compensación o por una torre armonizada con el entorno urbano y la arquitectura del lugar donde se emplaza, para lo cual se requerirá de la mayoría simple de los propietarios a que hace referencia el primer párrafo de esta letra. Dentro del mismo plazo dicha mayoría conforme a la opción realizada podrá proponer sea obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante, hasta por el monto equivalente al porcentaje a que se refiere la letra f) del presente artículo, o diseños de torres alternativos a los propuestos por el solicitante, que cumplan con el objetivo de minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplazará, siempre y cuando estos diseños se encuentren dentro de la nómina a que se refiere la letra b) de este artículo. Si los propietarios no se pronunciaren sobre la opción a que se refiere el presente literal o no formularen observaciones conforme al procedimiento y dentro de los plazos establecidos en el presente artículo, la Dirección de Obras tendrá por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, de acuerdo a la priorización realizada.


Además, los propietarios que se encuentren dentro del área descrita en esta letra podrán oponerse a la instalación de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, por razones técnicas, en conformidad al artículo 15 de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones. El plazo para ejercer tal oposición será de 30 días y se contará desde la fecha en que se haya verificado la publicación a que se refiere el párrafo tercero de esta letra e). Esta comunicación deberá realizarse conjuntamente con la publicación del extracto a que se refiere el inciso tercero del mismo artículo 15. Para los efectos previstos en el presente inciso no será obligatorio fijar domicilio en la comuna de Santiago y las notificaciones que correspondan podrán realizarse por carta certificada o correo electrónico.


El Concejo Municipal deberá pronunciarse exclusivamente sobre la respectiva propuesta de obra de compensación o la modificación del diseño de la torre, conforme a las observaciones que haya recibido de los propietarios, a través de la Dirección de Obras, aprobando la propuesta del solicitante o de los propietarios, para lo cual deberá adoptar los acuerdos pertinentes, todo dentro de un plazo de veinte días corridos contado desde el vencimiento del término para formular tales observaciones. Los acuerdos adoptados por el Concejo en esta materia deberán ser certificados por el Secretario Municipal y remitidos a la respectiva Dirección de Obras. Vencido el plazo de que dispone para ello, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, o el o la primera de la lista si la propuesta acompañada comprendiera más de una. Para efectos de lo dispuesto en este párrafo, el Concejo, una vez al año, deberá elaborar un listado que indique los tipos de obras de mejoramiento que serán susceptibles de financiamiento por parte de los interesados.


f) Propuesta escrita de obra u obras de mejoramiento del espacio público ubicado al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre hasta un radio de doscientos cincuenta metros a la redonda del lugar donde se emplazará la misma. La propuesta deberá referirse a obras relacionadas con la implementación o habilitación de servicios de telecomunicaciones, el mejoramiento de áreas verdes, pavimentos, ciclo vías, luminarias, ornato u otras, por un monto equivalente al treinta por ciento del costo total de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, tomando como referencia el presupuesto a que se refiere la letra c) de este artículo. Las obras de mejoramiento mencionadas precedentemente deberán encontrarse terminadas dentro del plazo de un año contado desde la fecha en que se otorgue el respectivo permiso de instalación de la torre. Este plazo podrá prorrogarse por una sola vez, y por un máximo de seis meses, por motivos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados ante la Dirección de Obras Municipales, debiendo en este caso renovarse la garantía a que se refiere el párrafo siguiente. En caso de que la propuesta aprobada por el Concejo Municipal consista en la prestación de servicios de telecomunicaciones, tales servicios deberán ser otorgados en forma permanente mientras se encuentre instalada la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones correspondiente.


Para garantizar el fiel cumplimiento de las obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere esta letra, el solicitante deberá rendir una caución a favor de la Municipalidad respectiva, la cual podrá consistir indistintamente en una boleta bancaria o póliza de seguro por el monto de la obra de que se trate. La garantía debe otorgarse por el plazo de ejecución de la obra. Las instituciones bancarias o aseguradoras que hubieren emitido el respectivo documento de garantía pagarán los valores garantizados con el solo mérito del certificado que otorgue el Director de Obras Municipales, en el sentido de que las obras no se han ejecutado y que el plazo correspondiente se encuentra vencido. En este último caso, dichos valores deberán igualmente destinarse a las obras de mejoramiento anteriormente mencionadas.


g) Certificado de la Dirección General de Aeronáutica Civil que acredite que la altura total de la torre que se pretende emplazar, incluidas sus antenas y sistemas radiantes, no constituyen peligro para la navegación aérea. Estos antecedentes de ubicación geográfica deben coincidir con los del certificado a que se refieren la letra h) y siguientes.


h) Certificado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones que acredite el hecho de haber sido presentada una solicitud de otorgamiento o modificación de concesión de un servicio de telecomunicaciones, cuyo proyecto técnico establezca que los sistemas y equipos respectivos se emplazarán en la torre cuyo permiso de instalación se solicita. En caso que el permiso sea solicitado por un concesionario de servicios intermedios de telecomunicaciones que provea de estos servicios de infraestructura sólo se requerirá que sea presentada una copia del decreto en virtud del cual se le otorgó su concesión o una certificación efectuada por la Subsecretaría de encontrarse en tramitación el otorgamiento de la respectiva concesión.


i) Certificado de línea oficial e informaciones previas.


En caso de que la solicitud establecida en este artículo involucre torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones comprendidas dentro del catálogo a que se refiere la letra b) del presente artículo, la solicitud de permiso sólo deberá cumplir con los requisitos establecidos en las letras a), b), salvo memoria explicativa, d), salvo en lo relativo a la obligación de colocalización, e) y f) sólo en cuanto a la comunicación para efectos de la opción a que se refiere el primer literal, g) y h) anteriores. A este mismo régimen estarán sometidas aquellas torres soporte de antenas y sistemas radiantes financiadas por la respectiva concesionaria que constituyan una contribución a la arquitectura y al entorno urbano por tratarse de un objeto de arte para la ciudad certificado por un Comité de Expertos convocado por el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes integrado por dos miembros del Colegio de Arquitectos designados por éste, dos artistas de reconocida trayectoria en el ámbito artístico pertinente nombrados por el Consejo y un representante de este último organismo nominado por su Presidente, quien tendrá voto dirimente.


Las torres que estén instaladas y las que se pretenda emplazar en zonas declaradas de interés turístico a que se refiere el N° 7) del artículo 8° de la ley N° 20.423 deberán reunir las condiciones de diseño y construcción establecidas en la letra b) del presente artículo o estar comprendidas en el catálogo a que se refiere el mismo literal. Asimismo, en caso de tratarse de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones que se instalen en reemplazo de otras torres, de acuerdo a lo establecido en el artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones, deberán cumplir con los requisitos establecidos en las letras a), b) con excepción de la memoria explicativa, d), g), y h) del presente artículo. En tanto, las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones que se intervengan o emplacen en reemplazo de otras torres, con el propósito de realizar un objeto de arte urbano certificado por la misma instancia señalada en el inciso anterior sólo requerirán de aviso de instalación, siempre que su modificación no supere el treinta por ciento de la altura total de la torre soporte original.


La Dirección de Obras Municipales respectiva, dentro del plazo máximo de quince días hábiles contado de acuerdo a lo establecido en la letra e) precedente, otorgará el permiso si, de acuerdo a los antecedentes acompañados, la solicitud de instalación de la torre cumple con las disposiciones establecidas en esta ley, previo pago de los derechos municipales correspondientes a las Obras Provisorias conforme al Nº 3 de la tabla contenida en el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, o se pronunciará denegándolo. Si cumplido dicho plazo no hubiere pronunciamiento por escrito sobre el permiso, el interesado podrá pedir en forma expresa que se pronuncie otorgando o rechazando el permiso dentro de los dos días hábiles siguientes contados desde el requerimiento. De persistir el silencio se entenderá por ese solo hecho otorgado el permiso por la Dirección de Obras Municipales. Si el permiso fuere denegado los interesados podrán reclamar ante la Secretaría Regional Ministerial correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, aplicándose para tales efectos lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 118.


El permiso de instalación se otorgará al concesionario de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones. Identificará claramente al beneficiario; la localización de las instalaciones autorizadas, y no podrá tener un plazo inferior al que le reste al interesado para completar el plazo de su concesión. Los costos relacionados con el retiro de las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, una vez expirado los plazos de los permisos, serán de cargo de cada operador, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 124, en lo que fuere pertinente.


El Director de Obras, una vez instalada la torre, deberá verificar que la instalación se ejecutó conforme al permiso otorgado y procederá a efectuar la recepción, si fuere procedente.


Los propietarios de los inmuebles emplazados en el radio a que se refiere la letra e) del presente artículo que fueren contribuyentes de impuesto territorial podrán solicitar una retasación del avalúo fiscal de sus propiedades para obtener una disminución de contribuciones, salvo que la instalación de la torre soporte de antenas o un sistema radiante que constituye el factor que disminuye considerablemente el valor de la propiedad le sea imputable al propietario u ocupante. Lo anterior, de acuerdo al artículo 10, letra e), de la ley Nº 17.235 sobre Impuesto Territorial.”.


(Aprobado por 10 votos a favor, con excepción de la letra i) que fue aprobada por 9 votos a favor y 1 en contra.)


“Artículo 116 bis G.- Toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de tres y hasta doce metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, que reúnan las condiciones de diseño y construcción previstas en la letra b) del precepto anterior, requerirá permiso de instalación del Director de Obras Municipales conforme a lo dispuesto en este artículo.


Las instalaciones a que se refiere el inciso anterior deberán cumplir con las normas dispuestas en el artículo 116 bis E y con los distanciamientos establecidos en la Ordenanza General de esta ley. La correspondiente solicitud de permiso de instalación, deberá estar acompañada de los antecedentes señalados en las letras a), b), h) e i) del artículo 116 bis F de la presente ley. Además, el solicitante deberá presentar un comprobante de correos que acredite haberse enviado con una antelación no menor a 15 días una comunicación a los propietarios a que se refiere la letra e) del artículo 116 bis F que informe a éstos de su solicitud y en particular de las características de la torre a instalar y su diseño. La mayoría simple de los propietarios podrá solicitar a la Dirección de Obras, dentro del plazo de 15 días, un diseño alternativo para la torre, siempre que éste se encontrare en la nómina a que se refiere la letra b) del artículo 116 bis F, la que en definitiva resolverá.


La Dirección de Obras Municipales respectiva deberá pronunciarse en la misma forma y dentro del mismo plazo señalado en el artículo 116 bis F, con la excepción de que en estos casos no se podrá denegar el permiso, aun cuando la torre se emplace en un territorio saturado de instalación de estructuras de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones. Si no hubiere pronunciamiento por escrito del permiso dentro del plazo para dicho efecto o éste fuere denegado, se aplicará lo dispuesto en el referido artículo.


El permiso de instalación de soporte de antenas y sistemas radiantes se otorgará al concesionario de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones. Identificará claramente al beneficiario; la localización de las instalaciones autorizadas, y no podrá tener un plazo inferior al que le reste al interesado para completar el plazo de su concesión.


El Director de Obras, una vez instalada la torre, deberá verificar que la instalación se ejecutó conforme al permiso otorgado y procederá a efectuar la recepción, si fuere procedente.


Aquellas torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de tres y hasta doce metros que no reúnan las condiciones descritas en el inciso primero del presente precepto deberán sujetarse íntegramente a lo dispuesto en el artículo anterior.

Tanto a las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones a que se refiere este artículo, que se adosen o adhieran a una edificación preexistente, como a los postes de alumbrado público o eléctrico, elementos publicitarios, señalética o mobiliario urbano en cualquier altura, no les será exigible el permiso que se contempla en el inciso primero del presente artículo, debiendo cumplir sólo con el aviso de instalación establecido en el artículo 116 bis H. Dichas estructuras deberán cumplir condiciones de armonización con el entorno urbano y la arquitectura del lugar donde se adhieran o adosen.


Sin perjuicio de lo antes señalado, las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de hasta 18 metros que cumplan con las condiciones de armonización con la arquitectura y el entorno urbano y diseñadas para colocalizar antenas y sistemas radiantes de terceros concesionarios que provean a la comunidad servicio telefónico móvil o de transmisión de datos, se regirán por lo dispuesto en el presente artículo, debiendo acompañar, además de los antecedentes señalados en dicho artículo, los dispuestos en la letra d) del artículo anterior y el acuerdo de colocalización respectivo.”.


(Aprobado por 10 votos a favor.)


“Artículo 116 bis I.- Se entenderá que un territorio urbano se encuentra saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones cuando un concesionario pretenda instalar una torre nueva dentro del radio de cien metros a la redonda donde ya existieren dos o más torres de doce metros o más, medido éste desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes. En este caso, el solicitante deberá proceder conforme a los incisos siguientes. La declaración de territorio saturado a que se refiere este inciso se efectuará por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, teniendo como antecedente las estructuras existentes en el respectivo territorio, al momento de emitir un pronunciamiento conforme al artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones o durante la tramitación de una solicitud de concesión o su modificación.

En caso que por declaración de un territorio urbano, como saturado de instalación de estructuras de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, se deba instalar una o más antenas o sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones en condiciones de colocalización se requerirá aviso de instalación el que deberá acompañar el acuerdo o autorización de colocalización del propietario de la respectiva torre o copia de la resolución favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones al concesionario requerido, o del laudo arbitral, según corresponda, conforme a lo dispuesto en el artículo 19 bis de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones.


Sólo cuando conforme al artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones la Subsecretaría hubiere determinado que la negativa a la colocalización es fundada por parte del concesionario requerido, se podrán instalar de manera excepcional torres soporte de antenas de más de doce metros en estos territorios, siempre que reúnan las condiciones de armonización con el entorno urbano o la arquitectura del lugar donde se emplaza, y conforme al procedimiento y requisitos señalados en los artículos anteriores.


Este régimen también será aplicable a la franja de 500 metros contigua al límite entre una zona urbana y rural determinado en el instrumento de planificación territorial que corresponda.”.


(Aprobado por 9 votos a favor y 1 en contra.)

Artículo 2º


Consultar como artículo 2º el texto aprobado por el Honorable Senado, con enmiendas, en lo que se refiere a la incorporación en el numeral 4) de este artículo, del artículo 19 bis, cuyo tenor es el siguiente:


“Artículo 19 bis.- Todo concesionario de servicio público e intermedio de telecomunicaciones, antes de proceder a la instalación de sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones deberá verificar si existe infraestructura de soporte de otro concesionario o empresa autorizada en operación, en la que sea factible emplazar dichas antenas o sistemas radiantes y que haya sido autorizada en las condiciones establecidas en la letra d) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. Con todo, tratándose de territorios saturados de infraestructura señalados en el artículo 116 bis I y zonas declaradas de propagación eléctrica restringida, dicho concesionario deberá proceder conforme al presente artículo respecto de las torres en ellos instaladas cualquiera fuera la época de su emplazamiento. De existir tal infraestructura, deberá solicitar al titular respectivo autorización para proceder a la colocalización.

El concesionario requerido se pronunciará respecto de la solicitud dentro de los quince días siguientes al requerimiento. Para lo anterior, el concesionario requerido podrá reemplazar la torre ya instalada por una nueva, siempre y cuando dicho reemplazo tenga por objeto exclusivo el permitir la colocalización de nuevos concesionarios. En tal caso, la nueva torre deberá cumplir con los requisitos establecidos en el inciso octavo del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones y además acompañar el respectivo acuerdo de colocalización. La autorización concedida al concesionario requirente comprenderá el derecho a emplazar todos los equipos e instalaciones de soporte y operación de las antenas o sistemas de que se trate, así como el derecho a acceder a dichos equipos e instalaciones a fin de asegurar su correcto funcionamiento.


El concesionario requerido podrá negar la autorización cuando la torre no se encontrare comprendida en los casos señalados en el inciso primero del presente artículo, cuando ya hubiere cumplido con la obligación de colocalización de conformidad a la ley, cuando la solicitud diga relación con torres armonizadas con el entorno urbano y no estén sujetas a condiciones de colocalización, cuando se tratare de aquellas constitutivas de un objeto de arte para la ciudad o, por último, cuando existan razones técnicas que demuestren que la instalación de otras antenas y sistemas radiantes afecta gravemente el normal funcionamiento de los servicios que utilizan la respectiva infraestructura de soporte o aquellos que se encuentran pendientes de autorización y que se instalarían sobre la misma estructura, a la fecha del requerimiento. Con todo, el concesionario no podrá negar la autorización a un operador argumentando razones técnicas si existieren soluciones técnológicas disponibles cuando la estructura sea mayor de 30 metros ni cuando la torre se pretenda emplazar en aquellas zonas que la Subsecretaría declare como zonas de propagación radioeléctrica restringida, o en territorios urbanos saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes, casos en los cuales, podrá ampliarse la capacidad de la torre o reemplazarla con tal objeto conforme al inciso octavo del artículo 116 bis F. Cuando el titular de la torre sea una empresa no concesionaria de servicios de telecomunicaciones, no podrá negar la autorización, sino sólo por causa de ya haber cedido el uso de la torre, conforme con su capacidad estructural declarada.

 
En caso que el concesionario requerido se negare a una solicitud de colocalización, el concesionario requirente podrá recurrir a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, conforme con el artículo 28 bis, debiendo acompañar los antecedentes relativos a los requerimientos técnicos asociados a la solicitud de colocalización. Cuando más de un operador solicite dicha autorización, se preferirá según la fecha en que se hubiere formulado la solicitud.

Resuelta a favor del requirente la controversia, el requerido deberá permitir de inmediato la colocalización. El inicio del servicio asociado a la solicitud de colocalización deberá realizarse dentro del plazo que señale el respectivo proyecto técnico, el que en todo caso no podrá ser superior a 90 días.


En caso de no existir acuerdo entre los operadores en el monto a que deben ascender los pagos por la colocalización, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se materializó la respectiva colocalización, se deberá someter la controversia al conocimiento y fallo de un árbitro arbitrador, designado de la manera que establece el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro estará obligado a fallar en favor de una de las dos proposiciones de las partes, vigentes al momento de someterse el caso a arbitraje, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallar por una alternativa distinta ni contener en su fallo proposiciones de una y otra parte.


Para los efectos del fallo, el árbitro considerará que el concesionario requirente deberá hacerse cargo de todos los costos y gastos de inversión que sean consecuencia de la colocalización a que se refiere este artículo, incluyendo las inversiones adicionales que puedan ser requeridas para soportar sus nuevos sistemas radiantes. En particular, si como consecuencia de dichas inversiones adicionales, se altera la altura o la envergadura de la infraestructura de soporte de antenas, las autorizaciones y requisitos que se establecen en la ley para el emplazamiento deberán ser asumidos plenamente por el requirente. Asimismo, serán de su cuenta, a prorrata de la proporción en que utilice la parte útil de la torre soporte de antenas respectiva, tanto los costos y gastos necesarios para su operación y mantenimiento, como también el costo equivalente al valor nuevo de reemplazo de dicha torre, entendido como el costo de renovar todas las obras, instalaciones y bienes físicos necesarios para su emplazamiento, y a su vez otros, tales como los intereses intercalarios, las rentas de arrendamiento y otras semejantes, las compensaciones o indemnizaciones, los derechos o los pagos asociados a eventuales servidumbres, todo ello calculado según la tasa de descuento correspondiente. Entre los derechos, no se podrán incluir los que haya concedido el Estado a título gratuito ni los pagos realizados en el caso de concesiones obtenidas mediante licitación.


Se tendrá por no escrita cualquier cláusula o estipulación del instrumento por el que se otorgue el uso de predios de cualquier tipo para el emplazamiento de torres, que impida o tienda a impedir que el titular de ellas celebre acuerdos de colocalización con distintos operadores de telecomunicaciones o que opere en subsidio lo dispuesto en este artículo.


Mediante un reglamento se regularán y establecerán las condiciones del ejercicio del derecho que confiere este artículo para recurrir ante la Subsecretaría.


Para todos los efectos se entenderá por antena y sistema radiante de transmisión de telecomunicaciones a aquel dispositivo diseñado para emitir ondas radioeléctricas que puede estar constituido por uno o varios elementos radiadores y elementos anexos así definido en un reglamento que dictará el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones de acuerdo a la tecnología, naturaleza y uso de la misma. Dicho reglamento, con informe fundado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, determinará la forma y condiciones en que las antenas y sistemas radiantes y sus torres soportantes que no sean de aquellas a que se refiere la letra b) del artículo 3º de la Ley General de Telecomunicaciones quedarán sujetas a las normas que regulan su emplazamiento establecidas en Ley General de Urbanismo y Construcciones, y en el presente artículo. Asimismo, se entenderá por zona de propagación radioeléctrica restringida aquella en que por su conformación geográfica no tenga sustituto técnico equivalente para cubrir el territorio al que se pretende prestar servicio. La declaración de una zona como de propagación radioeléctrica restringida primará sobre la de territorio saturado.”.


(En votación separada se aprobó por 9 votos a favor y 1 abstención, la frase “y que haya sido autorizada en las condiciones establecidas en la letra d) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.”, que se encuentra en el inciso primero de este artículo.)

(En votación este artículo fue aprobado por 9 votos a favor y 1 voto en contra.)

Artículo 3º


Contemplar como artículo 3º, el texto del artículo 5º aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, sin enmiendas, cuyo texto es el siguiente:


“Artículo 3º.- Créase un fondo concursable para el desarrollo de investigaciones primarias y secundarias sobre el impacto de la operación de sistemas radiantes de telecomunicaciones, y en particular de la emisión de ondas electromagnéticas asociada, con el objeto de apoyar la adopción de políticas públicas, principalmente en el estudio de los impactos sobre la salud de las personas, y también en el ámbito urbanístico y ambiental.


El fondo estará constituido con los recursos que para tales fines perciba la Subsecretaría de Telecomunicaciones producto de donaciones y aportes de personas naturales o jurídicas, públicas o privadas. Ello es sin perjuicio de los aportes de que dispone esta Subsecretaría, con cargo a los recursos que anualmente se le asignen en la Ley de Presupuestos del Sector Público.


El fondo será administrado por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, para cuyos efectos la Subsecretaría de Telecomunicaciones le transferirá anualmente los aportes respectivos.”.


(Aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta.)

“ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículos 2º y 3º


Consultar como tales los textos aprobados por el Honorable Senado, sin enmiendas, en el segundo trámite constitucional:


“Artículo 2°.- Para los efectos de la dictación de los reglamentos referidos en el número 4) del artículo 2° de esta ley, la Subsecretaría de Telecomunicaciones tendrá un plazo de 90 días contado desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial. A ese mismo plazo estará sujeta la dictación de la resolución del Ministerio de Vivienda y Urbanismo que define el catálogo de diseños de antenas a que se refiere la letra b) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


El procedimiento para la dictación de las normas a que se refiere el artículo 7º de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones deberá iniciarse dentro del plazo de 120 días desde su publicación en el Diario Oficial.”.


(Aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta.)


“Artículo 3°.- Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 7° de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace contará con un plazo de 12 meses contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.”.


(Aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta.)

Artículos 4º y 5º


Contemplar como tales los textos aprobados por el Honorable Senado, que fueron modificados, quedando redactados en los siguientes términos:


“Artículo 4º.- Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura no armonizadas con el entorno urbano y con la arquitectura del lugar donde se emplazan en territorios urbanos o en bienes nacionales de uso público, saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones deberán agruparse en una sola estructura. Dicha infraestructura, además, estará abierta a otros concesionarios.


Para lo anterior, el o los concesionarios podrán reemplazar la torre ya instalada por una nueva, siempre y cuando dicho reemplazo tenga por objeto exclusivo cumplir con el propósito de colocalización. En tal caso, la nueva torre deberá cumplir con los requisitos establecidos en el inciso octavo del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. De concurrir razones técnicas fundadas que impidieren la colocalización en una sola estructura y no habiendo soluciones tecnológicas disponibles podrá permanecer una estructura adicional, previo informe favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, la que también deberá estar abierta a otros concesionarios.


Si no existiere acuerdo entre los concesionarios para proceder de conformidad a los incisos anteriores, éstos deberán optar entre las siguientes alternativas:


a) Minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la obra, de acuerdo a lo establecido en la letra b) del artículo 116 bis F compensando a la vez con una obra u obras de mejoramiento del espacio público por el equivalente al 20 por ciento del valor de reemplazo de la torre, o


b) Realizar obra u obras de mejoramiento del espacio público por un monto no inferior al 50 por ciento del valor de reemplazo de la torre.


Para efectos de dar cumplimiento a lo establecido en este artículo, el concesionario deberá, dentro de un plazo de 90 días contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, informar a la Dirección de Obras respectiva si se someterá al régimen del inciso primero o del inciso anterior del presente artículo.


Si los concesionarios se colocalizaren conforme al inciso primero presentarán dentro del plazo de 120 días contado desde el vencimiento del plazo para el informe al que alude el inciso anterior, conjuntamente, a través de un representante común o un concesionario de servicios intermedios que provea infraestructura, identificando en todo caso al responsable de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, un aviso de instalación que adjunte los documentos a que se refieren las letras a), b) salvo memoria, d), g) y h) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. El plazo para realizar las obras asociadas a este aviso, en todo caso, no podrá superar los doce meses contados desde la publicación de esta ley.


De procederse conforme a las letras a) o b) del presente artículo, con posterioridad a la información antes señalada y dentro del plazo de 90 días siguientes, deberá presentar, a la Dirección de Obras correspondiente un certificado emitido por Correos de Chile, que acredite la notificación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos quince días a la junta de vecinos respectiva y a los propietarios de todos los inmuebles que se encuentren comprendidos total o parcialmente en el área definida como territorio saturado, respecto de las medidas de diseño o de mejoramiento del espacio público que propone, priorizando alternativas. Dicha comunicación deberá incluir el valor de reemplazo de la torre.


Los propietarios podrán formular a través de la respectiva Dirección de Obras al Concejo Municipal, por escrito, y previo informe de la junta de vecinos respectiva, las observaciones que estimen convenientes respecto de la propuesta hasta treinta días corridos después de practicada la comunicación respectiva, debiendo optar por alguna de las obras de mejoramiento del espacio público o por alguno de los diseños de torres propuestos, según fuera la alternativa propuesta, para lo cual se requerirá de la mayoría simple de los propietarios a que hace referencia este párrafo. Dentro del mismo plazo dicha mayoría podrá proponer, obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante, hasta por un 50 por ciento del valor de reemplazo de la torre o diseños alternativos a los propuestos por el solicitante que cumplan con el objetivo de armonizar la estructura con el entorno urbano y con la arquitectura del lugar donde se emplazan, siempre y cuando estos diseños se encuentren dentro de la nómina de diseños a que se refiere la letra b) del artículo 116 bis F y hasta por el mismo valor antes indicado. Si los propietarios no se pronunciaren sobre la opción a que se refiere este inciso o no formularen observaciones, la Dirección de Obras certificará tal hecho y se tendrá por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el concesionario, de acuerdo a la priorización realizada.


El Concejo Municipal deberá pronunciarse exclusivamente sobre la respectiva propuesta de obra de compensación o la modificación del diseño de la torre, conforme a las observaciones que haya recibido de los propietarios según lo dispuesto en el párrafo anterior, aprobando la propuesta del concesionario o de los propietarios, debiendo adoptar los acuerdos pertinentes, todo dentro de un plazo de veinte días corridos contado desde el vencimiento del término para formular tales observaciones. Los acuerdos adoptados por el Concejo en esta materia, deberán ser certificados por el Secretario Municipal y remitidos a la respectiva Dirección de Obras, luego de lo cual la concesionaria estará autorizada a realizar las obras de mejoramiento o de adecuación del diseño de la torre, según corresponda. Vencido el plazo que dispone para ello, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, o el o la primera de la lista si la propuesta acompañada comprendiera más de una.


Cuando corresponda realizar las obras de mejoramiento o de armonización con el entorno urbano mencionadas en los incisos anteriores, ellas deberán encontrarse terminadas dentro del plazo de seis meses contado desde la fecha del pronunciamiento del Concejo Municipal o de la certificación realizada por la Dirección de Obras cuando no existieren observaciones. Este plazo podrá prorrogarse por una sola vez, y por un máximo de seis meses, por motivos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados ante la Dirección de Obras Municipales. Realizadas las obras definidas en los incisos anteriores, se entenderán cumplidas las obligaciones establecidas en el presente artículo.


Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo un territorio urbano se encuentra saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones cuando existan más de dos de dichas estructuras dentro del radio de cien metros a la redonda medido desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes y será así declarado por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


Si el territorio urbano fuera declarado como saturado en aplicación de lo dispuesto en el artículo 116 bis I, el régimen establecido en el presente artículo también les será aplicable a las torres ya instaladas en él. Se exceptuarán de lo anterior aquellos concesionarios cuyas torres hubieren colocalizado a otros operadores voluntariamente o en cumplimiento de lo resuelto por la Subsecretaría de Telecomunicaciones conforme al artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones.


En el caso de torres soporte de antenas instaladas en zonas de interés turístico de conformidad al Nº 7 del artículo 8º de la ley Nº 20.423, el concesionario deberá ajustar la torre soporte de antenas de que se trate en el plazo establecido en el inciso sexto del presente artículo a fin que ésta reúna las condiciones señaladas en la letra b) del artículo 116 bis F. El concesionario podrá acreditar que ya ha cumplido dicha obligación por encontrarse la respectiva torre soporte de antenas dentro del catálogo a que se refiere el artículo 116 bis F, letra b) o si no se encontrare en éste, por reunir ésta condiciones de armonización con el entorno urbano que la Dirección de Obras considere suficientes, pronunciamiento que deberá emitir en el plazo de 15 días. Frente a la falta de pronunciamiento en el plazo indicado será aplicable lo dispuesto en el inciso noveno del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


En el caso de torres de más de doce metros ya instaladas en los establecimientos o áreas a que se refiere el inciso sexto del artículo 116 bis E o dentro del radio indicado en el mismo precepto, los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado dichas torres soporte de antenas y sistemas radiantes deberán presentar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, dentro del plazo de 120 días contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, un certificado emitido por una empresa registrada para estos efectos en dicha Subsecretaría, que acredite que la densidad de potencia de su sistema radiante no excede los límites de la norma a que se refiere el artículo 7º de la ley Nº 18.168 o la que se encontrara vigente.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, la Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá, dentro del plazo de 60 días contado desde la entrada en vigencia de esta ley conformar el registro a que alude el presente precepto.


El incumplimiento de las normas contempladas en este artículo habilitará a la respectiva Dirección de Obras a disponer el retiro de la instalación, lo que deberá informarse a la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


En el caso que se declare un territorio saturado conforme al artículo 116 bis I de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, el plazo de 90 días a que se refiere el inciso cuarto del presente artículo y el de doce meses establecido en el inciso quinto se contará desde la notificación de la correspondiente declaración.”.


(Aprobado por 9 votos a favor y 1 en contra).


“Artículo 5º.- Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado torres o soporte de antenas y sistemas radiantes de más de doce metros en los establecimiento o áreas a que se refiere el inciso sexto del artículo 116 bis E de la Ley General de Urbanismo y Construcciones o a una distancia igual o menor a 40 metros de tales establecimientos, dispondrán de un plazo de doce meses para verificar el cumplimiento de este distanciamiento.


A una distancia mayor a 40 y menor a 80 metros de los establecimientos o áreas indicadas en el inciso anterior, sólo se permitirán torres soporte de antenas y sistemas radiantes de hasta 25 metros de altura, sujetos a la obligación de colocalizar a otros concesionarios, debiendo ajustarse el concesionario a esta disposición en el plazo de seis meses desde la publicación de esta ley. Por su parte, las torres ya emplazadas a una distancia mayor a 80 metros y hasta 120 metros quedarán sujetas a la obligación de colocalización, aplicándose en la especie lo establecido en el artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones para el caso que el concesionario requerido se negare a proceder a ello.”.


(Aprobado por 7 votos a favor, 2 en contra y 1 abstención.)

-o-
“TEXTO DEL PROYECTO DE LEY DE APROBARSE LA PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


A continuación, y a título meramente informativo se inserta, el texto final del proyecto de ley que regula la instalación de antena emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones, el que de aprobarse la proposición de vuestra Comisión Mixta, quedaría como sigue:

“PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Modifícase la Ley General de Urbanismo y Construcciones, decreto con fuerza de ley N° 458, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, de 1976, de la siguiente forma:


a) Reemplázase el epígrafe del Capítulo II del Título III por el siguiente:

“De la ejecución de obras de urbanización, edificación e instalaciones complementarias”.


b) Agréganse los siguientes artículos 116 bis E, 116 bis F, 116 bis G, 116 bis H y 116 bis I:


“Artículo 116 bis E.- Las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones podrán instalarse en áreas urbanas y rurales, debiendo en ambos casos sujetarse a lo dispuesto en este artículo y en los artículos 116 bis F, 116 bis G, 116 bis H y 116 bis I de esta ley, según sea el caso.


Para estos efectos, se entenderá que las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones corresponden al conjunto específico de elementos soportantes de una antena y sistema radiante de transmisión de telecomunicaciones. Por su parte, la antena y sistema radiante de transmisión de telecomunicaciones corresponde a aquel dispositivo a que se refiere el artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones.


Tratándose de los permisos de instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones que se soliciten en áreas de riesgo, además de cumplir con los requisitos que se indican en esta ley, se deberá acompañar a la respectiva solicitud un estudio fundado, elaborado por un profesional especialista y validado por el organismo competente, que determine las acciones que deberán ejecutarse para la adecuada utilización de las mismas, conforme a lo dispuesto en la Ordenanza General de esta ley. Tales acciones deberán estar materializadas antes de la recepción de la torre por parte de la Dirección de Obras de la municipalidad respectiva y, en todo caso, dentro del plazo de 12 meses contado desde la fecha de la solicitud del permiso o del aviso de instalación, cuando correspondiere.


Tratándose de áreas de protección, la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones será autorizada debiendo darse siempre cumplimiento a lo establecido en la ley N° 19.300, en los casos que así corresponda. En caso de zonas declaradas de interés turístico conforme al N° 7) del artículo 8° de la ley N° 20.423 se aplicará el régimen establecido en los artículos siguientes, según corresponda.


No podrán instalarse antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones en aquellas zonas urbanas saturadas de sistemas radiantes de telecomunicaciones conforme al artículo 7º de la Ley General de Telecomunicaciones, mientras dicha calificación se encuentre vigente.


Tampoco podrán emplazarse torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones dentro de establecimientos educacionales públicos o privados, salas cuna, jardines infantiles, hospitales, clínicas o consultorios, predios urbanos donde existan torres de alta tensión, ni hogares de ancianos u otras áreas sensibles de protección así definidas por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, ni en sitios ubicados a una distancia menor a cuatro veces la altura de la torre de los deslindes de estos establecimientos, con un mínimo de 50 metros de distancia, salvo que se trate de aquellas torres soportes de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones a que se refieren los artículos 116 bis G y 116 bis H de esta ley o sean requeridas por dichos establecimientos para sus fines propios.


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos siguientes, la altura de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones se medirá desde el suelo natural, salvo que se instalen sobre edificios de más de 5 pisos.


Lo dispuesto en este artículo no será exigible para las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de los servicios de aficionados a las telecomunicaciones ni al cuerpo de bomberos u organismos que presten servicios de utilidad pública respecto de estas mismas torres instaladas en virtud de una concesión de servicios limitados de telecomunicaciones. Las torres soporte de antenas y sistemas radiantes instaladas en aplicación de la presente norma no podrán compartir su infraestructura con otros concesionarios salvo que reúnan los mismos requisitos establecidos en ésta.


Artículo 116 bis F.- Toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, instalada por concesionarios, requerirá permiso de instalación de la Dirección de Obras Municipales respectiva.


Con todo, las municipalidades deberán determinar mediante ordenanza dictada conforme con el artículo 65 letra k) de la ley Nº 18.695, las zonas de los bienes municipales o nacionales de uso público que administran, donde preferentemente se tendrá derecho de uso para el emplazamiento de torres soporte de antenas de más de doce metros. Dicha ordenanza establecerá las tarifas que la municipalidad respectiva podrá cobrar por el mencionado derecho de uso. Lo anterior, sin perjuicio del pago de los derechos que las municipalidades cobren en el ejercicio de sus atribuciones conforme al artículo 130 de la presente ley.


La instalación de tales torres en las zonas preferentes se regirá por la presente disposición con la salvedad que en estos casos no será necesaria la autorización municipal a que se refiere la letra a) de este artículo.

Las instalaciones a que se refiere el presente artículo deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 116 bis E, con los distanciamientos establecidos en la Ordenanza General de la presente ley y, en caso de emplazarse en áreas urbanas, les será aplicable, adicionalmente, el régimen de rasantes que establezca el plan regulador respectivo, o en su defecto la Ordenanza General de esta ley.


Quedarán exentas del cumplimiento de las normas sobre distanciamientos a que se refiere el inciso anterior aquellas instalaciones de estructuras que, con el solo objetivo de colocalizar una nueva antena o sistema radiante de otro operador, deban modificar su altura. Para tales efectos, dichas instalaciones podrán sobrepasar las rasantes, siempre que dicha modificación no supere el treinta por ciento de la altura total de la torre soporte original.


A la solicitud de permiso de instalación a que se refiere este artículo se deberán acompañar los siguientes antecedentes:


a) Solicitud de instalación, suscrita por el propietario o propietarios del inmueble donde se efectuará la instalación y por el concesionario responsable de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones.En caso de que el permiso se solicite para la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones en bienes nacionales de uso público o en bienes fiscales administrados por municipalidades, será necesario además de la solicitud por parte del operador, de autorización de la Municipalidad respectiva.


b) Proyecto firmado por un profesional competente en el que se incluyan los planos de la instalación de la torre, los cuales deberán graficar el cumplimiento de los distanciamientos mínimos y las rasantes a que se refiere este artículo. Dicho plano deberá ser firmado por el propietario o copropietarios del inmueble donde se efectuará la instalación y por el concesionario responsable de la misma o su representante legal. Asimismo, el proyecto deberá acompañar una memoria explicativa que indique las medidas de diseño y construcción adoptadas para armonizar la estructura con el entorno urbano y con la arquitectura del lugar donde se emplazan. Tal memoria explicativa no será requerida cuando el diseño de la torre se encuentre entre aquellos incluidos en el catálogo o nómina que al efecto haya dictado el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, previo informe de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, la que podrá considerar las características urbanas y naturales de las distintas regiones del país.


c) Presupuesto del costo total del proyecto, considerando, entre otros, estructuras, sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, equipos, sala de equipos, sistemas anexos y rentas por arriendos.


d) Proyecto de cálculo estructural de la torre, incluidas sus fundaciones, con su respectiva memoria de cálculo y planos de estructura, que señale la capacidad de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, elaborado y suscrito por un profesional competente. El proyecto deberá acreditar que la capacidad de soporte antes señalada permitirá la colocalización de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de, a lo menos, otro concesionario en las mismas condiciones si la infraestructura fuera menor de 30 metros o tres cuando se trate de estructuras de más de 30 metros.


e) Certificado emitido por Correos de Chile, que acredite la comunicación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos treinta días a la presentación de la solicitud, a la junta de vecinos respectiva y a los propietarios de todos los inmuebles que se encuentren comprendidos total o parcialmente en el área ubicada al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre y un radio equivalente a dos veces la altura de la misma, incluidas sus antenas y sistemas radiantes. Los inmuebles que se encuentren en la situación antes descrita deberán singularizarse en un plano autorizado ante Notario.

La comunicación deberá incluir el proyecto de instalación de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, indicando la ubicación exacta de la instalación y su altura, así como la propuesta del diseño a adoptar para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplazará y una reseña de la propuesta de obra u obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere la letra f) de este artículo, indicando alternativas priorizadas para el caso que no exista pronunciamiento de los propietarios a que se refiere este literal. Esta comunicación no será necesaria para el inmueble en que se instale la torre. Para los efectos de lo dispuesto en este párrafo, se entenderá cumplida la obligación de comunicación al propietario del inmueble por el solo hecho de haberse remitido la referida carta certificada al propietario registrado en el Servicio de Impuestos Internos para efectos del impuesto territorial.


Los mismos antecedentes incluidos en la comunicación a que hace referencia el párrafo anterior deberán ser puestos en conocimiento de la comunidad por medio de una inserción publicada en un periódico de la capital de la provincia o región con una anticipación de, a lo menos, 15 días a la presentación de la solicitud.


El incumplimiento de lo dispuesto en los párrafos anteriores acarreará la denegación del permiso de instalación o quedará sin efecto de pleno derecho, si es que se hubiese otorgado.


Los propietarios que se encuentren dentro del área descrita en esta letra podrán formular a través de la respectiva Dirección de Obras al Concejo Municipal, por escrito, y previo informe de la junta de vecinos respectiva, las observaciones que estimen convenientes acerca del proyecto de instalación de la torre hasta treinta días corridos después de practicada la comunicación respectiva, debiendo optar sea por una obra de compensación o por una torre armonizada con el entorno urbano y la arquitectura del lugar donde se emplaza, para lo cual se requerirá de la mayoría simple de los propietarios a que hace referencia el primer párrafo de esta letra. Dentro del mismo plazo dicha mayoría conforme a la opción realizada podrá proponer sea obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante, hasta por el monto equivalente al porcentaje a que se refiere la letra f) del presente artículo, o diseños de torres alternativos a los propuestos por el solicitante, que cumplan con el objetivo de minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplazará, siempre y cuando estos diseños se encuentren dentro de la nómina a que se refiere la letra b) de este artículo. Si los propietarios no se pronunciaren sobre la opción a que se refiere el presente literal o no formularen observaciones conforme al procedimiento y dentro de los plazos establecidos en el presente artículo, la Dirección de Obras tendrá por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, de acuerdo a la priorización realizada.

Además, los propietarios que se encuentren dentro del área descrita en esta letra podrán oponerse a la instalación de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, por razones técnicas, en conformidad al artículo 15 de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones. El plazo para ejercer tal oposición será de 30 días y se contará desde la fecha en que se haya verificado la publicación a que se refiere el párrafo tercero de esta letra e). Esta comunicación deberá realizarse conjuntamente con la publicación del extracto a que se refiere el inciso tercero del mismo artículo 15. Para los efectos previstos en el presente inciso no será obligatorio fijar domicilio en la comuna de Santiago y las notificaciones que correspondan podrán realizarse por carta certificada o correo electrónico.


El Concejo Municipal deberá pronunciarse exclusivamente sobre la respectiva propuesta de obra de compensación o la modificación del diseño de la torre, conforme a las observaciones que haya recibido de los propietarios, a través de la Dirección de Obras, aprobando la propuesta del solicitante o de los propietarios, para lo cual deberá adoptar los acuerdos pertinentes, todo dentro de un plazo de veinte días corridos contado desde el vencimiento del término para formular tales observaciones. Los acuerdos adoptados por el Concejo en esta materia deberán ser certificados por el Secretario Municipal y remitidos a la respectiva Dirección de Obras. Vencido el plazo de que dispone para ello, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, o el o la primera de la lista si la propuesta acompañada comprendiera más de una. Para efectos de lo dispuesto en este párrafo, el Concejo, una vez al año, deberá elaborar un listado que indique los tipos de obras de mejoramiento que serán susceptibles de financiamiento por parte de los interesados.


f) Propuesta escrita de obra u obras de mejoramiento del espacio público ubicado al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre hasta un radio de doscientos cincuenta metros a la redonda del lugar donde se emplazará la misma. La propuesta deberá referirse a obras relacionadas con la implementación o habilitación de servicios de telecomunicaciones, el mejoramiento de áreas verdes, pavimentos, ciclo vías, luminarias, ornato u otras, por un monto equivalente al treinta por ciento del costo total de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, tomando como referencia el presupuesto a que se refiere la letra c) de este artículo. Las obras de mejoramiento mencionadas precedentemente deberán encontrarse terminadas dentro del plazo de un año contado desde la fecha en que se otorgue el respectivo permiso de instalación de la torre. Este plazo podrá prorrogarse por una sola vez, y por un máximo de seis meses, por motivos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados ante la Dirección de Obras Municipales, debiendo en este caso renovarse la garantía a que se refiere el párrafo siguiente. En caso de que la propuesta aprobada por el Concejo Municipal consista en la prestación de servicios de telecomunicaciones, tales servicios deberán ser otorgados en forma permanente mientras se encuentre instalada la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones correspondiente.


Para garantizar el fiel cumplimiento de las obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere esta letra, el solicitante deberá rendir una caución a favor de la Municipalidad respectiva, la cual podrá consistir indistintamente en una boleta bancaria o póliza de seguro por el monto de la obra de que se trate. La garantía debe otorgarse por el plazo de ejecución de la obra. Las instituciones bancarias o aseguradoras que hubieren emitido el respectivo documento de garantía pagarán los valores garantizados con el solo mérito del certificado que otorgue el Director de Obras Municipales, en el sentido de que las obras no se han ejecutado y que el plazo correspondiente se encuentra vencido. En este último caso, dichos valores deberán igualmente destinarse a las obras de mejoramiento anteriormente mencionadas.


g) Certificado de la Dirección General de Aeronáutica Civil que acredite que la altura total de la torre que se pretende emplazar, incluidas sus antenas y sistemas radiantes, no constituyen peligro para la navegación aérea. Estos antecedentes de ubicación geográfica deben coincidir con los del certificado a que se refieren la letra h) y siguientes.


h) Certificado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones que acredite el hecho de haber sido presentada una solicitud de otorgamiento o modificación de concesión de un servicio de telecomunicaciones, cuyo proyecto técnico establezca que los sistemas y equipos respectivos se emplazarán en la torre cuyo permiso de instalación se solicita. En caso que el permiso sea solicitado por un concesionario de servicios intermedios de telecomunicaciones que provea de estos servicios de infraestructura sólo se requerirá que sea presentada una copia del decreto en virtud del cual se le otorgó su concesión o una certificación efectuada por la Subsecretaría de encontrarse en tramitación el otorgamiento de la respectiva concesión.


i) Certificado de línea oficial e informaciones previas.


En caso de que la solicitud establecida en este artículo involucre torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones comprendidas dentro del catálogo a que se refiere la letra b) del presente artículo, la solicitud de permiso sólo deberá cumplir con los requisitos establecidos en las letras a), b), salvo memoria explicativa, d), salvo en lo relativo a la obligación de colocalización, e) y f) sólo en cuanto a la comunicación para efectos de la opción a que se refiere el primer literal, g) y h) anteriores. A este mismo régimen estarán sometidas aquellas torres soporte de antenas y sistemas radiantes financiadas por la respectiva concesionaria que constituyan una contribución a la arquitectura y al entorno urbano por tratarse de un objeto de arte para la ciudad certificado por un Comité de Expertos convocado por el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes integrado por dos miembros del Colegio de Arquitectos designados por éste, dos artistas de reconocida trayectoria en el ámbito artístico pertinente nombrados por el Consejo y un representante de este último organismo nominado por su Presidente, quien tendrá voto dirimente.


Las torres que estén instaladas y las que se pretenda emplazar en zonas declaradas de interés turístico a que se refiere el N° 7) del artículo 8° de la ley N° 20.423 deberán reunir las condiciones de diseño y construcción establecidas en la letra b) del presente artículo o estar comprendidas en el catálogo a que se refiere el mismo literal. Asimismo, en caso de tratarse de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones que se instalen en reemplazo de otras torres, de acuerdo a lo establecido en el artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones, deberán cumplir con los requisitos establecidos en las letras a), b) con excepción de la memoria explicativa, d), g), y h) del presente artículo. En tanto, las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones que se intervengan o emplacen en reemplazo de otras torres, con el propósito de realizar un objeto de arte urbano certificado por la misma instancia señalada en el inciso anterior sólo requerirán de aviso de instalación, siempre que su modificación no supere el treinta por ciento de la altura total de la torre soporte original.


La Dirección de Obras Municipales respectiva, dentro del plazo máximo de quince días hábiles contado de acuerdo a lo establecido en la letra e) precedente, otorgará el permiso si, de acuerdo a los antecedentes acompañados, la solicitud de instalación de la torre cumple con las disposiciones establecidas en esta ley, previo pago de los derechos municipales correspondientes a las Obras Provisorias conforme al Nº 3 de la tabla contenida en el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, o se pronunciará denegándolo. Si cumplido dicho plazo no hubiere pronunciamiento por escrito sobre el permiso, el interesado podrá pedir en forma expresa que se pronuncie otorgando o rechazando el permiso dentro de los dos días hábiles siguientes contados desde el requerimiento. De persistir el silencio se entenderá por ese solo hecho otorgado el permiso por la Dirección de Obras Municipales. Si el permiso fuere denegado los interesados podrán reclamar ante la Secretaría Regional Ministerial correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, aplicándose para tales efectos lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 118.


El permiso de instalación se otorgará al concesionario de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones. Identificará claramente al beneficiario; la localización de las instalaciones autorizadas, y no podrá tener un plazo inferior al que le reste al interesado para completar el plazo de su concesión. Los costos relacionados con el retiro de las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, una vez expirado los plazos de los permisos, serán de cargo de cada operador, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 124, en lo que fuere pertinente.


El Director de Obras, una vez instalada la torre, deberá verificar que la instalación se ejecutó conforme al permiso otorgado y procederá a efectuar la recepción, si fuere procedente.


Los propietarios de los inmuebles emplazados en el radio a que se refiere la letra e) del presente artículo que fueren contribuyentes de impuesto territorial podrán solicitar una retasación del avalúo fiscal de sus propiedades para obtener una disminución de contribuciones, salvo que la instalación de la torre soporte de antenas o un sistema radiante que constituye el factor que disminuye considerablemente el valor de la propiedad le sea imputable al propietario u ocupante. Lo anterior, de acuerdo al artículo 10, letra e), de la ley Nº 17.235 sobre Impuesto Territorial.


Artículo 116 bis G.- Toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de tres y hasta doce metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, que reúnan las condiciones de diseño y construcción previstas en la letra b) del precepto anterior, requerirá permiso de instalación del Director de Obras Municipales conforme a lo dispuesto en este artículo.


Las instalaciones a que se refiere el inciso anterior deberán cumplir con las normas dispuestas en el artículo 116 bis E y con los distanciamientos establecidos en la Ordenanza General de esta ley. La correspondiente solicitud de permiso de instalación, deberá estar acompañada de los antecedentes señalados en las letras a), b), h) e i) del artículo 116 bis F de la presente ley. Además, el solicitante deberá presentar un comprobante de correos que acredite haberse enviado con una antelación no menor a 15 días una comunicación a los propietarios a que se refiere la letra e) del artículo 116 bis F que informe a éstos de su solicitud y en particular de las características de la torre a instalar y su diseño. La mayoría simple de los propietarios podrá solicitar a la Dirección de Obras, dentro del plazo de 15 días, un diseño alternativo para la torre, siempre que éste se encontrare en la nómina a que se refiere la letra b) del artículo 116 bis F, la que en definitiva resolverá.


La Dirección de Obras Municipales respectiva deberá pronunciarse en la misma forma y dentro del mismo plazo señalado en el artículo 116 bis F, con la excepción de que en estos casos no se podrá denegar el permiso, aun cuando la torre se emplace en un territorio saturado de instalación de estructuras de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones. Si no hubiere pronunciamiento por escrito del permiso dentro del plazo para dicho efecto o éste fuere denegado, se aplicará lo dispuesto en el referido artículo.


El permiso de instalación de soporte de antenas y sistemas radiantes se otorgará al concesionario de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones. Identificará claramente al beneficiario; la localización de las instalaciones autorizadas, y no podrá tener un plazo inferior al que le reste al interesado para completar el plazo de su concesión.


El Director de Obras, una vez instalada la torre, deberá verificar que la instalación se ejecutó conforme al permiso otorgado y procederá a efectuar la recepción, si fuere procedente.


Aquellas torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de tres y hasta doce metros que no reúnan las condiciones descritas en el inciso primero del presente precepto deberán sujetarse íntegramente a lo dispuesto en el artículo anterior.

Tanto a las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones a que se refiere este artículo, que se adosen o adhieran a una edificación preexistente, como a los postes de alumbrado público o eléctrico, elementos publicitarios, señalética o mobiliario urbano en cualquier altura, no les será exigible el permiso que se contempla en el inciso primero del presente artículo, debiendo cumplir sólo con el aviso de instalación establecido en el artículo 116 bis H. Dichas estructuras deberán cumplir condiciones de armonización con el entorno urbano y la arquitectura del lugar donde se adhieran o adosen.


Sin perjuicio de lo antes señalado, las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de hasta 18 metros que cumplan con las condiciones de armonización con la arquitectura y el entorno urbano y diseñadas para colocalizar antenas y sistemas radiantes de terceros concesionarios que provean a la comunidad servicio telefónico móvil o de transmisión de datos, se regirán por lo dispuesto en el presente artículo, debiendo acompañar, además de los antecedentes señalados en dicho artículo, los dispuestos en la letra d) del artículo anterior y el acuerdo de colocalización respectivo.


Artículo 116 bis H.- Las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de tres o menos metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, requerirán de aviso de instalación a la Dirección de Obras Municipales conforme a los requisitos establecidos en la Ordenanza General de esta ley.


Al mismo aviso estará sujeta la instalación de aquellas estructuras porta antenas que se levanten sobre edificios de más de cinco pisos y aquellas que se pretenda instalar en zonas rurales, cualquiera fuese su tamaño.


La instalación de antenas y sistemas radiantes en una torre ya construida producto de la autorización para colocalizar otorgada por el concesionario en virtud de lo dispuesto en el artículo 116 bis F no requerirá permiso o aviso alguno de la Dirección de Obras Municipales respectiva.


Artículo 116 bis I.- Se entenderá que un territorio urbano se encuentra saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones cuando un concesionario pretenda instalar una torre nueva dentro del radio de cien metros a la redonda donde ya existieren dos o más torres de doce metros o más, medido éste desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes. En este caso, el solicitante deberá proceder conforme a los incisos siguientes. La declaración de territorio saturado a que se refiere este inciso se efectuará por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, teniendo como antecedente las estructuras existentes en el respectivo territorio, al momento de emitir un pronunciamiento conforme al artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones o durante la tramitación de una solicitud de concesión o su modificación.

En caso que por declaración de un territorio urbano, como saturado de instalación de estructuras de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, se deba instalar una o más antenas o sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones en condiciones de colocalización se requerirá aviso de instalación el que deberá acompañar el acuerdo o autorización de colocalización del propietario de la respectiva torre o copia de la resolución favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones al concesionario requerido, o del laudo arbitral, según corresponda, conforme a lo dispuesto en el artículo 19 bis de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones.


Sólo cuando conforme al artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones la Subsecretaría hubiere determinado que la negativa a la colocalización es fundada por parte del concesionario requerido, se podrán instalar de manera excepcional torres soporte de antenas de más de doce metros en estos territorios, siempre que reúnan las condiciones de armonización con el entorno urbano o la arquitectura del lugar donde se emplaza, y conforme al procedimiento y requisitos señalados en los artículos anteriores.


Este régimen también será aplicable a la franja de 500 metros contigua al límite entre una zona urbana y rural determinado en el instrumento de planificación territorial que corresponda.

c) Agrégase al artículo 130 el siguiente numeral:

“10. Permiso de instalación de torre soporte de antenas y sistemas radiantes de
transmisión de telecomunicaciones 5% del presupuesto de la 
instalación.”.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones:


1) Sustitúyese el artículo 7º por el siguiente:


“Artículo 7º.- Corresponderá al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dictar la normativa tendiente a que todos los equipos y redes que, para la transmisión de servicios de telecomunicaciones, generen ondas electromagnéticas, cualquiera sea su naturaleza, sean instalados, operados y explotados de modo que no causen interferencias perjudiciales a los servicios de telecomunicaciones nacionales o extranjeros ni a equipos o sistemas electromagnéticos o interrupciones en su funcionamiento. Por su parte, corresponderá al Ministerio del Medio Ambiente dictar las normas de calidad ambiental o de emisión relacionadas con dichas ondas electromagnéticas, conforme a la Ley de Bases Generales del Medio Ambiente. En el procedimiento respectivo se considerarán, a lo menos, los siguientes aspectos:


a) Los límites de densidad de potencia que se establezcan deberán ser iguales o menores al promedio simple de los cinco estándares más rigurosos establecidos en los países que integran la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico.


b) Las antenas de las estaciones base o fijas, correspondientes a los servicios de telecomunicaciones, deberán instalarse y operarse de manera tal que la intensidad de campo eléctrico o la densidad de potencia, medida en los puntos a los cuales tengan libre acceso las personas en general, no excedan de un determinado valor. Asimismo, se deberán determinar límites especiales de densidad de potencia o intensidad de campo eléctrico, en los casos de establecimientos hospitalarios, asilos de ancianos, salas cuna, jardines infantiles y establecimientos educacionales.


c) Consulta al Ministerio de Salud.


d) Análisis de la necesidad de señalética de seguridad.


e) Análisis de la necesidad de establecer zonas de seguridad.


La Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace podrá, mediante resolución publicada en el Diario Oficial, declarar una determinada zona geográfica como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones, cuando la densidad de potencia exceda los límites que determine la normativa técnica dictada al efecto por la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace.


La Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace deberá mantener en su sitio web un sistema de información que le permita a la ciudadanía conocer los procesos de autorizaciones en curso, los catastros de las antenas y sistemas radiantes autorizados, así como los niveles de exposición a campos electromagnéticos en las cercanías de dichos sistemas y las empresas certificadoras que realizan dichas mediciones y los protocolos utilizados. Asimismo, la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace llevará a cabo la fiscalización del cumplimiento de la normativa a que se refiere el inciso primero del presente artículo, estableciendo para ello los protocolos de medición utilizados en dicha función, para lo cual considerará los estándares que sobre la materia hubiere adoptado la Unión Europea. Esta última función podrá ser ejercida mediante la contratación de empresas independientes.


La declaración de determinada zona geográfica como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones obligará a la Subsecretaría o al organismo que la reemplace a la elaboración de un plan de mitigación que permita reducir, en las zonas saturadas, en el plazo de un año, la radiación a los niveles permitidos, para lo cual requerirá a las empresas involucradas propuestas de medidas y plazos, resolviendo en definitiva con o sin estos antecedentes. La Subsecretaría revisará periódicamente los límites de exposición en las zonas saturadas según lo disponga el plan de mitigación.


Las infracciones a las instrucciones emanadas de la Subsecretaría de Telecomunicaciones en materia de emisiones electromagnéticas serán sancionadas de conformidad al procedimiento dispuesto en el Título VII, con multas que podrán variar entre 100 y 10.000 UTM.”.


2) Modifícase el artículo 14, del siguiente modo:


a) Intercálase en el inciso cuarto, a continuación de la expresión “esta ley”, el siguiente texto: “, con excepción de aquellas modificaciones que consistan en la instalación, operación y explotación de un sistema radiante y equipos asociados sin previo emplazamiento de una torre, utilizando como soporte edificaciones preexistentes, postes de alumbrado público o eléctrico, elementos publicitarios, señalética, o mobiliario urbano; y sin modificar la zona de servicio, frecuencias, ancho de banda y potencias ya autorizadas, casos en los cuales la autorización se otorgará mediante resolución de la Subsecretaría o el organismo que la reemplace”.


b) Agréganse los siguientes incisos octavo y noveno:


“No se admitirá a trámite la solicitud de otorgamiento o modificación de concesión que considere la ubicación de sistemas radiantes dentro de una zona declarada como saturada, de conformidad con el artículo 7º, o que de instalarse implicaría la declaración de una zona como tal, mientras que respecto de aquellas que se pretenda instalar en áreas de protección a que se refiere la ley Nº 19.300 podrá admitirse tal solicitud, previa aprobación del sistema de evaluación de impacto ambiental.


Las solicitudes a que se refiere el inciso cuarto del presente artículo que digan relación con la instalación, operación y explotación de un sistema radiante deberán ser acompañadas de un diagrama de radiación de las antenas correspondientes.”.


3) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 15, el número “10” por “30”.


4) Incorpórase el siguiente artículo 19 bis:


“Artículo 19 bis.- Todo concesionario de servicio público e intermedio de telecomunicaciones, antes de proceder a la instalación de sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones deberá verificar si existe infraestructura de soporte de otro concesionario o empresa autorizada en operación, en la que sea factible emplazar dichas antenas o sistemas radiantes y que haya sido autorizada en las condiciones establecidas en la letra d) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. Con todo, tratándose de territorios saturados de infraestructura señalados en el artículo 116 bis I y zonas declaradas de propagación eléctrica restringida, dicho concesionario deberá proceder conforme al presente artículo respecto de las torres en ellos instaladas cualquiera fuera la época de su emplazamiento. De existir tal infraestructura, deberá solicitar al titular respectivo autorización para proceder a la colocalización. 


El concesionario requerido se pronunciará respecto de la solicitud dentro de los quince días siguientes al requerimiento. Para lo anterior, el concesionario requerido podrá reemplazar la torre ya instalada por una nueva, siempre y cuando dicho reemplazo tenga por objeto exclusivo el permitir la colocalización de nuevos concesionarios. En tal caso, la nueva torre deberá cumplir con los requisitos establecidos en el inciso octavo del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones y además acompañar el respectivo acuerdo de colocalización. La autorización concedida al concesionario requirente comprenderá el derecho a emplazar todos los equipos e instalaciones de soporte y operación de las antenas o sistemas de que se trate, así como el derecho a acceder a dichos equipos e instalaciones a fin de asegurar su correcto funcionamiento.


El concesionario requerido podrá negar la autorización cuando la torre no se encontrare comprendida en los casos señalados en el inciso primero del presente artículo, cuando ya hubiere cumplido con la obligación de colocalización de conformidad a la ley, cuando la solicitud diga relación con torres armonizadas con el entorno urbano y no estén sujetas a condiciones de colocalización, cuando se tratare de aquellas constitutivas de un objeto de arte para la ciudad o, por último, cuando existan razones técnicas que demuestren que la instalación de otras antenas y sistemas radiantes afecta gravemente el normal funcionamiento de los servicios que utilizan la respectiva infraestructura de soporte o aquellos que se encuentran pendientes de autorización y que se instalarían sobre la misma estructura, a la fecha del requerimiento. Con todo, el concesionario no podrá negar la autorización a un operador argumentando razones técnicas si existieren soluciones técnológicas disponibles cuando la estructura sea mayor de 30 metros ni cuando la torre se pretenda emplazar en aquellas zonas que la Subsecretaría declare como zonas de propagación radioeléctrica restringida, o en territorios urbanos saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes, casos en los cuales, podrá ampliarse la capacidad de la torre o reemplazarla con tal objeto conforme al inciso octavo del artículo 116 bis F. Cuando el titular de la torre sea una empresa no concesionaria de servicios de telecomunicaciones, no podrá negar la autorización, sino sólo por causa de ya haber cedido el uso de la torre, conforme con su capacidad estructural declarada.

 
En caso que el concesionario requerido se negare a una solicitud de colocalización, el concesionario requirente podrá recurrir a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, conforme con el artículo 28 bis, debiendo acompañar los antecedentes relativos a los requerimientos técnicos asociados a la solicitud de colocalización. Cuando más de un operador solicite dicha autorización, se preferirá según la fecha en que se hubiere formulado la solicitud. 


Resuelta a favor del requirente la controversia, el requerido deberá permitir de inmediato la colocalización. El inicio del servicio asociado a la solicitud de colocalización deberá realizarse dentro del plazo que señale el respectivo proyecto técnico, el que en todo caso no podrá ser superior a 90 días.


En caso de no existir acuerdo entre los operadores en el monto a que deben ascender los pagos por la colocalización, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se materializó la respectiva colocalización, se deberá someter la controversia al conocimiento y fallo de un árbitro arbitrador, designado de la manera que establece el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro estará obligado a fallar en favor de una de las dos proposiciones de las partes, vigentes al momento de someterse el caso a arbitraje, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallar por una alternativa distinta ni contener en su fallo proposiciones de una y otra parte.


Para los efectos del fallo, el árbitro considerará que el concesionario requirente deberá hacerse cargo de todos los costos y gastos de inversión que sean consecuencia de la colocalización a que se refiere este artículo, incluyendo las inversiones adicionales que puedan ser requeridas para soportar sus nuevos sistemas radiantes. En particular, si como consecuencia de dichas inversiones adicionales, se altera la altura o la envergadura de la infraestructura de soporte de antenas, las autorizaciones y requisitos que se establecen en la ley para el emplazamiento deberán ser asumidos plenamente por el requirente. Asimismo, serán de su cuenta, a prorrata de la proporción en que utilice la parte útil de la torre soporte de antenas respectiva, tanto los costos y gastos necesarios para su operación y mantenimiento, como también el costo equivalente al valor nuevo de reemplazo de dicha torre, entendido como el costo de renovar todas las obras, instalaciones y bienes físicos necesarios para su emplazamiento, y a su vez otros, tales como los intereses intercalarios, las rentas de arrendamiento y otras semejantes, las compensaciones o indemnizaciones, los derechos o los pagos asociados a eventuales servidumbres, todo ello calculado según la tasa de descuento correspondiente. Entre los derechos, no se podrán incluir los que haya concedido el Estado a título gratuito ni los pagos realizados en el caso de concesiones obtenidas mediante licitación.


Se tendrá por no escrita cualquier cláusula o estipulación del instrumento por el que se otorgue el uso de predios de cualquier tipo para el emplazamiento de torres, que impida o tienda a impedir que el titular de ellas celebre acuerdos de colocalización con distintos operadores de telecomunicaciones o que opere en subsidio lo dispuesto en este artículo.


Mediante un reglamento se regularán y establecerán las condiciones del ejercicio del derecho que confiere este artículo para recurrir ante la Subsecretaría.


Para todos los efectos se entenderá por antena y sistema radiante de transmisión de telecomunicaciones a aquel dispositivo diseñado para emitir ondas radioeléctricas que puede estar constituido por uno o varios elementos radiadores y elementos anexos así definido en un reglamento que dictará el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones de acuerdo a la tecnología, naturaleza y uso de la misma. Dicho reglamento, con informe fundado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, determinará la forma y condiciones en que las antenas y sistemas radiantes y sus torres soportantes que no sean de aquellas a que se refiere la letra b) del artículo 3º de la Ley General de Telecomunicaciones quedarán sujetas a las normas que regulan su emplazamiento establecidas en Ley General de Urbanismo y Construcciones, y en el presente artículo. Asimismo, se entenderá por zona de propagación radioeléctrica restringida aquella en que por su conformación geográfica no tenga sustituto técnico equivalente para cubrir el territorio al que se pretende prestar servicio. La declaración de una zona como de propagación radioeléctrica restringida primará sobre la de territorio saturado.”.


5) Intercálase, en el inciso primero del artículo 36 bis, a continuación del vocablo “artículos”, la expresión “19 bis,”.


Artículo 3º.- Créase un fondo concursable para el desarrollo de investigaciones primarias y secundarias sobre el impacto de la operación de sistemas radiantes de telecomunicaciones, y en particular de la emisión de ondas electromagnéticas asociada, con el objeto de apoyar la adopción de políticas públicas, principalmente en el estudio de los impactos sobre la salud de las personas, y también en el ámbito urbanístico y ambiental.


El fondo estará constituido con los recursos que para tales fines perciba la Subsecretaría de Telecomunicaciones producto de donaciones y aportes de personas naturales o jurídicas, públicas o privadas. Ello es sin perjuicio de los aportes de que dispone esta Subsecretaría, con cargo a los recursos que anualmente se le asignen en la Ley de Presupuestos del Sector Público.


El fondo será administrado por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, para cuyos efectos la Subsecretaría de Telecomunicaciones le transferirá anualmente los aportes respectivos.

“DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1°.- Toda solicitud de otorgamiento, renovación o modificación de una concesión o permiso de telecomunicaciones que se encuentre en trámite ante la Subsecretaría de Telecomunicaciones al momento de la publicación de esta ley en el Diario Oficial, se regirá por la ley vigente al momento de su presentación. Las modificaciones de concesiones, permisos o autorizaciones de servicios de telecomunicaciones que se deriven de la aplicación de los artículos siguientes se sujetarán a las normas especiales que al efecto dicte la Subsecretaría de Telecomunicaciones dentro del plazo de 30 días a contar de la publicación de la presente ley.


Artículo 2°.- Para los efectos de la dictación de los reglamentos referidos en el número 4) del artículo 2° de esta ley, la Subsecretaría de Telecomunicaciones tendrá un plazo de 90 días contado desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial. A ese mismo plazo estará sujeta la dictación de la resolución del Ministerio de Vivienda y Urbanismo que define el catálogo de diseños de antenas a que se refiere la letra b) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


El procedimiento para la dictación de las normas a que se refiere el artículo 7º de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones deberá iniciarse dentro del plazo de 120 días desde su publicación en el Diario Oficial.


Artículo 3°.- Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 7° de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace contará con un plazo de 12 meses contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Artículo 4º.- Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura no armonizadas con el entorno urbano y con la arquitectura del lugar donde se emplazan en territorios urbanos o en bienes nacionales de uso público, saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones deberán agruparse en una sola estructura. Dicha infraestructura, además, estará abierta a otros concesionarios.


Para lo anterior, el o los concesionarios podrán reemplazar la torre ya instalada por una nueva, siempre y cuando dicho reemplazo tenga por objeto exclusivo cumplir con el propósito de colocalización. En tal caso, la nueva torre deberá cumplir con los requisitos establecidos en el inciso octavo del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. De concurrir razones técnicas fundadas que impidieren la colocalización en una sola estructura y no habiendo soluciones tecnológicas disponibles podrá permanecer una estructura adicional, previo informe favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, la que también deberá estar abierta a otros concesionarios.


Si no existiere acuerdo entre los concesionarios para proceder de conformidad a los incisos anteriores, éstos deberán optar entre las siguientes alternativas:


a) Minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la obra, de acuerdo a lo establecido en la letra b) del artículo 116 bis F compensando a la vez con una obra u obras de mejoramiento del espacio público por el equivalente al 20 por ciento del valor de reemplazo de la torre, o


b) Realizar obra u obras de mejoramiento del espacio público por un monto no inferior al 50 por ciento del valor de reemplazo de la torre.


Para efectos de dar cumplimiento a lo establecido en este artículo, el concesionario deberá, dentro de un plazo de 90 días contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, informar a la Dirección de Obras respectiva si se someterá al régimen del inciso primero o del inciso anterior del presente artículo.


Si los concesionarios se colocalizaren conforme al inciso primero presentarán dentro del plazo de 120 días contado desde el vencimiento del plazo para el informe al que alude el inciso anterior, conjuntamente, a través de un representante común o un concesionario de servicios intermedios que provea infraestructura, identificando en todo caso al responsable de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, un aviso de instalación que adjunte los documentos a que se refieren las letras a), b) salvo memoria, d), g) y h) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. El plazo para realizar las obras asociadas a este aviso, en todo caso, no podrá superar los doce meses contados desde la publicación de esta ley.


De procederse conforme a las letras a) o b) del presente artículo, con posterioridad a la información antes señalada y dentro del plazo de 90 días siguientes, deberá presentar, a la Dirección de Obras correspondiente un certificado emitido por Correos de Chile, que acredite la notificación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos quince días a la junta de vecinos respectiva y a los propietarios de todos los inmuebles que se encuentren comprendidos total o parcialmente en el área definida como territorio saturado, respecto de las medidas de diseño o de mejoramiento del espacio público que propone, priorizando alternativas. Dicha comunicación deberá incluir el valor de reemplazo de la torre.


Los propietarios podrán formular a través de la respectiva Dirección de Obras al Concejo Municipal, por escrito, y previo informe de la junta de vecinos respectiva, las observaciones que estimen convenientes respecto de la propuesta hasta treinta días corridos después de practicada la comunicación respectiva, debiendo optar por alguna de las obras de mejoramiento del espacio público o por alguno de los diseños de torres propuestos, según fuera la alternativa propuesta, para lo cual se requerirá de la mayoría simple de los propietarios a que hace referencia este párrafo. Dentro del mismo plazo dicha mayoría podrá proponer, obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante, hasta por un 50 por ciento del valor de reemplazo de la torre o diseños alternativos a los propuestos por el solicitante que cumplan con el objetivo de armonizar la estructura con el entorno urbano y con la arquitectura del lugar donde se emplazan, siempre y cuando estos diseños se encuentren dentro de la nómina de diseños a que se refiere la letra b) del artículo 116 bis F y hasta por el mismo valor antes indicado. Si los propietarios no se pronunciaren sobre la opción a que se refiere este inciso o no formularen observaciones, la Dirección de Obras certificará tal hecho y se tendrá por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el concesionario, de acuerdo a la priorización realizada.


El Concejo Municipal deberá pronunciarse exclusivamente sobre la respectiva propuesta de obra de compensación o la modificación del diseño de la torre, conforme a las observaciones que haya recibido de los propietarios según lo dispuesto en el párrafo anterior, aprobando la propuesta del concesionario o de los propietarios, debiendo adoptar los acuerdos pertinentes, todo dentro de un plazo de veinte días corridos contado desde el vencimiento del término para formular tales observaciones. Los acuerdos adoptados por el Concejo en esta materia, deberán ser certificados por el Secretario Municipal y remitidos a la respectiva Dirección de Obras, luego de lo cual la concesionaria estará autorizada a realizar las obras de mejoramiento o de adecuación del diseño de la torre, según corresponda. Vencido el plazo que dispone para ello, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, o el o la primera de la lista si la propuesta acompañada comprendiera más de una.


Cuando corresponda realizar las obras de mejoramiento o de armonización con el entorno urbano mencionadas en los incisos anteriores, ellas deberán encontrarse terminadas dentro del plazo de seis meses contado desde la fecha del pronunciamiento del Concejo Municipal o de la certificación realizada por la Dirección de Obras cuando no existieren observaciones. Este plazo podrá prorrogarse por una sola vez, y por un máximo de seis meses, por motivos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados ante la Dirección de Obras Municipales. Realizadas las obras definidas en los incisos anteriores, se entenderán cumplidas las obligaciones establecidas en el presente artículo.


Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo un territorio urbano se encuentra saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones cuando existan más de dos de dichas estructuras dentro del radio de cien metros a la redonda medido desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes y será así declarado por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


Si el territorio urbano fuera declarado como saturado en aplicación de lo dispuesto en el artículo 116 bis I, el régimen establecido en el presente artículo también les será aplicable a las torres ya instaladas en él. Se exceptuarán de lo anterior aquellos concesionarios cuyas torres hubieren colocalizado a otros operadores voluntariamente o en cumplimiento de lo resuelto por la Subsecretaría de Telecomunicaciones conforme al artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones.


En el caso de torres soporte de antenas instaladas en zonas de interés turístico de conformidad al Nº 7 del artículo 8º de la ley Nº 20.423, el concesionario deberá ajustar la torre soporte de antenas de que se trate en el plazo establecido en el inciso sexto del presente artículo a fin que ésta reúna las condiciones señaladas en la letra b) del artículo 116 bis F. El concesionario podrá acreditar que ya ha cumplido dicha obligación por encontrarse la respectiva torre soporte de antenas dentro del catálogo a que se refiere el artículo 116 bis F, letra b) o si no se encontrare en éste, por reunir ésta condiciones de armonización con el entorno urbano que la Dirección de Obras considere suficientes, pronunciamiento que deberá emitir en el plazo de 15 días. Frente a la falta de pronunciamiento en el plazo indicado será aplicable lo dispuesto en el inciso noveno del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


En el caso de torres de más de doce metros ya instaladas en los establecimientos o áreas a que se refiere el inciso sexto del artículo 116 bis E o dentro del radio indicado en el mismo precepto, los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado dichas torres soporte de antenas y sistemas radiantes deberán presentar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, dentro del plazo de 120 días contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, un certificado emitido por una empresa registrada para estos efectos en dicha Subsecretaría, que acredite que la densidad de potencia de su sistema radiante no excede los límites de la norma a que se refiere el artículo 7º de la ley Nº 18.168 o la que se encontrara vigente.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, la Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá, dentro del plazo de 60 días contado desde la entrada en vigencia de esta ley conformar el registro a que alude el presente precepto.


El incumplimiento de las normas contempladas en este artículo habilitará a la respectiva Dirección de Obras a disponer el retiro de la instalación, lo que deberá informarse a la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


En el caso que se declare un territorio saturado conforme al artículo 116 bis I de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, el plazo de 90 días a que se refiere el inciso cuarto del presente artículo y el de doce meses establecido en el inciso quinto se contará desde la notificación de la correspondiente declaración.


Artículo 5º.- Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado torres o soporte de antenas y sistemas radiantes de más de doce metros en los establecimiento o áreas a que se refiere el inciso sexto del artículo 116 bis E de la Ley General de Urbanismo y Construcciones o a una distancia igual o menor a 40 metros de tales establecimientos, dispondrán de un plazo de doce meses para verificar el cumplimiento de este distanciamiento.


A una distancia mayor a 40 y menor a 80 metros de los establecimientos o áreas indicadas en el inciso anterior, sólo se permitirán torres soporte de antenas y sistemas radiantes de hasta 25 metros de altura, sujetos a la obligación de colocalizar a otros concesionarios, debiendo ajustarse el concesionario a esta disposición en el plazo de seis meses desde la publicación de esta ley. Por su parte, las torres ya emplazadas a una distancia mayor a 80 metros y hasta 120 metros quedarán sujetas a la obligación de colocalización, aplicándose en la especie lo establecido en el artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones para el caso que el concesionario requerido se negare a proceder a ello.”.

-o-

Acordado en sesiones celebradas los días 11 de octubre de 2011, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Baldo Prokurica Prokurica y Hosain Sabag Castillo (Jorge Pizarro Soto) y de los Honorables Diputados señores René Manuel García García, Patricio Hales Dib, Gustavo Hasbún Selume, Javier Hernández Hernández y Juan Carlos Latorre Carmona; 7 de noviembre de 2011, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Jorge Pizarro Soto y Baldo Prokurica Prokurica y de los Honorables Diputados señores Patricio Hales Dib, Gustavo Hasbún Selume, Javier Hernández Hernández, Juan Carlos Latorre Carmona y Leopoldo Pérez Lahsen (René Manuel García García); 10 de noviembre de 2011, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente), Carlos Cantero Ojeda (Baldo Prokurica Prokurica), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Jorge Pizarro Soto y de los Honorables Diputados señores Patricio Hales Dib, Gustavo Hasbún Selume, Javier Hernández Hernández, Juan Carlos Latorre Carmona y Leopoldo Pérez Lahsen (René Manuel García García); 14 de noviembre de 2011, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Jorge Pizarro Soto y Baldo Prokurica Prokurica y de los Honorables Diputados señores Patricio Hales Dib, Gustavo Hasbún Selume, Javier Hernández Hernández, Juan Carlos Latorre Carmona y Leopoldo Pérez Lahsen (René Manuel García García); 16 y 30 de noviembre; 12 de diciembre de 2011, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Juan Pablo Letelier Morel (Guido Girardi Lavín), Jorge Pizarro Soto y Baldo Prokurica Prokurica y de los Honorables Diputados señores Patricio Hales Dib, Gustavo Hasbún Selume, Javier Hernández Hernández, Juan Carlos Latorre Carmona y Leopoldo Pérez Lahsen (René Manuel García García) y 14 de diciembre de 2011, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel (Guido Girardi Lavín), Jorge Pizarro Soto y Baldo Prokurica Prokurica y de los Honorables Diputados señores Gustavo Hasbún Selume, Javier Hernández Hernández, Juan Carlos Latorre Carmona y Leopoldo Pérez Lahsen (René Manuel García García).


Sala de la Comisión, a 20 de diciembre de 2011.

(Fdo.): ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA, Abogado Secretario.”
7. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que establece el sistema de elecciones primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, parlamentarios y alcaldes. (boletín Nº 7.911-06).

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda informa el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS


1.- Origen y urgencia


La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados por un mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma” para su tramitación legislativa.


2.- Disposiciones o indicaciones rechazadas


Indicaciones a los artículos 7°, 8° y 9° de diversos señores parlamentarios.


3.- Disposiciones que no fueron aprobadas por unanimidad


La totalidad del articulado sometido a votación.


4.- Se designó Diputado Informante al señor Jaramillo, don Enrique.

-o-

Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto los señores Cristian Larroulet, Ministro Secretario General de la Presidencia; Hermann Von Gersdorff, Subdirector de Racionalización y Gestión Pública de la Dirección de Presupuestos; Andrés Tagle y Andrés Sotomayor, Asesores del Ministerio Secretaría General de la Presidencia; Héctor Gallegos, Jefe de Sector de la Dirección de Presupuestos; Héctor Mery y Francisco Fierro, Asesores de la Fundación Jaime Guzmán, y Andrés Muñoz, Investigador de la Biblioteca del Congreso Nacional.


El propósito de la iniciativa consiste en establecer un sistema de elecciones primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 6 de septiembre de 2011, señala que para determinar los costos asociados a este proyecto se ha definido un escenario que, de acuerdo a la experiencia histórica, podría ser considerado como el más probable y otro en que el gasto llega a su máximo.


En el caso primero; es decir, del escenario más probable, se ha asumido que en el proceso de primarias participan cuatro listas y el 50% del padrón electoral participa.


El gasto llegaría a su máximo si, de acuerdo a lo prescrito en la letra e) del artículo 20, artículo 23 y artículo 24 del proyecto de ley, existiese participación universal del padrón electoral y un total de 12 partidos a nivel nacional disputasen las elecciones.


Estimación de gastos correspondientes al escenario estimado como más probable:


A. Servicio Electoral: Incurrirá en gastos por un estimado de M$ 7.216.673 en una elección de alcaldes (como será en el año 2012) y de M$ 8.203.172 en las de Presidente y Parlamentarios (en el año 2013).
	1.- Estimación de gasto elección primaria candidatos a Alcaldes
	M$

	a) Dietas a Delegados y Asesores (1.550 locales)

b) Honorarios de apoyo

c) Horas Extras

d) Gastos operacionales (Viáticos, alimentación, combustible, cons. básicos)

e) Materiales para cajas de útiles electorales

f) Correo notificaciones vocales y otros

g) Servicios de publicidad (vocales, facsímil y otros)

h) Servicios de impresión cédulas candidatos a Alcaldes

i) Servicios informáticos
	218.162

417.825

228.010

107.729

295.100

309.442

1.032.950

1.752.903

122.667

	Total
	4.484.788


	2.- Estimación de gasto elección primaria candidatos a Presidente y Parlamentarios
	M$

	a) Dietas a Delegados y Asesores (1.550 locales)

b) Honorarios de apoyo

c) Horas Extras

d) Gastos operaciones (Viáticos, alimentación, combustible, cons. básicos)

e) Materiales para cajas de útiles electorales

f) Correo notificaciones vocales y otros

g) Servicios de publicidad (vocales, facsímil y otros)

h) Servicios de impresión cédulas candidatos a presidente y parlamentarios

i) Servicios informáticos
	218.162

417.825

228.010

107.729

295.100

309.442

906.456

2.992.390

122.667

	Total
	5.597.781



B. Control del orden público: este gasto ascendería a M$ 2.090.573 para la elección primaria de alcaldes (año 2012) e igual monto para las elecciones generales (año 2013), los cuales se desagregan a continuación:

	Estimación de gasto elección primaria candidatos a Alcalde
	2.090.574

	a) Fuerzas Armadas (1.550 locales)

b) Fuerzas de Orden

c) Defensa Civil
	1.764.740

302.030

23.804

	Estimación de gasto elección primaria candidatos a Presidente y parlamentarios
	2.090.574

	a) Fuerzas Armadas (1.550 locales)

b) Fuerzas de Orden

c) Defensa Civil
	1.764.740

302.030

23.804


C. Gastos del Tesoro Público: este gasto considera el pago a los vocales de mesa, cuya cifra se estima en M$ 1.260.000 en año de elecciones, cualquiera sea el tipo de estas:

	Estimación de gasto vocales de mesa elección primaria candidatos a Alcaldes

Estimación de gasto vocales de mesas primaria candidatos a Presidente y Parlamentarios
	1.260.000

1.260.000


Así el gasto total que implicaría el proyecto, bajo la hipótesis indicada es:

	Elecciones primarias candidatos a Alcaldes
	7.835.362

	a) Servicio Electoral

b) Orden Público

c) Tesorero Público
	4.448.788

2.090.574

1.260.000

	Elecciones primarias candidatos a Presidente y Parlamentarios
	8.947.755

	a) Servicio Electoral

b) Orden Público

c) Tesoro Público
	5.597.181

2.090.574

1.260.000


Estimación de gastos correspondiente al escenario de gasto máximo:

En este caso, los costos estimados se aumentan exclusivamente por el mayor número de cédulas impresas, manteniéndose constante el resto de los gastos.

Los costos del Servicio Electoral se estiman en esta situación en M$ 13.175.540 en una elección de primarias para Alcaldes y de M$ 20.624.874 en las de Presidente y Parlamentarios.

Con esto, el gasto total en una hipótesis de gasto máximo es el que sigue:

	Elecciones primarias candidatos a Alcaldes
	16.526.114

	a) Servicio Electoral

b) Orden Público

c) Tesoro Público
	13.175.540

2.090.574

1.260.000

	Elecciones primarias candidatos a Presidente y Parlamentarios
	23.975.448

	a) Servicio Electoral

b) Orden Público

c) Tesoro Público
	20.624.874

2.090.574

1.260.000



El mayor gasto fiscal se financiará con cargo a los recursos contemplados en el presupuesto del Servicio Electoral y, en lo que no alcanzare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público 50-01-03-24-03-104.


En el debate de la Comisión el Ministro señor Larroulet recordó que, al igual que el proyecto de ley sobre inscripción automática, el de elecciones primarias tiene rango orgánico constitucional y obedece a una reforma constitucional introducida en el gobierno de la ex Presidenta Bachelet. 


Destacó que el gran cambio que este proyecto introduce es que, en vez de que los partidos políticos efectúen elecciones primarias voluntarias, ahora se asigna un rol al Estado en ellas, siendo el encargado de proveer los medios para que se lleven a cabo y de dotar a estos procesos de la necesaria fe pública.


Hizo luego una breve reseña del contenido de la iniciativa, resaltando que no habría elecciones primarias para la nominación de candidatos a concejales porque en un sistema proporcional como el que los rige no se justifica y porque además serían de una complejidad enorme. Asimismo, destacó que el proyecto establece qué órganos de los partidos políticos son los habilitados para convocar a elecciones primarias, procurando evitar que se debilite la orgánica institucional de los mismos por la vía de ordenar el proceso, pero dando flexibilidad a las directivas partidistas para poder definir cómo se organizará internamente. Subrayó finalmente que las primarias serán siempre voluntarias en su origen, pero vinculantes en sus resultados.


Intervinieron sucesivamente los Diputados señores Godoy, Ortiz, Lorenzini y Jaramillo, suscitándose debate en torno a la excesiva hegemonía que en opinión de los dos últimos nombrados se otorga a los consejos generales de los partidos, en detrimento de las directivas regionales, para convocar a elecciones primarias y nominar a los candidatos.


El señor Andrés Tagle justificó lo anterior señalando que la Ley Orgánica Constitucional de Partidos Políticos establece que las decisiones sobre pactos electorales y candidatos deben provenir de los consejos generales. En tanto, las directivas regionales o el diez por ciento de los miembros de los consejos regionales podrán solicitar la realización de primarias en sus respectivos territorios, ya que, si éstos pudieran decidir al respecto, los consejos generales no podrían acordar pacto alguno, pues ello requiere flexibilidad para ceder comunas o distritos a los eventuales aliados del partido.


El Diputado señor Lorenzini planteó la necesidad de permitir la participación en las elecciones primarias de cualquier militante que cumpla determinados requisitos personales y de patrocinio ciudadano. De lo contrario, considera inútil la realización de procesos en que las directivas centrales de los partidos son soberanas para decidir quiénes postularán.


El Diputado señor Jaramillo planteó a su vez la conveniencia de dar alguna señal en el sentido de fortalecer la capacidad de decisión de los consejos regionales y efectuar una mejor distribución de los recursos financieros destinados a informática para que las regiones alejadas de los centros urbanos también cuenten con medios modernos en los procesos electorales.


El Ministro señor Larroulet destacó el avance que representa el proyecto con respecto a la situación actual, puesto que la directiva central o el 10% de los miembros de los consejos regionales podrá obligar al consejo general a pronunciarse sobre la convocatoria a elecciones primarias vinculantes. En cuanto a la nominación de los candidatos, observó que ella no puede ser arbitraria. Tendrá que hacerse conforme a los estatutos de los propios partidos, que podrán ser en adelante más o menos proclives a la realización de estos procesos electorales.


El señor Andrés Tagle señaló que la Ley Orgánica Constitucional de Partidos Políticos consagra también la obligación de hacer efectiva la democracia interna. Por lo demás, según la misma ley, los partidos que estén constituidos en regiones deben contar con consejos regionales que, a su vez, deben estar representados en los consejos generales, de modo tal que las decisiones sobre pactos y candidaturas no van a depender exclusivamente de criterios centralistas. En todo caso, el Gobierno está estudiando una reforma a la Ley Orgánica Constitucional de Partidos Políticos para, entre otras cosas, fortalecer las estructuras regionales internas.


Finalmente, los Diputados señores Robles y Montes expresaron sus aprensiones respecto al sesgo que observan en el proyecto en contra de los partidos políticos chicos y los sectores independientes, lo cual se vería acrecentado con el sistema binominal actualmente vigente.


La Comisión de Gobierno Interior y Regionalización dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento de los artículos 43, 45 y segundo transitorio. Por su parte, la Comisión de Hacienda agregó a su consideración las indicaciones parlamentarias formuladas a los artículos 7°, 8° y 9° del proyecto, en conformidad con el numeral 2° inciso segundo del artículo 220 del Reglamento de la Corporación.


En relación con la discusión particular del articulado, cabe señalar lo siguiente:


El Diputado señor Godoy, don Joaquín (Presidente) propuso someter a votación las indicaciones por separado y luego el resto de las disposiciones de competencia de esta Comisión.

Artículo 7°


Indicación de los Diputados señores Auth, Jaramillo, Lorenzini, Marinovic, Montes, Ortiz y Robles para modificar el artículo 7° del proyecto, de manera que se permita la presentación de diferentes pactos en la elección municipal para alcaldes y concejales y de esa forma la norma se mantenga en concordancia con lo establecido en el inciso tercero del mismo artículo.


Elimínese el inciso final del artículo 7° del proyecto de ley y reemplácese de la manera que a continuación se señala.


“En la elección conjunta de alcaldes y concejales, podrá haber un pacto electoral para las elecciones de alcaldes y otro diferente para las elecciones de concejales.”.


Puesta en votación la indicación precedente, en una segunda votación, fue rechazada por 6 votos a favor, 4 votos en contra y 2 abstenciones. Votaron por la afirmativa los Diputados señores Auth, don Pepe; Jaramillo, don Enrique; Marinovic, don Miodrag; Montes, don Carlos; Ortiz, don José Miguel, y Robles, don Alberto. Votaron en contra los Diputados señores Macaya, don Javier; Recondo, don Carlos; Santana, don Alejandro y Von Mühlenbrock, don Gastón. Se abstuvieron los Diputados señores Godoy, don Joaquín y Silva, don Ernesto.

Artículo 8°


Indicación del Diputado señor Lorenzini para eliminar en el inciso primero del artículo 8° la siguiente frase “, y la nominación de los candidatos para dicha elección.”.


Puesta en votación la indicación precedente fue rechazada por 5 votos en contra y 7 abstenciones. Votaron en contra los Diputados señores Godoy, don Joaquín; Macaya, don Javier; Recondo, don Carlos; Santana, don Alejandro y Von Mühlenbrock, don Gastón. Se abstuvieron los Diputados señores Auth, don Pepe; Jaramillo, don Enrique; Marinovic, don Miodrag; Montes, don Carlos; Ortiz, don José Miguel; Robles, don Alberto, y Silva, don Ernesto.

Artículo 9°


Indicación de los Diputados señores Auth, Jaramillo, Lorenzini, Marinovic y Montes para modificar el artículo 9° del proyecto, con la finalidad de permitir una participación activa de las regiones en la toma de decisiones partidarias, al hacer vinculante para el Consejo General la solicitud del Consejo Regional respecto de la realización de primarias en un territorio específico.


Agréguese el siguiente inciso segundo al artículo 9° del proyecto, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente.


“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, si un Consejo Regional acuerda realizar elecciones primarias de parlamentarios o alcaldes para la nominación de sus candidatos en un territorio electoral de su jurisdicción, ya sea que se trate de una comuna, distrito o circunscripción, dicho acuerdo será obligatorio para el respectivo Consejo General.”.


Puesta en votación la indicación precedente fue rechazada por 6 votos a favor, 4 votos en contra y 2 abstenciones. Votaron por la afirmativa los Diputados señores Auth, don Pepe; Jaramillo, don Enrique; Marinovic, don Miodrag; Montes, don Carlos; Ortiz, don José Miguel, y Robles, don Alberto. Votaron en contra los Diputados señores Godoy, don Joaquín; Macaya, don Javier; Recondo, don Carlos, y Santana, don Alejandro. Se abstuvieron los Diputados señores Silva, don Ernesto, y Von Mühlenbrock, don Gastón.


Indicación del Diputado señor Lorenzini para introducir en el artículo 9° las siguientes modificaciones:


Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“El Consejo General deberá pronunciarse respecto de las decisiones señaladas en este artículo, cuando así lo solicite la Directiva Central del partido o a lo menos un tercio de los miembros del consejo general. La solicitud presentada por el Consejo Regional para participar en elecciones primarias de parlamentarios o alcaldes en el respectivo territorio electoral de su jurisdicción, será obligatoria para el respectivo Consejo General.”.


Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:


“El Consejo General deberá pronunciarse sobre la realización de elecciones primarias de Parlamentarios o Alcalde en algún territorio electoral de su jurisdicción cuando así lo solicite la directiva regional o al menos un 20% de los de los miembros del respectivo Consejo Regional.”.


Agrégase el siguiente inciso cuarto:


“Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, la solicitud de elecciones primarias para la elección de alcalde o parlamentarios que sea presentada al Consejo Regional por al menos un 20% de los afiliados de un Partido Político en un determinado territorio electoral ya sea una comuna, distrito o circunscripción, será obligatoria para el Consejo Regional y General.”.


Puesta en votación la indicación precedente fue rechazada por 1 voto a favor, 2 votos en contra y 8 abstenciones. Votó por la afirmativa el Diputado señor Robles, don Alberto. Votaron en contra los Diputados señores Godoy, don Joaquín y Recondo, don Carlos. Se abstuvieron los Diputados señores Auth, don Pepe; Jaramillo, don Enrique; Macaya, don Javier; Marinovic, don Miodrag; Ortiz, don José Miguel; Santana, don Alejandro; Silva, don Ernesto, y Von Mühlenbrock, don Gastón.


En el artículo 43 del proyecto, se establece que a las elecciones primarias les serán aplicables las disposiciones contenidas en la ley N° 19.884 en todo lo que no sea contrario a esta ley y en lo que le sea aplicable, salvo lo señalado en el párrafo 2° del Título II y en el Título Final de esa ley, y considerando las excepciones que se señalan en los artículos siguientes de este título.

En el artículo 45, se dispone que los límites al gasto electoral que se aplicarán en el caso de las elecciones primarias, serán equivalentes al 25% de los valores señalados en el artículo 4° de la ley N°19.884, según se trate de cada tipo de elección.


Por el artículo segundo transitorio, se señala que el gasto fiscal que irrogue la puesta en marcha de la presente iniciativa durante el primer año de su vigencia, se financiará con cargo a reasignaciones del presupuesto del Ministerio del Interior y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público.”.


Puestos en votación los artículos 43, 45 y segundo transitorio, fueron aprobados por 10 votos a favor y 2 abstenciones. Votaron por la afirmativa los Diputados señores Godoy, don Joaquín; Jaramillo, don Enrique; Macaya, don Javier; Marinovic, don Miodrag; Montes, don Carlos; Ortiz, don José Miguel; Recondo, don Carlos; Santana, don Alejandro; Silva, don Ernesto, y Von Mühlenbrock, don Gastón. Se abstuvieron los Diputados señores Auth, don Pepe y Robles, don Alberto.


Tratado y acordado en sesiones de fechas 14, en Comité, y 20 de diciembre de 2011, con la asistencia de los Diputados señores Godoy, don Joaquín (Presidente); Auth, don Pepe; Jaramillo, don Enrique; Lorenzini, don Pablo; Macaya, don Javier; Marinovic, don Miodrag; Montes, don Carlos; Ortiz, don José Miguel; Recondo, don Carlos; Robles, don Alberto; Santana, don Alejandro; Silva, don Ernesto, y Von Mühlenbrock, don Gastón, según consta en las actas respectivas.


Sala de la Comisión, a 20 de diciembre de 2011.

(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión.”
8. Informe de la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural recaído en el proyecto de ley que interpreta el artículo 61 del decreto con fuerza de ley N° 382, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, Ley General de Servicios Sanitarios, respecto a la comercialización de aguas servidas. (boletín Nº 7583-09).

“Honorable Cámara:


La Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural pasa a informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de la referencia, iniciado en moción de las diputadas señoras Adriana Muñoz D’Albora y Denise Pascal Allende, y de los diputados señores Pedro Pablo Álvarez-Salamanca Ramírez; Ramón Barros Montero; Fuad Chahín Valenzuela; Javier Hernández Hernández; Enrique Jaramillo Becker; Rosauro Martínez Labbé, Jorge Sabag Villalobos, e Ignacio Urrutia Bonilla.


Asimismo, adhirió a esta iniciativa legal el diputado señor José Pérez Arriagada.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

1) Idea matriz o fundamental del proyecto.


Interpretar el artículo 61 del decreto con fuerza de ley N° 382, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, Ley General de Servicios Sanitarios, a fin de establecer que las empresas sanitarias, que tienen la concesión del servicio de tratamiento de las aguas servidas, no pueden comercializar las aguas que depuran. 

2) Normas de quórum especial.


No existen disposiciones que requieran un quórum especial de aprobación.

3) Normas que requieren trámite de Hacienda.


No contiene normas de competencia de la Comisión de Hacienda.

4) Aprobación, general y particular, del proyecto de ley.


El proyecto fue aprobado, en general y particular a la vez, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión presentes diputadas señoras Muñoz y Pascal y de los diputados señores Álvarez-Salamanca, Barros, Chaín, Cerda y Hernández.

5) diputado informante.


Se designó diputada informante a la señora Denise Pascal Allende.

II. ANTECEDENTES, OBJETIVOS Y FUNDAMENTOS DE LA INICIATIVA.
a) Antecedentes.


Los autores de la moción señalan que en mérito de una interpretación que la Superintendencia de Servicios Sanitarios (SISS) realizó de la Ley General de Servicios Sanitarios, algunas empresas del rubro han comenzado a vender las aguas servidas tratadas, argumentando que tienen derecho para ello, por cuanto pueden disponer libremente de dichas aguas.


En efecto, reseñan que en el año 1995, la Superintendencia sostuvo que “en nuestra legislación no existe norma alguna que obligue a la empresa concesionaria de servicio sanitario a abandonar las aguas servidas”. 


En el año 1996, dicha entidad resolvió que “Antes del abandono de las aguas servidas, ellas pertenecen al concesionario de recolección o disposición, éste último una vez que trata las aguas puede darles el destino que estime conveniente”… “el concesionario de disposición se hace dueño de las aguas servidas que recolecta y trata mientras no las abandona”… “…es dueña de las aguas servidas que recolecta y puede usar, gozar y disponer de ellas…”. 


Seguidamente, en el año 1999, mantuvo la resolución sobre la materia, señalando que “la doctrina sustentada por esta Superintendencia en cuanto a las aguas servidas es que ellas pertenecen a la respectiva empresa sanitaria que las recolecta, para su disposición o tratamiento (concesionario de recolección), manteniéndose este derecho de dominio mientras no abandone tales aguas”. 


A mayor abundamiento, en el año 2002, la Superintendencia expresó claramente que: “Mientras las aguas servidas tratadas no son abandonadas se consideran dentro del patrimonio de la empresa y, por tanto, puede someterlas a actos jurídicos libremente pactados en precio y forma, entendiéndose que son actividades relacionadas con su objeto”. 


Ante esta situación, los patrocinantes de la iniciativa legal, explican que los servicios sanitarios comprenden cuatro etapas, que pueden ser ejecutadas por una misma o por diferentes empresas:


i) La producción del agua potable o “potabilización”.


ii) La distribución del agua.


iii) La recolección de las aguas servidas, y


iv) El tratamiento o depuración de las mismas.


Agregan que, respecto a cada una de estas etapas, los usuarios pagan por el servicio prestado, lo que aparece claramente señalado en las cuentas que mensualmente emiten, materia que, además, se encuentra regulada por la Superintendencia .


Asimismo, es necesario considerar que la empresa sanitaria que potabiliza el agua, tiene el correspondiente derecho de aprovechamiento, por lo que puede extraerla desde la fuente natural y como se trata de un derecho consuntivo, no está obligada a devolver todo o parte del agua al cauce.

Sin embargo, posteriormente, la empresa sanitaria -la misma u otra- la distribuye a los consumidores finales, quienes hacen uso de ella -la consumen- en sus respectivos domicilios o instalaciones comerciales o industriales. En una tercera etapa, la empresa sanitaria recolecta las aguas servidas, lo que no le otorga derecho alguno sobre dichas aguas, sino que por el contrario, está siempre obligada a entregarlas a un servicio de depuración, para que en una cuarta etapa, este concesionario las limpie o depure, debiendo devolverla al cauce público, específicamente en el lugar que indique el decreto de concesión.


Este proceso de saneamiento de las aguas no genera, en ningún caso, un derecho de aprovechamiento sobre las mismas, ya que dicho derecho sólo estuvo presente en la primera etapa de producción de agua potable o de potabilización.


Por otra parte, explican que según el artículo 5° del Código de Aguas, las aguas son un bien nacional de uso público, como tal, su dominio es de la Nación toda, su uso es de carácter público, y para regular el manejo de este recurso, que es escaso, se ha establecido un sistema de distribución a través de la constitución de derechos de aprovechamiento, artículo 6° del Código de Aguas. Sin embargo, tales derechos no confieren la propiedad sobre las mismas.


Agregan que, la interpretación realizada por la Superintendencia de Servicios Sanitarios de la norma contenida en el artículo 61 del D.F.L N° 382 citado en relación con el título V del Código de Aguas, que trata sobre los derrames y drenajes de aguas, asume que las empresas sanitarias hacen abandono voluntario de las aguas servidas tratadas en los cauces, pero como no estarían obligadas a restituirlas podrían comercializarlas. 


No obstante, los autores de la moción señalan que el citado el artículo 61 no atribuye ni reconoce dominio sobre las aguas, sino que se aplica exclusivamente a la concesión de recolección de aguas servidas, por ende la mención al título V estaría solo referida a ese servicio, y no puede seguir insistiéndose que respecto de la disposición o la depuración podría aplicarse la institución del derrame, la que por lo demás, tampoco se aplica tratándose del servicio público de recolección. Para que haya derrame nuestra legislación exige ser dueño de un derecho de aprovechamiento de aguas, usar dicha agua y finalmente, abandonarla voluntariamente y quienes recolectan o depuran sólo tienen derechos de aprovechamiento.


A mayor abundamiento, expresan que, para ser más claros, en el caso de las empresas sanitarias, sólo aquella que potabiliza el agua tiene sobre ella un derecho de aprovechamiento y la “usa”, tal como exige la institución del derrame. Las empresas que recolectan el agua y las que la tratan no la “usan”, sólo realizan a su respecto el servicio concesionado. Aún más, el concesionario que trata las aguas servidas, debe devolverlas al punto que señala el respectivo decreto de concesión y, por tanto, no las “abandona” voluntariamente. 

b) Situación actual.

La Superintendencia de Servicios Sanitarios, con fecha 4 de julio de 2011, mediante el ordinario N° 2.725, procedió a fijar el sentido y alcance del artículo 61 del decreto con fuerza de ley N° 382, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas.


El citado artículo 61, hace referencia a los efectos de una institución propia del derecho de aguas denominada “Derrames”, que determina cuándo se entienden abandonadas las aguas servidas y, en consecuencia, el momento en que se aplican los efectos normados en el título V del Código de Aguas, cuando éstas se confunden con las aguas del cauce natural o artificial o cuando se evacúan en las redes o instalaciones de otro prestador. La norma citada es de derecho público, en consecuencia debe interpretarse restrictivamente y, en ese contexto, su tenor excluye aquellas descargas que puedan hacerse en otros cuerpos receptores permitidos en la ley sectorial, por ejemplo emisarios que descargan al mar.

El concesionario a cargo de la disposición de las aguas servidas, debe darles el destino al que le habilita su concesión, sometiéndose a las normas respectivas, siendo el punto de descarga definido, el lugar donde la SISS ejercerá la fiscalización acerca del cumplimiento de las condiciones de calidad que le impone este servicio. El servicio de tratamiento de las aguas servidas que debe ejecutar el concesionario de disposición está bajo regulación, fiscalización y tarificación por parte de la autoridad, por lo tanto, cuando el usuario paga en su tarifa por este servicio, lo que hace es financiar su depuración.


El análisis anotado no es obstáculo, para que el prestador antes de su abandono, pueda destinar total o parcialmente las aguas servidas ya tratadas para ser usadas, por la vía de infiltración de napas y/o posterior reutilización de las mismas para reiniciar el ciclo sanitario bajo una concesión de producción de agua potable, en los términos y condiciones previstos en el acto administrativo correspondiente. Al tenor del citado artículo 61, la SISS no puede interpretar que las empresas sanitarias se hacen dueñas o tienen el dominio de las aguas servidas que depuran, dado que ese artículo no es constitutivo de derechos, ni entrega competencia a la Superintendencia para declararlo.

La norma en cuestión resuelve la situación jurídica que produce la entrega o abandono de aguas servidas entre prestadores para su tratamiento definitivo o para la descarga a un cauce natural o artificial, en su caso, recurriendo para la explicación del fenómeno a la institución de los derrames del Código de Aguas en lo que corresponda.

Las concesionarias de disposición de aguas servidas deben descargar dichas aguas en el cauce normal o artificial, cuando corresponda, en los términos indicados en el decreto de su concesión.


En conclusión, el servicio de tratamiento de las aguas servidas que debe ejecutar el concesionario de disposición, está bajo regulación, fiscalización y tarificación por parte de la autoridad. Por lo tanto, cuando el usuario paga en su tarifa por este servicio, lo que hace es financiar su depuración para que esas aguas que vierte en las redes públicas sean devueltas al medio libre de contaminación, no siendo un fin de la tarifa el que tal tratamiento sirva para otros propósitos diferentes de los informados en la concesión.

c) Fundamentos de la moción.


Los autores de la moción exponen que las empresas sanitarias, sobre la base de una interpretación que la Superintendencia de Servicios Sanitarios (SISS) hizo de la Ley General de Servicios Sanitarios respecto del destino final de las aguas servidas, comenzaron a vender las aguas tratadas, esgrimiendo que tienen el derecho de disponer libremente de ellas, comercialización que significará un “daño irreparable para la pequeña agricultura y, en definitiva, para todos los habitantes de nuestro país”.


Observan luego que la SISS ha incurrido en una verdadera aberración jurídica, interpretando de manera errónea y forzada las normas existentes sobre la materia, pasando por alto el principio más básico de todos, el del bien común, e infringe abiertamente el espíritu de la legislación, por cuanto dicha interpretación es abiertamente inconstitucional e ilegal al reconocer a las empresas sanitarias el derecho de propiedad de las aguas servidas tratadas para comercializarlas, ya que el recurso hídrico es un bien nacional de uso público, y como tal, su dominio es de la nación toda. Se hace constar que en julio de 2011, la Superintendencia cambio su interpretación.


Con el fin de “subsanar un gravísimo problema que en el mediano plazo generará un fuerte impacto”, tanto en el “crecimiento urbano”, en el “medio ambiente” y en “la viabilidad para la pequeña y mediana agricultura que utiliza el agua de riego para sus procesos productivos”, proponen interpretar el artículo 61 del decreto con fuerza de ley N° 382, de 1989, del Ministerio de Obras Públicas, que establece la Ley General de Servicios Sanitarios, de manera de establecer claramente que las empresas sanitarias que tienen la concesión del servicio de tratamiento de las aguas servidas no pueden comercializar las aguas que depuran.


Además, señalan, que debe dejarse en claro que la institución del “derrame” que establece el título V del Código de Aguas no es aplicable al prestador del servicio sanitario que recolecta y depura las aguas, toda vez que no tienen constituidos derechos de aprovechamiento sobre ellas, ni mucho menos dominio, todo lo cual se entiende en absoluta concordancia con el artículo 18 del referido decreto con fuerza de ley, que establece el contenido del decreto de concesión.

d) Objetivos del proyecto de ley.


La iniciativa legal tiene como propósito interpretar el artículo 61 del decreto con fuerza de ley N° 382, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, Ley General de Servicios Sanitarios, en términos de que esta disposición sólo se aplique a la concesión de recolección de aguas servidas, estableciendo que las empresas sanitarias que efectúen su tratamiento no pueden comercializar las aguas que depuran.


Además, se señala que las normas aplicables a la institución del derrame contenidas en el Título V del Código de Aguas, no tienen aplicación tratándose del prestador del servicio sanitario que recolecta las aguas servidas y tampoco respecto de quien las trata o depura, todo ello en concordancia con lo establecido en el artículo 18, número 3, letras c) y d), del decreto con fuerza de ley N° 382, antes citado.

III. ANTECEDENTES GENERALES DEL SECTOR.

1.- Descripción del Sector.


Los sistemas de abastecimiento de agua potable, se dividen en urbanos y rurales. Mientras en el sector urbano la responsabilidad del servicio recae en las empresas sanitarias, en el sector rural el Ministerio de Obras Públicas (MOP), a través del Departamento de Programas Sanitarios dependiente de la Dirección de Planeamiento, es el responsable del desarrollo del Programa Nacional de Agua Potable Rural, referido a las localidades rurales concentradas.

a) Agua Potable Urbana.


Las empresas sanitarias, concesionarias del servicio de agua potable y de la recolección y disposición de aguas servidas en el sector urbano, son fiscalizadas y controladas por la Superintendencia de Servicios Sanitarios (SISS), que es el organismo encargado de establecer normas, otorgar las concesiones, aprobar los planes de desarrollo de las empresas sanitarias y fijar las tarifas del sector. Las empresas deben dar cumplimiento al plan y tienen la obligatoriedad de dar servicio en su área de concesión y la tarifa que cobran se fija con criterio de costo marginal de largo plazo.

b) Agua Potable Rural.


El programa de Agua Potable Rural (APR), destinado a dotar del servicio de agua potable a las localidades concentradas , se inició en 1964, teniendo actualmente como organismo responsable al Departamento de Programas Sanitarios del MOP. A los servicios de APR se les aplica parcialmente la normativa contenida en el D.F.L Nº 382, de 1988, del MOP, Ley General de Servicios Sanitarios; estando excluidos del régimen de explotación bajo concesión y del régimen tarifario aplicado a los servicios públicos que entregan el servicio a través de las redes exigidas por la urbanización (empresas sanitarias concesionarias).


Los proyectos de agua potable rural surgen del programa elaborado por el MOP. La propiedad de los sistemas de APR es estatal y la administración y operación de los mismos está a cargo principalmente de sistemas de administración comunitaria, denominados Comités de APR, asociados a cada sistema o servicio de APR.

2.- Sistema de agua potable.


Se denomina sistema de abastecimiento de agua potable al conjunto de obras de captación, tratamiento, conducción, regulación, distribución y suministro intradomiciliario de agua potable.


Un sistema de abastecimiento de agua potable se puede subdividir en tres subsistemas:
a) De captación y tratamiento de agua potable.


Corresponde al sistema de producción, y consiste en captar agua cruda desde las fuentes de la naturaleza, sean éstas superficiales o subterráneas y conducirla mediante gravedad o impulsión hacia la Planta de Tratamiento, o directamente al sistema de distribución (estanques de distribución) cuando el agua cruda no requiere tratamiento y sólo cloración. En la planta de tratamiento se realiza el proceso de potabilización del agua cruda mediante procesos mecánicos y químicos, entregando como producto de salida, agua potable.

b) De distribución de agua potable.


Consiste en portear el agua potable desde la planta de tratamiento o estanques de distribución, por medio de conducciones, y entregarla en la entrada de la casa o industria del usuario, (antes del medidor) mediante una red de tuberías. Este sistema comprende conducciones, red de tuberías de distinto diámetro, estanques y plantas de elevación, en caso de ser requerida su impulsión.

c) Intradomiciliario.


Son obras destinadas a conducir el agua potable desde la entrada de la casa o industria hasta los artefactos sanitarios ubicados en su interior. Se compone del arranque y medidor más todas las instalaciones interiores. Estas inversiones normalmente son pagadas por el usuario directamente a la compañía de agua potable y no a través de la tarifa.

3.- Cuentas de agua potable.


Por otra parte, es necesario hacer constar que en las cuentas de agua potable es posible distinguir los siguientes conceptos:


a) Cargo Fijo: corresponde a los costos de atención de clientes que no están vinculados al consumo de agua. Entre ellos, la existencia de oficinas de atención, emisión de boletas y distribución de éstas.


b) Agua Potable: se refiere a los costos de extracción del agua desde la naturaleza, transformación en agua potable, conducción hasta los centros urbanos y distribución dentro de la ciudad.


c) Alcantarillado: representa los costos asociados a la extracción de las aguas servidas de los domicilios y su conducción a las Plantas de Tratamiento de Aguas Servidas.

d) Tratamiento de Aguas Servidas: corresponde a los costos de tratamiento de las aguas servidas domiciliarias y la transformación en agua que puede ser devuelta a la naturaleza sin provocar daño ecológico y que está en condiciones de volver a ser usada.

IV. CONTENIDO DEL PROYECTO.


El proyecto se estructura sobre la base de un artículo único que interpreta el sentido y alcance del artículo 61 del D.F.L N° 382, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas.

a) Normas legales que se propone modificar.


- Decreto con Fuerza de Ley N° 382 de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, que contiene la Ley General de Servicios Sanitarios, artículo 61.

b) Normas legales que inciden o se relacionan con la directa o indirectamente, con esta iniciativa legal.


El marco legal del sector sanitario está principalmente constituido por los siguientes cuerpos legales:


a) Ley General de Servicios Sanitarios, decreto con fuerza de ley Nº 382, de 1988, Ministerio de Obras Públicas;


b) Ley de tarifas de servicios sanitarios, decreto con fuerza de ley N° 70, de 1988, Ministerio de Obras Públicas;


c) Ley de subsidio al pago de consumo de agua potable y servicio de alcantarillado, ley 
Nº 18.778, y


d) Ley que crea la Superintendencia de Servicios Sanitarios, ley N° 18.902., 


e) Código de Aguas, especialmente el Título V.

V. DISCUSIÓN DEL PROYECTO.


Por tratarse de un proyecto de ley de artículo único, se procedió a su discusión y análisis en general y particular a la vez.


Concurrieron, a entregar su opinión sobre la iniciativa en informe:


- La Superintendenta de Servicios Sanitarios, señora Magaly Espinosa.


- El Asesor de la Comisión Nacional de Riego, señor Felipe Martin.


- El Presidente de la Asocación de Canalistas Mallarauco, señor Enrique Swinburn.


- El Presidente Nacional de la Confederación de Canalistas de Chile, señor Fernando Peralta.

-
 El Director General de Aguas, señor Matías Desmadryl.


- El Presidente Ejecutivo de la Asociación de Empresas Sanitarias, señor Guillermo Pickering.

1.- Superintendenta de Servicios Sanitarios, señora Magaly Espinosa.


Informó que la Superintendencia es un servicio público funcionalmente descentralizado, cuyo objeto es fiscalizar la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento de las aguas servidas en áreas urbanas, que son otorgadas por concesionarias, y que conforme con su competencia, debe cumplir con las normas de los decretos con fuerza de ley N° 382, de 1988 y N° 70 de 1988, ambos del Ministerio de Obras Públicas, velar porque sean cumplidos por las concesionarias y posee, además, las facultades para interpretar esas normas.


La facultad interpretativa se ejerce fijando el sentido y el alcance de las normas sectoriales que le incumben, aplicando a esas interpretaciones las reglas generales de derecho, con las restricciones que se tratan de normas de derecho público y por lo tanto, de aplicación e interpretación restrictiva.


En este sentido, la Superintendencia de Servicios Sanitarios, durante los años 1995, 1996, 1999 y 2002, sostuvo una interpretación que permitía a las empresas sanitarias comercializar las aguas pues afirmaba que dichas empresas tenían un derecho de propiedad sobre las aguas servidas ya tratadas, que les permitía comercializarlas antes de su vertimiento al cuerpo receptor.


Por otra parte, teniendo presente que una sentencia de la Corte Suprema había confirmado la competencia de la Superintendencia para interpretar la normativa sectorial , se procedió por esta Superintendenta a entregar una nueva interpretación que, en síntesis, señala que al tenor del artículo 61 de la Ley General de Servicios Sanitarios, no puede afirmar que las empresas sanitarias se hacen dueñas de las aguas servidas tratadas y que la comercialización constituya una actividad relacionada con el objeto de la concesión.


En efecto, el concesionario a cargo de la disposición de las aguas servidas, debe darles el destino al que le habilita su concesión, sometiéndose a las normas respectivas, siendo el punto de descarga definido, el lugar donde la SISS ejercerá la fiscalización acerca del cumplimiento de las condiciones de calidad que le impone este servicio. El servicio de tratamiento de las aguas servidas que debe ejecutar el concesionario de disposición está bajo regulación, fiscalización y tarificación por parte de la autoridad, por lo tanto, cuando el usuario paga en su tarifa por este servicio, lo que hace es financiar su depuración para que las aguas que vierte en las redes públicas sean devueltas libre de contaminación o en condiciones compatibles con el cuerpo receptor a que están destinadas, no siendo un fin de la tarifa el que tal tratamiento sirva para otros propósitos diferentes de los informados en la concesión.


No obstante, este análisis no es obstáculo, para que el prestador antes de su abandono, pueda destinar total o parcialmente las aguas servidas ya tratadas para ser usadas, por la vía de infiltración de napas y/o posterior reutilización las mismas para reiniciar el ciclo sanitario bajo una concesión de producción de agua potable, en los términos y condiciones previstos en el acto administrativo correspondiente. Al tenor del citado artículo 61 la SISS no puede interpretar que las empresas sanitarias se hacen dueñas o tienen el dominio de las aguas servidas que depuran, dado que ese artículo no es constitutivo de derechos, ni entrega competencia a la Superintendencia para declararlo.


El diputado señor Barros manifestó preocupación por el hecho que el decreto de concesión podría eventualmente permitir la comercialización de las aguas servidas. 


La diputada señora Pascal, señaló que las licitaciones hoy existentes entregan las aguas a las empresas, quienes cobran por potabilizarla, por repartirla y por depurarla, pero que no tiene los derechos de riego como para ocupar las aguas tratadas, por lo que tienen la obligatoriedad de devolverla al río, porque eso sería adueñarse de un derecho que ya existe. De ahí que enfatizó la importancia de aprobar este proyecto que deja plasmado en la ley la interpretación de este artículo sin que quede sujeto al criterio de la autoridad de turno. 

La Superintendenta, precisó que para analizar el tema es necesario considerar los siguientes aspectos:


a) Naturaleza jurídica de las aguas y el derecho de aprovechamiento.


Sobre la naturaleza de las aguas, sostuvo que las aguas son bienes nacionales de uso público y tal condición se mantiene mientras se encuentren en fuentes naturales o en obras estatales de desarrollo del recurso.


Cuando se establece un derecho de aprovechamiento sobre las aguas, dejan de ser un bien nacional de uso público transformándose en bienes privados, de los cuales sus titulares se apropian para su uso y explotación amparados en el Código de Aguas y tal condición se mantiene en tanto no vuelvan a fuentes naturales y se confundan con las existentes en éstas.


Sobre los derechos de aprovechamiento de aguas, explicó que las empresas productoras de agua potable deben contar con derechos de aprovechamientos de carácter consuntivo, permanentes y continuos. El titular de un derecho consuntivo no tiene obligación alguna de restituir las aguas que usa y goza en virtud de su derecho.


El agua sobre la cual se tiene derecho de aprovechamiento se transforma en potable y se distribuye por el concesionario distribuidor a los inmuebles de su territorio operacional, quienes podrán consumirla arbitrariamente y sin límites, pagando un precio (tarifa) por su consumo.


b) La concesión sanitaria.


Respecto a las concesionarias, afirmó que los inmuebles urbanos edificados están obligados a conectarse a las redes de alcantarillado del concesionario de las aguas servidas, quien debe recibir todas las aguas servidas que los usuarios viertan a sus redes. Estas instalaciones dispuestas para recibir las aguas servidas forman verdaderos canales o causes artificiales. Legalmente son considerados bienes afectos a la concesión.


Las aguas servidas no se transforman en bienes nacionales de uso público por el solo hecho de la descarga que de ellas hace el usuario sino que mientras se mantengan en las redes o instalaciones del concesionario forman parte de sus instalaciones.


Las concesionarias deben tratar las aguas servidas antes de su descarga al cuerpo receptor y aquí cobra importancia el punto de la descarga que señala el decreto de la concesión. En efecto, el artículo 18 letra d) del DFL 382/88 dispone la identificación del cuerpo receptor y el punto de la descarga de las aguas servidas tratadas.


c) El punto de descarga de las aguas servidas ya tratadas.


El punto de descarga identifica el lugar donde la concesionaria debe acreditar el cumplimiento de las condiciones de calidad que le impone la concesión, vale decir, en ese punto se ejerce el control y fiscalización de las normas pertinentes (DS N° 90/00, Ministerio Secretaría General de la Presidencia) tanto por parte de la concesionaria como por la SISS.


Los niveles de descarga de las aguas servidas son esencialmente variables, así como lo es el consumo del agua potable, lo que repercute en los caudales que se vierten al curso receptor. 


Cuando se produce la descarga de las aguas servidas se aplica el artículo 61 del DFL 382/1988, del Ministerio de Obras Públicas, que dispone que los prestadores de servicios sanitarios abandonan las aguas servidas cuando éstas se evacuan en las redes o instalaciones de otros prestadores o si se confunden con las aguas de un cauce normal o artificial, salvo que exista derecho para conducir dichas aguas por tales cauces, redes o instalaciones.


d) El artículo 61 del DFL N° 382/88, que trata del abandono de las aguas servidas.


 El artículo 61 hace aplicable al abandono de las aguas servidas el título V del Código de Aguas que trata de “Los Derrames”.


Según las normas legales de “Los Derrames” establecidas en el Código de Aguas, la producción de los mismos “no es obligatoria ni permanente”. Asimismo, el uso por terceros de aguas de derrames constituyen “actos de mera tolerancia que no confieren posesión ni dan fundamento a prescripción”. Si alguien puede abandonar las aguas es porque tiene derechos sobre ellas, sino la norma carece de sentido.


Sostuvo que, la única forma de entender el citado artículo es con relación a los derechos de agua consuntivos de las empresas sanitarias. Es por ello que resulta del todo pertinente preguntarse ¿qué sentido tendría que el legislador se haya detenido a regular los derrames que producen las empresa sanitarias, sino para dejar en claro el momento en que tales empresas dejan de detentar las aguas a que tienen derecho?. La norma no hace otra cosa que fijar el momento que el derecho consuntivo ha concluido en su uso, dado que sólo ese tipo de derechos producen derrames.


Acotó que, la comercialización de las aguas servidas se produce antes del abandono, mientras están en las redes o colectores del prestador y las empresas ejecutan respecto de ellas una actividad relacionada con su objeto.


En todo caso, la reutilización de las aguas servidas tratadas, antes de su abandono, cuando tiene fines comerciales, debe compartir los beneficios con los usuarios del sistema sanitario y por ello, los decretos tarifarios contemplan un descuento en la tarifa de tratamiento por este concepto.

2.- Asesor de la Comisión Nacional de Riego, señor Felipe Martin.


Consideró la interpretación de la Superintendencia como al permitirles como Comisión elaborar y desarrollar la Política Nacional de Riego, pues les otorga la seguridad de aguas necesarias para realizar la evaluación de cualquier proyecto de riego al tener las herramientas necesarias para conocer cuando hay agua y cuando no la hay.


Ante una intervención del diputado señor Chahín sobre la precariedad de la vigencia de la interpretación dada por la Superintendencia, expresó que no estaba en condiciones de entregar una fundamentación de apoyo a la iniciativa y que para ello debía consultarse a la Dirección General de Aguas.

3.- Presidente de la Asociación de Canalistas Mallarauco, señor Enrique Swinburn.


Manifestó que, a raíz de dictámenes emanados de la Superintendencia de Servicios Sanitarios (SISS) relacionados con la comercialización de aguas servidas , en conjunto con representantes de la Juntas de Vigilancia del canal “Bajo La Esperanza” y de la última sección del río Mapocho recurrieron a la justicia a fin de dilucidar esta controversia, pues estimaban que las empresas sanitarias no podían comercializar las aguas servidas tratadas.


El tribunal de primera instancia resolvió que no procedía que la Superintendencia efectuará una interpretación de las normas sobre la materia. Resolución que fue apelada, procediendo la Corte de Apelaciones a su revocación. A su turno, la Corte Suprema ratificó este último fallo confirmando que el organismo tenía la facultad para liberar a las empresas del sector de la obligación de descargar las aguas tratadas a los cauces naturales, abriendo la posibilidad de que éstas las comercializaran.


La sentencia de la Corte Suprema sirvió de base para que la Superintendencia emitiera un nuevo dictamen en el año 2011 con la intención de aclarar los alcances de la interpretación dada con anterioridad al artículo 61 del D.F.L N° 382, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, Ley General de Servicios Sanitarios, que regula el uso de las aguas servidas.


En síntesis, se expresó por parte de la Superintendencia que, al tenor del referido artículo no puede interpretar que las sanitarias sean dueñas o tengan el dominio de las aguas servidas que depuran por cuanto esta norma no es constitutiva de derechos ni entrega facultades a la Superintendencia para declararlo. “El concesionario a cargo de la disposición de las aguas servidas debe darles el destino que le habilita su concesión, sometiéndose a las normas respectivas”.


Lo anterior porque la norma en cuestión más bien resuelve la situación jurídica que produce la entrega o abandono de aguas servidas entre prestadores para su tratamiento definitivo o para la descarga a un cauce natural o artificial, en su caso, recurriendo para la explicación del fenómeno a la institución de los derrames del Código de Aguas en lo que corresponda.

Por otra parte, reconociendo que el dictamen en comento constituyó un avance importante en la interpretación de la norma, rectificando los anteriores en que con errados criterios se fijó el alcance del artículo 61 del D.F.L N° 382, de 1988, del MOP., consideró imprescindible la aprobación de este proyecto de ley ya que sólo así se podrá tener certeza sobre la correcta administración del destino de las aguas servidas tratadas y se impedirá que la interpretación de dicha norma quede entregada, como ha sucedido, al arbitrio de la autoridad de turno.


En todo caso, en su opinión, la interpretación de la Superintendencia incurre en un error al permitir al prestador de servicio de depuración de las aguas servidas, que antes del abandono de éstas, pueda “destinarlas total o parcialmente para ser usadas, por la vía de infiltración de napas y/o posterior reutilización de esas mismas aguas para los propósitos de reiniciar el ciclo sanitario bajo una concesión de producción de agua potable, en los términos y condiciones previstos en el acto administrativo correspondiente”.


En efecto, el servicio público sanitario de sanitización no se hace dueño de las aguas que limpia y está obligado a devolverlas en la fuente y el lugar que al efecto precise el decreto de concesión. No obstante, el dictamen, bajo el pretexto de ser usado en una situación de hecho no contemplada en el artículo 61 como es la vía de infiltración de napas subterráneas, permite al prestador de servicios sanitarios actuar como señor y dueño de las aguas que debe restituir y abandonar en el ciclo de abastecimiento de agua.


Consecuentemente, sugirió agregar que las aguas, abandonadas o restituidas en el lugar que debe establecer el decreto de concesión, siguen el destino que les corresponde según la legislación general de aguas y por ende serán captadas por los que tienen derechos de aprovechamiento constituidos y si están disponibles porque los titulares de derecho no ocupan el total de esas aguas, en la parte disponibles se pueden constituir nuevos derechos con los rigores propios de la ley general de aguas, de manera que no se necesita norma especial alguna para regular esta situación ya que las aguas seguirán su curso dentro de las cuencas.

4.- Presidente Nacional de la Confederación de Canalistas de Chile, señor Fernando Peralta.


Destacó la antigüedad de los regadíos del río Mapocho, recordando que desde el año 1908 existen normas que regulan la actividad de las asociaciones de canalistas, que posteriormente pasaron a denominarse asociaciones de junta de vigilancias que tenían por función primordial repartir las aguas de los ríos de nuestro país. Estos ríos fueron declararon agotados de hecho cuando se distribuyeron todas sus aguas entre distintos usuarios, por ello no se entregaron más derechos permanentes sino que eventuales, es decir el usuario que ostentaba el título podía sacar el agua una vez satisfechos los derechos permanentes. Lo anterior tiene repercusión porque cuando existen derechos eventuales es porque un río está agotado.


Expresó que los títulos de constitución de derechos de aprovechamiento de aguas, son de antigua data y que actualmente están inscritos en el Registro de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces respectivo.


Recordó que todo el valle que se ubica entre Peñaflor y la Cordillera era zona de riego y producían infiltración, que sumada a las aguas lluvias y a la de los ríos, recargaba las napas subterráneas y alimentaban al rio Mapocho. No obstante, en Santiago se han provocado impactos en la hidrología al pavimentar esta zona de infiltración lo que ha impedido la adecuada alimentación del agua subterránea. Por lo anterior, los usuarios de este río vieron que el agua se transformaba en agua servida mermando las producciones de los agricultores.

El origen de las concesionarias de obras sanitarias está unido a la necesidad de recolectar y tratar las aguas servidas, lo que involucra una gran inversión, por ello se privatizaron cuatro servicios públicos diferentes que ocasionalmente pueden pertenecer a una sola empresa. El primer servicio consiste en tomar el agua desde la fuente natural, purificarla y entregarla a la ciudad; el segundo en la distribución del agua, para ello se le otorgaron a los concesionarios los derechos de agua que la Empresa Metropolitana de Obras Sanitarias, EMOS, tenía en el río Maipo; el tercero la recolección de las aguas servidas, y cuarto el tratamiento o depuración de las mismas, con el objeto de devolver el agua limpia al cauce público.

Destacó que en el último dictamen de la Superintendencia existe una contradicción, pues por una parte se señala que las empresas sanitarias no pueden hacerse dueñas de las aguas que han tratado y deben verterlas al cauce público, no obstante, más adelante, permite usar esas aguas para infiltrarlas y volverlas a utilizar en el ciclo de abastecimiento de agua.

Dando respuesta a una consulta del diputado señor Hernández respecto de si esta iniciativa legal posibilitaría que otros pudieran adquirir o adueñarse de las aguas, cuando éstas se viertan a los canales naturales, expresó que el derecho que tiene la empresa sanitaria es un derecho permanente, consuntivo y continuo. El derecho consuntivo es aquel que permite que quien tiene derecho lo consuma en su integridad sin estar obligado a devolver nada. Por otra parte las aguas contaminadas que tiene un tratamiento distinto hacen necesario un sistema de alcantarillado y conducirlas a una planta de tratamiento.


El que presta el servicio de alcantarillado no es dueño de las aguas, no necesita tener un derecho de aprovechamiento, entre otras cosas porque la cantidad de agua que saca no es una cantidad fija, sino que es una cantidad promedio estadístico. Además el Código de Aguas establece que el derecho se otorga en la fuente natural, sin que los alcantarillados sean fuentes naturales de agua, sino que artificiales, por ello no pueden ser objeto de un derecho de aprovechamiento, como tampoco las aguas que ingresan a la planta de tratamiento.
5.- Director General de Aguas, señor Matías Desmadryl.


Expresó que la Dirección General de Aguas no tiene competencia respecto de la modificación de una norma contenida en la ley General de Servicios Sanitarios, ni sobre asuntos relacionados con las empresas sanitarias y las obligaciones de éstas.

No obstante, se refirió a la remisión que hace el artículo 61 del D. F. L. N° 382, al Código de Aguas. Este cuerpo normativo señala en su artículo 5° que las aguas son bienes de uso público y se otorga a los particulares el derecho de aprovechamiento de ellas en conformidad a las disposiciones del referido Código.


Las aguas como bienes nacionales de uso público están definidas en el artículo 589 del Código Civil, entendiendo por tales aquellas cuyo dominio pertenece a la nación toda.

El Código de Aguas en diversas normas, señala que cuando se encuentran en fuentes naturales o en obras de desarrollo fiscal se pueden otorgan derechos de aprovechamiento sobre ellas. Es decir, la Dirección General de Aguas, D.G.A contabiliza las aguas existentes en aquellas fuentes, y no en otras, para efectos de otorgar un título a cualquier usuario.


Por su parte el Título V del citado Código, al que se remite el artículo 61 en comento, establece que constituyen derrames las aguas que quedan abandonadas después de su uso, a la salida del predio. Presume el abandono de estas aguas desde que el dueño del derecho de aprovechamiento hace dejación de ellas, en los linderos de la propiedad, sin volver a aprovecharlas.


No obstante los derrames que escurren en forma natural dentro de los predios o a predios vecinos pueden ser adquiridos por los dueños de los mismos, sin necesidad de obtener un derecho de aprovechamiento. Además, el artículo 45 del mismo Código es imprescindible para interpretar este Título al señalar que la producción de derrames estará sujeta a las contingencias del caudal matriz y a la distribución o empleo que de las aguas se haga en el predio que los origina.

Agregó que, efectivamente el Código de Aguas no hace diferencia entre los distintos productores que originan derrames. En efecto en los diagnósticos sobre la realidad del recurso hídrico hay un efecto, aún desconocido, respecto de cuáles son las aguas que históricamente no han sido aprovechadas pero que han beneficiado al sistema, sería el caso de un agricultor que tiene su bocatoma en el cauce, saca el agua del río, la conduce a su predio y el riego, dado el nivel de ineficiencia de la conducción o del mismo sistema de riego que se aplica, permite que esa misma agua beneficie el sistema aumentando la disponibilidad natural.

Por lo tanto, los productores de derrame pueden provenir de la agricultura, de las empresas sanitarias que retornen sus aguas tratadas a los ríos y de cualquier otro productor o usuario industrial que de una u otra manera capte aguas desde las fuentes naturales, como ríos o aguas subterráneas, desde un pozo, y para posteriormente retornar cumpliendo con las normas de calidad que correspondan a los cauces naturales u otro cuerpo receptor.

A la luz del artículo 45 el productor de derrame si tiene un nivel de eficiencia mayor en su conducción o una empresa minera que utiliza sus aguas en sus faenas de producción y volviendo a sus causas naturales o la empresa sanitaria que tiene una menor pérdida. Evidentemente el delta positivo o negativo que sufre la fuente que fue recibiendo históricamente estas aguas puede variar y eso hace que el derrame esté sujeto a la acción del titular del derecho de aprovechamiento de aguas.

Por su parte, el artículo 46 señala que la existencia de un título respecto al uso de derrames, no importa limitación de una mejor forma de utilización de las aguas por el titular del derecho de aprovechamiento, salvo convención en contrario. Ello significa que se puede constituir un título sobre un derrame pero ello no constituye una limitación al derecho de aprovechamiento.

Hizo presente que, los balances de disponibilidad que realiza la Dirección General de Aguas no están afectados por los derrames que puedan estar ocurriendo. El balance perfecto se restringe a la fuente natural y persigue contar con una estadística no influenciada por algunos puntos locales.

Agregó que, en época de escasez de agua se otorgan permisos a los usuarios para conducir, a través del río, el agua que les pertenece, como a través de un uso de cauce, sin que adquieran el carácter de bienes de uso público. Esto constituiría una excepción a esta confusión que habría entre el agua proveniente de estos derrames que se vierten sobre los cauces naturales. Otra confusión, en términos jurídicos, se produce cuando las aguas de un usuario se vierten en un cauce o un acueducto artificial de otro dueño, porque si bien el agua puede estar fuera del cauce natural de uso público, es un bien privado pero por el hecho que traspasa el deslinde de esa propiedad hace perder el dominio sobre ella, ya que también puede ser una obra de conducción, como en el caso de los alcantarillados.


En síntesis, el agua en el ordenamiento jurídico es una bien de uso público sobre ella se puede otorgar derechos de aprovechamientos de agua que habilitan a su titular a aprovecharlas y gozar de ellas, en el caso de los derechos consuntivos a consumirlas y una vez extraída de la fuente como para embotellarlas o destinarlas a una piscina o embalses no pierden el carácter de bienes de uso público.


La discusión jurídica se centra en determinar cuál es la titularidad jurídica o situación de dominio del agua que sale de la fuente natural y vuelve a la misma fuente.

Consultado si las aguas que trata una sanitaria le pertenecen a ésta y pueden ser vendidas, reiteró que no le corresponde a esa Dirección pronunciarse sobre la materia, no obstante, agregó que, debido a la escasez hídrica las aguas deben ser aprovechadas de forma eficiente y sustentable, por parte de quienes posean los títulos y autorizaciones correspondientes.
6.- Presidente Ejecutivo de la Asociación Nacional de Empresas de Servicios Sanitarios, (ANDESS), señor Guillermo Pickering.


Inició su exposición, señalando que sólo el 5% de los recursos hídricos es destinado al consumo humano, en tanto el 77% al sector agrícola. Situación que se contrapone con las declaraciones del Director del Instituto de Desarrollo Agropecuario, INDAP, quien señaló que la empresas sanitarias dejarían sin agua a la agricultura.

La discusión sobre la enajenación o venta de las aguas servidas tratadas, en su opinión, no abarca a todo el país, sino que se centra principalmente a las ciudades de Copiapó, Santiago y Rancagua, puesto que la mayoría de las ciudades son costeras y descargan sus aguas tratadas directamente al mar, de acuerdo a la legislación sanitaria, por lo tanto no hay usuarios agrícolas o de otro tipo aguas abajo de las empresas sanitarias.


Afirmó que las plantas y el cambio de los puntos de descarga de las aguas servidas tratadas no han afectado los derechos de aprovechamiento de terceros, ya que el Código de Aguas fue promulgado en el año 1982 y las plantas de aguas servidas tratadas inician su construcción a mediados de la década del 90. De manera que, los derechos de aprovechamiento de agua estaban constituidos con anterioridad a la construcción de estas plantas, los que se encuentran plenamente vigentes. Aseveró, que los caudales de aguas servidas no tratadas que se vertían a determinados cauces no han dado origen a nuevos derechos de aprovechamiento pues en general se trata de fuentes legalmente agotadas.


Por otra parte, afirmó que los servicios sanitarios en muchos casos producen trasvasijes de agua entre ríos. Un caso importante es el trasvasije Maipo-Mapocho antes de su conjunción. Estos caudales en ningún caso han sido considerados en el otorgamiento de los derechos de aprovechamiento de los regantes, cuya data de otorgamiento es muy anterior.


Señaló que, existen pequeños agricultores sujetos de subsidio por INDAP que desarrollan una agricultura de subsistencia y que sin tener derechos de aprovechamiento de aguas constituidos las han utilizado. Es por ello que, los representantes de las empresas sanitarias, formalmente, han planteado al Ministro de Agricultura su disposición a transferir derechos de aprovechamientos de aguas a pequeños agricultores que no los tienen.


Sostuvo que las empresas sanitarias tienen derecho a aprovechar las aguas servidas tratadas por mandato legal y constitucional, considerando los siguientes antecedentes:


1.- La Constitución y la ley amparan a las sanitarias en el derecho a utilizar las aguas servidas.


2.- Los prestadores de servicios sanitarios deben contar con derechos de aprovechamiento consuntivos para producir agua potable.

3.- Los derechos consuntivos, según el Código de Aguas, facultan a su titular para consumir totalmente el agua y no están obligados a devolver el agua al cauce natural una vez utilizada como ocurre con los derechos no consuntivos.

4.- Los servicios sanitarios están integrados por 4 etapas: producción y distribución de agua potable, y recolección y disposición (o tratamiento) de aguas servidas. En la generalidad de las concesiones existentes un mismo prestador es titular de la concesión de las 4 etapas.

5.- El agua potable una vez utilizada por los usuarios y vertida en las redes de recolección legalmente se denomina agua servida.

6.- Los prestadores de servicios sanitarios están obligados legalmente a conducir y tratar o depurar las aguas servidas.

7.- La ley General Servicio Sanitario, artículo 61, señala que para los efectos de los derrames, regulados por el Código de Aguas, los prestadores de servicios sanitarios abandonan las aguas servidas cuando estas se evacúan en las redes o instalaciones de otro prestador o si se confunden con las del cauce natural o artificial.

8.- La ley, para efectos del abandono, otorga a las aguas servidas el mismo tratamiento que el Código del ramo da a las aguas objeto del derecho de aprovechamiento. Ello no podría ser de otra forma en tanto las aguas servidas son las mismas, objeto del derecho de aprovechamiento de propiedad de la empresa sanitaria.


9.- En consecuencia, la producción de derrames de aguas servidas -debidamente tratadas o depuradas según exige la ley por razones sanitarias y ambientales- no es obligatoria ni permanente, no da a derecho a terceros a exigir su producción, e incluso la existencia de un título respecto al uso de derrames, no importa limitación de una mejor forma de utilización de las aguas por el titular del derecho de aprovechamiento conforme lo disponen los artículos 45 y 46 del Código de Aguas.

10.- La ley de Tarifas de Servicios Sanitarios, considera traspasar a los usuarios, mediante rebaja de las tarifas, los beneficios derivados de la comercialización de aguas servidas.


En su opinión, este punto es central por cuanto no es legítimo que las empresas puedan rentar dos veces sobre un mismo activo, que sería el tratamiento de las aguas. Para ello existe un mecanismo en la legislación tarifaria que obliga a competir e incluir estas transferencias de derechos en la próxima fijación.

11.- Asimismo, no existe obligación legal de verter las aguas servidas tratadas a determinado cuerpo receptor, el cual es esencialmente modificable siempre que se cumplan las disposiciones administrativas y ambientales exigibles.

12.- La exigencia de la ley General Servicio Sanitario, de que el decreto de concesión establezca un punto de descarga de las aguas servidas tratadas y la identificación del cuerpo receptor obedece a fines de control de las normas ambientales en los cuerpos receptores que las reciben.


13.- Existen cuerpos receptores distintos a los cuerpos de aguas superficiales y continentales, tales como el mar, aire, aguas subterráneas, subsuelo. Los cuerpos receptores y los puntos de descarga son esencialmente modificables, quien los elige es el concesionario sin perjuicio de cumplir con las exigencias administrativas, técnicas de la ingeniería sanitaria y ambiental. La autoridad excepcionalmente puede ordenar el cambio del cuerpo receptor a causa de mayores exigencias ambientales legalmente exigibles.

14.- Legalmente es posible que las aguas servidas tratadas se reutilicen para determinados fines mineros, agrícolas u otros antes de su vertido en un cuerpo receptor, siempre que a la salida de la planta de tratamiento se cumpla con las exigencias de las respectivas normas de emisión y que en el re uso de las aguas se cumplan las normas de calidad y uso pertinentes.


Hizo hincapié en que, el agua es un recurso estratégico que debe ser preservado por las empresas sanitarias, para dar respuesta frente a escenarios de escasez hídrica.


El artículo 61 del D.F.L. N° 382, de 1988, ordena aplicar a las aguas servidas las reglas de los derrames de las aguas objeto del derecho de aprovechamiento de carácter consuntivo y regula cuando se entienden abandonadas.


Expresó que, el Código de Aguas otorga al propietario de los derechos de aprovechamiento la potestad de utilizar las aguas hasta consumirlas completamente y una vez utilizadas regula su abandono como simples “derrames” cuya producción no es obligatoria ni permanente, no da derecho a terceros a exigir su producción e incluso la existencia de un título sobre el uso de derrames, no importa limitación de una mejor forma de utilización de las aguas por el titular del derecho de aprovechamiento.


En consecuencia, las empresas sanitarias tienen el derecho a utilizar las aguas servidas tratadas que corresponden a los derechos de aprovechamiento de aguas consuntivos que detentan.

Consideró que, una ley aunque se denomine interpretativa, y que niegue el derecho a utilizar las aguas, en la mejor forma que estime el titular del derecho de aprovechamiento, que recae sobre ellas sería inconstitucional, por afectar esencialmente la propiedad sobre el derecho de aprovechamiento de aguas y porque importaría una discriminación arbitraria en materia económica respecto de las empresas sanitarias y de sus usuarios.

Estimó que, si este cercenamiento es constitucionalmente posible, entonces también lo será la supresión de la propiedad sobre los derechos de aprovechamiento de aguas en general.

Expresó que, no existe evidencia alguna que las empresas sanitarias a causa de cambios en puntos de descarga y cuerpos receptores derivados de la entrada en funcionamiento de las plantas de tratamiento de aguas servidas hubiesen afectado derechos de otros usuarios. No se conocen títulos de terceros que limiten el derecho de tales empresas a tratar las aguas servidas y reutilizarlas.

Reiteró que la industria sanitaria solo utiliza el 5% total del recurso hídrico y una vez servida recupera la calidad del agua de modo compatible con el medio ambiente y su reutilización.

El diputado señor Barros consultó cómo las Empresas Sanitarias generaban nuevos derechos de aguas en cuencas agotadas.


La diputada señora Pascal manifestó no coincidir con lo planteado sobre los derechos de aguas, una vez depuradas, pues la empresas sanitarias poseen derechos consuntivos para potabilizar el agua, no obstante cobran no sólo por este concepto, sino que también por repartirla, colectarla y limpiarla, es decir cargan cuatro cobros que se convierte en uno total, de acuerdo a los litros por segundos usados, en la boleta de agua.


Afirmó que las aguas una vez depuradas pasan a ser derrames. Para que haya derrame la legislación exige ser dueño de un derecho de aprovechamiento de aguas, usar dicha agua y finalmente, abandonarla voluntariamente, y ni quien recolecta ni quien depura tienen derechos de aprovechamiento.

Para ser más claros, expresó que, en el caso de las empresas sanitarias, solamente aquella que potabiliza el agua tiene sobre ella un derecho de aprovechamiento y la “usa”, tal como exige la institución del derrame. Ni la empresa que recolecta el agua ni la que la trata la “usan”, solo realizan a su respecto el servicio concesionado. Por otra parte, el concesionario que trata las aguas servidas, debe devolverlas al punto que señala el respectivo decreto de concesión, y por tanto, no las “abandona” voluntariamente.

Sostuvo que la moción intenta lograr una interpretación legal al Código de Aguas, para que el agua depurada sea devuelta a los cauces obligatoriamente y sin ser cobrada a los agricultores.


El diputado Chahín se refirió a la importancia de establecer esta interpretación en la ley ya que sólo así se podrá evitar que por vía reglamentaria se cambie la última interpretación emitida por la Superintendencia, que en su opinión es la correcta.

Consultó en qué etapa la comercialización de las aguas tratadas se enmarca dentro de la concesión de las empresas sanitarias, a saber, potabilización, producción del agua potable, distribución y recolección.

El Presidente Ejecutivo de la Asociación Nacional de Empresas de Servicios Sanitarios expresó que la legislación nacional no vincula el sistema de otorgamiento de derechos de aprovechamiento de aguas a ningún uso en particular.
 
En general, las concesiones sanitarias que tienen las empresas sanitarias son las cuatro ya mencionadas y que el decreto con fuerza de ley N° 382, deja meridianamente claro que las empresas sanitarias pueden desarrollar prestaciones anexas al giro. Otra cosa es que respecto de los negocios no regulados, como sería éste, se aplica la regla de que los clientes de las empresas sanitarias deben que ser beneficiados de estos negocios no regulados, reflejado en una disminución del rubro respectivo en la boletas de consumo.

Respecto del derrame señaló que según el Código de Aguas, éste tiene carácter de voluntario.

-o-

Sometido a votación, el proyecto de ley fue aprobado, en general y particular, por la unanimidad de los Diputados presentes señoras Muñoz y Pascal y señores Alvarez-Salamanca; Barros; Cerda, Chaín y Hernández.
VI. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS.


Se hace presente que no existen artículos ni indicaciones rechazados.
-o-

Por las razones señaladas y por las que expondrá oportunamente el diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto de conformidad al siguiente texto:

PROYECTO DE LEY


“Artículo Único: Declárese interpretado el artículo 61 del DFL 382, de 1989, del Ministerio de Obras Públicas, que establece la Ley General de Servicios Sanitarios, en el siguiente sentido:


Lo dispuesto en el artículo 61 del DFL 382, del Ministerio de Obras Públicas, que establece la Ley General de Servicios Sanitarios, se aplica solamente a la concesión de recolección de aguas servidas. Respecto de la institución del derrame a que se refiere el título V del Código de Aguas, ésta no tiene aplicación tratándose del prestador del servicio sanitario que recolecta las aguas servidas, y tampoco respecto de quien las trata o depura, todo ello en concordancia con lo establecido en el artículo 18 N° 3 letras c) y d) del referido decreto con fuerza de ley.”
-o-

Se designó diputada Informante a la señora Denise Pascal Allende.
-o-

Tratado y acordado, según consta las actas correspondientes a las sesiones de fechas 6 y 27 de septiembre; 8 y 15 de noviembre, y 13 de diciembre de 2011, con la asistencia de los diputados señores René Alinco Bustos, Pedro Pablo Álvarez-Salamanca Ramírez, Ramón Barros Montero, Eduardo Cerda García, Fuad Chahín Valenzuela, Javier Hernández Hernández, Rosauro Martínez Labbé, José Pérez Arriagada, Gaspar Rivas Sánchez, e Ignacio Urrutia Bonilla., y de las los diputadas señoras Adriana Muñoz D’Albora, Denise Pascal Allende y Alejandra Sepúlveda Órbenes.


Asistieron, además, los diputados no miembros de la Comisión señores Jorge Sabag Villalobos y Pedro Velásquez Seguel.

Sala de la Comisión, 13 de diciembre de 2011.

(Fdo.): MARÍA TERESA CALDERÓN ROJAS, Abogada Secretaria de la Comisión.”
9. Informe de la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento recaído en la propuesta de reglamento para la contratación por parte de los diputados y los comités parlamentarios de administrativos, secretarios, asesores y profesionales con cargo a la asignación de personal de apoyo, bajo el amparo de lo dispuesto en el artículo 3°A de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

“Honorable Cámara

La Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento, pasa a informar la propuesta de Reglan-tente señalada en el epígrafe, en cumplimiento de lo preceptuado en el artículo 3”A de la ley N9 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y de lo resuelto por el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, de fecha 5 de septiembre de 2011.

I. ANTECEDENTES GENERALES


El Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, en el ejercicio de las atribuciones que le confieren el artículo 66 de la ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, ha resuelto la existencia de una Asignación para el Personal de Apoyo que consagró en la letra A) del Capítulo III de su acuerdo de fecha 5 de septiembre de 2011, para la contratación de administrativos, secretarios, asesores y profesionales que apoyen en las tareas propias de la función parlamentaria que la Constitución y las leyes le han encomendado a los diputados.

La institución de los secretarios parlamentarios se remonta a principios de la década de los sesenta. Es en virtud de la ley N° 16.250, que incorporó un nuevo artículo en la ley NQ 6.922, sobre monto de la dieta parlamentaria, que autorizó a las tesorerías de la Cámara de Diputados y del Senado a pagar, de sus propios fondos, los secretarios que designen los senadores y diputados. Precisaba la norma que el pago se haría directamente a los secretarios que designen los parlamentarios, y que dicha designación se efectuaría en la forma y condiciones que fijen las Comisiones de Policía Interior de cada Cámara.

Dicho precepto legal dispuso, además, que las personas designadas tendrían la calidad de empleados particulares y se mantendrían en su cargo mientras contaren con la confianza del respectivo parlamentario. Este régimen especial concluyó con la clausura del Congreso Nacional en septiembre de 1973.

Resulta útil recordar que hasta la fecha, tanto el Senado como la Cámara de Diputados, han permitido la contratación directa por parte de los parlamentarios de sus secretarios y asesores. El argumento central de tal posibilidad se fundó en que la asignación parlamentaria formaba parte de la asignación de recursos genéricos que realiza la Ley de presupuestos al Congreso, los cuales de conformidad con la autonomía presupuestaria de la cual goza este Poder del Estado, son asignados por cada una de sus cámaras. Tal circunstancia obedece a que era cada rama del Congreso Nacional la legalmente llamada a determinar -con total autonomía-, la denominación, naturaleza, monto, requisitos y control de cada asignación o recurso proporcionado a un parlamentario.

No obstante, ha de precisarse que éste sistema había empezado a generar un sin número de dificultades prácticas, tanto para los trabajadores como para los parlamentarios, y que generó la necesidad de buscar nuevas formas de establecer esta especial relación laboral.

Con la entrada en vigencia de la ley N° 20.447, que modificó la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se incorporaron dos cambios significativos al sistema de contratación. Por una parte, se entregó al Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, como órgano experto y con integrantes ajenos al Congreso Nacional, la determinación final para el correcto gasto de los recursos destinados a las asignaciones parlamentarias, entendidas aquellas como “fondos públicos destinados por cada Cámara a financiar el ejercicio de la función parlamentaria, la que comprende todas las actividades que realicen los diputados para dar cumplimiento a las funciones y atribuciones que les confieren la constitución y las leyes, incluidas las tareas de representación y las diversas labores políticas que competen a los parlamentarios.

Asimismo, y por otra parte, la referida ley incorporó lo que hoy conocemos como artículo 3° A, que regula la forma en que cada Cámara de manera autónoma puede contratar, sujetos al Código del Trabajo, a quienes prestarán servicio para los diputados y los comités durante el desempeño de sus cargos y en labores que digan relación con el ejercicio de la función parlamentaria. Es decir, la ley expresamente deja sometido al personal de apoyo al régimen del derecho laboral común. Sin embargo introduce algunas normas específicas que configuran una forma especial de contratación, y que se distingue por las siguientes particularidades:

- El inciso segundo del referido artículo obliga a estos trabajadores a cumplir las normas de probidad que se establezcan en el reglamento a que se refiere el inciso cuarto, debiendo incluirse en los contratos respectivos una cláusula que así lo disponga;

- El inciso tercero, por su parte, fija dos nuevas causales para poner término a la relación laboral: la pérdida de confianza del comité o parlamentario para quien prestaba sus servicios, así como la cesación en el cargo del parlamentario para el que fue contratado, con derecho a indemnización por años de servicio en ambos casos, la que, en cuanto a su monto y límites quedará sujeta a lo previsto en el inciso segundo del artículo 163 del Código del Trabajo. Todo ello, sin perjuicio de que son plenamente aplicables, también, las demás causales de terminación del contrato de trabajo contenidas en los artículos 159 y 160 del mismo Código.

También es importante recalcar que el artículo 3° A, tal como lo señala el Consejo Resolutivo en sus resoluciones, constituye más bien un complemento de los preceptos contenidos en el Código del Trabajo, ya que busca solucionar los problemas que presenta la contratación directa de personal por parte de los Diputados, consagrándose un vínculo laboral entre la Cámara de Diputados y dichos trabajadores al amparo del referido Código.

Por último, respecto a la naturaleza jurídica de estos trabajadores y revisada la historia fidedigna del precepto en cuestión, es posible concluir que el legislador quiso dejar expresamente establecido que, a pesar de que las Cámaras del Congreso eran las que podían realizar la contratación, las personas contratadas a través del régimen del artículo 3°A no adquirían la condición de funcionarios del Congreso, sino que se constituían en meros prestadores de servicios, sujetos a la forma de contratación especial a la que se ha hecho referencia, es decir, el Código del Trabajo, con algunas causales especiales de terminación del contrato. Hay múltiples intervenciones de los parlamentarios y autoridades de la época en tal sentido.

En la misma línea se pronuncia el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias que en la letra a) del punto 2 del Capítulo II Principios Generales del acuerdo ya citado previamente, estableció que “Tratándose de la contratación de personas naturales, a juicio del Consejo Resolutivo, durante la discusión legislativa que originó la ley N° 20.447, existió consenso en el sentido de que aquellas prestan servicios dirigidos a la función de los Parlamentarios, de modo que no tienen la calidad de “funcionario del Congreso”, sino la de meros prestadores privados para aportar a la labor de los parlamentarios.”
En tal contexto y siguiendo la recomendación del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento dispuso la elaboración de una propuesta de reglamento de la citada norma legal que recogiera las disposiciones necesarias para poner en funcionamiento el nuevo sistema de asignaciones en lo que toca a los empleados de los parlamentarios.

II. CONTENIDOS DEL REGLAMENTO PROPUESTO Y CONSTANCIAS

El proyecto que vuestra Comisión somete a la consideración de la Honorable Cámara consta de 31 artículos permanentes y dos transitorios que regulan de manera detallada diversos aspectos de la relación laboral que vinculará al personal que presta servicios para los diputados y los comités con la Cámara de Diputados.

Resulta importante destacar en este acápite que con las normas propuestas se da estricto cumplimiento a lo preceptuado en el articulo 3°A, en orden a que se regulan expresamente las normas de probidad que dichos trabajadores deberán cumplir, las causales especiales de terminación del contrato de trabajo, los rangos mínimos y máximos a que se someterá el régimen de remuneraciones de las personas contratadas, garantizando su sujeción a criterios de objetividad, transparencia y no discriminación arbitraria, Así corno las formalidades para invocar alguna de las causales de cesación a que se refiere el inciso tercero del citado artículo y, en general, todas las demás norma que se han estimado necesarias para la adecuada aplicación de este reglamento.

Ha de dejarse constancia en este punto que durante la elaboración y estudio de esta propuesta de reglamento se contó con la colaboración de los abogados señora Hortensia Cereceda, especialista en Derecho Público y de don Marcelo Albornoz, versado profesional del Derecho Laboral.

Del mismo modo, se escuchó la opinión de las señoras Nelly Cárdenas, María Teresa Bustos y Gerardo Fuentes, representantes del Sindicato Interpresas de Trabajadores Parlamentarios (SINTRAPAR) quienes colaboraron con sus puntos de vista y opiniones a mejorar esta propuesta.

III. ACUERDO DE LA COMISIÓN DE RÉGIMEN INTERNO

En conformidad con lo establecido en el artículo 3° A, de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento, ha acordado informar favorablemente la forma de contratar, conforme a las normas del Código del Trabajo y sus disposiciones complementarias, a quienes presten servicios a los comités parlamentarios y a los diputados, durante el desempeño de sus cargos y en labores que digan relación con el ejercicio de la función parlamentaria.

Al mismo tiempo, ha acordado someter a la consideración de la Sala una propuesta para el reglamento a que se refiere la disposición legal antes citada y cuyo texto se consigna seguidamente.

IV. TEXTO PROPUESTO DEL REGLAMENTO

En mérito de lo anterior, la comisión propone la aprobación del siguiente:

REGLAMENTO DEL ARTÍCULO A DE LA LEY Ng 18.918, PARA LA

CONTRATACIÓN DE PERSONAL DE APOYO A LA FUNCIÓN

PARLAMENTARIA DE LOS DIPUTADOS Y COMITÉS PARLAMENTARIOS

TITULO PRELIMINAR

Artículo 1°.- Objetivo. En cumplimiento del mandato legal contenido en el inciso cuarto del artículo 3°A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el presente reglamento regula la contratación de personal destinado a prestar servicios a los comités parlamentarios y a los diputados, durante el desempeño de sus cargos y en labores de apoyo que digan relación con el ejercicio de la función parlamentaria.

Artículo 2°.- Financiamiento y vínculos con la Cámara de Diputados. Los recursos necesarios para la contratación de personal que realice la Cámara de Diputados con el fin indicado en el artículo anterior, serán financiados con cargo a su asignación de Personal de Apoyo, definida en el punto A) del Capítulo III del Acuerdo del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, de fecha 5 de septiembre de 2011.

Tales personas prestarán sus servicios para los comités parlamentarios o para los diputados que soliciten su contratación, en conformidad a las normas del Código del Trabajo y sus disposiciones complementarias, y en los términos establecidos en el artículo 5° del presente reglamento.

Sin perjuicio de lo anterior, la relación laboral entre el personal contratado al amparo de este reglamento y la Cámara de Diputados se materializará y administrará a través de la Unidad de Administración de las Asignaciones Parlamentarias a que se refiere el Título IX de este reglamento.

TÍTULO I

ÁMBITO DE APLICACIÓN Y LEGISLACIÓN APLICABLE

Artículo 3°.- Ámbito de aplicación. Las normas de este reglamento se aplicarán al personal contratado por la Corporación para prestar servicios permanentes a los comités parlamentarios y a los diputados, tanto en las dependencias de la Cámara de Diputados ubicadas en el edificio del Congreso Nacional, en Valparaíso, y en su sede de Santiago, como también en cada uno de los distritos del país.

Este reglamento fija los derechos y deberes de estos trabajadores, establece las normas de probidad que deben cumplir en el ejercicio de sus funciones; determina el rango de sus remuneraciones; y establece, en general, las demás normas para la adecuada aplicación del artículo 3° A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

Las normas del presente reglamento no serán aplicables a las personas naturales o jurídicas que los diputados autoricen contratar con cargo a su asignación de Asesoría Externa, definida en el punto E) del Capítulo III del Acuerdo del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, de fecha 5 de septiembre de 2011, relación que se regirá por su respectivo reglamento.

Artículo 4°.- Legislación aplicable. El personal señalado en el inciso primero del artículo anterior se regirá por las normas del Código del Trabajo y sus leyes complementarias, y por las normas de este reglamento.

Las normas del Código Civil sólo se aplicarán a las personas que se contraten para prestar servicios a honorarios en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 3°A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. Para estos efectos, se entenderá por contrato a honorarios la prestación de servicios inmateriales, profesionales o técnicos, realizados a título de asesoría a cambio del pago de honorarios, sin existir subordinación o dependencia por parte del prestador de los servicios. Este tipo de contratos con personas naturales procederá en carácter excepcional y sólo en los casos en que este reglamento los autorice expresamente.

Artículo 51'.- Del empleador, su representación y la dependencia. La entidad empleadora para todos los efectos legales respecto de los contratos de trabajo que se suscriban al amparo de este reglamento, será la Cámara de Diputados. Sin perjuicio de ello, la jefatura directa sobre los trabajadores la ejercerá, siempre y en todo caso, el comité parlamentario o el diputado para quienes hayan sido contratados.

De acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 4° del Código del Trabajo, se presume de derecho que representan a la Cámara, en su calidad de entidad empleadora, el respectivo jefe del comité parlamentario o el del primer comité, si hubiere más de uno, y los diputados, en su caso, respecto de las personas que les prestan directamente sus servicios.

En consecuencia, dicho personal será subordinado y dependiente del correspondiente comité o diputado, quienes determinarán la organización del trabajo de dicho personal, establecerán la forma en que estos trabajadores desempeñarán sus labores y ejercerán su permanente dirección y supervisión.

TÍTULO II

PROCEDIMIENTO DE CONTRATACIÓN
Articulo 6°. — Del procedimiento. Los comités y los diputados solicitarán por escrito a la Unidad de Administración de las Asignaciones Parlamentarias la contratación del personal que requieran como apoyo de su función parlamentaria, especificando las funciones que cumplirán y el monto de la remuneración mensual que percibirán de acuerdo a la categoría de remuneraciones que le corresponda conforme a la tabla definida en el artículo 22 del presente reglamento.

Corresponderá al órgano de Administración de las Asignaciones Parlamentarias la elaboración del respectivo contrato de trabajo. Para tal efecto, requerirá de los trabajadores la documentación necesaria para formalizar su relación contractual y retener y enterar las cotizaciones de seguridad social. Específicamente se deberán acompañar los siguientes documentos:

a) Cédula de Identidad.

b) Certificado o título emitido por una institución de educación superior del Estado o reconocido por éste, que acredite su formación técnica o profesional, cuando ello sea procedente de acuerdo a la categoría de remuneraciones que se le asigne.

c) Currículo Vitae

d) Copia autorizada del finiquito de trabajo del último empleador, si fuere procedente.

e) Certificado de nacimiento de aquellos hijos que sean cargas familiares.

f) Certificado de afiliación en AFP e Isapre o Fonasa.

La Corporación podrá solicitar algún otro antecedente o certificado especial, tratándose de un cargo específico que lo amerite. Con todo, la idoneidad de la persona que se contrate para apoyar la labor parlamentaria de los comités y diputados, será determinada por estos últimos.

La contratación de estos trabajadores será información pública y estará disponible a través del portal en internet de la Cámara de Diputados, debiendo actualizarse mensualmente.

Artículo 70.- Impedimentos.- Para ser contratadas como personal de apoyo bajo las normas de este reglamento, las personas no deberán estar sujetas a algunos de los siguientes impedimentos:

a) Haber sido despedido o destituido por falta de probidad de cualquier organismo del Estado, o de las empresas en que éste tenga participación mayoritaria, durante un período de cinco años contados desde la fecha de expiración de funciones por esa causal.

b) Haber incurrido en falta a este reglamento o en alguna de las causales de terminación del contrato de trabajo que lo vinculaba a un comité o diputado, establecidas en el artículo 160 del Código del Trabajo.

c) Hallarse condenado por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva.

TÍTULO III

DEL CONTRATO DE TRABAJO

Artículo 82.- De la suscripción del contrato. Los contratos de trabajo que se celebren para regular las relaciones entre la Cámara de Diputados y los trabajadores contratados con cargo a las asignaciones para personal de apoyo, para los comités parlamentarios o para los diputados, deberán constar por escrito y extenderse en tres copias, firmado por ambas partes.

Los contratos respectivos serán suscritos en representación de la Cámara de Diputados por el Secretario General o por el funcionario en que éste delegue dicha potestad.

Artículo 9.- Contenido de los contratos. Los contratos deberán contener las menciones mínimas establecidas en el artículo 10° del Código del Trabajo, especialmente las siguientes: el lugar y fecha del contrato; la individualización del trabajador, con indicación de su nacionalidad, domicilio, fecha de nacimiento y fecha de ingreso al trabajo; la determinación de la naturaleza de los servicios contratados, lugar o lugares o ciudades en que se desempeñarán los mismos y una o más funciones específicas; el tipo de cargo a desempeñar, según denominación establecida en la tabla del artículo 22 del presente reglamento; el monto de la remuneración mensual y de las asignaciones no constitutivas de remuneración; la duración y distribución de la jornada de trabajo; y la individualización clara y precisa del diputado o comité parlamentario a quien el trabajador le prestará directamente sus servicios. Asimismo, deberá indicarse expresamente en el contrato la obligación del trabajador de dar estricto cumplimiento a las normas de probidad establecidas en el artículo 21 del presente reglamento, por mandato del artículo 3°A antes señalado.

Artículo 10.- Plazo del contrato. Cuando se celebren contratos a plazo fijo, su duración, incluidas sus renovaciones o prórrogas, no podrá exceder en ningún caso a un plazo superior al equivalente al término del respectivo Período Legislativo en que se convino su inicio. Respecto de los trabajadores que le presten servicios a un diputado, dicho contrato terminará automáticamente en el evento que el parlamentario cese en su cargo, cualquiera sea la época en que ello ocurra.

Artículo 11.- Modificaciones de los contratos. Los jefes de comités y los diputados, individualmente considerados, podrán convenir con las personas que les presten servicios cualquier modificación a sus contratos de trabajo que los vinculen con la Cámara de Diputados. Para los efectos de suscribir el anexo de contrato en el que conste tal modificación y ella surta todos los efectos legales, el comité o el diputado deberá solicitar por escrito a la Unidad de Administración de las Asignaciones Parlamentarias, la suscripción del respectivo anexo de contrato y el detalle de su contenido.

La enmienda podrá recaer sobre cualquier aspecto del contrato, pero no será posible a través de ella modificar los rangos rernuneracionales mínimos y máximos fijados en el presente reglamento, ni acordar mejoras salariales para las cuales no exista la disponibilidad presupuestaria en la respectiva asignación de personal de apoyo.

TÍTULO IV

DE LA JORNADA DE TRABAJO

Artículo 12.- De la jornada ordinaria. La jornada ordinaria de trabajo no excederá de cuarenta y cinco horas semanales.

La jornada ordinaria máxima semanal se distribuirá en no menos de cinco ni en más de seis días a la semana. Cuando la Cámara de Diputados realice sesiones cuya extensión supere la jornada ordinaria de trabajo, se aplicará lo dispuesto en el artículo 29 del Código del Trabajo, toda vez que ello es indispensable para evitar perjuicios en la labor y actividades normales de la Cámara.

Sin perjuicio de lo anterior, y en los casos que corresponda, el trabajador no estará sujeto a jornada ordinaria máxima semanal, si sus servicios son prestados preferentemente sin fiscalización superior inmediata del respectivo comité o diputado del cual dependen, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 22 inciso segundo del Código del Trabajo. Ello se producirá especialmente cuando el personal de apoyo preste sus servicios fuera de las instalaciones del Congreso Nacional, sin perjuicio de que el personal que allí labora, cuando proceda, también pueda estar excluido de jornada máxima semanal. Esta situación deberá establecerse expresamente en el contrato de trabajo o anexo de contrato que celebren las partes.

Artículo 13.- Trabajo en domingos y festivos. Respecto del personal cuya prestación de servicios deba ser cumplida en domingos y festivos, el contrato de trabajo permitirá dicha prestación, conforme lo autoriza el artículo 38 N° 4 del Código del Trabajo, sin perjuicio del otorgamiento de los descansos compensatorios semanales que correspondan.

Articulo 14.- Horas extraordinarias. Si por extensión de las labores las horas trabajadas superan la jornada ordinaria semanal, corresponderá al trabajador el pago de horas extraordinarias. Estas se pagarán con cargo a los excedentes de los recursos destinados a la Asignación para el Personal de Apoyo consagrada en la letra A) del Capítulo III del Acuerdo del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, de fecha 5 de septiembre de 2011, y en lo que exceda a dichos recursos, con imputación a la dieta del respectivo diputado.

Siempre y en todo caso, la extensión de la jornada requerirá que se suscriba el pacto escrito a que se refiere el artículo 32 del Código del Trabajo. Para estos efectos, será el jefe del comité o el diputado para el cual se prestaren los servicios, el que deberá solicitar y autorizar por escrito la realización de horas extraordinarias, mediante el formulario provisto al efecto por la Unidad de Administración de las Asignaciones Parlamentarias.

Artículo 15.- Control de asistencia. Corresponderá al órgano de Administración Parlamentaria disponer el sistema que permita controlar la asistencia y determinar las horas de trabajo de este personal, cuando ello sea legalmente procedente, para lo cual establecerá un libro o un reloj control de asistencia u otro medio de control digital o automatizado.

Artículo 16.- Descanso dentro de la jornada. El tiempo que las partes pacten para el descanso dentro de la jornada diaria de trabajo, y que como mínimo será de treinta minutos, no será imputable a la jornada diaria del trabajador, siendo de cargo de este último. En el caso del personal que preste sus labores en las dependencias de la Corporación, tampoco le será computable el lapso de hasta treinta minutos que emplee en las oportunidades en que por el funcionamiento de la Cámara de Diputados se entregue servicio de cena.

Artículo 17.- Prestación de servicios para más de un parlamentario. Dos diputados podrán solicitar la contratación de una misma persona que le prestará servicios a ambos simultáneamente dentro de la jornada ordinaria de trabajo. Si por la naturaleza de los servicios contratados, no es posible prestarlos de manera simultánea, dos diputados podrán solicitar la contratación de una misma persona que realice jornadas a tiempo parcial, debiendo en el contrato de trabajo señalarse específicamente la jornada que se cumplirá por parte del trabajador para cada uno de ellos.

En los contratos de trabajo que celebre la Cámara se dejará expresa constancia de que el trabajador prestará servicios a más de un parlamentario. En estos contratos se fijará, además, con precisión el monto que se imputará a la asignación de cada parlamentario y, en caso de que se produzcan horas extraordinarias, se cargarán a la asignación de quien ordene dichas labores extraordinarias.

Artículo 18.- Feriado anual y permisos. Los trabajadores tendrán derecho a los permisos y al feriado anual a que se refieren los artículos 66 a 74 del Código del Trabajo. Para estos efectos, el personal que cumpla funciones en las dependencias de la Cámara de Diputados ejercerá su derecho a feriado anual en la época en que la Corporación acuerde suspender sus sesiones y el cierre de sus dependencias, conforme lo dispone artículo 76 del Código del Trabajo.

Respecto del personal que se desempeñe en las oficinas distritales, su feriado anual se le podrá otorgar en la misma oportunidad señalada en el inciso anterior o en aquella en que el parlamentario respectivo determine cerrar dichas oficinas por un tiempo no inferior a quince días, circunstancia que deberá ser comunicada oportunamente al trabajador.

Podrá anticiparse el feriado anual a los trabajadores que no cumplan el tiempo exigido para tener derecho al feriado anual, en caso de cierre de las dependencias en que prestan sus servicios.

TITULO V

DERECHOS Y DEBERES DEL PERSONAL DE APOYO AL TRABAJO

PARLAMENTARIO

Artículo 19.- De los derechos específicos de los trabajadores. El personal contratado bajo las normas de este reglamento tendrá, entre otros, los siguientes beneficios:

a. Acceder a las instalaciones y dependencias autorizadas de la Cámara de Diputados. Para tales efectos, se les entregará una credencial que los identifique, cuyo porte será obligatorio.

b. Percibir en forma íntegra sus remuneraciones durante las oportunidades en que se encuentren gozando de licencia médica.

c. Recibir capacitación, conforme a los cursos y programas que ofrezca la Academia Parlamentaria.

d. Efectuar los planteamientos, reclamos, consultas o sugerencias a la Unidad de Administración de las Asignaciones Parlamentarias o a los órganos de gobierno de la Corporación.

Artículo 20.- De las obligaciones. Los trabajadores regidos por este reglamento tendrán las siguientes obligaciones específicas:

a. Acreditar, a través de una declaración jurada simple, el no estar impedido para ser contratado por alguna de las circunstancias a que se refiere el artículo 7° de este reglamento.

b. Desempeñar sus funciones con dedicación, diligencia, oportunidad y lealtad, observando las disposiciones de la Corporación, este reglamento y el ordenamiento jurídico vigente.

e. Cumplir pronta y cabalmente las órdenes e instrucciones, verbales o escritas, que le señale el jefe del comité o el diputado para el cual prestan servicios de manera dependiente.

d. Mantener una actitud y comportamiento de respeto y cortesía para con los parlamentarios, autoridades y para con otros trabajadores que se desempeñen dentro o fuera de la Corporación. El mismo comportamiento deberán tener para con las personas invitadas en la Corporación.

e. Presentar en tiempo y forma los antecedentes que le sean requeridos por la Corporación para la oportuna tramitación de sus contratos de trabajo, las modificaciones al mismo o el acceso a alguno de los beneficios estipulados en el Código del Trabajo y sus leyes complementarias.

f. Presentar en tiempo y forma las licencias médicas que acrediten su estado de enfermedad y que justifiquen su inasistencia a sus labores, y efectuar las apelaciones correspondientes en caso de rechazo de las mismas.

Artículo 21.- Del deber de probidad. El personal de apoyo a la función parlamentaria, deberá observar estrictamente el principio de probidad, que consiste en mantener una conducta intachable y un desempeño honesto y leal en sus labores, con preeminencia del interés general de la Cámara de Diputados, del comité o diputado, por sobre su interés particular. Específicamente, se deberá cumplir con las siguientes normas de probidad:

a. Abstenerse de ejercer mientras se desempeñen como trabajadores contratados por la Cámara de Diputados, otra actividad laboral o profesional que sea incompatible o tenga relación con las competencias del comité parlamentario o del parlamentario para el cual se desempeñen, conforme lo establece el artículo 160, N° 2, del Código del Trabajo.

b. Guardar estricta y permanente confidencialidad, durante la vigencia de su contrato y hasta dos años después de su terminación, acerca de toda información y documentación a la cual, por cualquier medio, tenga acceso en el desempeño de sus funciones. Salvo que expresamente el comité, el diputado o la Corporación dispongan lo contrario, toda la información y documentación a la que el trabajador tenga acceso, tendrá el carácter de confidencial para los efectos del cumplimiento de esta obligación contractual. Por lo tanto, sólo con expresa autorización de las entidades y personas antes señaladas, el trabajador podrá entregar a terceros la información y/o documentación a la cual tenga acceso con ocasión del ejercicio de sus labores. Con todo y dada la relevancia del deber de confidencialidad de esta clase de trabajadores, la presente obligación es de la esencia del contrato de trabajo, por lo que su infracción constituirá un incumplimiento grave del mismo y dará origen al término de la relación laboral. Lo anterior es sin perjuicio de las acciones civiles y penales a que tendrán derecho conjunta o separadamente la Cámara, el Comité o parlamentario respectivo, por los perjuicios causados o si la conducta del trabajador sea constitutiva de delito.

c. Usar correctamente y sólo para los fines del desempeño de sus funciones, los bienes que la Corporación, el comité o el diputado, pongan a su disposición, especialmente la credencial institucional, la papelería, las oficinas, su mobiliario, los equipos y líneas telefónicas, los equipos y las redes computacionales, entre otros bienes. Por ello, el trabajador deberá abstenerse de utilizar los bienes públicos, distintivos oficiales o el nombre de la Cámara de Diputados para asuntos de carácter personal, sean o no comerciales.

d. Rechazar la entrega de beneficios o hacerse pagar o prometerse de terceros cualquier galardón, estipendio o dádiva para desempeñar las labores propias de sus funciones.

e. En general, cualquier conducta del trabajador, sea por causa de hechos, acciones, omisiones o declaraciones que afectare la imagen o prestigio de la Cámara, el comité o el parlamentario para el cual prestare sus servicios, salvo aquellas que se realicen con el fin de denunciar acciones contrarias al ordenamiento jurídico.

TÍTULO VI

DE LAS REMUNERACIONES DEL PERSONAL DE APOYO AL TRABAJO

PARLAMENTARIO

Artículo 22.- De las remuneraciones. Cada comité parlamentario y diputado contará con el personal contratado por la Corporación que estime conveniente y necesario para el cumplimiento de sus cometidos, y siempre que disponga de los recursos suficientes para tal fin.

El pago de las remuneraciones de este personal sólo se hará con cargo a los recursos que se consignen para la asignación fijada por la letra A) del Capítulo III del Acuerdo del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, de fecha 5 de septiembre de 2011, con excepción del cargo que se destine al pago de horas extraordinarias, que podrá imputarse a la dieta parlamentaria, en su caso.

Para la provisión de estos cargos, cada jefe de comité y cada parlamentario indicarán por escrito a la Unidad de Administración de las Asignaciones Parlamentarias, las personas que se desempeñarán en labores de apoyo en las dependencias de la Corporación o en sus oficinas distritales.

Las contrataciones con cargo a las asignaciones parlamentarias o de los comités serán realizadas conforme a los siguientes cargos o funciones y dentro de las remuneraciones brutas mínimas y máximas que se indican para cada categoría:
	CARGO O FUNCION
	MÍNIMO
	MÁXIMO

	Personal administrativo y de secretaría
	$ 298.480
	$ 910.000

	Asesor
	$ 546.000
	$ 2.366.000

	Profesional
	$ 637.000
	$ 2.548.000


Las personas que se contraten con cargo a las asignaciones de los comités tendrán la misma denominación de cargos o funciones anteriores. En el caso de las bancadas que disponen de un comité, las remuneraciones máximas de sus trabajadores podrán incrementarse, en cada cargo o función, hasta en una y media vez dichos valores y en las que tengan más de un comité, hasta en dos y media veces el referido valor.

Los montos mínimos y máximos señalados precedentemente y las remuneraciones que se fijen a los trabajadores contratados al amparo de este reglamento se reajustarán, anualmente, en la misma oportunidad y monto que determine para la Asignación de Personal de Apoyo el Consejo resolutivo de Asignaciones Parlamentarias.

Artículo 23.- Asignaciones que no constituyen remuneración. No constituirán remuneración las asignaciones de movilización, colación, viáticos, las prestaciones familiares y las demás que determinen las leyes. Sin embargo, todos los pagos que se hagan a un trabajador por tales conceptos se imputarán a los recursos disponibles de la Asignación de Personal de Apoyo antes individualizadas del respectivo Comité o Parlamentario.

Las indemnizaciones por años de servicios que correspondan a estos trabajadores se pagarán con cargo a los recursos institucionales destinados o provistos presupuestariamente con dicho objetivo.

Artículo 24.- Pago de aguinaldos y distribución. Los recursos destinados por la Cámara de Diputados para el pago de bonos, o aguinaldos de Fiestas Patrias o Navidad que correspondan a estos trabajadores, se distribuirán conforme a la ley que los apruebe.

Artículo 25.- Recursos provenientes del pago de licencias. Los recursos provenientes de las instituciones de salud previsional (ISAPRES) o del Fondo Nacional de Salud (FON ASA) que la Corporación recupere por concepto del pago de licencias médicas de estos trabajadores, se destinarán al pago de sus remuneraciones, y el diferencial que hubiere se pagará con cargo a la asignación parlamentaria. El remanente que resulte se llevará en una cuenta individual por cada comité o diputado para el pago de reemplazos.

TÍTULO VII

TERMINACIÓN DEL CONTRATO DE TRABAJO

Artículo 26. - Terminación del contrato de trabajo. El contrato de trabajo del personal regido por el artículo 3°A de la Ley Orgánica del Congreso Nacional y por este reglamento terminará por las siguientes causales:

a) Por aplicación de alguna de las contenidas en los artículos 159 y 160 del Código del Trabajo.

b) Por petición expresa y escrita del comité o parlamentario para quien prestaba sus servicios el trabajador, fundada en la pérdida de confianza en este último. Con todo y para fundar la causal, no será necesario señalar los hechos en que esta se fundamenta, bastando sólo la simple manifestación de pérdida de confianza.

c) Por la cesación en el cargo del diputado para quien el trabajador prestaba sus servicios, cualquiera que sea la época en que la cesación se produzca.

d) Por disolución o terminación del comité parlamentario para el que prestaba servicios el trabajador.

Articulo 27. - De las formalidades para solicitar la terminación del contrato de trabajo. La terminación del contrato de trabajo de alguno de los trabajadores que se desempeñen con cargo a la Asignación de Personal de Apoyo para un comité o diputado deberá ser comunicada por escrito a la Unidad de Administración de las Asignaciones Parlamentarias por parte del jefe de comité o diputado para el cual dicho empleado se desempeñaba. Dicha comunicación deberá indicar la causal invocada y la fecha del cese de funciones.

TÍTULO VIII

DE LOS CONTRATOS A HONORARIOS

Artículo 28.- De los contratos a honorarios. Los comités parlamentarios o los diputados podrán, con cargo a su Asignación Personal de Apoyo, solicitar la contratación de personas sobre la base de honorarios por servicios esencialmente específicos, extraordinarios u ocasionales. Ella se realizará bajo la modalidad de prestación de servicios y el contrato respectivo contendrá básicamente lo siguiente: lugar y fecha de celebración, identificación de los comparecientes, nombre del comité o diputado para el que se prestarán los servicios, objeto del contrato, descripción de las actividades por cumplir, monto de los honorarios pactados, los que, en todo caso, no estarán afectos a los límites ni a los niveles remuneracionales indicados en la tabla del artículo 22; su plazo de duración, cláusula de término anticipado del contrato, prórroga de competencia y el número de ejemplares que se suscriban.

No podrá contratarse bajo esta modalidad a personas que presten servicios permanentes o a los que lo hagan con regularidad, salvo que se trate de profesionales contratados para una asesoría específica que se repita en forma mensual.

Artículo 29.- Terminación del contrato a honorarios. Los contratos a honorarios terminan por petición expresa del comité o parlamentario para quien prestaba sus servicios el trabajador independiente y siempre que se cumpla cualquiera de las siguientes causales:

a) Cumplimiento del plazo establecido en el contrato a honorarios.

b) Cumplimiento del cometido o trabajo específico para el que fue contratado.

c) Mutuo acuerdo de las partes.

d) Decisión unilateral del prestador de servicios, según términos del contrato.

e) Decisión unilateral del comité o parlamentario fundada en la pérdida de confianza hacia el prestador del servicio u otra causal que permita el término anticipado; y

f) Por cesación en el cargo del parlamentario que solicitó la contratación de los servicios o disolución del comité que contrató sus servicios, casual que deberá consignarse expresamente en el contrato a honorarios que se celebre.

TÍTULO IX

DE LA UNIDAD DE ADMINISTRACIÓN DE LAS ASIGNACIONES

PARLAMENTARIAS

Artículo 30.- Objetivo y facultades. Para los efectos de la administración de los contratos del personal que la. Cámara de Diputados contrate para prestar servicios para los comités parlamentarios o los diputados, se destinará el personal de la Corporación que séa necesario a un órgano de administración interno cuya orgánica determinará el Secretario General y que tendrá las facultades que señala este reglamento y las demás que fije la resolución que determine su creación. La dirección superior de dicho órgano corresponderá al Secretario General de la Corporación, quien podrá delegar todas o algunas de sus funciones en otro funcionario, el que actuará en su nombre y representación con la denominación de Subdirector.

Artículo 31.- De las facultades especiales de la Unidad de Administración. Corresponderá a dicho órgano la celebración de los contratos de trabajo y los de prestación de servicios que se realicen entre la Cámara de Diputados y los trabajadores que se desempeñen para los comités parlamentarios o para los diputados directamente. Deberá velar por el correcto funcionamiento de dichos servicios y, entre otras, tendrá las siguientes atribuciones:

a) Llevar un registro del personal contratado para los comités y para los parlamentarios, y de los antecedentes personales y profesionales de cada uno de ellos.

c) Mantener el registro de asistencia del personal, de su feriado anual y de sus permisos.

d) Requerir y tramitar las licencias médicas, permisos prenatal y posnatal otros que correspondan.

e) Extender y tramitar los finiquitos, y proceder a los pagos que correspondan.

f) Las demás que establece este reglamento o que le delegue el Secretario General.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero transitorio.- La Cámara de Diputados se subrogará como empleador en todos los contratos celebrados por los jefes de los comités parlamentarios o por los diputados con las personas que tenían contratadas con cargo a la Asignación para Secretarios y Asesores o la Asignación para Comités aprobadas por la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento y que se encuentren vigentes al 31 de diciembre de 2011.

Los contratos de estos trabajadores que contemplen fórmulas de cálculo de las remuneraciones que se paguen de manera distinta a la mensual o en más de doce veces en el año, deberán distribuirse de manera tal que esos trabajadores reciban una remuneración mensual equivalente a la suma de sus remuneraciones anuales divididas por doce, lo que deberá consignarse en el anexo de contrato que las partes celebren al momento del cambio de empleador de estos trabajadores.

Artículo segundo transitorio.- Para los efectos del cálculo de las indemnizaciones por años de servicios que corresponda pagar a las personas señaladas en el artículo anterior al momento de la terminación de su contrato de trabajo, se considerará todo el tiempo servido por dichos trabajadores entre el 11 de marzo de 2010 y el 31 de diciembre de 2011. El pago de estas indemnizaciones se efectuará al término del Período Legislativo 2010-2014 o en la fecha anterior en que el trabajador cese en sus funciones.

Los trabajadores contratados por los diputados o los comités parlamentarios que cesen en sus labores al 31 de diciembre de 2011 y que hayan sido finiquitados y, posteriormente, sean contratados por la Cámara de Diputados para desempeñarse con algún parlamentario o comité, a partir del 1 de enero de 2012, no tendrán derecho al cómputo que señala el inciso precedente.”.

Acordado en sesiones celebradas los días 19 y 20 de diciembre de 2011, con la asistencia de los diputados Patricio Melero Abaroa (Presidente), Pedro Araya Guerrero (Primer Vicepresidente), Mario Bertolino Rendic (Segundo Vicepresidente), Pepe Auth Stewart, Pedro Pablo Brown Urrejola, Aldo Cornejo González, Alfonso De Urresti Longton, Romilio Gutiérrez Pino, Cristián Monckeberg Bruner, Marco Antonio Núñez Lozano, José Pérez Arriagada, Felipe

(Fdo.): PATRICIO MELERO ABAROA, Presidente de la Cámara de Diputados; ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Secretario General de la Cámara de Diputados.”
10. Moción de los diputados señores Rincón, De Urresti, Lorenzini, Martínez, Silber, y de la diputada señora Goic, doña Carolina.


Establece como feriado el 2 de enero de 2012. (boletín N° 8122-06).
“1.- Que las fiestas de fin de año son días muy esperados por los chilenos, especialmente por lo que dice relación con la posibilidad de reunirse con la familia y disfrutar en comunidad las fiestas de Navidad y Año Nuevo. Estas fiestas sin lugar a dudas ayudan a fortalecer el vínculo familiar, y buscan lograr que nuestra gente pueda celebrar como corresponde estas fiestas con tranquilidad y rodeados de sus seres más queridos.

2.- Que desgraciadamente en este año 2011 las fiestas de Navidad y Año Nuevo, es decir el 25 de Diciembre y 1 de Enero caen día Sábado, concentrándose dichas fiestas en los fines de semana del Sábado 24 y Domingo 25, y el Sábado 31 y Domingo 1 de Enero, volviendo a las actividades normales el día Lunes 2 de Enero.

3.- Que nos parece que este año el tiempo que tendrán las familias para celebrar las fiestas de fin de año es muy escaso. Al efecto, este año sólo tendremos un día festivo para celebrar Navidad, es decir el Domingo, y también un día festivo para celebrar Año Nuevo, también el Domingo, lo que hace que las familias que deseen trasladarse por el país para celebrar las fiestas tengan muy pocos días para hacerlo, con todos los problemas asociados a ello.

4.- Que en estas fiestas de fin de año serán millones los chilenos que se trasladaran por el país para pasar estas fiestas con sus familias. Que teniendo en consideración que muchos chilenos ya están solicitando a sus empleadores autorización para ausentarse del trabajo el día 2 de Enero tomando en cuenta lo difícil que se hará el conseguir pasajes para estas fiestas tan cortas, y los problemas que tendremos en nuestras principales carreteras con la gran cantidad de vehículos que en muy poco tiempo tendrán que trasladarse por lo largo y ancho del país es que creemos que es necesario otorgar el día 2 de Enero como día feriado.

Por tanto, los abajo firmantes vienen a presentar el siguiente proyecto de ley.

PROYECTO DE LEY

“Artículo único. Declárase feriado el día lunes 2 de Enero de 2012.”
11. Moción de los diputados señores Verdugo, Accorsi, Castro, Macaya, Monckeberg, don Nicolás; Núñez, Pérez, don Leopoldo, y Silber, y de las diputadas señoras Rubilar, doña Karla, y Turres, doña Marisol.


Modifica el D.F.L. N°725, Código Sanitario, a objeto de permitir a los kinesiólogos otorgar atención directa a pacientes en casos que se indica. (boletín N° 8106-11).
“Fundamentos:

El Código Sanitario, en su artículo N° 113, establece que se “considera ejercicio ilegal de la profesión de médico-cirujano todo acto realizado con el propósito de formular diagnóstico, pronóstico o tratamiento en pacientes o consultantes, en forma directa o indirecta, por personas que no están legalmente autorizadas para el ejercicio de la medicina.”
La misma norma señala que, no obstante lo anterior, (..) “quienes cumplan funciones de colaboración médica, podrán realizar algunas de las actividades señaladas, siempre que medie indicación y supervigilancia médica. (...)”
Por su parte, el Decreto 1082, que aprueba el Reglamento sobre el Ejercicio de la Profesión de. Kinesiólogo, señala en su artículo 3°, que el Kinesiólogo sólo podrá aplicar métodos terapéuticos, (...) “por indicación y orden médica escrita”. (...)

Ahora bien. Considerando que es el Kinesiólogo, experto del movimiento dentro del equipo de salud, quien conoce a cabalidad el desarrollo de este en cada estructura de nuestra anatomía, por lo que actuar con el ejercicio sobre ellos es su función principal.

Que, la estimulación y potenciación de nuestros sistemas fisiológicos es muy importante para disminuir o revertir la incidencia de enfermedades crónicas no transmisibles, patologías musculo esqueléticas, cardiovasculares y respiratorias. Así también, los últimos estudios indican que el ejercicio preventivo disminuye la incidencia de Alzheimer, Parkinson y Cáncer.

Asimismo, que es evidente que la intervención crítica, analítica y oportuna por parte del Kinesiólogo mediante el ejercicio preventivo a cualquier edad es fundamental.

Que en el caso del lactante e infante, se logra estimular la adquisición de patrones motores normales y cronológicamente oportunos, permitiendo que su interacción con el medio sea la más apropiada, haciendo que su adquisición de experiencias sea mayor y promoviendo el desarrollo cortical.

Que en la adolescencia, el cuerpo sufre cambios drásticos en talla, composición y volumen, haciendo que los patrones de movimiento se vean alterados. El ejercicio en esta población readecuaría los patrones motores, aumentando la posibilidad de mantener un estado de salud normal.

Que en el adulto y adulto mayor, disminuye o revierten procesos patológicos asintomáticos ya existentes, además de mantener las articulaciones con un rango de movimiento normal. Esto se traduce en una mejora de la calidad de vida, factor no manos importante en la cada vez más creciente población de adultos mayores.

Para poder lograr estos efectos antes especificados, el Kinesiólogo está accediendo a sectores donde antes no había marcado presencia. En el campo de las escuelas, su intervención sobre la obesidad infantil, patologías crónicas no transmisibles y sobre baja capacidad física será fundamental. Por otra parte, la actuación a nivel de juntas de vecinos, clubes de adulto mayor o casas de reposo presenta una gran oportunidad de mejorar y potenciar la salud de la población.

En esa misma dirección, se han creado programas tan importantes como los referidos al tratamiento de las infecciones Respiratorias en Niños (IRA) y de las Enfermedades Respiratorias de Adulto (ERA) y su impacto en la población es una realidad.

Este es el mejor ejemplo de un resultado sanitario que puede exhibir Chile en los últimos 20 años. El Kinesiólogo ligado a la Salud Pública en el nivel primario de atención (APS) ha tenido una intervención importantísima en un grave problema sanitario como son las enfermedades respiratorias. La participación de este profesional en las estrategias de abordaje de las infecciones respiratorias en niños (IRA) y de las Enfermedades Respiratorias de Adulto, es la única en el mundo y esta implementándose en otros países de Latinoamérica. Este año se cumplen 20 años de la instalación de las primeras Salas IRA y 10 años de la instalación de las primeras Salas ERA.

La estrategia usada durante este período, ha incorporado a un gran número de Kinesiólogos y ha posibilitado una transferencia de tecnología al nivel de nuestros Consultorios y Centros de Salud Familiar (CESFAM). Es más, actualmente están en funcionamiento 1136 Salas especiales para Enfermedades Respiratorias en la Atención Primaria de Salud, las cuales se subdividen en 536 salas IRA (niños) y 500 salas ERA (adultos) y 100 salas Mixtas (en poblaciones de más de 10 mil habitantes).

Abandonando el modelo biomédico y patologicista imperante, menos eficiente y de controvertida resolutividad, la Reforma de Salud implementada en Chile desde 2004 aposté por un enfoque biopsicosocial , reconociendo como prestadores determinantes de la atención de salud, en un contacto de familia y comunidad, a todos los actores que intervienen en la Atención Primaria de Salud, entre ellos, el Kinesiólogo.

Desde la habilitación de las salas IRA que incluyen Kinesiólogos en APS, ha disminuido en más de doscientas veces la mortalidad infantil por neumonías en el país desde 1990 a la fecha, lo que demostró, de manera cuantificable, el enorme beneficio que tiene la aplicación del paradigma de la Kinesiología al manejo de problemas de salud pública.

En las salas IRA y ERA, el Kinesiólogo realiza control y evaluación de pacientes agudos y enfermos crónicos; actividades de educación individual, grupal y comunitaria; aplicación especializada de ejercicios respiratorios y permeabilización de la vía aérea; manejo de algoritmos clínicos para decidir la aplicación de tratamiento farmacológico mediante inhalaciones, nebulizaciones y administración de oxigenoterapia; brinda atención en salas de hospitalización abreviada; además decide con el médico APS la derivación de pacientes al nivel secundario y terciaria de salud.

La Norma General Técnica N° 17, sobre Sistema de Atención de Urgencia, SAMU, cuya última Resolución Exenta es de marzo de 2005, y en relación a la atención pre hospitalaria avanzada, permite al Kinesiólogo debidamente entrenado (reanimador), actuar en monitorización, desfibrilación, manejo invasivo de la vía aérea, acceso vascular y soporte farmacológico.

Cabe indicar que el Departamento de Salud del Reino Unido, publicó en 2008 un importante reporte que resalta la eficiencia de la aplicación del TRIAGE, que es la evaluación rápida de los pacientes y su ubicación en las listas de espera para la atención médica (clasificar, seleccionar o elegir), y el sistema de auto referencia a tratamiento dirigido por Kinesiólogos, con un significativo descenso en las listas de espera y tiempos de atención de especialistas. En los países bajos desde el año 2006, se legalizó el acceso directo del paciente a Kinesiología y terapia física.

Poco tiempo atrás Chile pasó a formar parte de un selecto grupo mundial, la OCDE, Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico. Sobre el particular, cabe hacer presente que algunos de los países que la conforman y que cuentan con acceso directo a Kinesiólogo, estableciendo claros indicadores de mejoría de la Salud Pública son: Estados Unidos, en donde la Asociación Americana de Terapia Física, APTA, ha informado que actualmente en 46 estados se permite el acceso directo a los servicios de kinesiología; a ellos debemos agregar a Alemania, España, Reino Unido (desde 1978), Turquía, Australia, Japón y Nueva Zelandia.

La Corporación Mundial de Terapia Física, WCPT, ha manifestado desde 1995 que los pacientes deberían tener acceso oportuno, autorreferido y expedito de la Kinesiología en APS y declara que los Kinesiólogos deben ejercer razonamiento clínico, en especial para ejecutar acciones de promisión de salud, de prevención, de gestión e intervención de pacientes que no requieren atención del médico especialista y; cuyo manejo requiere del conocimiento y competencias clínicas propias de la Kinesiología. Además, todos los estudios validan la introducción del triage liderado por Kinesiólogos en APS que sus decisiones clínicas han demostrado ser tan confiables como las decisiones médicas.

Por lo anterior, y sobre la base que con políticas apropiadas que permitan la atención oportuna, autorreferida y expedita de la Kinesiología, lograremos mejores resultados en la atención de los pacientes que llegan hasta los consultorios o servicios de atención primera del país, y que para ello debemos modificar al Código Sanitario, subentendiéndose que igual modificación, por el sólo ministerio de la ley, sufrirán los Reglamentos respectivos, los Diputados que suscriben venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Agrégase, al Decreto con Fuerza de Ley N° 725, Código Sanitario, el siguiente artículo 113 bis, pasando el actual artículo 113 bis a ser 114 bis:

Artículo 113 bis: Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, el Kinesiólogo podrá dar atención directa, es decir sin orden médica, a los pacientes que lo soliciten, cuando ellos presenten una condición de discapacidad, enfermedad crónica no transmisible, alteraciones osteomusculares, tegumentarias, neurológicas y cardiorrespiratorias de carácter crónico o secuelar y en el caso de pacientes agudos cuando se enmarque en las condiciones que defina el programa nacional, regional o local correspondiente y cuando se trate de urgencias de tipo osteomuscular que no signifiquen fractura. Cuando los pacientes presenten evidencias de patologías locales o sistémicas que superen sus competencias profesionales, el Kinesiólogo deberá realizar la derivación oportuna de los pacientes al médico-cirujano.

Para el adecuado desempeño de sus funciones profesionales el Kinesiólogo podrá prescribir las ayudas técnicas necesarias para el adecuado bienestar del paciente, solicitar exámenes básicos complementarios que permitan un manejo más adecuado del paciente y podrá a su vez prescribir algunos medicamentos coadyuvantes si estos se requirieran al fin de su actividad profesional.

Los servicios profesionales del Kinesiólogo comprenden la aplicación de principios y procedimientos de valoración funcional y terapéuticos concernientes a la Kinesiología, Kinesiterapia, Terapia Física, Terapia Manual, Fisioterapia, Ejercicio Terapéutico o Actividad Física Terapéutica y demás procedimientos y técnicas relativas a su quehacer profesional estando éstos orientados a la investigación, promoción, educación, prevención, evaluación y tratamiento de condiciones de salud limitantes de la función del individuo con la finalidad de lograr una recuperación total o parcial de la función perdida posterior a una enfermedad o deterioro, mejorando !a calidad de vida y contribuyendo con el desarrollo social de la comunidad y el individuo, pudiendo entregar atención directa a pacientes que no presentan riesgo vital.
12. Oficio del Tribunal Constitucional.


“Santiago, 13 de diciembre de 2011.


Oficio N° 6.991


Remite sentencia.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Tengo a bien remitir a V.E. copia autorizada de la sentencia definitiva de 13 de diciembre en curso, dictadas por este Tribunal en el proceso Rol N° 1971-11-INA, requerimiento de inconstitucionalidad respecto de los artículos 4 y 292 del Código del Trabajo y artículo 238 del Código de Procedimiento Civil, en los autos Rol N° 36-2011, sobre recurso de amparo interpuesto ante la Corte de Apelaciones de Rancagua.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RAÚL BERTELSEN REPETTO, Presidente; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria.

A S.E. EL

PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS

DON PATRICIO MELERO ABAROA

VALPARAÍSO

PRESENTE.”
*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PRI: Partido Regionalista de los Independientes. PC: Partido Comunista.





